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A 

AcCÍOfí dé df'sjMjn.— Ví-ase : Yiulrm irt. 

Acción postsoha. — Kén^i : /wiciú de ttmtnhl» , /W<»„ii. 

decían rWcmdicd/orw.- Procede, probado ti dominio, y no habiéndose 

operado «-ii tu « »ulra la prescripción. Pagina 19, 
.tfrrrt/or rfr hMí^oooi. — W-aso ; Oblitjtiriun. 

Acreedor origiiuirio. — Véase : Ftoro federal, 
Attif.ijoH'imn'ntt/. — Véase ! Poietion. 

A¡níacíón.— En Ls causis Je poca importancia, debe ser concedida 
en relación. Página l">7. 

sl/HXÍi'rw/».— -El apoderado en el jim io |uíi¡i Í¡mI, no puede alegar falla 
de personería t:íi lo*; anlos solire rjccuriou de la sentencia, 
mientras tío tenga lugar l.i revocación ó no se le acepte U 
renuncia del puder. Página i Id, 

Auto fi/Jt'JdWc — Lo es el u,ue «o liace lugar á la nulidad de la decía- 
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ración de rebeldía, j de Jo actuado en consecuencia de ella 
Página 340. 

AiuriHo de fuerza pública. — Véase : Cosa juzgada . 



íiienes inmuebles . — Véase : Registro de la propiedad, 
boleto de ven ta. -Véase ; Registro de la propiedad. 



Capitán.— \ ¿ase ; Contrato de fletamento ; Sobrc-esladias. 
Cata judicial.— Véase: Suprema Corte. 

Casos iguales. — Debe en ellos dictarse igual resolución. Página 380. 

tatúas «V //ora ímportónno. - Véase : Apelación. 

Ct sionario. — El de un Banco de Monle Pió, cu va cestón acepi- la 
con Ja condición de ser á su cargo el sueldo del Interventor 
nombrado por el Gobierno, está obligado á pagar dicho 
sueldo. Página 4H. 

C&ionario. — Véase: Fuero federal. 

Circunstancia atenuante. — Véase : Vena. 

Comercio marítimo.— Véase : Contratos bilaterales ; Justicia federal. 
Comiso. — No resultando circunstancias que hayan podido inducir 
al interesado en error involuntario y evidente, procede ú\ 
comiso del exceso encontrado sobre las m cread erias manifes- 
tadas. Págitia 362. 

Comiso.— K\ error en la designación de las marcas en los bultos ma- 
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ni Teslados, es de los que no pueden pasar desapercibidos 
I-ara ta Aduana, y no dú lugar a U declaración de comiso 
Página 400. 

Competencia. — Véase ; Ihtiio. 

Compra-mita* — Véase : Vendohr. 

Contrata.— Itccoiiocida la autenticidad de un contrato, del que ema- 
nan utilizaciones reciprocas, deben olas ser cumplida!. Pá- 
gina 

Contrato iir fltiitmenht. — VA me ron pleno conocúnienlo de sus clau- 
sulas, se lia encargado di- la ejecución del con ira lo de fleta* 
menlo en t i puerto de ta d'*srarga, responde al capitán pur 
las sobre-estad ¡as que se cateen. Página 146. 

Contrato de renta. — Véase : Venia 

Contratos bilaterales. — En ella*, una de las partes o su cesionario, 
nu puede demandar mi nimptiiniuito si no los hubiese ella 
cumplido tí ofreciere cumplirlos. Página 189. 

Cosa coman. — Véase : Venta. 

Ct>M htpotronfo. - Yéasi- Venta. 

Cosa juzgarla. — Debe cumplir* <\ requiriéndose en caso necesaria el 

auiilio de la fuerza pública. Página íó4. 
Gt$a litigiosa , — Véase : Ptrito. 

Costas. — No procede la condenación del demandado en las cosías del 
juno, cuando el aulor no consigue lodo to que pide en la 
iK-inaruta. l\i»ina lili. 

Cotfof.— Véase : Procurador. 

I) 

Daños* — No probándose el cuánto de los daños recibidos como con- 
secuencia inmediata ¥ ilirecta de un embargo preventivo, no 
puede admitirse la Je manda sobre ellus. Página 31 . 
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thiños C iuterests, — Véase : Obligación. 

Doñas 1/ perjuicios. — Lt>* residíanles de la falla de al le pagan-* 

a la orden, resuelven en el pagu de ¡nteiv-.->, l'.igi- 

na ai . 

Decisión inapelable. — Véase : Din trian rfe Menina. 

Defecto cu tu demanda. U lalU de traducción ú la traducción de- 
l'-iluosa en un tlociiuieiito acompañado á la demanda, m» 
autoriza la esc< pelón dilatoria por defecto legal en el modo 
de proponer la duna tu la. Ingina -i»'»'*. 

Detilo. — Kn el delito iniciado en un lugar y consumado en otro, la 
causa corresponde al Juei de este ultimo lugar, máxime»! 
lia prevenido en -u ruiiocimieiilo. Página 

Demanda. — Víase : fresa ipetou. 

tkra htt dr retención* - Véase: Mejoras* 

Desalojo. — Vea-e : Locación , 

Despojo . — V éase ; l'ioh tifia . 

Detotnciou de auto**— Procede, una vez consentido p-.r el demán- 
dame el aul« por el mal el Juez ge declara incompetente y 
aceptado por el apclaftle, de>Lsticndu del niur>o, Pagi- 
ti.i £51. 

Dirección 4s lientos. — Su decisión & inapet&tde, en cuanlip se re- 
fiere a la cla<e y eali-l.nl »le nti artículo en >n relación ron 
la tarifa. Página !«í. 

Dobles dererfin*. — Pin de ser castigada con esta pena, la diferencia 
de calidad en la mercadería, man i fes teda, ojie ««m tile de la 
tolerancia. Página Ki. 

Ihn umcntos, — Los de carácter nacional £ listootea en la Escribanía 
Mayur de (íoImctiio de la Provincia de llurno> Aires, perte- 
necen al Gobierno Nacional y no á los propiciarme de dicha 
Ksmbania. Página 88. 

Dominio. — La compra y posesión de un negocio de cafe, lus pago* 
de los dependientes y las compras hedías en nombre de la 
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compradora, para explotarlo, así ncinj J.i patente s. cada en 
su nombre, pruch;m el dominio sobre dicho negocio; y cs- 
las pruebas titj pueden ser desvirtuadas por el hecho de fa 
comunidad de vida mid su supone enlrtí la lerccnsla y el 
ejecutado, Página í;ítV 



E 

Embargo i>m mtira. — No procede, 00 existiendo Ion e-aremos re- 
t|iieritlos {inr elarhVulo invisu de I.i ley narinnalde Pro- 
iei|jin¡enli,s. Pagina ..'.l'J. 

Embargo jrr'ivnfir». - YA sancionad- por el ariiYubi li;i, inciso 2" de 
la Ley de Pruodimienlos de la Capital, liu v»\a autorizado 
por la ley de Procedimientos Nacionales. Pagina m. 

Embargo «rviv»/* t o. — Véase : [)afm. 

Error. - Véase : tfumñío. 

Bíecpáon dilatoria. -~\éastt : Dtftvlo m la dcmaaia. luirrdirto. 

Escribanía Mayor tU dubuma. — Véase: fhn-amttñtot. 

Escritos. — Los redactados en términos inconvenientes, deben ser de- 
vueltos a la parte, recomendándose li moderación al letrado 
uno bis autoriía. Página Ij.'t. 

Esmfmanon. — XéMit; Valia, 

Expropiación. — L:i ley de expropiación no se opone á que |>ur reso- 
lución previa, se establezcan las bases ron arreglo á las cua- 
les debe hacerse la apreciación pericial de la linca que debe 
espropiarsc. Pagina 

Extradición.— Probada l,i ¡deiilidari de la persona, y existiendo el he- 
cho culpable ú enniirial comprendido eu el tralado, y unte- 
cede 11 les bástanles para establecer la culpabilidad, procede 
la extradición requerida en virtud de dicho tratado. Pá- 
gina íii7. 
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Estr adición, —E\ término señalado para Ja duración de la prisión, es 
para que ta prisión previsoria pedida sin prueba alguna, no 
se prolongue fuera del dicho término, mas no para que: 
dentro de este se concluya el proceso de extradición una 
vez ¡tiidado debidamente. Pagina 208. 

Extradición. — Ejecutoriada U sentencia por la que, manteniéndose 
la detención del requerido, se manda subsanar dentro del 
término de un mes el defecto de autenticación de los docu- 
mentos acompañados al pedido de extradición, tiene aquel Ja 
que cumplirse, debiendo empezar el término señalado dc*de 
que se comunique la resolución de dieba sentencia al re- 
preséntame del Gobierno requ ¡rente. Página 242. 

Exhibición de documento, — Véase : Locación. 

F 

Falta de personería. - Véase Apoderado, 

Fiscales ad hoc, — Acuerdo aumentando la lista para la Sección de 
Santiago durante el uño de 1880. Página 5. 

Ftetamento. — Véase : Contrato de lamento; Sobre estadías. 
Fuero. — Véase : Soíidundad. 

Fuero Federal. — Kl arreglo de deudas hecho con el cesionario, con- 
vierte á osle respecto al cumplimiento de dicho arreglo, en 
acreedor originario ¡tara los efectos del fuero. Pagina 113. 

Fuerza pubtua. — Véase: Cosa juzgada; Fso de ¡a fuerza pública. 

H 

liabeai Corpus. — No e* admisible esie recurso á lavor de un de- 
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mente que se halle en el Hospicio de Dementes, por orden j 
á disposicíu» del Jtiez del Crimen. Página 9¿. 
Honorarios. — Véase: Procurador, 
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Indemnización. ■- Víase; Obligación. 

Interdicto. - Si en este juicio se ha opuesto y aceptíllío poP , as pir((;s 
y por el Juez, un i escepcion dilatoria eomo prftwa, no pued¿ 
resolverse ai mismo tiempo sobre dicha esccpcion v sobre el 
foildo, sin oir sobre este al demandado. Ingina 53. 

Interdicto de despnjo. - Es una arción civil r,,vo Conocimiento cor- 
responde á la Suprema Corte originariamente, ruando se de- 
duce jHjr un extranjero contra una Provincia. Página ¿81 

Interdicto de despajo. - Véase; Vianda. 

Interdictos pasfSfiriM. - para ejercitarlos, es uecesar.o haber poseido 
por más ile un año. Páginas 7 v 375. 

Interdi, tos parios. - La prueba testimonial debe en elfos ser pe~ 
dida y producida en la audiencia lijada por los artículos 3,')¿ 
y iJj:i de la Ley de Procedimientos.. Pagina 109. 

Internes. — Víase: Daños y per juicios. 

Interrupción de k prescripción, - Véase; Prescripción, 



Jueces suplentes. - Acuerdo aumentando 1* list.i para la SéCCtpii de 
Samugo durante el año 1889. Página 5. 
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Juicio de áédfááéi — En este juicio, autorizado por et artículo 2" 46 
del Código Civil, la posesión del nrupielario contiguo no puc~ 
de fundar una arción posesoria en contra del ejercicio de la 
acción de deslinde,)' solu puede invocarse en el mismo juicio 
como elemento de prueba en favor de sus pretensiones 
Página 65. 

Juicio petitorio, — Véase: Juicio posesorio. 

Juicio pamtrrÍQ, — Durante él, no puedo entablarse por el deman- 
dado el juicio petitorio, ui otro posesorio, Página 

Jurisdicción originario de ta Corte.-XC^e: Interdicto ftrdc.pojo. 

Justicia Federal, — La demanda par daños y perjuicios de un es- 
tmnjero contra un ciudadano, corresponde á la Justicia na- 
cional. ;tuni|iie id demandado alegue haber procedido |ft 
desempeño de una comisión de los Tribunales de Provincia. 
Página 230. 

Justicio Federal — La nttrcjifl de mercaderías «pie se pide ú un agcnk 
de vapores en vi rlml de conocimientos, y se niega por este 
por falta do pago de Hete y desembolsos, pertenece á la na- 
vegación y comercio marítimo, y el conocimiento de la de- 
manda corresponde á la Justicia Federal. Página 2G5, 

Justicia Federal, — Ks incompetente para conocer en demandas cuyo 
importe es inferior á la tasa de la ley de 3 de Setiembre de 
1878 y que no corresponden á su conocimiento por razón 
déla materia. Página a5t. 

Justicia Federal. - Corresponde al conocimiento de ella la causa ci- 
vil en que el dema.. Jante es vecino de la Capital y el deman- 
dado, vecino de tina Provincia, Página 399. 



¡Mudo* arbii rales. —Los recursos contra los laurios arbitrales dicta- 
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dos tn ctusa que m» sea de la jurisdicción originaria de Ja 
Suprema Corte, debe» ser llevados al Juez de Sección a 
quien habría wiTfspomlidi) el conocimiento de la tnis- 
ma, si na hubiese sido sometida á arbitramiento. Pági- 
na ¿70. 

Limite* inierproeinrialex. — Véase : Ventas, 

Litis veuilnnia. - No es admisible, mam lo son distinta- las partes 
que intervienen en el juicio. Pug na 53. 

Lúi- mon. — Kn la cuestión de rescisión de locación por haber f i in- 
quilino hecho un subarriendo prohibido por el contrato, es 
procedente la exhibición del docum-ulo de subarriendo, pe- 
dida dentro del lérminn probatorio. Página 105. 

locación. — Concernida la sentencia, en Cnanto detiara rescindido el 
contrato de locación, y apelada en cuanlu al término de 
quince dias lijado para el desalojo, debe ser confirmada en 
e-l* parle, una ven que resulte haber trascurrido más de un 
año desde la fecha de la sentencia. Pagina tí'.t. 

Lccarian. — Véase * Mejoras. 

locución de serrinos- - Probad* la ni* Leticia, de obras y sen idos 
prelados, % no del convenio sobre su precio, ole debe ser 
determinado por peritos, Página IíVj, 
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Mejoras. — La* hechas ron conocimiento y consentimiento del pro- 
pietario fjue se manifiesta dispuesto á pagarlas, deben con- 
siderarse romo autorizadas. Página VM. 

Mejora*. — líe mostrado su valor, el locatario tiene el derecho de re- 
tener la linca pagando el alquiler convenido mientras se le 
reembolse dicho valor. Página 135. 
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Jfwwwr». — Véase ; Poseñon. 

Mercaderías manifestadas. - Véase: c«m¡». 



AílW^OCttW. - Véase: /wí/írín ftfe ra f. 
mm. -Véase: Auto apriete, Sentencia. 



O 



0«V«to. - El acreedor de una obligación, tiene derecho P ,ra pe- 
dw ... ru.npl.mienlo y la imU-mr-izacio» de rfaflu. é ínlere 
<£*M que Cí .fpa propia d*J d de ci^gfc 

0»^*^/^ forltrailJa á rueriw 

í WJ? * T * * u en moneda »¿ 

ciutial. fagina 9>í. 

0%ar,<m« d O r . - I* convidas con poMerioridad á h |„ de 
mcün verdón, deben ser chanceadas coi, *«t* de oro 6 
su equivalente en moneda de curso lapl. Página 334. 

O&roí.— Véase: ¿orarír;» desmidas* 



Pagarés d ta órd>n. - Véase: Ü» y ^«f^ f> 
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Patfo de ¿trechos. — Váasc : Prescripción, 

Pena.— Siendo distinta la pena establecida por la ley vigente at liem- 
po del fallo, de la que rejia ruando se cometió el crimen, 
debe aplicarse la que sea más benigna. Pagina 38. 

Pena. — Síend» por la ley vigente al tiempo del fallo, una ci rentis- 
ta ncia atenuante, la de haber durado el proceso sin culpa 
del procesado o del defensor, p->r más de dos años, dicha 
circunstancia debe tenerse en cuenta para dispensar de la 
pena de muerte v sosliluírla enn la de presidio por tiempo 
¡a determinado. Página 38. 

Pena de muerte. — Véase: Pena. 

Perita. — Véase; Locación de servicias. 

Personería. — Véase : Apoderado. 

Pesos fuertes. - Vé.ise : Obligación á pesos fuertes. 

Pleito — Pendiente él, no puede cambiar*!» de estado, ni enagenarse 
Ja cosa que constituye SU objeto. Página 251. 

Posesión. — Nadie puede ser privado de su posesión sin haber sido 
oído y vencido en juicio, ni tampoco en virtud de sentencia 
dictada en juicio en que no ha sido parte. Pagina -JUI . 

Posesión. — Ordenado su amparo por sentencia, no pueden invocarse 
los actos ejecutados á solicitud del oponente en contra de 
esa posesión, j declarados atentatorios, para fundar la opo- 
sición al cumplimiento de dicha sentencia. Página 254. 

Posesión. — La constituyen, suficientemente caracterizada y bastante 
para el ejercicio de acciones posesorias en jricio, la mensura 
y amojonamiento de un terreno y la subsiguiente ocupación 
de la casa habitación existente en él, Página 

Poution. — La resolución de un Gobierno de Provincia ordenan. lo, en 
virtud de denuncia, la mensura de un campo poseido por un 
tercero á titulo de dueño, como si dicho campo fuera fiscal, 
importa una verdadera turbación de posesión ¡ | no puede 
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considerarse como simples palabras incapaces de herir c] 
gurí: del |i íSiTilor. é inhábil, p»r consiguiente, para autori- 
zar la arción posesoria. Página 330. 

Prescripción. — La acción por falta de pago de derechos por merca - 
dorias de importación, se prescribe á lus diez años de La cn- 
trad.i del liurjiio á que se reliare el reclamo. Página 271. 

Inscripción, — K! recononnih uto de la deuda, y I t demanda inter- 
puesta en tiempo, interrumpe el curso de la prescripción. 
Página L J~i. 

Proctirtttiur. — VA que pe* liona una cobrau/a en que está minlere- 
aadu. gestiona rn causa propia, y no tiene derecho para cu- 
brir lionoraiius á la rnrUraparlo condenada en cosías. Pá- 
gina 1 1)1 . 

Prueba. — La diligencia de prueba que, solicitarla den Iro del térmi- 
no, no lia stdo cumplida por hecho no imputable h incuria 
de la parle, dehe ser mandada c plir. l'auina -J¿0, 

Prueba, — Véase: íhminiu. 

Prut ha pericial. — No es admisible la petición de ella, después de 
vencido el termino probatorio. Pagina 59, 

Prueba testimonial. — Véase: Interdictos potetortOS, 

R 



Rebeldía. — Véase: Auto apHal>\<>. 

fieconwiuiientn rfs la detula. — Véase : Prcseripcimi. 

Recurso — Aunque la sentencia linal de lus tribunales de Provincia 
no entre al fondo de la cuesliuii, y solamente declare desierto 
el recurso de apelación inlerpuesln de la de primera instan- 
cia, procede el recurso del artículo i i de la ley de jurisdicción 
de los Tribunales Federales, si en el pleito se lia ; aesto en 
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cuestión la validez de leves, decretos autoridades ñ comi- 
siones nacionales, y li s, ■ulnina lia sid<* contraria á dicha 
validez. Página :IÜ¿. 

ft.-.-iirv. -IWcilt- i-I kl* l :n ti- «iUt Udela ley de jurisdicción de los Tri- 
bunales Federales, contra la sentencia final ile lus tribunales 
torales que, habiendo sido puesto en cuestión el dominio de 
un campo ó lítalo de venta ^nlnnaihi pur un }\w nacional, y 
la lilierlad de ejercer judicialmente derechos sobre él, por 
irn)irtlirseli> las autoridades creadas por el Congreso, decide 
en contri de la venta y da dicha libertad, Página ¡103 . 

ttt't'itrsu. — La ruotiuu sobre la inteligencia di- la ley nacional de tá 
do Octubre de Ü*8.*i, decidida en contra del derecho fundado 
en ella, autoriza *'l r&BÚV& sancionado por el articulo ti, 

inciso :j' de la ley sobro competen* ¡a de lus Tril ales 

Federales. Página %, 

Bmw de iifwfo ¡oh. — Véase ¡ Apelado». 

Iterarse.— Véase : L uidos arbitrales. 

frgistro (te trt pFúpiethiA.— Puede inscribirse en él, la boleta de venta 
de bienes inmuebles sitos en territorios riámdnáles. Página 

Reír indicación.— Kl vendedor de parla dé un campo, sin mensura, pero 
que por actos sucesivos reconoce cHimUe separativo entre 
la parle vendida y la ipio 5 e reservó en la venta, no puede 
mviinlir.tr U«< lV,n rimf -s i[ne ■><■ lullan Uu-\\\ «le ese limite, 

Pagtna 

Reivimlhiritíu. — Véase : Anión reirindimiorta. 
Renuncia de podtr. — Véase : Apoderado- 
fíacision de facaritm. — Véase : Locación. 
Hesotnciove*. — Véase : Suprema Corle. 
Retentimi. - Véase : Mejoras, 
fiev>c*iciande¡>oder. — Véase : Apoderado. 
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Sentencia. - Es nula la míe se dicte sin la audiencia del interesado, 
proscripta por el arlólo 1070 de las Ordenanzas de Aduana. 
Página 394. 

Semencias de los tribunate* tomies. — Véase : Recurso. 
Servicios. — Véase : Locación de servicios. 

Sobre-estada - Fijado por vi emirato de lletamcnlo el día en que 
debió empezar la carpa, y resultando que para esc dia elbw- 
que fletado estuvo esperto para abrir registro do carga, el 
lérminu estipulado para cargar debe contarse desde el dia 
Señalado, aunque el permiso relativo haya sido solicitado v 
obtenido después. página t ta. 

Sobwmtadins. -El capitán csí;i obligado á comunicar á los fletadores 
la cantidad de la carga que falta para el completo cargamento, 
máxime tratándole de calamentos de madera, y su resis- 
tencia a cumplirla exonera/i estos de indemnizar las sofcra- 
esladfas correspondientes. Pagina 1 19. 

Sobre-estadas. — Víase : Omtrah de flHunmta. 

Solidaridad. —E\ haberse interpuesto demanda de reivindicación 
conjuntamente contra varios poseedores ante la jurisdicción 
provincial, no constituye la solidaridad prevista purel artículo 
Í0 de la ley sobre jurisdicción de los Tribunales Federales, 
y cada poseedor demandado, puede invocar el lucro que le 
corresponde. Página 1Ü2. 

Subarriendo. — Véase : Locación. 

Suprema Corte. - Sin producirse caso judicial, no puede dictar re- 
soluciones. Página Hi. 

Suprema Corte. —Véase: Recurso. 
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Tercería. — Véase : Dominio, 

Término para cargar, — Véase: Sttbre-eftaditts, 

Término probatorio, — Véase: Prueba pericial. 

Territorios nacionales. — Véase : Registro de la propiedad. 

Testigos. — La presentación dentro del término, de testigos, ruyo 
examen nu ha sillo solicitado oportunamente, no autoriza 
después de vencido aquel, á pedir que sean citados para de- 
clarar. Pagina 59. 

Traducción. — Véase: Defecto en la demanda. 

Tribunales locales. — Véase: Iteatrso. 

Turbación de posesión. - Véase: Posesión. 

V 

Vio de lu fuerza pública. — Km los minarlos a ejecutarse en juris- 
dicción ajena, no debe, en caso de resistencia de la auto- 
ridad local, ocurrirse inmediatamente al uso de la fuerza 
pública, sin cometerse la diligencia al Juez Federal de la 
Sección correspondiente, salvando siempre toda cuestión de 
competencia. Página "0. 

V 

Vendedor, — Está obligado á hacer entrega del inmueble veudido, no 
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solamente á su comprador, sino Israbien al cesionario ó su- 
cesor del comprador. Página 83. 

Venta. — Es nulo el contrato de venta de una urupieüa 1 hipotecada * 
común, hecho sin mención del gravamen v sin conocimiento 
de todos los condominos y del acreedor hipotecario ; ynu 
es lícito pedir su escrituración. Página 181. 

Ventas. - Las de terrenos comprendidos en ol área cuestionada en- 
tre las Provincias de Buenos A ices ; Cúrduha y Santa Fé, legí- 
timamente hechas por sus Gobiernos ñutes del compromiso 
nor el mal fué sometida al fa'lo de Ja Suprema Corte Ja 
cuestión de limites entre dichas Provincias, déWser respe- 
ladas y considerarse subsistentes, aunuuc por el fallo citado 
los terrenos vendidos hayan sitio adjudicados á Jas Provincias 
ijúem fueron las vendedoras. Página ;iit. 

Vías de hecho. — Véase: Violencia. 

Violencia, — En los casos de violencia y vías de hecho, la acción de 
despojo prmvde, aún contra el propietario del inmueble 
Página Í8i. 
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Acuerdo aumentando la lista de Jueces suplentes y Fiscales 
ari hoe para la Sección de Santiago, durante el año §88$ 



En Buenos Aires, a veintidós de Agoslo de mil ochocientos 
ochenta y nueve, reunidos en su Sala de Acuerdos los Sres. 
Presidente y Vocales de )a Suprema Corte de Justicia Nacio- 
nal, doctores Benjamín Viclorica, Federico Ibarguren, Calisto 
S. de la Torre y Luis V. Várela, con motivo de la consulta 
hecha por el Juez Federal de la Sección de Santiago del Es- 
tero, sobre nombramiento de Juez suplente en causas en que 
se hallan impedidos tos nombrados, acordaron : que en vista 
de ser la lista de abogados formada para dicha Sección, en el 
acuerdo de primero de Diciembre de mil ochocientos ochenta 
y ocho, compuesta de cinco abogados, y atenta la nómina 
nuevamente enviada por el Juez de Sección, debía aquella 
ser aumentada con los abogados D. José Arias Moreno y t>. 
Francisco Paz. Todo lo cual dispusieron y mandaron, orde 
nando se registrase en el Libro de Acuerdos, y se comunicase 
al Poder Ejecutivo y al Juez de Sección de Santiago del 
Estero. 

BENJAMIN VJCTORICA. — FEDERICO 
1BAUGÚREN.— C, S. DE LA TORRE. 
LUIS V. VARELA. 

Antonio Tarnassi, 

Secretario. 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA NACIONAL 
COK LA RELACION DE SUS RESPECTIVAS CAUSAS 



AÑO 1888 

(CweliniúnJ 



í>» Petrona Camlíoti de íriondo, contra D. Francisco 
Arseno; ¿obre interdicto 

Sumario, — 1* Para ejercitar Loa interdictos posesorios, es 
necesario habcT poseído por mis de un año. 

2* Durante un juicio posesorio, no puede enUbUrae por el 
demandada el juicio petitorio, ni otro posesorio. 



Caso. — Se comprende leyendo el 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 
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frailo úml S 



Federal 



Rosario, Setiembre 17 de 1887. 



Y vistos estos autos sobre acción posesoria, iniciados por B B 
Fetrona Caodioti de Irjondo contra D. Francisco Arzeno, sobre 
una fracción de campo de cuarenta y cinco cuadras, ubicada en 
esta Provincia. 

Resulta: I o Que la presente demanda ha sido deducida con 
fecha 18 de Julio de 1885, según asi consta del cargo puesto 
por el Secretario a foja 72 vuelta, fundando el actor su ac- 
ción en la posesión que le reconocía la resolución de la Cámara 
de Justicia de la Provincia, de II de Diciembre de 1879. 

2" Que con fecha 13 de Agosto de 1883 (foja 238 do los autos 
traídos a ta vista y sega idos por el hoy demandado contra la de- 
mandante, sobre interdicto de obra nueva) y Julio 19 de 188-1, 
foja 282 de los mismos autos, este Juzgado Nación al y la Su- 
prema Corte de Justicia, respectivamente, y en mérito de la 
prueba producida por las partes, dieron la posesión del área de 
terreno que hoy se litiga, a D. Francisco Arzeno. 

3° Que la parto de D* Petrona Candioti de Iriondo, en el es- 
crito de demanda, párrafo 48, foja 67, como corroboración de 
la justicia que la asistía ai iniciar este juicio, se espresa con- 
signando lo siguiente, respecto de los últimos fallos pronuncia- 
dos por los Tribunales Nacionales : « El hecho do haberse am- 
parado interinamente á Arzeno en una posesión que jamás tu- 
vo su causante y que "tampoco pudo trasmitirle, no priva á mi 
parte el derecho de gestionar, sea en juicio plenario ó sea por 
medio del interdicto recuperatorio, se restituya esa posesión 
que la cosa juzgada declaró á su favor, y de ta que ha menos de 
un año fué despojada por resolución judicial pronunciada en 





DE JUSTICIA NACIONAL 



unmíerdicto, juicio sumario, etc. * ; confesando así esplícita- 
mente que la deducción de esta acción se efectuaba sin que hi- 
ciera aún un año que esa desposesion, impuesta por derecho, 
había tenido lagar y por la cual se díó al Sr. Arzono la pose- 
sión que hoy se reclama por la Sra, de Iriondo. 

\ a Que el demandado, contestando la demanda en la au- 
diencia, pide su rechazo, fundándose en que no habiendo tenido 
el actor una nueva posesión por más de un año desde la fecha 
en que se llevó á eabo el desalojo por órden de autoridad compe- 
tente, ni siquiera alegado haya existido esa posesión, ni 
siendo tampoco admisible la interposición de un nuevo inter- 
dicto recuperatorio contra una sentencia declarando la despos^- 
sion , esta causa no tenía razón de ser. 

5 n Que abierta esta causa á prueba, se ha producido por la 
parte demandante la documental de fojas i á 56, de fojas 97 i 
100, y la testimonial de fojas 95 vuelta, 90, 101 y siguientes 
hasta 107, y á petición de ambas los espedientes traídos ad 
effecíum videndiquv acompañan á estos autos principales. 

Y considerando : i° Que la cosa juzgada queda firme y válida 
SÍD poder ir contra ella, hasta que nuevos derechos creados con 
posterioridad puedan servir para fundar una nueva acción. 

2 o Que estos nuevos derechos fueron sin duda alguna los que 
hicieron modificar la posesión concedida por la sentencia de 
•879, dictada en favor de la Sra. de Iriondo por los Tribunales 
de Provincia, declarándose en la segunda sentencia, es decir en 
la pronunciada por los Juzgados Federales, que la posesión liti- 
gada pertenecía á D. Francisco Arzcuo. 

3" Que con posterioridad á esta última sentencia, no se han 
creado por parte de D» Petrona Candioti de Iriondo los derechos 
nuevos de posesión que pudieron invertir el órden, viniendo así ¡i 
ser los mismos que le acordara la precitada sentencia de 1879, 
puesto que esta demanda ha sido introducida antes del año de 
Ja sentencia ejecutoriada de la Suprema Corte. 
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4° Que por las prescripciones de los artículos 2473 y 4481 
del Código Civil, para entablar las acciones posesorias es ne- 
cesario que quien las intente hará poseído la cosa por más de un 
año sin interrupción, posesión que en el caso presente no puede 
invocar la demandante, desde que no ha trascurrido un año des- 
de qne ella fué dada ul demandado por el fallo de la Corte, con- 
firmando el de este Tribunal, según resulta de la fecha de 
aquella, i 9 de Julio de 1884, y del cargo puesto al escrito de de- 
manda, 

5 o Que las declaraciones de los testigos presentados por lu 
demandante, al contestar afirmativamente la segunda pregunta 
del interrogatorio do foja 96, no modítican absulutamente en 
nada lo establecido en los considerandos anteriores, por las si- 
guientes razones; V por la deficiencia legal de esos testigos, cu- 
jas declaraciones son sospechosas, desde que de ellas se deduce 
encontrarse más ó menos interesados en el éxito de la cuestión, 
en favor de la Sra. de Iriondo; 2" porque esos miamos testigos, 
al contestar la 4 a pregunta, afirman haber sido desposeída la 
Sra. de Iriondo hace como un año del campo cuya posesión se 
ventila ; y 3' porque aunque lo anterior no existiera, tendría- 
mos siempre la confesión esplicita departe de la actora, de que 
su desposesion en oso campo so había verificado, consignada 
aquella en el párrafo 44, foja 67 vuelta, que se ha trascrito ya, 
y también por los mismos términos en que está concebida la 
pregunta cuarta del interrogatorio de foja 96. 

(i° Que el interdicto do obra nueva deducido poT Arzeno ante 
este Tribunal y sentenciado en su favor, importando él una ver- 
dadera acción posesoria, aún no está concluido en cnanto al 
cumplimiento de las condonaciones impuestas en esa sentencia, 
tramitándose actualmente ante este mismo Tribunal el respecti- 
vo juicio sobre cumplimiento de olla, hecho que viene á robus- 
tecer la falta del término legal para dar acción á un nuevo jui- 
cio posesorio. 
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7" Que cu el juicio fallado en favor de Arzeno, no es os acto, 
como se afirma por la demandante, Le haya conferido á aquel 
una posesión interina, desde qne los dereohos posesorios le han 
sido perfectamente reconocidos, sin que esto importe impedir 
qoe se Ten ti Ion oportunamente lus derechos de propiedad, pero 
no los de posesión que ja han sido resueltos en un juicio de 
obra nuera y no de despojo, 

8* Que si el juicio reivindicatorío, como lo prescribe el artí- 
culo 2486 del Código Civil, no puede interponerse sin ó después 
de haber el condenado en uno posesorio satisfecho plenamente 
todas las condenaciones, con menos razón puede sin estar aún 
concluido uno en que se ha ventilado la posesión, iniciar otro 
en que se ventile la misma. 

9° Que no es aplicable al caso sub judice, el fallo de la Su- 
prema Corte invocado por la demandante y que se registra en 
el tomo 6 a , página 274 de la segunda serie, puesto que ese fa- 
llo se refiere a una posesión {legalmente dada, porque siendo 
parte Be convirtió también en Juez (consid. 5°), y ese fallo es- 
tablece además el principio legal de la necesidad de la pose- 
sión anual para interponer válidamente las acciones posesorias 
(consid. 6°); circunstancia, la primera, ajena al caso que nos 
ocupa y la segunda, no realizada tampoco al presente, tratándo- 
se además en el de un juicio de despojo, según se espresa la 
Corte. 

10" Que esta, por el contrario, tiene declarado en sus fallos 
que, contra la cosa ¡uzgada, según la ley 3', título 17, libro A" 
de la Recopilación y otras concordantes, no debe admitirse es- 
copetan qne embargue su cumplimiento, agregando todavía qne 
una pretensión de esta naturaleza debe rechazarse tn limine 
como temeraria. (Causa VIII, t. 5°, serie 1% pág. 70). 

11° Qne ese mismo Tribunal, en otros fallos diversos, ha pro- 
clamado la doctrina perfectamente correcta y de una aplica- 
ción estricta ai caso, de que las sentencias ejecutoriadas uno 
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pueden diferirse cu su ejecución, bajo pretexto algono, mucko 
más tratándose de interdictos». (Causa XII, t. 5° f série I a , 
¡iág. 98, y causa III, t. 8°, sétie i\ pág. 325)* 

Por estos fundamentos : se declara no haber lugar á la acción 
deducida, con costas. Hágase saber con el original y repónganse 
los sellos adeudados. 

G. Escalera y Zuviria. 



Fallo «le I* Suprema Corle 

Rueños Aires, Noviembre 10 di» 1888. 

Vistos : Por sus fundamentos, se conforma con costas la 
sentencia apelada de foja ciento nueve ; y devuélvanse, previa 
reposición de sellos. 

DEMAMIN VICTO RICA. — ti LADIS- 
LAO FRIAS, — FEDERICO IBAH- 
GÚREN. — C. S. DE LA TORRE. 
— SALUSTIANO J. ZA VALIA. 



DE JUSTICIA HACIOS AL 



CALMA C'JLVII 



El Fisco nacional, contra los Sres, A. C. Linck y t* a ; sobre 
infracción de las Ordenanzas de Aduana. 

Sumario. — 1° La diferencia de calidad en la mercadería 
manifestada, que excede de la tolerancia, puede ser penada con 
dobles derechos. 

2 o La decisión de la Direncion General de Rentas es inapela- 
ble, en cuanto se Tefiere a la clase y calidad de un artículo en su 
relación con la tarifa. 



Caso. — Los Sres, Linck manifestaron i 9 cajones de cigarros 
de tabaco común» regulares, que la Dirección General de Rentas 
clasificó como finos. 

RESOLUCION BE LA ADMINISTRACION DE ADUANA 

(» 

Buenos Aires, Setiembre 30 do 13S7. 

Resultando comprobada la diferencia de calidad denunciada 
en la mercadería de que trata este espediente, j con arreglo al 
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articulo 030 de las Ordenanzas de Aduana, resuelvo se paguen 
dobles derechos sobre dicha diferencia. A sus efectos, pase á 
Contaduría. 
Hágale saber y repónganse los sellos. 

J. GrancL 

VISTA DEL PnoCURADOIl FISCAL 

.* 

Dueños Aires, OcUibre 31 do 1687. 

Las Ordenanzas de Aduana, en sus artículos 135 á 139, di- 
cen: que si se suscitaren dudas entre el comerciante j el vista 
sobre las partidos de la tarifa que correspondan á algún articulo, 
ó sobre la clase, calidad 6 estado de algún genero, la Dirección 
General de Aduanas será laque resuelva esas dudas, debiendo 
para ello tomar los datos privados que crea convenientes, y sien- 
do su fallo obligatorio é inapelable, ¿arito para la Aduana, 
como para el comerciante. 

Estas prescripciones legales, son perfectamente aplicables á 
lapTesente causa, y la resuelven de la manera más clara y con- 
vincente. 

Los Sres. Linck y C B , piden el despacho de los cigarros que se 
espresan cu el parte de foja 1 , pretendiendo aplicaT la partida 
102 de la tarifa, mientras que, según el Vista del ramo, la que 
le corresponde es la número 401 . Sometida la cuestión á la Di- 
rección General, resuelve esta confirmando la opinión del Vista, 
resolución que reviste el carácter de cosa juzgada é irrevocable, 
careciendo por tanto V. S. de facultad para volver sobre ella. 

Desde luego, no puede ser más justa la sentencia apelada, con 
arreglo al articulo 930 de las citadas Ordenanzas, y V. S. debe 
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confirmarla con espresa condenación en costas, desestimando las 
improcedentes é infundadas peticiones de los Sres. Linck j C\ 

David Zavaiia. 

Falla del Juci Federal 

Ruónos Aires, Marzo H de 1888 

T rista esta apelación interpuesta por los Sres, Angosto C. 
Linck y O, de una Tesolucion riel Administrador de Aduana. 

Y considerando: \ ° Que si bien los artículos 1 35, 136 y 1 37 de 
las Ordenanzas disponen que son inapelables las resoluciones de 
la Dirección de Rentas, recaid¡is en las dudas suscitadas entre 
el comerciante y el Vista, sobre la partida de la tarifa A que 
corresponde un artículo, esto solo debe entenderse cuando la 
resolución enunciada no comprende aplicación de pena sinó 
simplemente el pago de mayores ú menores derechos. 

2° Que la competencia del Juzgarlo está fundada en este caso 
por los artículos 1063 y 1004 de las Ordenanzas de Aduana, 
pues la resolución apelada no se Umita á la aplicación de la par- 
tida correspondiente sinó que impone á les Sres. Augusto C. 
Linck y C\ la pena de doblo derechos. 

3* Que !a obligación d« los comerciantes al presentar sus 
manifestaciones para el despacho de Aduana, se limitan á ha- 
cerlo de acuerdo a la tarifa, según se desprende de la disposición 
de los artículos 106, 107 y 108 de las Ordenanzas. 

I? Que los STes. Augusto C. Linck y C', en cumplimiento do 
esa obligación, al manifestar los cigarros en cuestión, han espre- 
sado como calidad la de (abaco común, lo que en el concepto de 
la tarifa significa que el tabaco no es habano, cualquiera que 
sea su calidad; y 



FALLAS DE LA SUPREMA CORTE 



5* Que resultando de la decisión de la Dirección de Rentas 
que loa cigarros en cuestión son de tabaco lomun, pues no 
otra cosa significa calificarlos como comprendidos en la partida 
déla tarifa número 101, y la disidencia del interesado se reduce 
simplemente á una calidad mas ó menos fina, que en uuo y otro 
caso estaria comprendida en su manifestación. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada, decla- 
rándose que no hay falsa manifestación y que los Srcs. Augusto 
C. Linck y C\ deben pagar los derechos simples, pero liquidados 
en conformidadd de la resolución de la Dirección de Rentas, 
por el aforo de la partida 101 de la tarifa. Hágase saber, repón- 
ganse los sellos y devuélvanse á la Aduana para su cumpli- 
miento. 

Auilres l'garriza. 

VISTA UEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aíros, Abril 18 de 1888, 

Suprema Corte: 

Estoy de acuerdo con el señor Juez, en cuanto á la facultad 
que se atribuye para revisar la sentencia recurrida. La decisión 
de la Dirección General es, en efecto, inapelable en cuanto se 
refiere á la clase y calidad de un artículo en su relación con la 
tarifa : no se alcanza, empero, la razón por qué la pena impues- 
ta en virtud deesa decisión, no hay* de ser sometida á la revi- 
sión, 4 que la ley sujeta tudas las demás. 

La cuestión queda reducida entonces* ti investigar , si la pe- 
na dedobles derechos de la resolución de foja 3 vuelta, está de 
acnerdo con las Ordenanzas. Y lo está, á mi juicio, puesto que 
el artículo 930 en que ella se funda, es claro y esplícito. 
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«Las diferencias que resulten de miíscn especie 6 cantidad, si 
esceden de la tolerancia acordada, dice este artículo, serán 
decomisadas, y condenadas ¡1 dobles derechos las de calidad ». 
Es este precisamente el caso. La diferencia en la calidad consta 
de la decisión irrecusable do la Dirección General, y no se ha 
alegado siquiera que esté dentro de los límites déla tolerancia. 

Sírvase V. E, Tevocar la sentencia recurrida, dejando subsis- 
tente la de foja 3 vuelta, antes mencionada, 

Eduardo Costa, 

Los señores Linck pidieron la confirmación de la sentencia 
en cuanto ú la exoneración de pena*, y se adhirieron á la apela- 
cion, solicitando se revocara en cuanto mandaba liquidar los 
derechos con areglo á la partida número 101. 



VISTA DEL SE$Olt PllOCUftADOR GENERAL 

lliu'iios Aires, Mayo 9 de 1888. 

Suprema Corte t 

Los Sres. Linck, solicitaron el despacho de cigarrillos taba- 
co común, según resulta del parto de foja 1, mientras tanto, la 
Dirección General clasifica al mismo tabaco de fino, puesto que 
lo comprende en el número 101 da la tarifa, que impórtala di- 
ferencia de otro tanto en el aforo. 

La diferencia en la manifestación de calidad, es, por consi- 
guiente notoria, y lo es así mismo la aplicación del artícu- 
lo 930. 

Iusisto, por lo espuesto, en lo que tengo ya pedido. 



Eduardo Cosía. 

a 
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Buenos Aire», Noviembre 13 de 1888. 

Vistos : de conformidad con lo espuesto y pedido por el señor 
Procurador General, en su vista de foja treinta y seis, y lo dis- 
puesto por el artículo novecientos treinta de las Ordenanzas de 
Aduana, se revoca la resolución apelada de foja diecinueve, 
y se confirma la de la aduana corriente a foja tres vuelta. Re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN V1CTOR1CA. - 13 LADISLAO 
FRIAS — FEDERICO IRARGtiREN. 
— C. S.DE LA TORRE.— SALtS- 
TlAfiO J. ZAVALIA. 
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CAUSA CXYIII 



D. Nicolás Á. Calvo, contra U* Juana López de fíengoechea ; 

sobre reivindicación 



Sumario. — Probado el dominio, y no habiéndose operado 
en su contra la prescripción, procede la acción reivindica- 
toría. 



Caso. — Lo refiere el 



Paraná, A"bril 19 de 1885. 

T fistos, resulta : Que D. Nicolás Calvo, por medio de su 
apoderado 1). Justo Sola, demanda, por acción reivindica- 
toría, á D. Juan Garasíno, D» Engracia B. de Echegaray, D* 
Ester Costa y D' Petrona F, do Ofcaño, la entrega de un ter- 
reno situado en esta ciudad, de 150 varas de frente al sud, y 
fondo de 60 varas al norte, en la parte oeste, siendo de 47 y % 
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varas el fondo en la parte del este, en un trayecto de GO varas 
que linda eon D. Juan José Rojas, y teniendo por límite?: al 
norte la propiedad del espresado Sr. Rojas y la de ir Nieves 
Gorvea; al sud la calle Monte Caseros (hoy Estados Unidos), al 
oeste ta caite Córdoba, y al este la de Santa Té, del cual debe 
deducirse la fracción de 60 varas de frente por 47 y 2 3 que lin- 
da con Rojas, y que aún posee IV Juana López, y además el 
pago de los frutas, daños y perjuicios. 

Dice que ese terreno fué vendido indebidamente por D* Jua- 
na Lopes, quien no tenía derecho alguno sobre úl, pues 61 era el 
único propietario, y por consiguiente, procedo la reivindi- 
cación. 

Corrido traslado Jos demandados piden se cite de eviecton ;i 
sus causantes y estos, á su vez, á D* J tumi López de Bengoechen. 

D. Valerio Bengoechea, contestando la demanda por su 
esposa D* Juana López, dice : 

Que él es poseedor de más de 20 años del terreno que se rei- 
vindica; que los títulos que el actor acompaña á su demanda, 
son colorados y no prueban la propiedad de un inmueble, sien- 
do, por lo tanto, insufle ¡en tes pura fundar la acción de reivin- 
dicación que nace del dominio, y concluye pidiendo se rechace 
ton costas la pretensión de ( alvo. 

De estos documentos, resulta: 

Que en 12 de Jimio de 1799, 1). Nicolás Mendizabal, por sí y 
por sus coherederos, vendió por ante el alcalde interino del 
pueblo de la Bajada del Paraná, á 1). Bernardo I. de Alonso, 
una quinta de estension de una cuadra cuadrada, situada en 
este mismo pueblo, la cual pertenecía & la testamentaría del 
padre del vendedor, sin determinar su verdadera ubicación. 

Esta escritura contiene una anotación de traspasad favor de 
D. Francisco Alonso, interpolada entre las firmas del alcalde y 
de las partes contratantes. 

En el año 1834, D. José Manuel Alonso, con poder de su se- 
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fiora madre D 1 Manuela García, y de sus hermanos D. Francisco, 
1). Esteran y D* María Josefa Alonso, y prestando voz y caución 
por D. José María Alonso, vende* en la ciudad de Buenos Aires 
á I). José Soler una cusa situada en esta ciudad del Paraná, 
edificada en un terreno de 150 varas de frente al sud, y 75 de 
fondo al norte, lindando por dicho frente, calle por medio, con 
la de D" Juana Lavire ; por el fondo con la de D. José Gorvea 
y I). Agustín Machado; por el este, cu lie por medio, con la de 
D. Pedro Celestino Giménez y por el del oeste, también calle 
por medio, con la de D' Josefa Lares, cuya propiedad pertene- 
ció al padre de los vendedores, por compra que hizo á D. Ni- 
colás Me nd iza bal. 

En 1854, D" Ramona Soler de Parera, estiemle escritura de 
adjudicación, á faver de su hijo I). José Parera. de un sitio 
ubicado en la planta de esta ciudad, por la suma du novecientos 
pesos, del cual vendió, en 1855, D" Isabel León de Parera A D. 
Juan José Hojas, una fracción compuesta de 24 varas al este 
por sesenta de fondo, según anotación puesta en la escritura 
anterior. 

En 6 de Abril de 1861, la misma D- Isabel León de Parera, 
vendió" á IX Nicolás Calvo, por ía suma de rail ochocientos pe- 
sos, una casa pajiza de propiedad de su esposo, con el terreno 
correspondiente, compuesto de 150 varas de frente al sud y 69 
de fondo al norte, por la parte que mira al oeste, y 47 y 2/3 en 
la paTte sud, que linda con D. Juan José Rojas en la ostensión 
de 60 varas que es el fondo del terreno de Rojas (vendido tam- 
bién por la otorgante), teniendo por linderos al frente sud calle 
de Monte Caseros ; al este, la calle Santa Fé ; al oeste, calle 
por medio, con loa herederos deD, Máximo Gómez, y al norte el 
espresado D, Juan Joséliojas. y D* Nieves Gorvea. 

Abierta la causa á prueba, el actor produce la testimonial de 
foja. ,.á foja... y la escritura de foja..., por la cual D. Nicolás 
Calvo en 12 de Junio de 1801, hace donación i favor de doña 
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Jauta López y García del usufructo de ana fracción do terreno 
de 00 varal de frente al snd, por 47 y 7s d^ fondo, que forma 
un martillo con su propiedad, situada entre las calles Monte Ca- 
seros y Santa Fé, y las propiedades de D. Mariano Gómez, calle 
por medio, y de D, Juan José Rojas, donación que fué aceptada 
por la donataria. 

£1 demandado ríndela testimonial de foja... á foja... apre- 
sen ta las boletas de contribución directa desde 1*874, de foja... 
la transacción celebrada entre la iglesia y la municipalidad, so- 
bre terrenos situados en el ejido, de foja...; la escritura de foja 
119, por la cual el cura de esta catedral reconoce á favor de D" 
Juana López de Bengoechea, la esclusiva propiedad de la frac- 
ción de terreno que antes le dooara Cairo, mediante haber en- 
tregado la Sra. de Bengoechea treinta pesos para la obra déla 
catedral ; las de fojas 24 y 27, por fas cuales se hace igual reco- 
nocimiento y transferencia de derechos a favor de D. Gregorio 
Algande las fracciones de 30 raras de frente á la calle Estados 
Unidos, por 45 ála de Córdoba, lindando: al norte., con D* Ester 
Costa; por el esto, con el mismo Algan, otra de 60 raras de 
frente ála referida calle Estados Unidos, por 7& de fondo, al 
norte, y 5 raras de frente á la calle Córdoba, por 30 de fondo, al 
este; lindando : por el norte, dos lineas paralelas á la caite Esta- 
dos Unidos ; una de 61 raras divisoria, con terrenos de la suce- 
sión del). José Fadró y D' Fetrona Ulano, y la otra de 30 raras 
divisoria con terrenos de D* Ester Costa ; la escritura de do- 
nación hecha por D* María Francisca Arias Cabrera de Larca- 
mendi a favor de la iglesia parroquial de esta ciudad en 26 de 
Setiembre de 1778 ; y finalmente las escrituras^e-íonta; otor- 
gabas por D* Juana López de Bengoechea *de foja... de varias 
fracciones del terreno reivindicado. 

Y considerando : Qne el actor debió probar bu dominio en el 
terreno qne reivindica, alegado como fundamento de su de- 
manda. (Ley 1*, tít 14, Partida 3-). 
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Que esa pineda no se ha rendido, con arreglo á derecho, pues 
no basta exhibir un título traslativo de la propiedad, para acre- 
ditar el dominio, si no se prueba Hu e el autor de ese tituló era 
el Terdadero propietario (art. 2061, Cód. Civ.}, ó que la cosa 
demandada está prescripta por el reivindicante, lo que no se ha 
verificado. 

En efecto, no consta que el causante inmediato de Calvo, D. 
José Parora; hubiese adquirido la propiedad, porque la adjudi- 
cación que le hizo B" Ramona Soler de una quinta, sin espresar 
su ostensión ni límites, no puede decirse que se refiera al in- 
mueble en cuestión ; tampoco consta que lo fuese D, Nicolás 
Mendizabal t á quien sedá, como causante primitivo, cuyo títu- 
lo de adquisición se ha producido en el juicio. 

En cuanto á la prescripción, la posesión propia de Calvo solo 
alcanza á tres años, contodos desde la fecha de su título 1861 
hasta 1864, en que la perdió, por principiar á ejercerla doña 
Juana López, quien continnó en ella muchos años (declaración 
de f„.; art. 2456, Cód. Cir.) f y no puede uniTso á estala de 
su causante, D. José Parera, porque si bien aparece que estuvo 
en posesión, no se determina el tiempo en que ella principió, n* 
procede de un título que induzca presunción al respecto, pues 
la adjudicación de foja... sobre ser nula, por defecto de fonua, 
no es aplicable al inmueble de quo se trata, como debe serlo 
(art. 4011, Cód. Civ.), y no se ha justificado por otro medio que 
él lo heredase de D* Ramona Soler. Así, pues, no se han com- 
pletado los diez años de posesión continua, de buena fé y por 
un título hábil, como se requiere para ganar el dominio por la 
prescripción ordinaria, ni los treinta, sin título ni buena fé 
para obtenerlo por la estraordinaria ; porque, como se ba dicho, 
falta la prueba do la posesión del causante de Calvo, y falta 
también la de que D* Ramona Soler, fuese á su vez, cansan- 
te de aquel, así como que D. José Soler lo fuese de D* Ra- 
mona. ~ 
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Que por el contrario, la parte demandada ha probado con las 
escrituras de foja... y foja... que D.Gregorio Algan adquirió 
los derechos de la iglesia sobre las fracciones de 30 varas de 
fintea la calle Estados Unidos, por 45 de fondo á la de Córdo- 
ba ; la de GO raras de frente á la misma calle Estados Unidos por 
75 de fondo al norte, y la de 5 raras de frente á la calle Córdo- 
ba, por 30 de fondo al este, con la ubicación que en ellas su es- 
presa, y por la de foja... y el informe de foja... que la iglesia 
fué propietaria de esos terrenos, como partes integrantes del 
que le donó D" Francisca Arias Cabrera y Saavedra de Larra- 
mendi, en 1778, pues esa propiedad le fué reconocida á esta 
última en Santa Fé, por el Teniente de Gobernador y Justicia 
Mayor D... de Echagüe. según se espresa sin contradicción en 
la misma escritura. 

Que aún en el supuesto de que este título nu acreditase la 
verdadera propiedad de la iglesia y por lo tanto, de sus 
sucesores singulares, el artículo 2702 del Código Civil, resuel- 
ve : que cuando actor tj demandado presentan títulos de adqui- 
sición que hubiesen hecho de diferentes personas , sin que se 
pueda establecer cual de ellos era el verdadero propietario, se 
presume serlo el que está en la posesión ; disposición aplicable 
en el presente caso ; tanto mas cuanto que las adquisiciones 
hechas por los demandados lo han sido bajo el imperio de ta 
nueva legislación civil, por Jo que la reivindicación no procede 
respecto de las fracciones espresadas. 

Que en cuanto á las poseídas por D" Ester Costa, D. JuanGa- 
rasino y D' Fetrona Fernaudez de Otaño á que se refieren las 
^enturas de fojas 4 i, 4C, 55 y 62, el derecho de estos se hace 
deriw tan |solo de Calvo, mediante tenta hecha por D* Juaua_ 
López, quien para hacerla invoca una donación que este le hi- 
ciera. 

Que confesado así el dominio de Calvo por los mismos deman- 
dados en las escrituras presentadas por ellos, como prueba, 
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pues el reivindicante pnede prevalerse do la prueba resultante 
del título del demandado (Laurent, t. 6°, pág. 224), para re- 
chazar ta acción, era necesario que probasen la 'Existencia de la 
donación, par la que Calvo se desprendió de él, en favor de lí" 
Juana López ; de otra manera, las ventas, como hechas de cosa 
agena son mitas (art. 13&t), j de ningún valor lóa derechos 
trasmitidos en su consecuencia (art. 1051), o bien que ellos lo 
han prescripto. Lo primero no se ha verificado y por el contra- 
rio, se confiesa por la parte demandada, foja 171 vuelta, que tal 
donación nunca existió. Tampoco está establecida la prescrip- 
ción, pues contada la posesión con título y presunta huCna fe", 
desde la fecha de las escrituras respectivas, 11 de Agosto de 
1875, y 10 de Marzo de 1880, p¿ra D* Kster Costa ; 11 de Agos- 
to de 1875, para D. JuanGarasino, y 18 de Noviembre de 1879, 
para Ü" Potrona F. de Otaiio, hasta la de ta demanda, 21 de 
Junio de 1884, ninguna alcanza á los diez años requeridos para 
la prescripción ordinaria (artículo,,. Cód. Civ.). Ni es posible 
unir á estas la de D a Juana López, causante, tanto porque es 
de mala fe, desfleque en ta escritura de foja... reconoce a* Calvo 
por dueño del terreno total, cuanto porque ella carece de título. 
t computando unidas la-i dos posesiones, desde 1804, son igual- 
mente insuficientes para adquirir el dominio por la cstraordinu- 
ria de 30 años. 

Que establecido así que los poseedores demandados no han 
adquirido la propiedad de sus respectivas fracciones del inmue- 
ble reivindicado, y dados los antecedentes que acaban de espo- 
nerse, es evidente que no les es aplicable la presunción de pro- 
piedad, introducida por el artículo... en favor del poseedor, 
guando este y el demandado presentan títulos creados por dife- 
rentes personas, pues la confesión hecha en el alegato de foja,*, 
y los títulos mismos, la destruyen. 

Que en cuanto á los frutas, danos y perjuicios que se co- 
bran, la buena fé del poseedor siempre se presume, & menos que 
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se pruebe lo contrario (art.2362), 6 que medien circunstancias, 
en virutd de las cuales la ley establezca la presa ación de mala 
fé (art...). 

Qae en los autos no hay un solo antecedente que pruebe la 
mala fé de D* Juana Ota ño y D. Juan Garasino y la falta de 
un título de propiedad en la vendedora D' Juana López no bas- 
ta para presumirla, pues que los compradores pudieron ser in- 
ducidos en error, & este respecto, error qne se esplica fácilmen- 
te, desde que el mismo escribano autorizante de la escritura de 
venta, afirma que él vid y devolvió el testimonio de la donación 
hecha por Calvo á la vendedora, j que, consistiendo en un hecho 
no hace presumir la mala fé del poseedor (art. 2356, CÓd. Civ.), 
por lo que solo estín obligados al pago de los frutos percibidos 
desde el dia de la notificación de la demanda, artículo 2433, 

Por estas consideraciones, declaro improcedente la acción de 
reivindicación intentada, respecto de las fracciones del terreno 
siguiente : de 30 varas de frente á la calle Estados Unidos por 
4o de fondo á la de Córdoba, y la de 60 varas de frente á la 
misma calle Estados Unidos por 75 de fondo al norte, y 5 vara¿ 
de frente a la calle Córdoba por 30 de fondo al este, cuyas ubi- 
caciones se determinan i _de kr primera en la escritura de foja 

27 y délas oirás-dos én la de foja 24; y absueltos á los posee- 
- 4üre& demandados ; y por el contrario, que ella procede respec- 
to de las fracciones de 15 varas de frente al oeste por 28 de 
fondo al Este; la de ib varas de frente también al Oeste por 
iO de fondo; la de cinco varas y media al mismo frente por 38 
do fondo al este, la de 25 varas de este á oeste por 2 do norte á 
sud f y ti nal mente, la de 10 varas de frente también al oeste por 

28 de fondo que se detallan en las escrituras de fojas 44, 40, 
72 y 45, por lo que se condena á los poseedores, D* Ester Costa, 
de las tres primeras, D' Fetrona F. de Ota ño, de la cuarta, y ú 
D, Juan Garasino de la última, a dejarlas completamente deso- 
cupadas y en condiciones de que el reivindicante pueda entrar 
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en posesión de ellas de conformidad al artículo 2794 del Código 
Civil, y al pago de los frutos que hubiesen percibido desde la 
fecha de la demanda, reservándoles las acciones que pudiera 
competirles ; repónganse los sellos y notifíquese con el ori- 

M. de T. Pinto. 



Fallo de Ir Suprema Corle 

Bupdos Aires, Noviembre 15 de 1888, 

Y vistos, resulta : que don Nicolás A. Calvo compró con fecha 
seis de Abril de mil ochocientos sesenta y uno, i don Jusé Pu- 
rera, una casa pajiza, sitimda en la ciudad del Pai&ná cu k sa- 
lle Monte Caseros^ haciendo esqufha con la de Santa Fó, j el 
tervonolcorrcspondiente compuesto de ciento cincuenta varas de 
frente al sud, con sesenta y nueve de fondo al norte, por la parte 
que mira al oeste ; y por la que mira al este, cuarenta y siete y 
dos tercias varas, formando ettas un martillo en dicho terreno 
de sesenta varas con frente al su 1, según consta de su escritura 
de fojas unce. 

Que con fecha doce de Junio del mismo año, el citado Sr . Cal- 
vo hizo donación gratuita i doña Juana López y García, de la 
citada casa y del terreno compuesto de sesenta varas con frente 
al sud con cuarenta y siete y dos tercias de fondo con frente 
al este, según se espresa en la escritura de foja ochenta y 
cuatro. 

Que la donalaria, una vez en posesión del terreno referido, 
vendió por fracciones, dorante la ausencia del señor Calvo, la 
parte no comprendida en la donación, con cuya motivo deduce 
dicho señor acción remndicatoria contra los actuales poseedo- 
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res para que le restituyan dicho terreno que considera de su 
propiedad esclusiva. 

Que los demandados citaron sucesivamente de eviccion á sus 
respectivos vendedores, hasta Hogar á doña Juana López y Gar- 
cía, vendedora originaria, la cual saliendo al juicio por todos 
ellos, se opone á la demanda, alegando que Jos títulos presenta- 
dos por el demandante, no probaban el dominio en que debe fun- 
darse toda acción reivindicatoría, y que por lo tanto, debía re- 
chazarse con costas la deducida por aquel. En el curso del jui- 
cio ha alegado también la prescripción, y una cesión hecha por 
la iglesia del 1'arana a" la cual considera como única dueña del 
terreno reclamado. 

Y considerando: Primero: Que la escritura pública de foja 
once, en que se funda la demanda, otorgada como se halla en 
debida forma, y contra la cual no se ha opuesto vicio alguno que 
pueda quitarle su fuerza y eficacia, es un título translativo de 
dominio, que comprueba suficientemente la acuion deducida. 

Segundo : Que los demandados no han justificado por su par* 
te mejor derecho al terreno que se cuestiona, pues los títulos 
que al efecto presentan d foja 56, foja 62 y foja (54, emanan ori- 
ginariamente de doña Juana López y García, quien hizo las 
ventas á que ellos se refieren, invocando la donación hecha á 
su persona por el señor Calvo, y resulta de la eacrituTa du foja 
ochenta y cuatro, en la que se determina con toda claridad y 
precisión la parte donada, que lo vendido por aquella es preci- 
samente lo que el dunaute se había reservado para sí. 

Tercero: Que no teniendo dicha doña Juana ningún derecho 
sobre el terreno vendido, tampoco ha podido transferirlo a los 
demandados, según lo dispuesto por el artículo tres mil doscien- 
tos setenta del Código Civil,T ror cc¡.d£uiente, los títulos ema- 
nados de ella, que estos invocan, no pueden oponerse eficaz- 
mente á los presentados por el actor en apoyo de su de- 
manda. 
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Cuarto : Que tampoco pueden oponerse contra esta los dere- 
chos que se dicen cedidos por el Cura Rector do la Catedral del 
Paraná, por las escrituras de fojas veinte y siete y ciento veinte 
y cuatro ; porque a la fecha de dichas escrituras, estendidas el 
ano de mil ochocientos ochenta y cuatro, la espresada iglesia 
no conservaba sobre el terreno cuestionado derecho alguno d( 1 
cual pudiera hacerse cesión ó renuncia. 

Y en efecto, la escritura de donación de foja ciento cuarentif 
y tres de un terreno de una legua de frente al rio Paraná con 
inedia legua de fondo, do la cual la iglesia hace derivar sus de* 
rechos, fué otorgada por dona María de LarratiirD.il i, el año de 
mil setecientos setenta y ocho. Pero de autos consta que el ter- 
reno que se disputa, ha permanecido en posesión de las causantes 
de Calvo, cuando menos desde el año du mil setecientos noventa 
y nueve, fecha de la escritura de foja una, resultando do 
aquí que cuando aquellos transigieron a este en mil ochoiento^ 
sesenta y uno sus derechos, tenían ra co:isulídada sti propiedad 
Ojp solo, por los títulos en virtud de los cuales la adquirieron, 
sinó por la posesión no interrumpida de más de sesenta anos, no 
teniendo por consiguiente la iglesia en aquella fecha y mucho 
menos en mil ochocientos ochenta y cuatro, derecho ninguno 
que transferir sobre el terreno mencionado. 

Quinto: Quevs igualmente inelicaz la prescripción alegada 
por doña Juana Lope?, y García; porque según el articulo tres 
mil novecientos noventa y nueve del Código Civil, la prescrip- 
ción ordinaria de diez años entre presentes y veinte entre au- 
sentes, que es la que alega, no se opera en favor del po- 
seedor, sino cuando este ha adquirido el inmueble cou justo tí- 
tulo y buena fé, y de uua y otra cosa carece dicha doña Juana, 
pues no ha presentado título alguno que pudiera darle derecho 
á poseer el terreno sobre que versa la demanda, y la escritura 
de donación de una parte de él, corriente á foja ochenta y dos, 
hecha á su favor por el demandante, excluye la presunción 
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de que ella hubiera podido creerse propietaria exclusiva sin du- 
da alguna, como lo requiere para que haya buena fé el artícu- 
lo cuatro mil seis de dicho Código, de la parte no comprendida 
en la donación y que el donante se había reservado paTa sí. 

Sesto: Que tampoco han podido prescribir sus sucesores 
singulares : porque el poseedor mis antiguo de estos comenzó 
su posesión, según resulta de autos, desde el mes de Agosto de 
mil ochocientos setenta y cinco, no habiendo transcurrido por 
lo tanto, desde esa fecha, hasta el roes de Junio de mil ocho- 
cientos ochenta y c nutro, en que se interpuso la demanda, los 
diez años que la ley exijo para la prescripción entre presentes; 
siendo de notarse que aquellos no han podido prescribir por me- 
nos tiempo que el de veinte años, puesto que el reivindicante, 
según lo manitiésta D" Juana López á foja ciento sesenta y siete, 
ha permanecido ausente de la provincia de Entre-Rios, donde 
se encuentra el inmueble desde el año de mil ochocientos sesen- 
taydos. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia de foja dos- 
cientas cuarenta y ocho en la parle apelada por don Nicolás 
Calvo, quedando subsistente en todo lo demás ; y se declara, en 
consecuencia, que los poseedores de las fracciones de terrenos 
comprendidas en las escrituran de fojas veinte y siete y ciento 
veinte y cuatro á que seTCÍiere dicha sentencia, están obligados 
á restituiilas á dicho señor Calvo, y á pagar los frutos que hu- 
biesen percibido ó hubiesen podido percibir, con arreglo á lo 
dispuesto por el artículo dos mil cuatro cientos treinta y tres 
del Código Civil, desde la notiticacion de la demanda. Notifi- 
ques^ con el original, y repuestos los sellos, devuélvanse. 

I LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
I BAR COREN. — C, S. DE LA 
TORRE. 
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D. Evaristo S. í/rr^rtí. contra I). Lino Fernandez; sobre cum- 
plimiento de contrato 

Sumario. — I o Reconocida ] ü uutencidad de un contrato del 
que emanan obligaciones recíprocas, deben estas ser cum- 
plidas. 

2° Los d.mos y perjurios resudantes de la falta de abono de 
pagarés á la Orden, se resuelven en el pago de intereses. 

3" No probándose el cuanto de los daños recibidos como con- 
secuencia inmediata y directa de un embargo preven tiro, no 
puede admitirse lademanda sobre ellos. 



Caso. ~ Lo refiere el 

rali© tie i Jutu Federal 

Paraná, Setiembre 8 de 1887. 



I 

Y vistos, resulta : Que en el mes de Febrero de 1885, D. José 
Evaristo üriburu y ü. Lino Fernandez, celebraron un contrato 
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por el cual el primero vendía ni segundo su casa de comercio 
que giraba en la ciudad de la Paz, bajo lu firma José Badino 
y C* t con sujeción ¿i las bases siguientes : 

Uriburu entregaba a Fernandez la casa mencionada, cuyas 
existencias, según balance, importaban diecisiete mil novecien- 
tos treinta y seis pesos, de que Fernandez seda por recibido ; 
les créditos á c^rar á favor de la misma por valor de veinte 
mil quinientos cincuenta y nueve pesos con treinta y tres 
centavos, que garantía Uriburu por medio de un documento que 
firmaba por separado; y además un pagaré á 00 días firmado 
por él y José Badino por valor d^ tres mil ciento catorce pesos, 
siten ta centavos. 

Fernandez, á su vez, entregaba á Uriburu una área de cam- 
po situada en la provincia de liuenos Aires y estimada al efecto, 
en diecinueve mil ochenta pesos, setenta y cinco centavos di- 
que se dá por recibido i-ste ; y una letra á noventa dias por la 
suma de setecientos cincuenta y tres pesos, treinta y tres cen- 
tavos, obligándose además Fernandez á pagar los créditos pa- 
sivos de la casa comprada que se detallan, y cuya suma tota! 
importa veintiún mil setecientos setenta y seis pesos, cinco cen- 
tavos. 

Con estos antecedentes, se presenta el representante de D. 
Evaristo Uriburu en \ de Mayo del mismo año, demandando á 
ü. Lino Fernandez para que se le obligue i cumplir el contrato 
en la parte que se refiere al pago de los créditos pasivos de la 
casa de comercio de la Paz, que Fernandez tomó ú su cargo y 
que no habí ' cumplido, sino" en una p.irte insignificante. 

Kipresa el actor que se veía obligado ú hacer la demanda, por 
cuanto él era responsable de esos créditos, en razón de haberse 
hecho la delegación sin la aquiescencia de los acreedores. 

Fernandez por medio de bu representante contesta que, tra- 
tándose de un contrato bilateral, la demanda debe ser recha- 
zada, por cnanto Uriburu no lo ha cumplido, ni ofrecido cum- 
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plirlopor su parte; que por su origen y naturaleza, la obliga- 
ción por él contraída de pagar los créditos pasivos de la casa, 
era una justa compensación de la contraída por Uriburu de pa- 
garle a él el valor de los créditos activos de la misma, y no ha- 
biendo cumplido este primamente, lo había imposibilitado ú ¿1 
de cumplir por su parte. 

Que tan solo D. Tomás Drysdale había aceptado ou pago, una 
promesa escrita de él por ochocientos ochenta y seis pesos, no- 
venta centavos, de que diú recibo á Uriburu. 

Que además, como lo acredita con las actuaciones que acom- 
paña, Uriburu te había embargado la casa de comercio hacién- 
dole por este medio imposible el pago de las deudas a su 
cargo. 

A su vez, Fernandez contrade manda a Uriburu por la suma 
de veinte mil quinientos posos, valor de los créditos á cobrar de 
la casa vendida, y representados por cinco pagarés otorgados 
por Uriburu, de los cuales presenta cuatro a foja..., estando el 
quinto caucionado en la casa de Cortiy Hiv i do Buenos Aires ; 
más tres mil ciento catorce pesos, setenta y un centavos, valor 
del pagaré que, según contrato, debió otorgar Uriburu y que fué 
descontado por Wedekind Fehr y C' f y protestado á su venci- 
miento, más los danos y perjuicios: 

i° Por la inejecución del contrato de compra-venta de la casa 
de comerein de La Paz ; 

2* Los que provienen de la faltado pago do los títulos de cré- 
dito entregados á Corti y Riva y Wedekind Fehr y C* : 

3 o Por la privación de ganancia por haberle impedido con el 
embargo las ventas diarias de la casa comprada, las que estima 
en ciento cincuenta pesns nacionales por dia ; loa que provienen 
del deterioro que puedan haber sufrido las mercaderías y de la 
demora en su venta que estima en nueve mil nacionales ; los 
que proceden del menoscabo de su crédito personal y de las ga- 
nancias que con tal motivo se ha privado de hacer, las costas y 
t. v 3 
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gastos causados por el desembargo de la casa, los de este juicio 
y los perjuicios que él le cause, y, finalmente, los que durante 
el juicio descubra y ce apruebe. 

Y considerando : i° Que tanto el actor como el demandado 
reconocen la autenticidad del contrato de foja.,. 

2° Que la parte de Fernandez confiesa haber recibido de 
UribuTU la casa de comercio que le fué rendida, así como los 
cinco pagarés de foja... por valor de veinte mil Quinientos 
cincuenta y nueve pesos, treinta y tres centavos, en pago de 
los créditos activos do dicha casa que el vendedor garantió 
por el contrato citado, y además, otro por tres mil Liento catorce 
pesos, setenta y un contaros, que según lo convenido debía 

otorgar. 

3° Que, por consiguiente, l'riburu cumplió las obligaciones 
del contrato, según sus términos, llenando así el requisito del 
artículo 1201 del Código Civil, y quedando habilitado para de- 
mandar á Fernandez el cumplimiento de las que poroso mismo 
contrato él se impuso, en ejercicio del derecho que le acuerda 
el artículo 505 del Código citado. 

Que una de ellas os la de pagar en Buenos Aires lus créditos 
pasivos de la casa comercial comprada, cuyo monto se lijó cu la 
cantidad de veintiún mil setecientos setenta y seis pesos, cinco 
centavos, que Fernanda confiesa no huber satisfecho, con excep- 
ción de ochocientos ochenta y seis pesos noventa centavos, que 
dice haber entregado á D. Tomás Drysdalo, en un pagaré y por 
cuya suma se otorgó á l'riburu el resguardo correspondiente; 
afirmación que debe tenerse por verdadera, por no haber sido 
contradicha por este, en su contestación. 

Que la circunstancia ile haberle hecho embargar Uriburu la 
casa de comercio, si bien pudo alegarla para escepcionar una de- 
manda sobre intereses moratories, de esos créditos, sise hu- 
biese propuesto, ella no lo exonera del cumplimiento de la obli- 
gación contraída, tanto porque consistiendo esa obligación en el 
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pago de cantidad de dinero, la prestación no se ha hecho impo- 
sible, cuanto porque el embargo fué levantado, según consta de 
los mismos antecedentes traídos al juicio por el demandado. 

Que nada hay en el contrato que autorice á juzgar que la 
intención de las partes fué que L'riburu abonaría primero á 
Fernandez el importe de los créditos activos, para que con él cu- 
briese este los créditos pasivos; pues al contrario, la obíigacion 
de Femundez es sin plazo, pudiiiido exijirse su cumplimiento 
inmediatamente, mientras que los pagarés otorgados por TJrt- 
burn son áGOdias. 

Por estos fundamentos se condena a D. Lino Fernandez á pa- 
gar en el término de cinco días á las personas que so espresan en 
el contrato de foja... los veintiún mil setecientos setenta y seis 
pesos con cincuenta centavos, importe de los créditos pasivos 
de la casa compnda por él á L'riburu, debiendo deducirse de 
esta suma los ochocientos ochenta y svh pesos, noventa centa- 
vos pagados ya á D. Tomás Drysdale. 



II 



Considerando en cuanto á la reconvención*. í° Que Uriburu 
en su contestación de foja... no ha negado que adeudase el va- 
lor de los cuatro pagarés de foja,., que aparecen otorgados por 
él y el del que se encuentra caucionado a Corti y Riva, que re- 
presentan los créditos activos de la casa vendida por el contrato 
de foja... por lo que el Juzgado, de acuerdo con lo que prescri- 
be el artículo 08 do la ley de procedimientos nacionales, puede 
y di-be estimar por confesada la deuda que de ellos resulta. 

2? Que por lo que respecta al pagaré por tres mil ciento ca- 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



torce pesos, setenta y o. d centavos, que dice Fernandez haber sí- 
do descontado por Wedekind Fehr, la ley solo acuerda el de- 
recho de reembolsarse del valor de una letra ó pagaré protes til- 
do por falta de pago al portador ó aquel de los endosantes que 
hubiese Terificado el pago, artículos 902 y 903, Código de Co- 
mercio ; y no constando que dicho pagaré hubiese sido protesta- 
do ásu vencimiento, ni que Fernandez que lo cedió por el en- 
doso, lo hubiese vuelto á adquirir por el pago, carece de acción 
para cobrarlo á Uriburu. 

3 o Que la contrademanda sobre daños y perjuicios por ineje- 
cución del contrato de foja... carece de fundamento ; porque co- 
mo queda demostrado en el considerando 3 o , Uriburu cumplió 
las obligaciones ásu cargo, entregando á Fernandez la casa de 
comercio vendida y los pagarés de foja... más los que se encuen- 
tran en poder do Corti y Riva y Wedekind Fehr, según fué 
convenido. 

4" Que tratándose de documentos equiparados ú las letras 
de cambio, como son los pagarés de foja... y el caucionado 
á Corti y liiva, los daños y perjuicios por falta de pago se 
reducen á los intereses moratorios (articulo 225, Código de 
Comercio) y otros gastos previstos por el artículo..., Código 
citado ; y en el presente caso Uriburu no se ha constituido en 
mora, según el artículo 510, Código Civil, en razón de que los 
pagarés de foja... proceden del contrato bilateral de foja... y 
Fernandez no ha cumplido tampoco por su parte, todas las 
obligaciones que ól le imponía. 

5° Que por lo que respecta á los daños y perjuicios ocasiona* 
dos por el embargo preventivo de la casa de comercio, taparte 
de Fernandez no ha probado, como debió en la estación oportu- 
na del juicio, el cuanto de los daños y perjuicios recibidos, co- 
mo consecuencia inmediata y d irecta del embargo ; de manera, 
que aun admitiendo que este Juzgado fuera competente para re- 
solver sobre su liquidación, por razón de la reconvención, y no 



DE JUSTICIA NACIONAL 



37 



el Juzgado de la provincia que se pronunció sobro ellos, en tér- 
minos generales, según consta de las actuaciones de foja,.,, no 
hay base para resulver. 

Por estas consideraciones, declaro: que D. Evaristo Uriburu, 
debe satisfacer A D. Lino Venia ndez, en el término de cinco dias, 
los veintiiin mil quinientos cincuenta y nueve pesos, con treinta 
y tres centavos, importe de los cuatro pagarés de fojas 18, 20, 
22 y 24, y del caucionado á Corti y Riva, que representan 
los crédito* activos de la casa vendida por el primero al segun- 
do : no haciendo lugar á la coutrademanda, en cuanto á los da- 
nos y perjuicios por inejecución del contrato de conpra -venta de 
la casa de La Paz, ni a los qne se cobran por la falta de pago 
dé los documentos de foja... y por el embargo preventivo de la 
misma, sin especial condenación en costas. Xotifíquese en el ori- 
ginal y á su tiempo archívese prévia reposición. 

M. de F. Pinto, 



Fallo de I* Suprema Corte 

Bueno* Aires, Noviembre 15 de 1888. 

Y vistos: demostrando los antecedentes relacionados en la sen- 
tencia apelada de foja ciento cincuenta y cuatro, la obligación re- 
cíproca en que se hallan don Lino Fernandez.? don Evaristo S. 
Uriburu» de abonar el primero las deudas de la antigua casa co- 
mercial de José Badino y compañía, mencionadas en el contrato 
de foja tres, y el segundo el valor de los créditos á que se refieren 
losdocmnentos de fojas veinte á veinticuatro, como el caucionado 
en la casa de Corti y Riva, de esta plaza. Por este y los demás 
fundamentos de dicha sentencia, relativamente á los otros capí- 
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talos de la contra-demanda, bl* confirma aquella, con declara- 
ción de que don Evaristo S, Uriburu debe abonar intereses, i 
estilo de Banco, por el valor de los cinco documentos ante* 
mencionados, desde la fecha di; la notificación de la contra-de- 
manda. Repuestos los sellos, devuélvanse, 

RESJAMIS YICTORtCA. — ^LA- 
DISLAO FRIAS. — C. S. DE 
LA TORRE. 



« Al SA CXX 



Criminal, contra Antonio José de Andradc. por muerte dada 
á Juan Pedro Correa, en el Territorio de Misiones 



Sumario. — i° Siendo distinta la pena establecida por la ley 
vigente al tiempo del fallo, de la que regia cuando se cometió el 
crimen, debe aplicarse la que sea más benigna. 

2 S Siendo por aquella una circunstancia atenuante la de ha- 
ber dinado el proueso, sin culpa del procesado ó del defensor, 
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por más de dos años, dicha circunstancia debe tenerse en 
cuenta para dispensar de la aplicación de la pena de muerte y 
sustituirla con la de presidio por tiempo indeterminado. 



Caso, — Lo refiere t i 



rallo drl Juez Lt-lrnd» 

* • 

Posadas, Jimio lSdu 1687» 

Visto est proceso seguido de oGciu contra Antonio José de 
Andrade, por muerte dada ¡t Don Juan Pedro Correa, en la no- 
che del martes 20 al Miércoles 27 de Octubre del año 1886, 
en la colonia Santa Ana. 

Resultando: I" Que á las ocho de la mañana próximamente, 
del dia 27 de Octubre del año próximo pasado, si presentó al 
Juaz de Paz de Santa Ana Don Laurindode (hampos dando cuen- 
ta que en el rancho del moreno Antonio José de Andrade, dondu 
paraba Don Juan Pedro Correa, le había encontrado ¡i la ma- 
drugada del mismo dia muerto en la cama, alcanzándole á ver 
una yran herida en la cara, fojas 4 y 6. 

2" Trasladado á él el Juez de Paz rió, como las demás perso- 
nas presentes, que el cadáver, en la posición de una persona dor- 
mida, presentaba cuatro grandes heridas y próximo á él una 
hacha ensangrentada, constatando los peritos que lo reconocie- 
ron la situación de ellas: una en la región maxilar izquierda, de 
diez y seis centímetros de largo por diez de profundidad; otra 
en la región torácica del mismo lado, que le partió el corazón; y 
dos mas en el brazo izquierdo, que dividieron completamente la 
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cabeza y parte media del humero, y manifestando que fueron 
practicadas por instrumento cortante y perforante» fojas 2 & 6. 

3 a Detenido inmediatamente Andrade, por sospechoso, mani- 
festó ante el Juzgado de Faz, que hacía algún tiempo vivía en 
compañía de Correa, conocido y amigo suyo á quien hospedaba 
en su casa ; que ochodias antes había contratado con Don Belar- 
mino da Rosa hacerle un desmonte en su propiedad, distante 
una á una y media legua, desde cuya época bahía dejado á Cor* 
rea solo en el rancho, lo que está corroborado de fojas 6á 14, y 
que esa*rnañaua, aricado del crimen por un vecino, vino á su ca- 
sa, encontrando Á Correa muerto con cuatro heridas, ignorando 
quien fuera et autor. 

4 o Que posteriormente confesó Andrade : que el dia sábado 
de la semana anterior A la del hecho, andando recorriendo unos 
animales en el campo de Qniros, se encontró con Gerardo Prets, 
quien !e propuso matar á Correa, ofreciéndole primero veinte pe- 
sos y luego treinta, más once vacas y un toro que debía entre- 
garle en el Brasil, oferta que aceptó conviniendo que el mdrtes 
en la noche verificaría el hecho. En efecto, llegado ese dia en la 
tarde, después de dejar el trabajo. Andrade se dirigió á la Colo- 
nia, llegando á la oración á c tsa de Doña María Cuadri, donde 
permauecióun momento, pasando de ahí á una tapera próxima á 
su ca~a, donde se hallaba Prets, en cuya compañía esperó hasta 
media noche, hora en que se acercó al rancho donde dormía su 
víctima. Entrado en él turnó una hacha que allí se encontraba y 
díó con ella un hachazo en la cara á Correa? luego tres más, para 
asegurar la muerte, hecho lo cual y después de cerciorarse de 
estar óten muerto, volvió á casa de Doña María Cuadri, en donde 
dejó el recado, regresando en seguida á lo de su patrón da Rosa, 
fojas 22 vuelta y 27 vuelta á 37. 

5 o Que Don Gregorio Fernandez declara saber, por sus hijos, 
que el sábado 23 de ese mes, Gerardo Prets estuvo en su casa, 
paraje llamado «InmnadadcAlves», en esa colonia,? Don Be- 
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crimen, de deuda inmediatamente salió volviendo á la madruga- 
da siguiente como asustado y de mal humor, al punto de inspi- 
rar miedo ; la diferencia entre su primera y posteriores declara- 
ciones; y la carencia de prueban que le favorezcan, no habiendo 
podido ser examinada por falta de personas competentes, la 
mancha notada en el gorro que confiesa haber llevado en el mo- 
mento que diii muerte á Correa y ser de sangre de un auimal re- 
domón. 

4 o Que la muerte ha sido hecha con alevosía, en persona dor- 
mida y sobre seguro. (A-rt. 84, inciso 2 o del Código Penal). 

5 o Que ha obrado con premedituc ion, concertando el crimen 
cuatro dias antes y yendo á buscarla víctima desde una larga dis- 
tancia y esperando estuviera entregada al sueño para matarla, 
hiriéndola hasta convencerse de haberlo consumado en la con- 
fianza del ningún peligro para él. (Inciso 4 o del mismo artí- 
culo). 

0* Que el hecho ha sido cometido de noche en un rancho ais- 
lado y abierto, produciendo mayor alarma, (Inciso 13). 

7 o Que el objeto del delito fué el interés de recibir el precio 
convenido (Inciso 7*), no obstante manifestar que no fué tanto 
por esto como por el crimen que Correa había cometido en el 
Ürasil, y la facilidad de que aquí perpetrase otros, quejas contra 
el mismo y convencido de que por ello no tenía crimen. Esto no es 
cierto, porque no le constaba la criminalidad de Correa sinó por 
el dicho de Prcts, sabiendo, por el contrario, la reconocida bon- 
dad de su carácter, y no es dable aceptar que un hombre se de- 
cida solo por esto á llevar á cabo un acto semejante, violentan- 
do loa deberes de la amistad, violando la confianza en que des- 
cansaba el amigo & quien hospedaba en su hogar é introducien- 
do lazozobra en las relaciones de los hombres. Por otra parte, si 
estaba convencido que practicaba una acción lícita no debió 
ocultar el hecho cuando la justicia lo interrogó y que solo confe- 
só posteriormente cuando viéndose preso y sin peder quizás dar 
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eaplicacionea satisfactorias Bobre sus paso3 en esa ocasión, de- 
bió creer que estaba descubierto. 

8 fl Queta defensa alega como circunstancias atenuantes la 
falta de instrucción del reo, para comprender la ostensión de la 
prohibición á su acción, lapcrsuaciou con que se le determinó á 
cometer el delito y la poca perversidad que se rétela en no haber 
nunca tenido propio motu intención criminal ; circunstancias 
que no establece la lej penal rigente y que se quieren hacer va- 
ler con la autoridad del Código Penal que regía en la Capital y 
otras Provincias de la Nación cuando se cometió el delito. 

Aparte que Andrade comprendió claramente la gravedad dél 
peligro y que practicaba un acto ilícito, según lo manifiestan 
las observaciones que dice hiíoá Prets, su propósito de irse al 
Urasil y ja ocultación del hecho á la j usticia, que si bien lo con- 
fesó después depreso t poca sinceridad debe suponérsele en ta- 
les condiciones ; puede tratarse de un crimen envuelto con carac- 
teres tan espantosos, como la deslealtad del amigo, el abuso de 
la hospitalidad que daba, la sangre f ria con que procedía al matar 
traidoramente un hombre entregado al sueño, por el interés de 
treiota pesos, once vacas y un toro, loque muestra una perver- 
sidad y desmoralización muy avanzada; I parte de esto, no es el 
caso de aplicar la doctrina aducida al crimen de que se trata 
dada su naturaleza y accidentes. U misma citada ley no esta- 
blecía un deber del juez de tomar en consideración ésas circuns- 
tancias cuando concurrían en un homicidio alevoso y premedi- 
tado, para disminuir la pena, lo dejaba á su arbitrio, y si enea- 
sos como el presente no se prescindiera de ellas, nunca sería lle- 
gada la ocasión de aplicar el rigor de la ley. 

9* Quedadas estas consideraciones, la pena que corresponde 
al crimen es la determinada en el inciso i% artículo 95 del Có- 
digo Penal. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo pedido por el 
Fiscal ad hoc, fallo : condenando á José Antonio de Andrade i 
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la pena de muerte, que se ejecutará en el cuartel del 3° de 
Linea, donde se encuentra, á la indemnización de daños y per- 
juicios y pago do costas del proceso. 

0. Quiroga. 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires:, Marzo 16 de 1888. 

Suprema Corte : 

La nulidad deducida por la defensa no es fundada, ni proce- 
dente, á mi juicio. 

No es eiacfco, en primer lugar, que el procesado fuera obli- 
gado á prestar juramento. 

Cuando su culpabilidad era apenas sospechada, lo prestó, es 
cierto, al declarar por primera vez (f. 7), pero nada, absolu- 
tamente nada dijo entonces que pudiera perjudicarle. 

Después, espontáneamente y bajo simple aürmacion, confesó 
de plano el hecho. 

La circunstancia de que solóse acordaran tres dias al Defen- 
sor, eslá muy lejos de ser causa de nulidad, pues es bien sabido 
que está en las atribuciones de los jueces acortar los términos 
y en el arbitrio de ta defensa pedir bu ampliación, y no consta 
que se haya pedido en este caso, y mucho menos, por consi- 
guiente, que se baya negado. 

No es, por último, tampoco exacto que el procesado no haya 
sido notificado; á foja 85 vuelta se registra la diligencia hacién- 
dole saber nombrara Defensor. 
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La modificación que se solicita en la pena paréceme más fondada. 
M& fuera de toda duda que, á no ser la confesión del procesa- 
do, el crimen hubiera quedado librado, solo y esclusivamente, 
al juicio y al castigo de Dios. Nadie había presenciado el hecho,' 
y apenas mediaban circunstancias bastantes ú establecer una 
remota culpabilidad. Si Andrade se hubiera encerrado en una 
negativa absoluta, nada, nada se hubiera podido descubrir, 
Justo es se tenga esto en cuenta. 

Cierto es que la calificación de su confesión en poco le apro- 
vecha, sinó que más bien le perjudica. 

Por grande que sea la ignorancia y la simplicidad de un hom- 
bre, hay un instinto superior qne le dice que no es lícito dar 
muerte ásu semejante, aunque sea este un criminal. El hecho 
de estipular un precio, desvirtúa la influencia qne dice An- 
drade ejerció sobre su ánimo Prets, al procurar hacerle creer 
que no era delito matar al que habia dado muerte á otro. Si 
fuera cierto que el móvil que armó suma no contra su huésped y 
amigo indefenso fué el dinero que se le había ofrecido, más 
negra sería su criminalidad, y doblemente abominable el hecho, 
ta circunstancia de que nada apaTezca haber recibido del su- 
puesto instigador, así como de que no se moviera Andrade á ir á 
recibir el precio, induciría A creer que fué otro más inmediato el 
móvil: el robo del dinero que sabía guardaba su víctima, parte 
te de! que, una onza, fué encontrado en su poder, f... 

Pero, fueracual fuera el móvil, el hecho en sí reviste todos 
los caracteres de la traición y de la alevosía ; y, á no ser I« cir- 
cunstancia déla falta absoluta de pruebas, á parte de la confe- 
sión del mismo reo, el Juez más meticuloso v humanitario no 
vacilaría en aplicar la última pena. 

Partiendo de la circunstancia espresada, yo vacilo al pedirla 
y me indino á la inmediata. 

Por grande que sea el crimen, hay cierta resistencia instinti- 
va 6 irresistible, en condenar á la última pena por su sola con- 
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fcsion al procesado, cuando su negativa 6 sa silencio le hubiera 
irremisiblemente salvado. 

En algo ba de pesar en el ánimo del Juez la espontaneidad 
con que facilitó y aseguró la acción de la justicia. 

£a esta, por otra parte, la doctrina que se desprende de nu- 
merosas decisiones de V. , y en cuyo apoyo podría recordar la 
opinión de muchos y autorizados tratadistas. 

En su mérito, pido la modificación de la sentencia, en el senti- 
do que dejo indicado. 

Eduardo Costa. 



Fallo de I» Supremo Corle 



Buenos Airo?, Noviembre 17 dt> 1888. 

Vistos: Adoptando los fundamentos aducidos por el Juez 
a quo, en cuanto sirven á determinar la responsabilidad penal 
del procesado, puro considerando que con arreglo al artículo 
cuarenta y ocho del Código Penal vigente, en caso de ser dis- 
tinta la pena establecida por la ley al tiempo del fallo, de la que 
regía cuando se cometió el crímén, debe aplicarse la que sea 
más benigna, y que si bien, lo mismo las disposiciones penales 
rigentes 4 la época del hecho que motiva la presente causa, que 
el actual Código Penal de la Nación, castiga con la pena de muer- 
te el homicidio cometido con premeditación ó alevosía ó por pre- 
cio, el último, artículo noventa y cinco, dispensa de la aplica- 
oionie tal pena sustituyéndola con la do presidio por tiempo in- 
determinado en caso de existir alguna de las circunstancias ate- 
nuantes enumeradas por el artículo ochenta y tres del mismo, 
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entre las cuales se encuentra la de haber durado el proceso más 
de dos años sin culpa del procesado o de su Defensor, circunstan- 
cia que es de aplicación al presente, por tener la causa veinte y 
cinco meses proiimamente de duración. 

Por estos fundamentos : se modiQca en cuanto á la pena im- 
puesta la sentencia apelada de foja 78 vuelta, condenándose al 
procesado Antonio José de Andrade a la pena de presidio por 
tiempo indeterminado, quo deberá cumplirse en el punto que el 
Poder Ejecutivo de la Xacion designe, quedando sujetedlas 
inhabilidades que dicha pena lleva consigo por disposición la 
ley, como al resarcimiento de los gastos y costas del proceso 

Líbrese oficio al Poder Kjecutivo con testimonio de la pre- 
sente sentencia, y devuélvanse los auto*. 



BEMAMIS VICTORICA. — LLADÍSLAO 
FRIAS, FEDERICO tBARCÚREN.— 
C. S, DE LA TORRE. — SALL'STUKO 
J. 7A VA LIA. 
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CAUSA CIiXI 



0. Olegario V. Quiroga, contra D. Pablo Zorrilla; sobre 

cobro de pesos 



Sumario. — El cesionario de un Banco de Monte Pió, cuya 
cesión aceptada con la condición de ser á su cargo el sueldo del 
Interventor nombrado por el Gobierno, está obligado á pagar 
dicho sueldo. 



Caso. — D. Olegario V. Quiroga, argentino, acompañando 
copia del decreto de Gobierno de San Luis que le nombra Inter- 
ventor oficial de la sucursal del Banco Fio de Villa de Mercedes, 
con el sueldo de cuarenta peso* moneda nacional mensuales , que, 
dice el decreto, « será pagado por el empresario >, demandó á D. 
Pablo Zorrilla, español, como tal empresario, para que fuera 
condenado al pago de setecientos veinte pesos, que le debía por 
dieciocho meses de sueldo A contar desde que fué nombrado, 
en 4 de Marzo de 1886» con costas. 

Conferido traslado» Zorrilla acompañó un folleto impreso qoe 
contiene el contrato que el Gobierno hizo con D. Tránsito Mo- 
ra, su cansante, para establecer un Banco Monte de Piedad, y 



PE JUSTICIA RACIONAL 49 

la aprobación de la Legislatura, existiendo entre Jas bases la 
de que el Gobierno nombraría un interventor con los deberes y 
atribuciones que ae designaren en la reglamentación del contra- 
to, y dijo que él no había hecho contrato alguno con el Sr.Qui- 
roga, y que en et contrato hecho con el Gobierno no se había 
estipulado que el sueldo del interventor estaba á cargo del 
empresario. 

Pidió el rechazo de la demanda con costas. 



Palla del Ju» 



San Luis, Enero 11 de 1888. 

Y vista la demanda ordinaria sobre cobro de pesos, entablada 
por D. Olegario V. Quiroga, argentino, contra D. PabJo Zorrilla, 
estrangero, de la que resulta ¡o siguiente : 

£1 Sr. Quiroga se presentó s el mes de Setiembre del año 
próximo pasado, exigiendo del Sr. Zorrilla el pago de cantidad 
de pesos que dijo adeudarle por aneldos que, como interventor 
oficial del Banco ílonte PÍO de Villa Mercedes le corresponden, 
u raíon de cuarenta pesos moneda nacional mensuales, y acom- 
paña al efecto los documentos de foja I y 2, 

El Sr. Zorrilla, contestando la demanda, en su calidad de 
empresario de) mencionado establecimiento, pidió fuera ella re- 
chazada con especial condenación en costas, por los fundamen- 
tos que espone en el escrito de foja 15, presentando así mismo, 
el impreso de fojas 6ú 44. 

Abierta la cansa á prueba, ambas partes han producido la 
que espresa el certificado del actuario de foja 57. 

Y considerando : i ° Que el contrato que en 17 de Abril de 
1884, celebró el Gobierno de San Luis con D. Tránsito Mora 
concediéndole autorización para establecer en la ProTincia un 
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Banco Monte Pió, con casa central en esta capital y sucur- 
sales fuerade ella, lo mismo que la ley de su aprobación y de- 
creto reglamentario, de fecha 5 y 15 de Julio respectivamente, 
contenidos en los impresos de igual tenor, do foja 6 y foja 18, 
que uno y otro litigante han presentado y admitido romo autén- 
ticos, deben ser en tal carácter reputados» á los objetos de esta 
demanda. 

2" Que en virtud de la transferencia de 28 de Noviembre do 
1885 (escritura pública de f. 50). hecha por el concesionario, 
tír. Hora, ú favor ele D. Pablo Zorrilla, quedó este subrogado 
en los derechos y cu las obligaciones adquiridos y contraidos por 
aquel. Y como por la cláusula ó artículo 3° f se obligó el enage- 
nante á gestionar ante el Gobierno la aprobación dtj este se- 
gundo contrato, así lo hizo y fué ella acordada por resolución de 
fecha 6 do Febrero de 1886 ¡f. 25), con la esplícita declaración 
deque el sueldo asignado al Interventor nombrado para la casa 
de esta capital, como el r'e los que se nombren para las demás 
que se establezcan en la Provincia, en virtud de la referida con- 
cesión, deben ser pagados por el concesionario, de las utilida- 
des del negocio, como está ya resuelto con fecha 20 de Octubre 
del año próximo pasado, etc., etc. % 

3* Que si bien es cierto, como lo dice el demandado, que en 
los precitados documentos de fojas 6 y 18, no consta qne el con- 
cesionario del Monte Pió esté obligado á satisfacer los sueldos 
de los Interventores nombrados por el Gobierno, también lo es 
que allí no se espresa que este lo sea, aún cuando se reserva los 
derechos consignados en el artículo 11 del contrato de 17 de 
Abril ven el artículo 5 o del decreto de 15 de Julio. Además, la 
ley de 27 de Diciembre de 1881, sobre presupuesto general de 
gustos para el año subsiguiente (f. 30 v.), estableciendo en el in- 
ciso 26 loa sueldos del Interventor de la capital y del de Villa 
de Mercedes, hace presumir que eran á cargo del Gobierno ; pero 
la resolución de 20 de Octubre, á que se refiere la de foja 25, y 
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1» declaración del Contador General de la Provincia, corriente a 
foja 55, indican que los mencionados sueldos, desde 1885 ade- 
lante, debían ser pagados por el empresario. 

i" (¿uti aún admitiendo que mientras D. Tránsito Mora fué 
propietario del Banco Monte Pió, haya sido el Gobierno quien 
abonó esos sueldos, es indudable que desde el 20 de Octubre do 
1885. ó bien desde el de Febrero de Í88G, deben ser ellos sa- 
tisfechos porel concesionario, como terminantemente asilo dis- 
puso el decreto de esta última fecha, aceptado por I), Pablo Zor- 
rilla, desde que él mismo consideró aprobada la transferencia 
en <-sa forma, y cuya autenticidad y la del do i de Marzo (f. 2), 
reconoce también esto señor, si bien niega ni Gobierno la facul- 
tad de herir derechos legítimamente adquiridos, dictando una 
resolución gravosa á un particular, como es la precitada de fe- 
cha 6 de Febrero, según y por las rozones que aduce en su ule- 
gato do foja 06. 

5« Que respecto de la novación alegada por el demandante, 
ella no se verifica sinó cuando espresamente ha sido estipulada, 
ó cuando se ha ejecutado un acto del que resultan obligaciones 
incompatibles con las contraidas antes, lo que no ha sucedido 
en el caso ocurrente. La novación no se presume, sienta el artí- 
culo 812 del Código Civil. 

6 q Que correspondiendo al actor producir la pru-Ua sobre los 
hechos alegados en juicio y negados de contrario (L.L. 39, tit. 
2, y i\ tít.U.Part. 3*}, y habiéndolo aquel hecho en las bases 
con que fué entablada la demanda y admitida por el Juzgado, 
sin que el demandado haya justificado sus escopoionea, debe 
hacerse lugar á la que ha presentado el Sr. Quiroga. (Serio 2\ 
t. \% pág. m, y séric 2", t, 5°, pág. 76 de los Fallas). 

Por tales consideraciones, se decían : que D. Pablo Zorrilla 
está obligado á abonar á D. Olegario V. Quiroga, la cantidad 
que este le rechina, procedente desús sueldos como Interventor 
oficial del Banco Monte Pió de Villa de Mercedes, concotas.de 
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conformidad con le dispuesto por h\ Ley 8, tftulo 22, Partida 3\ 
Hágase saber con el original, repónganse los sellos y archí- 
vese» 



P. E. Miguez. 



Buenos Aires, Noviembre IT tic 1888. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma con costas la senten- 
cia apelada de foja setenta. Repuestos los sellos, devuélvanse. 



BENJAMIN VICTOR ÍCA. — ULADIS- 
LAO FRIAS. — FEDERICO 1RAR- 
CCRES. — C. S. RE LA TORRE. 
— SALUSTIAKO J. ZA VALIA. 
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CACHA «XXII 



Los Sres t Buchantm, de Escocia, contra IK José A. Salas; 
sobre interdicto de retener 



Sumario,- i* S¡ en el juicio de interdictóse ba opuesto y 
aceptado por las punes j por el Juez una escepcion dilatoria, 
como pnhia, no puede resolvere al mismo tiempo sobre di- 
cha esrepcion y sobre el fondo, sin oir sobre este al deman- 
dado. 

2°Xoes admisible la escepcion de litis-pendencia, cuando 
son distintas las partes que intervienen en el juicio. 



Caso. — Lo reiiere el 



Falla drl Ju« Federal 



Mendoza, Moho 21 de 1888. 



Y vistos : el Dr. D. Manuel A. Saez, en r, presentación de los 
Sres. liuchanan, se presenta exponiendo: 
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Que sus representados son propietarios de unos campos si- 
tuados en el Departamento de San Rafael, entre los ríos Dia- 
mante y Atnel, estando en posesión de loa mismos, especial- 
mente del lugar denominadora Picaza, del cual si bien fué des- 
pojado durante una ausencia de esta Provincia por D. José W, 
Maessen, había sido restituido en la posesión de el los por el Juez 
de Letras, Dr. Orrego, en Marzo de 1883, mandándose notiii- 
car de ello ul capataz I). Miguel Galvan. 

Que antes de que los Sres. I3uchanan ocupasen materialmen- 
te esos campos, el vecino I), Francisco Videla había ocupado 
f.a Picaza, en la creencia de que podía pgrtenecerle, y los suce- 
sores de este la arn-iidaron al comandante D. José Antonio 
Salas, quien á su vez la subarrendó á i K Salvador Guevara. 

Que la sucesión de Videla, para vender sus tierras, hizo prac- 
ticar una mensura privada y como según está dicho lugar que- 
dara fuera de sus terrenos, se abandonó toda pretensión ú él y 
se hizo la venta de aquellos sin comprenderlo en ella; princi- 
piando desde entóneos á reconocérsele como dueño y á arrendarle 
el puesto el mismo Guevara, que antes arrendaba a Salas ; quien, 
no obstante, con el contrato de sublocacion que había celebrado 
con Guevara, ha demandado i este ante el Juez de Paz de San 
Rafael por el desalojo del campo, con su entrega respectiva ; y 
que á pesar de haber apuesto a dicho Juez todo lo ocurrido, 
este ha resuelto ordenar el desalojo ; viniendo la causa al Juz- 
gado de Letras de la Provincia, á cargo del Dr. O'Donell, que ha 
confirmado esa sentencia, sin que en todo ello haya tenido la 
más pequeña participación. 

Que importando tales resoluciones una verdaoera perturba- 
ción de su posesión en La Picaza, las que sirven de pretesto pa- 
ra amenazarle con un desalojo que se propone, hacerle Salas, 
solicitando elauiilio de la fuerza pública para llevaT acabo el 
desalojo de Guevara con la entrega del campo ; y no pudiendo 
por derecho ser desposeído de lo que tiene desde hace más de 
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un año sin haber sido citado y oido en juicio, deduce en su mé- 
rito el interdicto de retener la posesión del inmueble en el 
punto indicado, pidiendo en consecuencia ia citación del enun- 
ciado Salas al juicio correspondiente, y que á su tiempo se de- 
clare que no puede ser privado de su posesión sin ser citado y 
oído en juicio ordinario ; condenándose al perturbador en las 
costas que le ocasione. 

Citadas las partes al juicio verbal que prescribe la ley, el 
Dr. D. Isaac Godoy se presenta con poder de D. José A. ¿alas, 
y espone: 

Que contra la demanda interpuesta deduce ante todo Ja es- 
cepeÍMn de litis-pendencia; y que para fundarla Je basta refe- 
rirse á Jos párrafos 5° y O" de ella, e n los cuales expresamente 
reconoce el actor que existo juicio pendiente en el Juzyado de 
Faz de San Rafael sobre este mismo asunto : y que el presen- 
te interdicto no tiene otro objeto que el de resistir la sentencia 
pronunciada contra I). Salvador Guevara, cuyas pretcnsiones, 
perdidas en aquel Tribunal, quiere hacer valer aquí el Doctor 
Saez. Que el enunciado juicio tiene por objeto hacer cumplir 
obligaciones recíprocas entre Halas y fiuevara; y en este pre- 
tende Saez representar los derechos de Guevara para eludir las 
con denaciones pronunciadas contra este, por todo lo que pedía 
el rechazo de Ja demanda. 

Con los antecedentes espuestos, se recibió á prueba la escep- 
ciou deducida, designándose la correspondiente audiencia para 
su producción, presentándose como testigos, por parte del Dr. 
Saez, á los Dres. D. Salvador Guevara, D. José M. Videla, y 
1). José Auriol. 

En mérito de lo relacionado y considerando: 1" Que para 
que proceda el interdicto de retenerse requiere: 1° que el de- 
mandante se hallo en actual posesión ; 2> que se haya tratado de 
inquietarlo, por actos que deberáu espresarse en la demanda 
(art. 327, Ley de l'roc). 
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2* Qué ante los términos de la disposición legal citada, y es* 
cepcion deducida por el demandado, corresponde averiguar : I o 
si el demandante ó sus representados tienen en la actualidad la 
posesión del terreno materia de este juicio y ni esa posesión 
reúne las condiciones que la ley requiere para qtie pueda dar 
derecho al ejercicio de la acción posesoria; y 2" si la escepcion 
opuesta á la demanda se ha probado, como corresponde para 
que pueda considerarse procedente en el caso. 

3° Que respecto a lo primero, se ha comprobado con el testi- 
monio de loa individuos ya espresados, que los demandantes se 
hallan en actual presión de los terrenos que espresa la de- 
manda. 

4° Que de las mismas declaraciones resulta también que la po- 
sesión de los demandantes en el punto denominado La Picaza, 
data desde Febrero ó Marzo de 1883, como se ha aseverado ; la 
que Ies fué restituida por orden del señor Juez de Letras, Dr. 
Ürrego, mediante un juicio de despojo seguido contra D. José 
W. Maessen. 

5 o Que se hallan, por lo tanto, constatados los estreraos de la 
ley en cuanta al hecho de la posesión, término y condiciones 
que la misma exíje para la procedencia de la acción interpuesta, 
desde que ella ha sido continua, se ha tenido á título de propie- 
tario por más de un año, sin vicio alguno que la invalide (art. 
2473, 2480 y 2481, Cód. Civil). 

6 o Que en cuanto al segundo punto, resulta del espediente 
traído ad effectum vüiemlt, seguido entre los Sres. Salas y Gue- 
vara antee! Juez de Paz de San Rafael, que la sentencia dictada 
en él y confirmada por el Sr. Juez de Letras de la Provincia, 
impone á éste la entrega al primero del terreno materia de este 
juicio, para cuyo efecto se había pedido la fuerza pública a! Sub- 
delegado de aquel Departamento, según consta del informe de 
foja... 

7 o Que esto importa, evidentemente, una perturbación en la 
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posesión del demandante en e , inmtteI) , e fc 

Z,7 7 !, ehw,M ^ de 1«« «nos procedan de «na resolu- 
con jud.cml, «orno Seobsi , rTa , 

t.marse como fundada nara desconocer el derecho al 

m „„7 «ncitac.oa ni audiencia formal del de 

Wfc* I en .„,o caso ni,,,,,,, ^ ^ 

•££ 2SS £ eSC<!PCi0,, ^ *»P!*Ü. o„nesta i la 
nanaa ' es de tenerse e» cui-nta ane *n di*!** • , 

jasas r;i¿r~r 

.-orándolos derechos del Dr,S¿« 1, t retido ' 
nos da <í,i,. , ,„ . - . ' "«•>'Wo '"s pretens o- 

«««• S»ÍM «»PMÍ0 á Ja entreg ad tatííno qne demandaba 
este á Wara, a ,uel no ha sido r arte ftomw v «f m i 
Clarado fcamh.a* i« • '"rra.ij y asi Jo tin de- 

Clarado también la nnsma sentencia del Juez de Paz como la 
«leí señor Juez Letrado de i- í nstfl „f> ia C ° m ° la 

Que finaI »cnte t la indicada hercio» solo es admisibln p 
consecuencia de dos .¡tirios s .,hr, Ji ■ Ml ° i c i " ín,,5,ble,!l1 
*m Parte, m den n as SZ^S^^ !M 

lo ensenan uniformemente l5£r 7'^^ 
te«YP M „j , víucjiie jos prácticos, entre otros», CaraTan- 
tes^/'roced. Judiciales, t. *> \* «iv: o-, , rtr *"" n 

de interdicto interpuesta v oní „n g emanda 

Hágase saber original y repóng.a,» ,„ scIlos . lSpre3,ldos - 



Juan lid Campillo. 



r. t 

I 
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Falto de la Suprema Cerle 

Buenos Aires. Noviembre 32 de 1K88. 

Y vistos : Por sus fundamentos, se confirma ta sentencia ape- 
lada, en cuanto no hace lugar á laescepcionde litis pendencia; y 
considerando, en cuanto al fondo, que la referida eseepcion ha 
sido opuesta con calidad de previa sin contostar á la demanda , y 
sibien la ley prescribe que en el juicio verbal á que las partes 
fueron citadas, el demandado debe oponer todas su¿ escepcio- 
nts y producir sus pruebas, ella lia sido aceptada por el ador 
en el carácter con que fué opuesta y por el Juez que la mandó 
recibir á prueba» y que no ha podido resolt er válidamente sobTe 
la demanda sin la audiencia necesaria, se revoca dicha senten- 
cia en cuanto hace lugar á la acción deducida y ordena mantener 
en la posesión al demandante ; y devuélvanse los autos al Juz- 
gado de su procedencia, para que oyendo á las partos sobre el 
fondu, resuelva con arreglo A derecho. Repónganse las fojus. 

BENJAMIS VlCTOmC A. — t ; LADISLAO 
FMAS. — FEDERICO IBAncCHKN. 
— C. S. DE LA TOURE, — SALCS- 
TIANO J. ZA VALLA, 
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mastín Cabrat, contra IK Juan l> ¡ambo, por filiación natu- 

ral; sobre ¡iineías. 

Snmrio.-i- La presentación, d. ntro del término de testi- 
go, cuyo examen no ha «ido solicitado oporUnamentc, no auto- 
fc¿Í ía ""'*>•«»'. qu, sean citados para 

la teílciónT f " í*** V^'™' ™ « 

ia petición de la prueba pericial. 



C«*-E>a3d. Julio de ,886, B.B4 Justa Cabra! se pre- 
sento al Juz sa(l0 dc S) ., c¡on entlbla , ldo ¿ J 

natural, contra 1). Juan I'iombo. 
Conferido traslado , contestado este por ,1 demandado, el 
en ,0 de Agosto del mismo año, recibió la causa á prueb 
por el term.no de ley, siendo notificadas las partes en el mis- 
too día. 

Abierta la causa á prueba, la demandante presentó los si- 
guientes testigos: " 81 
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En 20 de Agosto : Primitivo liamos, Rosario Domínguez y 

Benita Gómez. 

En 7 de Setiembre: Pedro Maulin, Teresa Lagrampe. 

En 13 del mismo: Francisco Lezon», Miguel Gallego*, Desi- 
derio Rosas y Mercedes l'emandez. 

De estos testigos declararon los siguientes: 

En 27 de Agosto, Rosario Domínguez (f. 40) ; en 28 del mis- 
mo, Benita Gómez (f.H); en 40 de Setiembre del 86, Pedro 
Maulin (f, 20 v.) ; en 21 del mismo, Miguel Galleaos (f. 20 v.); 
en i 5 de Octubre del mismo ano, Mecerles Fernandez (f. 34); 
y en 21 de Junio dt I 87, Desiderio Rosas (f. 60). 

No habiendo comparecido á declarar algunos de los testigos 
presentados, la demandante pidió que se les citara nuevamente, 
presentando ni efecto varios escritos que llevan respectivamente 
tas fechas de 23 de Setiembre ¡f. 31), 6 de Octubre (f. :»3), 5 
de Noviembre del 86 if. 38) y 13 de Junio del 87. 

El Juez proveyó de conformidad con lo peilido en estos escri- 
tos, señalando nueva- audiencias para las declaraciones ofre- 
cidas. 

Con fecha 23 de Agosto de 1886, la parte del demandado pi- 
dió que se ordenara á la demandante comparecer á la presencia 
del Juez ó objeto de reconocer su firma puesta al pió de un do- 
cumento en que declara que, al iniciar contra Piombo un juicio 
de filiación natural, (Teyú que es le era el padre de su hijo ; pero, 
convencida de su error, desiste de toda pretensión al respecto. 

Este documento lleva la fecha de 14 de Diciembre de 187Í y 
esta suscrito por la Cnbral y dos testigos. 

El Juez señaló para el reconocimiento la audiencia del dia 4 

de Setiembre del 86. 

En 7 de Setiembre del mismo año, la parte del demandado ma- 
nifestó que no habiendo tenido lugar el reconocimiento de fir- 
man el dia designado, pedía que el Juez señalara nueva audien- 
cia al efecto, bajo apercibimiento. 
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El Juez señaló bajo apercibimiento la audiencia del día 13 
de esc mes, y como la demandante no hubiese comparecido el 
día designado, á pedido de la parte del demandado dio por re- 
conocida, en rebeldía de aquella, la firma del documento de 
f. te. 

En 18 de Junio del H7, la paite del demandado espuso: 
Q«e el termino de prueba estaba vencido con notable esceso, 

por lo que pedía se procediera como correspondía al estado de 

la causa. 

El Juez proveyó de conformidad. 

Notificada de esta resol ación, la demandante espuso: 

Que por motivos extraños á su voluntad y que se relacionaban 

con los testigos que en tiempo había presentado, estos no ha~ 

bían podido declarar. 

Que el Juez, por resoluciones anteriores, había señalado dia 
pura que esos testigos comparecieran al Juzgado y esas provi- 
dencias, que necesariamente debían cumplirse, estaban aún 
pendientes, por cuya razón pedía se dejara sin efecto el auto del 
Jtiei mientras no declarasen los testigos. 

En un otrosí, diciendo que no reconocía como suya la firma 
del documento presentado por la contraria, pidió que el Juez 
Icb convocara ¿juicio verbal á fin de nombrar calígrafos que 
examinaran el documento espresado, que no solamente no reco- 
nocía sin ó que argüía de falso. 

Ordenado, para mejor proveer, un informe del Secretario, se 
dictó el siguiente 

F»IU del Juei Federal 

Rosario, Noviembre tí Je 1887. 

Antes y vistos: Resultando del precedente informe del Se- 
cretario, que los testigos qu< la demandante pide sean examina- 
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ilos y que basta entonces se suspendan los efectos de la proci- 
dencia de f, 59, aunque han sido presentados dentro del término 
de prueba, la interesada no ha gestionado dentro del mismo el 
señalamiento de nuevas audiencias para sus declaraciones, sino" 
después de vencido aquel ; y que aún asimismo, ha dejado tras- 
currir más de medio año sin pedir el eximen de esos testigoa t 
lo que demuestra haber habido incuria 6 culpa de parte de ella. 

Y considerando: Que no basta que las partos presentasen los 
testigos dentro del término probatorio, sin cuidarse de si son ó 
no examinados dentro de*'*], pues de tal manera resultaría que 
tse término quedase indefinido, lo que no ■■$ posible siquiera 
suponerlo. 

Que por el contrario, la ley preceptúa que La presentación de 
los testigos sea oportuna, así como también que sus declara- 
ciones íean evacuadas durante el mismo, á menos que esto sea 
imposible sin culpa alguna de la parto. (Serie i', tomo Ü, pá- 
gina í(il). 

Que los innumerables fallos de la Suprema Corte y entre ellos 
el que se registra en la página 540, tomo 14, Serie 2", llega 
hasta prohibir la citación de testigos que no hayan declarado 
por culpa del que los presentó, cuando faltan menos de tres dias 
para vencerse el término de prueba. 

Que asimismo, cuando el testigo se niegue voluntariamente i 
concurrir, para obligarlo y para que su declaración surta efecto, 
es necesario que haya sido citado por cédula, cuando menos un 
dia antes de vencerse el término de prueba (Série V, tomo 3 
página 493), salvo el caso en que por hecho no imputable á la 
parte no haya podido declarar (Série 2", tomo 3?, página 70); 
pero siempre en la obligación la parte de pedir dentro del tér- 
mino el señalamiento de un nuevo dia (Série 2 1 , tomo 2% pági- 
na 427). 

Y considerando, respecto á la petición contenida en el otrosí 
del escrito de f , 63. 
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Que Ja demandada fué citada para practicar el reconocimien- 
to de la [Irma que dice «Justa Cabral» y que aparece al fin del 
do -Tímente de f, \4, haciéndosete la notificación del decreto de 
f. 13, en la misma Cucha. 

Que con fecha 7 de Setiembre del ano próximo pasado y por 
no haber tenido lugar el reconocimiento de dicha firma, á peti- 
ción de Pionito se señaló nueva audiencia bajo apercibimiento 
á la Cabral para que se presentara á practicar el p redicho reco- 
nocimiento, disposición que le fué notílieada eu la misma fecha 
y en perdona, como consta de la diligencia de f. 17. 

Que no obstante -interior, no habiendo comparecido la de- 
mandante hñtiñ el diez y seis de Setiembre, es decir, después 
de haber trascurrido nueve días desde su notificación, la parte 
de Fiombo pidió se diera por reconocido ese documento en re- 
beldía de la Cabral. fundado en la desobediencia del decreto 
anterior, llamando «autos* el Juagado, con fecha diez y siete 
del mismo, notiiicándose esta providencia ¡i la Cabra! en per- 
sona, el veinte y tino del mismo, segnn todo consta ¡í fs, 27 y 28. 

Que recién con fecha primero de Junio del corriente año y 
á petición del demandado, el Juzgado diú por reconocido en re- 
beldía de la demandante el documento de la referencia, encon- 
trándose notificada de ese auto en la misma fecha del decreto. 

Que á los veinte dias de notificada la Cabral de aquella pro- 
videncia ya ejecutoriada y pasada en autoridad de co*a juzgada, 
dice de falso el documento y lirma de la referencia, contrariando 
así las regias más elementales del procedimiento. 

Por tanto, fallo declarando, no ser admisible Ja prueba testi- 
monial ofrecida, sin haber lugar á la petición dtl otrosí del es- 
crito de f. G3 t con costas. 

Hágase saber con el original. 



G. Escalera y ¿uvtria. 
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Fall* de le §upr«m> Corte 

l!ui*noH Aires, Noviembre <Mdc 1888. 

Vistos: Por sus fundamentos, en cuanto ú la in admisibilidad 
de la prueba testimonial, y considerando respecto déla prue- 
ba pericial, que ella ha sido ofrecida después de vencido con es- 
ceso el término probatorio, se con lirma con costas el anta ape- 
lado de fuja setenta y cinco; y devuélvanse, prévía reposición de 
sellos. 

BEMAMIK VICTORICA. ~ L'LADISDAO 
FRIAS, — FEDERICO 1BARGC1IEN. — 
C S. DE LA TORRE. — SALUSTIASO 
J, zavalIa. 
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causa clxiv 



IK Quintín Lescano y dona Uaná Anastasia Ayata de Lescano, 
contra IK Juan IK López Ltu¡w; sobre intrrdtrto poseson - 



Sumario.— Ka el juicio de deslinde, autorizado por el artí- 
culo 27-40, Código Civil. Ja posesión del propietario contiguo no 
puede fundar una acción posesoria en contra del ejercicio de la 
acción de deslinde, y solo puede invocarse en el mismo juicio 
como elemento d.* prueba en favor de sus pretensiones. 



f aso. — Lo re lie re el 



f allo del Juez t>drr»l 



Rosario. Noviembre 1 do J887, 



Y visto este iuterdictode reteuer la posesión, deducido por 
Jos cónyuges Lescano contra D. Juau Baustista López Luque, 
por haber este perturbado la posesión que aquellos tenían en un 
terreno ubicado en esta provincia, en Villa Constitución, paraje 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



denominado Puesto de las Piedras, y cuya área es de 337 metros 
y 740 milímetros de frente, con ntta legua de fondo, teniendo 
por linderos los espresadus en el escrito de demanda, corriente á 
foja 17. 

Resulta: Que con fecha 31 de Marzo de 1886, los demandan- 
tes ocurrieron á la Provincia iniciando el interdicto relacionado, 
fundándose para ello en lo siguiente : en los títulos de propie- 
dad que corrían agregados á foja 2 y siguientes, hasta la foja 
15 inclusive, l»s cuales eran supletorios de los primitivos que 
se les habían estraviado, justificándose por aquellos que hacía 
más de cuarenta anos que ellos (los demandados) estaban en 
posesión del terreno que designa y eran considerados como 
verdaderos propietarios del mismo, y que desde aquella fecha 
y aún antes, invocando la posesión de sus causantes, han estado 
hasta el presente en quieta, pública y paciiiea posesión y en la 
cualhan sido perturbados por el hoy demandado, por medio de 
una mensura que este practicó en 3 de Setiembre de 1885 y con 
la cual les tomó la mayor parte del campo que poseían, clavan- 
do ni efecto mojones ; raiones por las cuales pedía se condenase 
al demandado asacar los mojones puestos en aquella propiedad, 
con costos y costas. 

Que convocados los litigantes á juicio verbal, López Luque 
dedujo la acción de incompetencia, por ser los demandantes ve- 
cinos de esta provincia, y él vecino de otra. 

Que habiéndose remitido los autos a este Tribunal y acredi- 
tado que el caso era de su competencia, avocó el conocimiento 
de la presente causa, mandando que comparecieran las partes á 
la audiencia de ley. 

Que en ella, el demandado secscepciona alegando su faltado 
personería, por cuanto con posterioridad tí ta mensura por ta 
cual se te demandaba, había en agenado el terreno, cuya venta 
estaba comprometida desde antes que se practicase aquella ría 
mensura). 
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Que esta, por otra parte, estaba bien Iterada á cabo, no eiis- 
tieodo sinóuna confusión de líniit s en el campo que se estaba 
midiendo y el de los demandantes, quienes estaban indebida- 
mente poblados en el terrenojcuya posesión se cuestiona (audien- 
cia de f, 40). 

QucelJuzgado, por el auto de foja 52, resolvió aquella escep- 
cion préria traída por el demandado, ¡í Ea cual no se hizo lugar por 
ser extemporánea, mandando concurriesen nuevamente las par- 
tos á objeto de continuar la audiencia que se había suspendido. 

Que en la acta labrada á foja 56, espuso el demandado : que la 
demanda era improcedente, por no tratarse en el caso de un des- 
pojo, pues u,ui> con arreglo i sus títulos se hnína practicado la 
mensura por urden judicial, 

Que el agrimensor operante era nerto había tomado am ella 
en la linea det Este una población construida hacía mucho por 
¡escaño. 

Que por las inexactitudes contenidas en el escrito de deman- 
da, esta era defectuosa, debiendo ella en consecuencia ser recha- 
zada, y sobre lo cual formaba artículo de previo y especial pro- 
nunciamiento. 

Que continuándose la audiencia, se procedió tí recibir la prue- 
ba ofrecida por ambas partes, siendo la de los demandantes ios 
documentos que en copia corren a foja 108 y declaración de los 
testigos, Juan C, Campos, loja 59, Juan Almiron, foja 02, y 
Tiburcio Albarracin, foja 63, y la del demandado, el documento 
privado y no reconocida de foja 57, las posiciones de foja 74, y 
lasóla declaración del testigo Dr. D. Regules, de foja 70, 

Y considerando, primeramente respecto á la escepciou de de- 
fecto legal en el modo de proponer la demanda : 

Que la inexactitud de los hechos que s< > aleguen en la deman- 
da, noes motivo suficiente para que ella sea defectuosa, si 
se han llenado los requisitos que enumera el artículo 57 de la 
Ley Nacional de Procedimientos. 
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Que así lo ha resuelto yaití Suprema Corte de Justicia en el 
tomo 14 de la serie 1\ página 404, cuando dice que el inciso 
4 o del artículo 73 de la ley de procedimientos, no sereücre sinú 
á la omisión de aquellas circunstancias exigidas por el citado 
articulo 57. 

Que si la ley, por otra parte, no ha creado más escepclones di- 
latorias que las establecidas en el artículo 73, no pueden crear- 
le ellas por inducciones, ni estenderlas, interpretándolas, ¿ca- 
sos no espresados en la !ey, como así también lo ha resuelto la 
Corte en el fallo de la página 2ü, tomo 2', de la série i*. 

Que por estas consideraciones claras y terminantes, el Juz- 
gado no debe hacer ni hace lugar á la excepción deducida. 

Considerando, en segundo lugar, respecto á la escepcion de 
falta de personería en el demandado; 

Que el hecho denunciado por los demandantes y que no ha si- 
do negado por el demandado, contrariando el principio general 
establecido por el artículo 2409 del Código Civil, que prescribe 
que sea cual fuere la naturaleza de la posesión, nadie puede 
turbarla arbitrariamente, constituye un delito del derecho civil, 
que obliga á su autor á la reparación del daño que hn causado. 

Que es opinión general entre los jurisconsultos y entre ellos 
Massé y Yergé, en la nota 1' al párrafo 290 de ¡¿acharan, tonn» 
2 o , página 90, que la acción posesoria es intentada válidamente 
contra el que personalmente cometió un acto dr turbación, aun- 
que pretenda no haber obrado sino por urden rfu un tercero, opi- 
nión corroborada por la resolución de la Corte, página 272. 
tomo 4°, série i". 

Finalmente, que el demandado López Luque, no ha negado y 
antes por el contrario ha confesado, como se desprende de los 
resultandos de esta sentencia, ser por su órden y con su inter- 
vención que se llevó á cabo la mensura y se plantaron los mo- 
jones en el campo, cuya posesión se disputa. 

Que por tanto y omitiendo otras apreciaciones que aún pudie- 
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rao aducirse, se declara que La demanda interpuesta contra D 
Juan Bautista López Luque, eatá bien deducida. 

Y considerando, por último, respecto al fondo de Ja de- 
manda : 

Que siendo Ja posesionen sí un hecho, Confiere el derecho de 
olla el acto material .1, h toma d« hi mi , m , t y lm IÍ|(l|o v |y 
sabido es que no di la posesión de la cosa, segen el artículo 2468 
m I "digo ULfdi amó simplemente un derecho á poseer i, 

cosa, 

Que en el caso único en que es necesario ocurrir con los tí- 
tulos, es cuando no consta cuál sea de los litigantes el que tenga 
utmtei más antigua (art. 2472), juzgándose enteje* am 
posee el que tenga un mejor título (art. 2471). 

Que para establecer las acciones posesoria es necesario te- 
ner a posesión de nn ano sin vicio alguno, según ,1 artículo 
Um MlO cuando es turbada por uno que no es poseedor anual 
y que no tieuesobre la cosa derecho de pos-sion, cesa ,] efecto 
ue la prescripción anterior art. 2477), 

Que los actos qu, inquinen y perturben al legítimo poseedor 
le dan derecho á este para deducir el interdicto de retener la 
posesión, sin necesidad de título ni de otro requisito, mun i O ha 
resuelto Ja Corte en el fallo de la página 365, serie 1- tomo * 
Que para deducir el interdicto de retener, es necesario que el 
demandante se encuentre en actual posesión , que se baja tra- 
tado de inquietarlo por actos que se espresarán -art. 327 de la 
seriad 011 " 1 ^ Mfe «le la pág. 19. ¿ i», 

Que de las declaraciones de los tres testigos de la parte de- 
mandante, de fojas 59, 62 y 63 t que hacen « m jllido por ^ 
nar las condiciones requeridas por la Ley 32, título 16 Partid v 
3% J tallo de la Corte de la página 471, tomo 7°, serie i- re- 
sultán probadas Jas premisas legales de 1 03 considerandos ante- 
riores, ó sean : 
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i" Que los demandantes poseían á título de dueños el cam- 
po cuestionado, por lo menas, desde veinte años áesta parte. 

2' Que esa posesión ha sido publica, pacífica y no interrum- 
pida, 

3" Que esa posesión lia *¡do turbada solamente por el deman- 
dado, clavando ente mojones en la fecha de !a mensura: todo 
lo cual los declarantes lian visto. 

Que por otra parte, el demandado no ha negado el hecho por 
el cual se le demanda, confesando por la esposicinn deque ins- 
truye el acta de fojas 10 y 5G, que los demandantes han estado 
en posesión del terreno que se había mensurado y amojonado 
por él. 

Que de la prueba producida por el demandado, nada absolu- 
tamente se desprende que le favorezca, pues que el documento 
de fnja 57, es privado y no reconocido, no mereciendo en con- 
secuencia fé en juicio ; y declaración del testigo Regules, cor- 
riente á foja 79, es singular sin valor jurídico tampoco. 

YO" l¿ue probándose por los demandantes, como está probado, 
la actual posesión y el hecho de que se ha tratado de inquietar- 
los por medio déla mensura y de los mojones que han sido cla- 
vados y que constituye un acto posesorio, desde que tiene por 
objeto el deslinde (art. 238* del Cód. Civ.), el Juez esta en el 
deber de amparar aquella posesión y condenar al que la per- 
turba, en los danos y perjuicios y costas (série 1\ t. 9", pag. 
523). 

Por estos fundamentos fallo : haciendo lugar á la acción de- 
ducida, y en consecuencia en obligación el demandado de remo- 
ver y sacar los m ojenes en término de diez dias posteriores á la 
ejecutoria de la presente, con costas y costos. Hágase saber 
con el original y repónganse los -ellos adeudados, en el acto de 
la notificación. 



U. Escalera y Zuviria. 



HE JUSTICIA lUCIOXAl 7j 

ItuLoos Airea. Noviembre Si de im. 
Vistos MftoitfM „ 
enlodo* .i, «.«ciento, cuarenta j S ei s del «digo Civil 

*»o» ,llen confundidos con ta deh hert , J[lrJ co 
ene derecho i cs.gir que est. ss0 ¡„ re<tigllcil , dem¡l ' 
ta formaquedeterminan |« respectivas .eyesdc pmediLnJ 
Q lIe el ejercicio de esta acción, toda v„ que «a 

S* I COn 'f * « de-ir. basada en o 

ses.on v üo„,„„., del terrenn setrate Je ° 

ser obstaculizo p„ r ejerci(¡¡0 dc acc¡ulles .¿¡¡¿jjgj 

e Wpr.p.rtaTioc.n.^o.», protesto .,, ,,,,'e e,)a ,„,d, r 
- resultad,, m mmim3>0 4 „ „ - « 

>» <** en nada afMa por tf, 2fiE 

noreca.,aaprobae¡ u „ judíela, s ,d,re el,a. ni poseL n 

Pr0 ""' J "" * ""^ ""O I-*» * futidos L 
m j libremente ,,orla viuordinariaqne 1, | ev señala al efecto 
v porque, en seg,„do . 0ett , cl derecho ^¿Ig 

"2 * , a " 1 ' ' « contiguos d 

¡ vid.rse y de, ndar „. respetas propiedades, seria Cp„ 
Wm Wt >o, a, fuese dado paralizar en absoluto su ejercicio 
•«da vez que !„ operacien pr.vis.oual do éÍ£¿sE23 
ava^r. re ,a heredad eo„,i Klla 4 Ud „ ÍBterM ^ U ^ 
Jmbifse solicitado, a 

í«i«« « y«e la posesión de la parie, eu tal caso ,¡ bien 
* be ..ponerse y debo considerarse como n„ elemento ne sa" 
n la soluco,, de¡la cuestión del deslinde, M debe serlo si „ em- 
bargo, como .andamento de una acción po,esoria prop ££, 
dicha, que nunca puede 8 er acumulada con .1 petitorio si^so 
lo con su carácter propio, esdecir, como prueba en a ov Z 
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pretensiones del oponente en el juicio declarativo sobro propio- 
dad, en que debe apreciarse el acierto ó error con que se huya 
procedido en la operación del deslinde. 

Cuarto : Que las decisiones anteriores de esta Corte, estable- 
ciendo en principio que la operación de mensura es fundamento 
bastante para el ejercicio de acciones posesorias, ni pueden 
oponerse á las anteriores conclusiones, ni son aplicables al pre- 
sente caso, por referirse ellas á actos Llevados á cabo de propia 
autoridad por terceros no poseedores ni colindantes, sobre ter- 
renos de laesclusiva post ¡ton de otros. 

Quinto : Que en el presente caso, no se ha contestado ni des- 
conocido la posesión ni el dominio de Don Juan B, López Lu- 
que en el terreno contiguo al de Jos demandantes, á que se re- 
liere el juicio de mensura que ha dado lugar al presente. 

Sesto: Finalmente, que no puede oponerse siquiera que el 
demandante en el caso actual no fuera citado á la operación de 
la mensura y que sin su conocimiento se practicara esta, pue^ 
de autos consta que fué citado y que en virtud de tal citación 
pudo comparecer y compareció al acto, protestando contra su 
resultado una Tez apercibido de que ella avanzaba acunas varas 
sobre la que pretendo ser su propiedad. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
foja ciento veintiséis, y «e dtdarano haber lugar a ;la deman- 
da interpuesta, dejándose á salvo las acciones que puedan cor- 
responder á los demandantes, para hacerlas valer en la vía y 
formas correspondientes. 

Notifíquese con el original, y repuestos l w sellos, devuél- 
vanse. 

BEKJAMIK YlGTOniCA. — ULADISLAO 

frías (en disidencia). - Fede- 
rico IBARCÚRES. — C. S, DE LA 
TOREE — SALUSTIAHO J. ZA VALIA 

(en disidencia). 
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DISIDENCIA 



Vistos y considerando : 

Primero , Quo U posesión del demandante en el terreno ,„ 
cuestión, S e halla establecida en autos con toda, I. ' ? 
rennerMio t. i . is las condiciones 

T 9 ' " í " Pi " Sel ejercici0 de «mwm» Posesorias v 
. demandado misffi0 no „ ha ^ Eli 

«ta* b P«te.« j que ., demandante ba estabteid Z 
Wbariamento su pobl M ¡ M en c „„p 0s ¡ n( ¡, v¡Süi 

pí S„2: S( ""'fulmente comprobado v reconocido 
por el demudado mm la mensura practicada por el aurimen- 
m Reunios se ha trasado la linea divisoria de su J S " 
locado mojones incluyendo ene.la.a maror parteé ^ 
po^do por .1 demandante y basta .. mi.^ J, CSml "' 

vowTm Uel,a} ' t,,rb » cionío '« P^inn cuando contra la 
n tan tad del poseedor alguien ejerci,rc. con intención de nosee 
c os e posesión d,!os que no resultase una ^ 
1 1 p ee or. artfeul,, dos mil cuatrocientos noventa v seis del cl 
<J'g« üv.l , y s ,e„doel deslinde un acto po S ,sorio mfectamln,. 
caracterizo y debnido por ,a ley, ar.icnlo do m' " 

oc enuv cuatro; habiéndose practicado por e. d m a d a d ' 
con jn tcllcl011 ma if¡estil if poseer e t n ado, 

mod.do, comprendiendo en él la cas. misma del demanTa t . 
con ra , a contad de. poseedor, concurre,, en e c o Tdtt 
cood.mou,, necesarias para que la acción de manutención e„ la 
posesión sea procedente. 'uiencion en la 

tnS? : *T * C ° UriUSÍOn 00 PU " JC 11 

'an -a de que la mensnra sea un acto jndicial y „ i0 e , W 

sudere ho en c| JU1C10 correspondiente; porque, por aer judü 
el. no de,, de ser el deslinde un acto J 
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catado con intención de poseer contra la voluntad del poseedor, 
constituye una perturbación, conforme a lo dispuesto en el arti- 
culo dos mil cuatrocientos noventa y seis del Código Civil, qu<! 
no distingue entre los actos posesorios deünidas por el artícu- 
lo dos mil trescientos ochenta y cuatro, atribuyendo á unos y 
negando á otros el efecto de perturbar la posesión. 

Quinto : Que ademas, el poseedor despojado ó perturbado tiene 
el derecho de elejir entre la acción real y la acción posesoria y 
puede usar de esta y aquella sucesivamente en defensa de su 
taeenOj artículo dos mil cuatrocientos ochenta y dos, y el jui- 
cio de Censura, cuando hay oposición, es la controversia sobre la 
propiedad, entrando desde luego al petitorio por ,1 ejercicio «le 
la acción real en juicio ordinario, en que la posesión no es el ob- 
jeto del juicio y solo se atiende á ella como un demento de prue- 
ba para definir la cuestión de propiedad (véase í tstro, Prácti- 
ca Forense, números quinientos odíenla y nueve y quinientos 
noventa y uno), y el poseedor se vería privado del eje reino de 
la acción posesoria en juicio sumario, que es el medio más fácil, 
pronto y eficaz que la ley le ofrece en protección de su derecho. 
Esta consideración adquiera mayor furria si se tiene presente 
que el poseedor posee porque posée, que no está obligado á pro- 
ducir su título 4 la posesión, ni puede ser privado de ella sinó 
después de ser vencido en juicio. 

Sentó: Que no puede argtlirse en contra con las disposiciones 
del Código de Procedimiento de Santa Fe\ que mandan llevará 
efecto la mensura no obstante la oposición de los colindantes y 
declara que la operación no afectará en nada á los derechos que 
los poseedores puedan tener tanto a la posesión como á la pro- 
piedad ; porque sobre ellos esta el Código Civil, que no puede 
ser modificado por leyes de procedimientos y que establece que 
el deslinde es un acto poseson que puede afectar á los dere- 
chos de terceros sobre poses wn. 
Sétimo : Que tampoco puede objetarse con la acción de des- 
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¡inde, M yo ejercicio p^ec 4 priora vista incompatible con el 

compat.b,!, W „„ Miste en reaUdllJ am J < * » 

raúnicas como los der-clios «o» « t .¡„ h , 
i „ .. . , <|Ue ^"i destinados ú proteier 

U acción do deslinde tiene por antecedente indi.nensab.i ' 

S| ? - ""' Set, CÍent ' 3 C »*™"> i -"o. l'ara el ejer- 

1 a o e " H , " ? " eSarí °* P ""' « M 

(«rtt», e-lal.lec.d.. por s-ntoncú, que los límite, „ N 

ronfnnd¡do< ñor. , limites e>Mn 

. porque si „„a de ellas sostiene que no lo están 
W al deslinde ; y si los «*, JLti^S 
ados o h„t„e a en quedad. siu mo j ooes por ^ ¿¿ 1 _ 
o, laac,,„„ ;!Ul . corresponde ejercitará ios colindante, e . 

, ,„ter ,e„e ( ..o t ro ! como cspresamen.c lo disponed 

jets- ^^A m /ssz 

|D1 MNr,t - su f J e <"*>¡«> Ww de versar sobre la nropiedad • 
pero st no o consiento =„.. _ . I'ropieoad . 

iewcho oar, eí ■ P»r-l»e-,u l en losolicita do tiene 

i o para ello o carece de personería, ó q B , | M | fmi t csno 

trata de deslmdar. pnede oponer las esc,p ciotk , del J u ■ 
la> uanaes posesorias ¿, v , hubiera lugar 

«RMtfel la nece S ida,ldc I» a««Íon posesoria para co. 
-var las retajas de „ p, 5esio „ y M¡ ¿ £ 

Mnd.cator.a. estí demostrada prácticamente en este caso en 

'* '"^ « mi - 1- ti* practicarse .a mensu po 
—argado sin espresar por órden de qué Jucs procedía n 
cua! era .a ub.cacioo de. terreno que se iba á medir/sin a „ ' 
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tiempo necesario para oponer las escepekmes que tuviera, y que 
habiendo protestado contra la operación que le tomaba la mayor 
parte de su terreno y su casa, ei agrimensor no prestó atención 
á su protesta, ni hizo constar por qué no presentaba título de 
propiedad, poniéndolo en el caso de promover el petitorio en 
condiciones desventajosas, si no tuviera tú acción posesoria pa- 
ra conserrar su posesión. 

Por estos fundamentos y los concordantes de ta senten- 
cia apelada de foja ciento veintiséis, se confirma esta con 
costas. 

ILAD1SLAO FRIAS, — SALUST1AKO 
J. ZK VALIA. 
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Los Sm. Yideta Aranda, contra IK Desiderio Ayuiar.por cnbr* 
de pesos; sobre embargo y uso de la fuerza pública. 

Sumario.— En los embargos i ejecutarse en jurisdicción aje- 
na, no debe, en caso de resistencia de la autoridad local, ocurrir- 
se inmediatamente al uso de la fuerza pública, sinú cometerse 
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la diligencia at Juez Federal de la Sección correspondiente, sal- 
vando siempre toda cuestión de competencia. 



Caso. — Se re lie re en lo* siguientes documento?: 

Kl Poder Ejecutivo Nacional recibió i \ pedido del Juez de 

Sección requiriendo el auxilio de la fuerza pública, y lo pasó á 

informe d*-l Sr. Procurador General. 



1NFOUME íítl, SEÑort VlUWAAX ADOR M \H; U 

Iltu-no- Aires Dtficnibre líí de 1887. 

Señor )ftnistro: 

En el incidente que motiva la gestión del Sr. Juez Federal 
de Mendoza, viene envuelta una cuestión de competencia, que 
uu en del resorte de V. E. 

Kl Juzgado de Sección libró una orden de embargo, cuja 
ejecución cometió al Juez de Paz de Las lleras, provincia de 
Mendoza ó de San Juan, no lo dice el Sr. Juez. 

El Sub -delegad o de dicho Departamento de Las Heras, debe 
suponerse, imo;.indo órdenes superiores, resistióla traba del 
embargo, desconociendo la jurisdicción del Juzgado Federal. 

El Sr. Juez de Sección, sin otra diligencia, pide el auxilio de 
Ja fuerza para hacer cumplir sus resoluciones. 

Aunque toda la razón estuviera de parte del Sr. Juez, tal pro- 
cedimiento sería inusitado y demasiado violento para llevarse á 
ejecución. 

Si su jurisdicción era desconocida, debió el Sr. Juez dirigirse 
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nuevamente al que la resistía, en su defensa, recurrir á la 
Corte Suprema en definitiva, según así lo previene el Titulo VI 
de la ley de jurisdicción y competencia. 

Pretender resolver las cuestiones, inevitables en el orden ju- 
dicial, & la primera resistencia, de buenas á primeras, según 
vulgarmente se dice, pur medio de la fuerza, dejando á un lado 
el razonamiento, sería sustituirla violencia al imperio déla ley. 

Agrégase á esto, como he dicho al principio, que vietie envuel- 
ta en el presente caso una cuestión de competencia. 

La oposición de las autoridades requeridas por el Juzgado de 
Sección, no nace de un espíritu de resistencia á la justicia, que 
no tendría esplicacion posible eu nuestra actualidad, sinú del 
desconocimiento de la jurisdicción del Juez requirente. 

Lo que importa, pues, es esclarecer este punto, en la seguri- 
dad de que, una vez que por la autoridad competente se decida 
que el Juzgado tiene la jurisdicción de que se cree investido, 
toda resistencia Uabrá cesado luego. 

He dicho ya que no es Y. E. sinó la Corte Suprema cs;i auto- 
ridad, y á ella ha debido ocurrir el Sr. Juez. 

Eduardo Costa. 



VISTA DEL SEflOR PROCURADOR FISCAL 

Mendoza. Octubre 15 de 1888. 

Señor Juez : 

El Ministerio Fiscal, evacuándola vista conferida, á V. S. 
dice: 

Que en mérito de las constancias de autos, por las que se 
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coustata la resistencia de las autoridades de San Juan para 
cumplirla resolución del Juzgado ordenando embargo y conse- 
cuente con lo que pido en mi vista fecba 29 de Noviembre del 
uño próximo pasado, en la cual manifestaba que se trataba de 
una cuestión de competencia de jurisdicción, y atento lo mani- 
festado por el Señor Procurador General de la Nación á f, il f 
me permito pedir á V. S. se sirva ordenar se pasen estos autos 
en su parte pertinente á la Suprema Corte de Justicia Federal, 
á objeto do que resuelva la cuestión de competencia que de he- 
cho se ha producido. 

Emiliano Sayanco. 

AUTO DEL JUEZ FEDERAL 

Hendowi, Octubre 17 de 1888. 

De conformidad ai precedente dictamen, elévense f-stos autos 
á la Suprema forte, en la forma solicitada por Céspedes y bajo 
certificado á costa del mismo, reponiéndose el papel. 

Campillo. 

VISTA DEL SESOIt PROCURADOR GESEftAL 

Buenos Aire?, Octubre 31 de 1888. 

Suprema Corte: 

Principiaré per llamar la atención de V. E. acerca do la for- 
ma insólita y altamente inconveniente en que el Sr, Céspedes 
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se espresa en su escrito de f. 8 con respecto á los Poderes Pú- 
blicos de la Nación: y haciendo por completo caso omiso de la 
parte que a mi me toca en sus abusivas apreciaciones, pediré >e 
sirva T. E. hacer sentir al espresado Sr. Céspedes la censura- 
ble ligereza de su lenguaje', con prevención clara y esplicita de 
que guarde en lo sucesivo en sus escritos la compostura y el 
respeto que debe á las autoridades de su país. 

Diré, ahora, entrando en materia, que no es posible formar 
un juicio exacto acerca de lo que se solicita en este caso. 

Se pide el auxilio de la fuerza pública para hacer cumplir 
una resolución del Juzgado de Mendoza que manda trabar un 
embargo. 

Se dice que resiste el embargo el Sub-delegado D. Marcelino 
Vega, invocando órdenes superiores, y el Gobierno de San Juan 
que, calificando de improcedente la resolución del Juzgado, 
sostiene la jurisdicción de dicha provincia en la Estación 
Ramblom 

Sin conocerlas razones en que el Gobierno de San Juan y el 
Sub-dclegado fundan su oposición ; sin tener á la vista, en una 
palabra, todos los antecedentes, es imposible poder apreciar de 
qué parte está la razón. 

Lo que sí puede anticiparse es qui? no hay insensatos en la 
República que se subleven contra la justicia, y que, si alguna 
vez surjen conflictos de este género, es por una mal" inteligen- 
cia de las delicadas y difíciles cuestiones que á cada paso se 
presentan en la materia inagotable de jurisdicción y compe- 
tencia. Y más puede anticiparse, y es que el medio di resolver 
estos conflictos, no es por el empleo de la fuerza, no es á sangre 
y fuego como parece ser hoy una tendencia do moda, sino por 
la discusión y el razonamiento, ocurriendo á la autoridad a cuya 
discresion ha confiado la ley misión tan alta, y podría aún decir 
augusta. 

Sírvase V. E. ordenar que, al informar nuevamente el señor 
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Juez de Sección y el Gobierno de San J« on , en defensa de sus 
jurisdicciones respectivas, remita., i esta ('orle todos ios ante- 
cedentes que obran en su poder con relación á este asunto 



Eduardo Costa. 



Follad* Ift Suprema Corle 



Rueiio* Ai™, Novioinbrr. 2\ 

Vistos en el acuerdo : 

No babiéndos, formalizado conllicto de jurisdicción de que 
pueda coaocer esta Corte, y resultando adorna, que el Juez de 
Sección no ha empleado todos lo. medios que ta 1er indica para 
llevar acabóla ejecución de la providencia á que se refiero el 
presente incidente: vuelvan esto, antecedentes a dicho Juez 
para que procediendo confurme a 1. solicitado por el Procurador 
tiscal en primera Instancia, se dirija ai Juez de Sección de 
San Juan, á fin de que por su intermedio se lloro á cabo la 
ejecución de la prudencia anunciada, sin que se entienda que 
esto afecta en nádala cuestión relativa a los límites jurisdic- 
cionales de las Provincias de Mendoza r San Juan. 

\ atentos los términos inconvenientes empleados en el escri- 
to de fujaprhuera, á que se refiere*! Señor Procurador (íeueral 
en su precedente dictamen: se apercibe sérumente por ellos l 
Don Jorje Céspedes. 1 

KfcMAMl> VlCTOfttCA, — LXADJStAO 
FniAS.—FEÜEftlCO IBAUCÉRE». 
— C. S. HELA luJtHE. — SA- 

LCSTUPio j. z a va lía (en d¡- 

íidencia). 
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Conforme en cuanto al apercibimiento decretado; y 
Considerando: Que si bieu la competencia no viene tramitada 
eu la forma prescrita por la ley de procedimientos para las cues- 
tiones de competencia entre Jueces, la resistencia opuesta por 
el Gobierno de San Juan al cumplimiento de una providencia 
del Juez Federal de Mendoza, fundada en que este no tiene ju- 
risdicción en ul territorio en que ella debe cumplirse por las au- 
toridades de Mendoza, envuelve un conflicto de jurisdicción, 
que debe ser resuelto por la Corte Suprema, conforme i lo dis- 
puesto en el artículo diez y siete de la citada ley; de acuerdo 
con lo dictaminado por el Procurador General, pídase informe 
al Gobierno de San Juan. 

SALL'STUÍiU J. ZAVALIA. 
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Don Vietor C Lucero y (ton Rosario Domingu*, contra Doña 
tosa U. Jo fíeretta; sobre entrega de w, inmueble 

cisionarlo o sucesor del comprador. 



to .-,,„ nJ „ SÍAlej0llc( . am . n06i m tmmkíhu 
los 8e „ r cs t 0f ero y Domínguez, se presentí m, „ jMg<do 
on.endo : «,„,. en * do D¡.¡,»br. de .875 y por ant ., f , Mtó . 

uÍ ul;" • T I " ,r0S, " Í - U " ( ™ de mm en e. 
f 5" 4 ? ,liebede ™'- de 7927 hectáreas v una 

fr.oc.on. en la candad de seisn.il p CSO s «.dónales y con ,„ 
linderos que menciona, tomando la vendedora i su car'eo la res 
pons.bi.idad por eviecion. , facultando a los compradores para 

íSLEr" que ^ cst " v,bn de »* i * 

Irurosqu, vendaron á Lucero y Domínguez el campo ante, men- 
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cionado con 'una fracción más, cnagenada por la misma señora 
Beretta en favor de Don Isidoro Calero, estableciéndose que los 
vendedores no respondían por la eviccion y que los compradores 
se reservaban el derecho que por motivo de ella les correspon- 
diera, contra Doña Rosa O. de Beretta. 

Qut' sin embaTgo de que esta señora aseguró que e\ campo es- 
taba libre de otra posesión y autorizó ásna cor pradorea para to- 
marla, esto no era exacto, pues Don Carlos González estaba 
poseyendo, según su dice, una fracción del campo, lo cual había 
impedid» tomar la posesión completa de él. 

Que seííun el Código Civil (artículos y 83), para adqui- 
rir la posesión de los inmueble es necesaria H tradición, es de- 
cir, la entrega pur actos materiales hecha por "l vendedor. 

i|ut! si bien es cierto que la señora Beretta dió á los compra- 
dores la facultad de tomar la posesión, fué porque aseguraba no 
haber contradictor, lo cual resultó inexacto. 

Pidió que se condenara á la demandada á hacer la tradición 
del terreno, con imposición de costas é indemnización de perjui- 
cios. 

Acompañó el actor las escrituras de venta á que se refiere la 
demanda. 

Acreditada la competencia del Juzgado por sltIos señores Lu- 
curo y Domínguez, argentinos y vecinos de San Luis, y la de- 
mandada italiana y vecina de San .Juan.se corrió traslado de la 
demanda. 

Don José Borras la contestó por la demandada, pidiendo que 
se declarara que no estaba obligada á hacer á los demandautes 
la tradición que pretendían, con costas. 

Dijo : que aceptando como más ó menos exactos los hechos 
espuestos en la demanda, haría presente que los contratos con- 
sensúales como el de venta, solo producen obligaciones y dere- 
chos personales eniit, los contratantes y no respecto de terce- 
ros; que según esto, si la demandada no hubiese cumplido con 
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las obligaciones que so impuso en el contrato de venta á Calero ó 
Irurosqni, serian estos los que podrían reclamárselo ó los que 
hubieran sucedido legalmente en sus derechos» pero no los de- 
mandantes, estrauos á aquella venta ; que para que dichos de- 
mandantes hubieran adquirido algún derecho por trasmisión de 
Calero é Irurosquí, sería indispensable la aceptación ó la notifi- 
cación del deudor cedido, loque no ha tenido lugar; que ia obli- 
gación qup incumbe á todo vendedor, de poner en posesión de la 
cosa vendida, no existe respecto de los artores; que si no tuvo lu- 
gar la tradición de la cosa vendida, no su rasmiüó el derecho 
de propiedad, y por tanto, no hubo una venta consumada, de 
mam-raque ni aún porta evicciem podría ser molestada la de- 
mandada. 



Falla del Juez Federal 

San Luís, 7 de Setiembre do 1887. 

T vistos, considerando: No habiendo la demandada negado el 
hecho que establece la demanda, de no haber aún tomado los 
señores Domínguez y Lucero la posesión del campo comprado 
por ellos á Don Isidoro Calero y Don Antonio J. Irurosqui, y por 
estos á Doña liosa G.dfl Beretta, por los motivos allí manifesta- 
dos, debe estimarse como una confesión de su parte (art. 8f>, 
L, N.de l\) t limitándose á decir que si bien con los segundos 
contrajo las obligaciones que espresa la escritura de f... no así 
con los primeros, á quienes no reconoce los derechos que se 
atribuyen hacia ella. 

Kn tal concepto, y no existiendo hechos controvertidos, la 
cuestión debe resolverse sin más trámite, como de puro dere- 
cho. 

Los demandantes tienen los mismos derechos que sus ante- 
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cesores Irurosqui j Calero 30 reservaron en el contrato de f... j 
en nada modifica, ni desvirtúa las obligaciones de la vendedora, 
ta circunstancia de qne ja sean los compradores inmediatos y 
directos ó los sucesores singulares de estos, quienes pretenden 
hacerlas efectivas. 

Tampoco es exacto, como se cuerera por la demandada, que 
no habiendo intervenido en la segunda transferencia, no creara 
esta para ella obligación ni relación alguna de derecho con loa 
nuevos adquirentes, porque su voluntad estaba y está espresa- 
mente manifestada en la primitiva convención, y la de los se- 
gundos compradores, aceptándola en igual forma, coincidió con 
aquella, llegando entonces ú refundirse en uno solo ambos con- 
tratos ó si se quiere, no siendo el uno sinó la continuación del 
otro, en cuanto á hts obligaciones pendientes aún. 

La vendedora tomó espresaniente ú su cargo las consecuencias 
de la eviccíony de los vicios redhibitorios, asegurando también 
que el inmueble se encontraba libre de toda otra posesión, y des- 
de que, según dice el actor y lo corrobora el silencio de la de- 
mandada, existe un contradictor que se opone, es de su resorte 
sanear y garantir la integridad de la extensión superficial del 
campo enajenado. 

Otra de las obligaciones impuestas al vendedor, es la de en- 
tregur la cosa vendida, libre de toda otra posesión, cuando el 
comprador se lo exija, si uo se hubiera convenido para el efecto 
el dia 6 época fija, y su cumplimiento es tanto más indispensable 
en el presente caso, cuanto que su tntta de bienes raices, cuya 
posesión no se obtiene sinópor la tradición, y en la forma esta- 
blecida por el derecho (art, 2370 y siguientes del C. C). 

Si como lo prescribe la ley, todos los derechos que una perso- 
na trasmite á otra por contrato, solo pasan al adquirente de 
esosderechos por la tradición, con escepcion de lo que se dispo- 
ne respecto de las sucesiones, si las obligaciones que compren- 
den al que ha trasmitido una cosa, relativamente á esta misma, 
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pasan al sucesor universal y al sucesor particular (art. 3266), y 
sí este último puede prevalerse de loa contratos hechos por su 
autor, es indudable que la demandada está en el deber de cum- 
plir las que le incumben como vendedora, aún no satisfechas, y 
que constan del contrato primitivo para con ios demandantes, 
en su calidad de sucesores singulares. 

Por tales fundamentos y los aducidos en el escrito de deman- 
da, se resuelve que Dona Rosa G. de Uerettadebe poner en po- 
sesión entregando á los señores Domínguez y Lucero, la área 
íntegra de campo i\ que se refieren las escrituras do Ten ta de 
f... y f— sin especial condonación en costas. 

Hágase sabercon el original y repónganse los sellos. 

P, B, Miguez. 

Fallo •> la Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 2» de 1888. 

Vistos: atenta la cesión contenida en el documento de foja 
cinco; y por los fundamentos concordantes déla sentenciaape- 
lada de foja veinte y seis vuelta, su confirma esta con costas; y 
devuélvanse, previa reposición de sellos. 

BENJAMIN V1CTORICA. — LMDISLAO 
FRIAS. — FEDERICO IBARCtREK. — 
C. S. DE LA TORRE. — SALUSTIANO 
J. Z A VALIA. 



88 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



CAUSA «XXVII 



Los herederos de D. José liamon llasavilbaso contra el Gobier- 
no de ta Provincia de Buenos Aires , sobre entrega al Gobierno 
Nacional de documentos archivados en la Escribanía mayor 
de Gobierno de dicha Provincia. 

Sumario. — Los documentos de carácter nacional existentes 
en la Escribanía mayor de Gobierno de la Provincia de Buenos 
Aires, pertenecen al Gobierno Nacional, y no á los propietarios 
de dicha escribanía. 



Coso. — Lo refiere el 

Pullo de I» Suprema Corte 

Buenos Aires. Noviembre 29 do 1888. 

Vistos los autos seguidos por los herederos dcD. José Ramón 
de Basavilbaso contra la Profincia de Buenos Aires, de que resul- 
ta: primero, que habiendo el Gobierno de dicha Provincia resuelto 
entregar al de la Nación una parte de los documentos que cons- 
tituyen el archivo de la Escribanía mayor de Gobierno é impor- 
tando dicho acto una violación de los derechos que dichos he- 
rederos tienen con relación á la propiedad de la escribanía es- 
presada, entablaron demanda a ün de que previos los trámites 
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necesarios, la Suprema Corte se sirviera resolver que la Provin- 
cia de Buenos Aires no puede disponer de la Escribanía mayor 
de Gobierno ni de todo ó parte de su archivo, sin prévia espro- 
piacion á sos propietarios y pago de la indemnización respec- 
tiva, declarando qne son á cargo de la parte demandada todas 
las costas del juicio. Refiriendo los antecedentes de su derecho 
espusieran: que ú fines del siglo pasado la Escribanía mayor de 
Gobierno, hacienda y guerra, fué vendida en remate público al 
escribano Don José llamón de líasavilbaso, su antecesor; quo la 
propiedad así adquirida j-asó por herencia á Don Juan José, Don 
Iíuíijioy Don JoséRamondeBasavílbasoy do estosa sus hijos los 
demandantes ; que en un principio fué atendida la ofiuina por el 
escribano propietario, pero más tardo adoptaron sus dueños el 
sistema de arrendarla por un precio mensual, á un escribano que 
el Gobierno designaba y haciéndose por dicho escribano el pago 
directo a los propietarios del alquiler mensual ; que así venía 
sucediendo dnsde muchos años atrás y así sucede actualmente, 
todo lo que demuestra no solo su derecho de propiedad, sinó 
que están actualmente en posesión de la oficina ; y por un 
otrosí pidieron se ordenara la suspensión provisoria de la repar- 
tición del archivo que el Gobierno de U Provincia se hallaba en 
vias de hacer, sin lo cual el presente juicio sería completamente 
ilusorio. Segundo, que el representante de la Provincia deman- 
dada, después do oponer una escepcion sobre personería que fué 
desechada, contestó á la demanda pidiendo su rechazo, alegan- 
do en cuanto al hecho que la motiva, que si el Gobierno de la 
Provincia ha procedido A entregar al de la Nación los documen- 
tos de carácter nacional que obraban en el archivo de la escri- 
banía mayor do Gol ierno, ha sido en cumplimiento de lo que 
este dispuso en su decreto de Setiembre ib de 1885, resolución 
que debía acatar y á cuyo cumplimiento no podía resistirse ; y 
en cuanto al derecho; que aún cuando fuera exacto que la Escri- 
banía mayor de Gobierno correspondiese á los reclamantes, los 
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documentos que han sido puestos á disposición del Gobierno 
Nacional son propiedad del Estado y deben ser guardados por 
la rama de la administración a que pertenecen; que la resolu- 
ción que lia acatado, no perjudica los derechos que alega la su- 
cesión de JUasavilbaso desde que puede ejercitarlos ante el Po- 
der Ejecutivo de la Nación, y que la declaración que se pide no 
podría hacerse sin oir a la Nación, puesto que se pone en cues- 
tión la justicia de un decretodel Poder Ejecutivo Nacional; y 
Tercero, que por decreto de la Suprema Corte para mejor proveer, 
se produjeron y agregaron los informes y documentos corrientes 
de foja cincuenta y siete á cincuenta y nueve y de foja noventa 
y ocho vuelta á ciento dos. 

Y considerando, primero: que no habiéndose puesto en cues- 
tión la propiedad de la Escribanía, la declaración que solicitan 
loá demandantes solo puede tener aplicación práctica en cuanto 
á los documentos entregados al Gobierno Nacional, pues sobre 
lo que el Gobierno de la Provincia puede ó no hacer en lo futu- 
ro de la Escribanía, no hay caso que la motive. 

Segundo: que los demandantes no desconocen que los docu- 
mentos entregados, son de carácter nacional y que la entrega se 
lia hecho en cumplimiento de disposiciones del Gobierno Nacio- 
nal, pero aún así niegan el derecho del Gobierno para hacerlo, 
invocando la disposición del artículo trescientos siete de la ley 
orgánica de los tribunales de la capital que declara que los re- 
gistros y archivos son de propiedad pública, y dispone que los 
que actualmente fueran de propiedad particular, pasarán al do- 
minio público prévia indemnización si á ello hubiere lugar con 
arreglo á la ley de espropiacion. 

Tercero: que el reconocimiento de i a propiedad privada de 
algunas escribanías existentes en la capital en la época en que usa 
ley fué sancionada, no puede oponerse á la necesidad de restituir 
á la Nación los documentos nacionales que se hallaban en el 
archivo de la Escribanía mayor de Gobierno y que debieran que- 
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dar en el archivo de la capital de la República al trasladarse 
dichas oficinas á la capital de la Provincia. 

Cuarto: que la escribanía que compró en remate D. José 
Ramón de Basavilbaso á fines del siglo pasado, fue la Escribanía 
mayor de Gobierno y Guerra del Virreinato ; y la que trasmitió 
á sus hijos, do por herencia, sinópor renuncia, según resulta del 
documento de foja veinte y cinco, fuó la de Gobierno, Hacienda 
y Guerra de la Provincia de Buenos Airee, de que se le espidió 
título en propiedad en Julio de mil ochocientos treinta y uno, 
con facultad de vender y renunciar según y cómo se venden y 
renuncian los demás oficios vendibles y renunciabas, conforme á 
las leyes y cédulas ; habiéndose operado tina transformación 
radical en ella, á consecuencia de la desaparición del Virreinato, 
de la organización de la República Argentina y de la creación 
más tarde de la Provincia de Buenos Aires, como lo demuestran 
los documentos estraidos del espediente respectivo, corrientes 
en copia á fojas noventa y nueve y riento. 

Quinto: que si á pesar de esa transformación han quedado en 
el archivo de la Escribanía mayor de Gobierno de la Provincia, 
documentos del Virreinato y del Gobierno Nacional, deben con- 
siderarse conservados allí á título de depósito, hasta que fueran 
reclamados por la Nación a quien pertenecen y los herederos de 
Basavil baso ningún derecho tienen para oponerse á su resti- 
tución. 

Por estas consideraciones, se absuelve á la Provincia de Bue- 
nos Aires de la demanda de foja cuatro, sin especial condenación 

en costas. Repórtase las fojas y archívese notificándose con el 
original. 



BENJAMIN VICTORICA, — TJ LADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO EBARGtnEN. — 
C. S. DE LA TORRE. — SALUSTIANO 
i. ZAVALU. 
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4' Al' NA CIA' VI II 



D. (¡regorto Soto, por recurso de babeas corpns, á favor de su 

hijo D, José Soto 



Sumario, — No es admisible el recurso de haheas corpus X 
favor de un demente, que se halla en el hospicio de de mente a por 
orden y á disposición del Juez del Crimen. 



Caso. — D. Gregorio Soto, se presentó ante el Juzgado, es- 
poniendo : que acusado su hijo José ante la justicia ordinaria 
por delito de lesiones corporales, fué absuelto de culpa y cargo 
por haberse encontrado en estado de demencia en el acto de co- 
meter el delito. 

Que cuando se pronunció la sentenciarse hallaba su hijo en el 
Hospicio de las Mercedes, y el juez de la causa ordeno que se li- 
brara oficio para que fuera pnesto en libertad, pues se hallaba 
completamente restablecido. 

Que el Dr. Melendez, director del hospicio, se negó á dejarlo 
en libertad, protestando que era necesario proveerlo de un cu- 
rador para suplir su incapacidad, incapacidad que solo la jus- 
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ücia y no el Dr. Melemloz podía declarar, como que trae eonsi- 
-igo la perdida o la suspensión de los derechos civiles. 

Que según esto, se hallaba su hijo detenido ¡legalmente por 
persona que no estaba facultada para ello. 

Que ocurrió al Juez del Crimen pidiéndole que ordenara nue- 
vamente la libertad de aquel, ¡pero dicho juez no le hizo lugar 
por la razón principal de que no se hallaba en calidad de dete- 
nido. 

Fundado en las garantías que acuerda la Constitución y en 
lo dispuesto por el artículo 20 de la ley sobre jurisdicción y com- 
petencia de los tribunales nacionales, \m\i't tj ti t* *e ordenara la 
inmediata libertad de JoséKoto, 

El Juez pidiú hilarme al director del hospicio, y el Dr. Me- 
lendoz informó: que en 4 de Abril del 888 ( el comisario Pnrra- 
víciui le remitió por órden del Juez del Crimen, l>r, Pérez, 
para que fuera tratada en el establecimiento, á José Soto, 
expresándole que era preso á la orden de ese Juez y encausado 
por tentativa de homicidio. 

Que con fecha 11 del mismo mes de Abril, le comunicó el 
Juez Dr. Pérez que había ordenado la traslación de José Soto, 
de la penitenciaria al hospicio, en cuya causa se había man- 
dado sobreseer, declarándole irresponsable por estar atacado de 
enajenación mental, aegun informes del médico de la Peniten- 
ciaria y del de los tribunales. 

Que seíjnn esto, Soto lo había sido ivroitido cu calidad de lo- 
co criminal. 

Que José Soto, de 21 años de edad, entró al hospicio ante- 
riormente, en 15 de Mayo de 1886, atacado de melancolía, y 
salió loco el io de Agosto del misma año. Agregó: 

i° Que Soto es demente; 

T Que su demencia la clasifica de delirio de las persecu- 
ciones; 

3* Que es peligroso para sí y para los que lo rodean; 
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4 o Que es incurable; 

5 o Qtie debe estar siempre recluido en una casa de locos, en 
donde pueda evitarse que cometa actos come el que motivó su 
prisión. 

Fallo del Jura Federal 

Ihienoá Aires, Julio 21 de 1888. 

Autos y vistos : Kesultando del informe del director del Hos- 
picio délas Mercedes que el detenido José Soto, se encuentra en 
ese establecimiento por órdcn y á disposición del Sr. Juez del 
Crimen de la capital, de acuerdo al artículo 20 de lá ley de 14 
de Setiembre de 1863, no ha lugar al recurso de habeos corptat 
entablado por D t Gregorio Soto ; y en consecuencia, repuestos 
que sean los sellos, archívense los autos. Repóngase el sello. 

Andrés Ugarrisa, 

Pedida reposición, se dictó el siguiente 

Áulo del Juez Federal 

buenos Aires, Julio 2-1 de 1888. 

Por las consideraciones del auto recurrido, y considerando 
además, que el detenido .Tusé Soto, no se halla comprendido en 
ninguno de los casos á que se refiere el artículo 20 de la ley de 
AA de Setiembre do 1863, no ha lugar á la revocatoria solici- 
tada. Repónganse los sellos. 

Andrea L'garriza* 
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VISTA DEL SESOR PROCURA DOLI GENERAL 

Buenos Aires, Octubre FI de 1888. 

Suprema Corte: 

Es original se pretenda se deje en libertad á un demente, 
que acabado matar á un hombre, probablemente para que ma- 
te áotTo, y todo por el recurso de babeas Corpus, 

Lo natural es que el padre del demente, pida ante el Juez de 
la causa ó ante cualquiera que juzgue competente, se practique 
un reconocimiento facultativo, y se provea en su mérito lo que 
corresponda. 

Sírvase V E. confirmar la sentencia apelada. 

Eduardo Costa. 

Fallo del» Muprcm» Corte 

Buenos Aires, Diciembre V de 1888. 

Vistos: por sus fundamentos, y de acuerdo con lo pedido por 
el señor Procurador General y el Defensor de Incapaces, se con- 
firma el auto apelado de foja siete, y devuélvase debiendo re- 
ponerse los sellos ante el inferior. 

BENJAMIN VICTORICA, — ULADIS- 
LAO FRIAS, — FEDERJCO IBARCÚ- 
REN. — U. S. DE LA TORRE. —SA- 
LIS TI ANO J. ZA VALIA. 
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CAUSA CLXIX 



fíusheweyh y C*, contra Don Francisco fíasail, por recurso 
del articulo 44 de ta ley de competencia de los tribunales fe- 
derales ; sobre pago á oro. 



Sumario. — i* La cuestión sobre la inteligencia déla ley na- 
cional de 15 Octubre de 1885, decidida en contra del derecho 
fundado en ella, autoriza el recurso sancionado por el articulo 
14, inciso 3 o de la Ley sobre competencia de lo* tribunales fe- 
derales, 

2 Ü La obligación contraída á pesos fuertes, debe pagarse á 
oro sellado 6 su equivalente en moneda nacional. 



Caso. — Rushewcyh j compañía, iniciaron ante ti Juzgado 
de Comercio de esta capital juicio ejecutivo para el cobro de un 
documento concebido en Los siguientes términos: 

Por la presente me comprometo á pagar á la orden de los se- 
ñores G. Rusfaewejh y compañía, la suma de veinte pesos fuer- 
tea mensuales, 6 más si me fuera posible, hasta integrar la su- 
ma de seiscientos veinte y cuatro pesos fuertes que les debo se- 
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gun los documentos firmados, teniendo en cuenta los intereses 
pró y contra. 

Buenos Aires, Julio 8 de 1885. 

Francisco Basail. 



El juez de comercio dictó sentencia de remate mandando lle- 
var adelanU 1 la ejecución ñor la cantidad de 4!2 pesos fuertes 
con sus intereses á estilo de Banco, ú contar desde el dia de la 
interpelación judicial, y las costas del juicio. 

Apelada esta sentencia» la Cámara délo comercial la confirmé 
por sus fundamentos, reformándola en la parte que manda li- 
quidar ios intereses desde el dia de la interpelación, los cuales 
deberían liquidarse desde la fecha del documento y con arreglo 
á lo estipulado en el mismo. 

Remitida la causa al Juzgado de Paz por corresponder á su co- 
nocimiento, se pidió y se ordenó que el Secretario practicase la 
liquidación del crédito ; la cual se hizo en la forma ordenada por 
la Cámara, importando la suma de 798 pesos fuertes con 58 
centavos computado el interés al tipo de 7 <, anual; y además, la 
de 181 pesos con 55 centavos moneda nacional, por gastos y ho- 
norarios. 

Hecha saber la liquidación Rushcvwh y compañía, la obser- 
varon sosteniendo que debía cargarse el interés del 9 % por ser 
el que cobrad Banco Xacioual en cuenta corriente. 

Sustanciada la oposición, el Juez de Faz no hizo lugar á ella y 
aprobó la liquidación, siendo su resolución confirmada por la 
Cámara de Paz. 

Hecho esto, Rusheweyh y compañía, pidieron que se formu- 
lara la cuenta de conversión de los pe*os fuertes á oro sellado 
nacional. 
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£1 Jaez de Faz mandó que se practicara por el actuario la li- 
quidación de pesos fuertes á moneda nacional. 

Rusheweyh y compañía apelaron, por cuanto no se ordenaba 
la conversión á moneda nacional oro sellado T como correspondía 
por ser una moneda especial que podía comprarse según el cam- 
bio en plaza. 



SENTENCIA DE LA CAHAHA DE PAZ 

Buenos Aires, dolubrc 14 Je 1887. 

Autos y vistos : Considerando que no resulta del instrumento 
de foja i, ni de ninguna de las sentencias dictadas en esta causa, 
qoe el crédito que se gestiona haya sido contraído á oro sellado, 
no ha lugar ú la petición de foja !5Í, y devuélvase sin más trá- 
mite. 

Haberte. — Abdla. —Suawdra. 

Rushewryh y compañía, recurrieron ante la Suprema Corte, 
esponiendo : que la sentencia de la Cámara de Paz era comple- 
tamente contraria alo dispuesto por el artículo 3 o de la ley de 
15 de Octubrede 1885, segim la cual las obligaciones d moneda 
especial, como es el peso fuerte, debían pagarse en oro ó en mo- 
neda de curso legal poT su valor corriente en plaza. 

Que la circunstancia de no decirse nada a* este respecto en las 
sentencias pronunciadas, no tenía importancia, por cuanto el 
ejecutado no se había opuesto en razón de la clase de moneda 
en que debía efectuarse el pago. 

Deduciendo el recurso establecido por el artículo 14 de la ley 
sobre jurisdicción y competencia, pidieron que se revocase la 
sentencia reclamada, declarándose que la obligación contraída á 
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pesos fuertes debía ser pagada en su equivalente en moneda na- 
cional oro ó en billetes de curso legal por su valor corriente en 
plaza el dia del pago. 

VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Airea, Febrero 8 de 

Suprema Corle : 

Kn el presente caso no se ha puesto en cuestión la validez, ni 
la inteligencia de una ley del Congreso, 

Nadie ha pretendido que las|obligacioties á oro T no debeu pa- 
garse á oro ó en moneda nacional al curso del diu. 

La sentencia apelada entiende simplemente que los pesos 
fuertes del documento de foja 1 , no son pesos fuertes oro sellado, 
sinó pesos fuertes moneda nacional. 

Puede es to ser ó no ser un error de apreciación, pero, si lo 
fuera, no está en las atribuciones de V, % repararlo. 

Los tribunales de provincia, así como los de la capital, es 
bien sabido, son legítimas interpretes de la Constitución y de 
las leyes nacionales, y sus resoluciones solo pueden venir á Y, K. 
en los limitados casos en que su constitucionalidad haya sido 
cuestionada, loque no sucede en el presente. 

Sírvase V, E. declaraT improcedente el recurso. 

Eduardo Cosía. 

rallo de la ftuprtm» Corte 

Buenos Aires. Fi'brero 23 de 1888. 

Vistos en el acuerdo: versando la presente cuestión sóbrela 
inteligencia déla ley nacional de quince de Octubre de mil ocho- 



100 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



cientos ochenta y cinco ; y habiéndose decidido en contra de la 
validez del derecho invocado por el recurrente y fundado en esa 
ley, oído el señor Procurador General, se declara, de conformi- 
dad con el artículo catorce, inciso tercero de la Ley sobre juris- 
dicción y competencia de los tribunales nacionales, procedente 
el recurso interpuesto, y pasen los autos al relator. 

MLNJaMIN VICTOR ICA. — U LADISLAO 
FIUAS. — FEDERICO IBARGÜREN.— 
C. S. DE LA TORRE,— SALUSTIANO 
J. ZAVALIA, 



i «lio de la Suprema * orte 

Buenos Aires, Diciembre; 4 de 1888. 

Vistos : resultando que el documento de la deuda se baila es- 
tipulado ú pesos fuertes, y atento lo dispuesto en la última par- 
te del artículo tercero de !a ley nacional de quince de Octubre 
de mil ochocientos ochenta y cinco, y lo resuelto por esta Su- 
prema Corto entre otros casos, en el que se registra en el tomo 
veinte, página trescientos cuatro de sus fallos, se revoca la sen- 
tencia apelada de foja ciento cincuenta y tres vuelta, y se decla- 
ra que la liquidación que da lugar al presente recurso, debe ha- 
cerse á oro sellado ú su equivalente en moneda nacional. 

Repuesto los sellos devuélvanse. 

BENJAMIN YICTORICA. ~ ULADIS- 
LAO FRIAS. — FEDERICO 1BAR- 
GÜREK. — C. S. DE LA TORRE. 
— 8 A LUSITANO J. ZAVALIA (en 

disidencia). 
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Vistos : por sus finid amen tos, y considerando que la obliga- 
ción fué contraída en el año de mil ochocientos setenta j cinco, 
época enjque no había sido creada La actual moneda nacional, y 
en que el peso fuerte era la moneda corriente cd metálico, no 
pndiendo por consiguiente considerarse, en este caso, como mo- 
neda especial á los efectos de la escepcion consagrada en la úl- 
tima parte del artículo tercero de la ley de quince de Octubre 
de mil ochocientos ochenta y cinco, se continua la sentencia 
apelada de foja ciento cincuenta y tres vuelta. 



SALUSTIASO J, ZA VALIA. 
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CAUSA CLXX 



//. ttodolfo Alurralde, contra /J, Emilio Daireaux, por nulidad 
de una boleta di venta ; sobre inscripción de la misma en el 
¡tegistro de propiedad. 



Sumario. — Puede inscribirse en el Registro de la Propiedad 
la boleta de venta de bienes inmuebles sitos en territorios na- 
cionales. 



Caso. — D. Rodolfo Alurralde, demandó á D. Emilio Dai- 
reaux para que se declare nula una boleta de renta de unos cam- 
pos en ei Territorio Nacional de Misiones, otorgádolepor su apo- 
derado, D. Salusliano Galup Agüero, acompañando el mencio- 
nado boleto. 

Fresentadose I). Godofredo Daireuux, con poder de D. Emi- 
lio Da ireaui, se suscitó uu incidente sobre falta de persone- 
ría opuesta por Alurralde á Daireaux, que concluyó teniéndose 
por parte a este, según auto de foja 25, confirmado por el fallo 
de la Su ¡>rema Corte de 5 de Abril de 1888. 

Devueltos los autos al Juez de Sección. la parte de Daireaux 
dijo, que para salvar sus derechos y usando del nue le acuerda 
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el articulo 218 y 237 de la ley de organización de los territorios 
nacionales, pedía la inscripción preventiva del boleto que había 
presentado en autos y cuya autenticidad había reconocido el 
Sr, Alurralde al oponer la nulidad y la rescisión del contrato. 

Fallo del Ju« Federal 

Buenos Aires, Abril 25 de 1888. 

Como se pide. 

t'ffarriza. 

Fallo de Ir Muprerti» Corle 

Bueuoü Aires, Diciembre ü de 1888, 

Vistos y considerando : Que con arreglo á la disposiciou del 
tículo doscientos cuarenta y siete, inciso primero de la ley de 
doce deXonenibre de mil ochocientos ochenta y seis, pueden 
ped ir anotación preventiva de sus respectivos derechos todos los 
que demanden en juicio la constitución ó trasmisión de un de- 
recho real A su favor. 

Que por disposición del Poder Ejecutivo Nacional de doce de 
Abril de mil ochocientos ochenta y cuatro, se han hecho exten- 
sivas á los bienes raíces situados en los Territorios Nacionales 
las disposiciones del título catorcw de aquella ley sobre registro, 
de la propiedad, hipotecas, embargos é inhibiciones. 

Que el estado de cosas creado por este decreto subsiste hasta 
el presente como un hecho, y no hay porqué rehusaran aplica- 
ción en el presente caso, sin por ello adelantar nada sobre su 
eficacia legal, que ni ha sido puesta en cuestio.i por las partes, 
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m es necesario considerar al presente, ni puede afectar, en caso 
de ser nulo, sitió los derechos del solicitante, interesada en la 
inscripción. 

Por estos fundamentos : se confirma con costas el auto ape- 
lado de foja cincuenta y cuatro vuelta. Repuestos los sellos, 
devuélvanse, 

BEMJAWtX V1CTORICA. — «LA- 
DISLAO FKIAS (en disidencia). 
— FEDERICO 1BARCÉREN. — 
C. S, DE LA TORRE. 



DISIDENCIA 



Vistos: y considerando que la ley eu que se funda el auto ape- 
lado, ae refiere solo á esta Capital, y ninguna otra establece 
disposiciones iguales en cuanto á los contratos celebrados en 
ella* sobre bienes situados en los territorios nacbnales: se revo- 
ca dicho auto ; y devuélvanse. 



LLAOISLAO FRIAS. 
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CAUSA (LWI 



El t)r. I). José .1. Ocanlos. contra Momeyur y C% por rescisión 
de contrato; sobre exhibición 



Sumario. — Ea. la cuestión de rescisión de locación por haber 
el inquilino hecho un sub-arriendo prohibido por el contrato, 
es procedente la exhibición del documento de subarriendo, 
pedida dentro del término probatorio. 



Caso. — El Dr. I). José" A. Oca utos dió en arrendamiento á 
Monsegnr y C% la caifa baja de su propiedad, calle Chaca buco 
número 33, por cinco años, desde I o de Agosto de 1885, á razón 
de 160 pesos moneda nacional mensuales, con la condición, entre 
otras, de no poder transferir el contrato de locación sin consen- 
timiento previo del Dr. Ocantos. 

En Jimio 4 de 1887 Ios-locatarios Monsejjur y C* avisaron 
al Dr. Ocantos que desde el 1" de Julio mandase cobraT los al- 
quileres de la casa calle Chacabuco, á la callo Piedras G9. 

El Dr. Ucantos lea contestó que si eí aviso importaba un sub- 
arriendo transferencia del contrato, les recordaba que les es- 
taba prohibido hacerlo sin su consentimiento. 

T . V H 
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Los señores Monsegur contestaron que su carta de 4 de Ju- 
dío demostraba que no habían tenido intención de faltar a 
sus compromisos, y qua el pedirle que mandara cobrar los al- 
quileres en la calle de Piedras 69, significa que continuaban 
siendo siempre los arrendatarios directos hasta fin del contrato. 

Con estos antecedentes y con el de haber Monsegur y C* sub- 
alquilado la casa á Naveiro, Posada y C% según carta de estos, 
Ocantos demandó ante el Jut/. de Paz de la 2' Sección i Mon- 
segur y C por rescisión del contrato, pago de perjuicios y 
costas, y retención á su favor do las mejoras Hechas. 

Los demandados declinaron de jurisdicción por ser estrange- 
ros, y argentino el demandante ; y la declinatoria fué admitida 
por auto del Juez de Paz, conlirmado por la Cámara de Paz. 

£1 procurador del Dr. Ocantos reprodujo la demanda ante 
el Juez Federal, ampliándola en la indemnización que solicitó 
por la suma de 5000 pesos, que dejdba librada al buen criterio 
del Juzgado, y cuya indemnización fundó en el hecho de haber 
Monseg'ir y C - arrendado la propiedad por un precio muchísi- 
mo mayor que el que le abonaban a úl. 

Conferido traslado, Monsegur y C" lo evacuaron, pidiendo el 
rechazo de la demanda, con costas. 

Dijeron que era un error el creer que porque habían sub- 
arrendado, el contrato de locación se halkba en condición de ser 
rescindido. 

Que el mismo Dr. Ocantos había recibido en Julio el alquiler 
de 160 pesos del mes de Junio, cuando ya estaban en la ca¿a 
los Sres. Naveiro Posada y C". 

Que en cnanto á la ampliación déla demanda, por los 5000 pesos 
de indemnización, el procurador Joñas no tenía poder para hacerla. 

Que no había perjuicios para el Dr. Ocantos. 

Que ellosestaban dispuestos á no rescindir el contrato, y si 
ol Tribunal aceptaba las teorías del actor, harían cesar el hecho 
que motiva la demanda. 
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El Juez recibió la causa á prueba para que se justifique la 
cesión de la locación ú suhlocacion, el precio porque se ha efec- 
tuado y los perjuicios sufridos por el actor. 

Entre las diligencias probatorias solicitadas por el actor se 
pidió que lusSres. Monsegury O exhiban el contrato de arren- 
damiento que tienen celebrado ron Xareiro Posada y O. 

Falla del Juez Federal 

Buenos Aires, ls* de Octubre Jo 1889, 

Al otrosí. Exhiban l os espresados Sres. Alonsegur y C" v] 
contrato de arrendamiento á que se hace referencia, para sor 
agregado como parte de prueba. 

Tedia, 

Monsegur yC* pidieron reposición, y apelaron subsidiaria- 
mente, diciendo que ese contrato no tenía nada que ver en este 
juicio; que era un documento con terceros, á quienes no se po- 
día perjudicar con so exhibición, por más que tenga atingen- 
cia al juicio i que el Dr. Ocantos tendrá derecho para darlos po- 
siciones y aun para hacer citar á Naveira Pása la y C- como 
testigos, pero no para hacer traer á los autos un documenta en 
que rersa interés de terceros. 

Auto del Juez Federal 

Bueuoif Aire?, Noviembre T de 1888. 

Vistos y considerando: Primero : Que dados los términos 
de la contestación á la demanda, el Juzgado, al fallar definitiva- 
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méate esta causa, tiene que resolver cuál es la naturaleza de tu 
relación jurídica creada entre Monsegur y C" y Naveira Poda- 
da y C - , pues sobre este punto se basa principalmente la de- 
fensa de los demandados. 

Segundo; Que además, cualquiera que sea dicha relució», no 
puede desconocerse que entre los actuales ocupantes de la casa 
y su propietario, lian nacido otras relacione», fuente de recí- 
procas relaciones, artículo 1589 y siguientes del Código Civil, 
do donde surge el derecho que ambos tienen para cor.ocer las 
condiciones de sus respectivos títulos. 

Tercero: Que no es exacto que el contrato pasado entre Mon- 
segur y C* y los actuales inquilinos de ta casa, sea un acto com- 
pletamente extraño á lo cuestión, pues esta versa precisamente 
sobro la naturaleza de ese contrato, ni tampoco que lo sea entre 
extraños ¡í este juicio, puesto que es parte en él uno de los con- 
tratantes, y sus consecuencias afectan más ú monos directa- 
mente al otro, 

Por estos fundamentos y concordantes del escrito de foja..., 
no Ua lugar, con costas, á la reposición pedida del auto de foja..., 
y se concede en relación la apelación subsidiariamente inter- 
puesta, Notifíquese original y repóngase la foja. 



Vistos: Por sus fundamentos, y no espresando los demanda* 
dos que les intiera perjuicio alguno ta exhibición del contrato á 
que se refiere el presente incidente, se confirma con costas el 



Virgilio ti. Tcttin. 




Buenos A i ros. Diriembri* n de 1888. 
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auto apelado de foja diez y seis vuelta ( cuaderno de prueba). 
Frtvia reposición de sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN VlCTORICA. — U LADISLAO 
FRIAS. — ~ FEDERICO JBARGtREN. — 
C. S- DE LA TORRE. — SALCSTIANO 
J. EAVAUA. 



D. Antonia Manchal, contra el Gobierno de Entre Utos, por 
interdicto de amparo • sofae prueba testimonial. 



Sumario. — Un los interdictos posesorios, la prueba testi- 
monial debo ser pedida y producida en la audiencia lijada por 
Jos artículos 332 y 333 dn la L§J de Procedimientos. 



Caso. — En el interdicto de amparo deducido contra el Go- 
bierno de la Provincia de Entre-Rios, D. Antonio Marocha! pí- 
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dió se librara oficio para el examen de unos testigos al Juez del 
punto de la residencia de estos. 



Falla de la Suprema t ortf 

Buenos Aires, Diciembre 6 de 18Í&, 

Teniendo en consideración la naturaleza del juicio y debien- 
do producirse las pruebas en la audiencia á que las partes deben 
ser citadas, con arreglo á los artículos trescientos treinta y dos 
y trescientos treinta y tres de la Ley de Procedimientos, no ha 
lugar A lojedido por el demandante sobre la prueba testimonial p 
en la forma en que lo solicita ; y habiéndose suspendido la au- 
diencia para la resolución de este incidente, se señala el dia 
jueves veinticuatro de Enero próximo para continuarla. Re- 
pónganse los sellos. 

BESJAHn VICTOIUGA. — ULADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO IBARGÚREN 

(en difidencia). — c. s. de la 
torre (en disidencia), — sa- 

LtSTlAPiO J- ZAVALIA. 



;>!SIDEKCIA 

Vistos estos autos traídos ante esta Suprema Corte de Justi- 
cia, por demanda de Don Antonio Mareen al contra el Gobierno 
de la provincia de Entre fíios, solicitando ser amparado en la 
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posesión de un campo denominado < Isla del Filio», en el de- 
partamento de la Victoria de dicha Provincia, en la cual dice 
haber sido perturbado por una disposición del Gobierno deman- 
dado, mandando mensurar aquel á consecuencia de haber sido 
denunciado y solicitado en compra como de propiedad fiscal. 

Resulta de autos, que el representante del Gobierno de Entre 
Ríos, sin desconocerla verdad del hecho alegado por el deman- 
dante, ó sea la existencia de la disposición administrativa á qne 
aquel alude, ha contestado la demanda manifestando solameute 
no reconocer la posesión que se alega por Mareehal como prin- 
cipal estremo de su acción. 

Y considerando: Primero: Que según los principios sentados 
en la nota al artículo dos mil cuatrocientos ochenta y dos del 
Código Civil, para que se entienda la posesión perturbada y ha- 
ya lugar en consecuencia al ejercido de acciones posesorias, de- 
be mediar de parte del demandado un acto esterior contrario a 
la posesión del demandante, que se traduzca ú revele por una vía 
de hecho, no bastando la simple turbación de derecho, o sea la 
resultante de una mera pretensión manifestada si la posesión de 
la cosa, en juicio 6 fuera de él» por el demandado. 

Segundo : Que estos principios derivados de las doctrinas del 
jurisconsulto Zacharue, que el codiJícador ha adoptado en opo- 
sición á los de otros muchos que sostienen que la turbación de 
derecho basta para el ejercicio de las acciones posesorias, debo 
entenderse que rigen el sistema y economía de nuestro derecho 
sobre la materia, tanto por la incorporación al Código por me- 
dio de la nota que los consigna como aplicación del texto legal, 
cuanto porque no existe en aquel, precepto alguno que se oponga 
á ellos, pudiendoal contrario deducirse un argumento á su .fa- 
vor del texto esplícito de los artículos dos mil cuatrocientos no- 
venta y cinco y dos mil cuatrocientos noventa y seis, por los 
cuales se dispone que solo habrá turbación á la posesión, cuan- 
do alguien, contraía voluntad del poseedor y con intención de 
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poseer, ejerciese en el inmueble algún acto de posesión, es de- 
cir, algún acto de los que enumera el artículo dos mil trescien- 
tos ochenta y cuatro, que impida de una manera positiva ejercer 
libremente la posesión que se tenga en aquel, en cu jo número 
no se halla sin duda el hecho de una simple amenaza ó de una 
pretensión á la posesión. 

Tercero : Que siendo de este último carácter lnórdende men- 
sura espedida en el caso por el Gobierno de Entre Ríos, mien- 
tras no reciba un principio de ejecución y subsista ella como un 
mero mandato, del cual puede 6 no desiatirse por dicho Gobier- 
no, la acción deducida, debe por consiguiente tenerse como im- 
procedente, sea ó no el demandante poseedor del terreno en 
cuestión, sobre lo cual no es necesario pronunciarse por ahora. 

Por estos fundamentos, y no haciendo lugar en virtud de ellos 
á la prueba 'estimoniai ofrecida a foja 49 por el demandante : se 
declara no haber lugar á la acción interpuesta, absolviéndose t en 
consecuencia, de ella á la provincia de Entre liios. 

FEDERICO WAHGúREN. — C. S. DE 
LA TORRE. 
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4 MUÑA < IWIII 



Don V' iiro Canepa, contra Ihn Macedonio límitez. por 
chancelación de hipoteca ; sobre competencia 



Sumaria. — El arreglo de deudas hecho con el cesionario, con- 
vierte a este, respecto al cumplimiento de dicho arreglo, en 
acreedor originario para los efectos del fuero. 



Caso. — Don Pedro (anepa, italiano, comprú en 23 de Marzo 
de 1886, á Don Agustín Cauepa, una linca, llamada cllolino 
Italo-Argentino», que se hallaba gravada por una hipoteca de 
40.000 pesos bolivianos á favor de Don Macedonio Benitez, ar- 
gentino. 

Esta suma provenía de tres préstamos, uno hecho por Beni- 
tez en 26.838 pusos bolivianos; otro p y r Don Francisco Xavea 
en 5000 pesos bolivianos ; y el tercero, por Don Ricardo Lombardo 
en 7000 pesos bolivianos. 

Lombardo transfirió su crédito hipotecario al Dr. Don Fran- 
cisco J. Ortiz. y el Dr. Ortíz y Don Pedro Xuvea, transfirieron 
sus créditos á Benitez, quien vino así á reunir on él los tres eré*" 
ditos hipotecarios. 

Benitez ejecutó á Don Agustín Canepa por el crédito origi- 
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nario de 61, en juicio ejecutivo unte el Juez Federal, que con- 
cluyo por un convenio, habiendo el comprador Don Pedro Ca- 
nepa consignado la suma de 40.000 pesos bolivianos con sus inte- 
reses, por ese crédito y por el originario de Navea y Lombardo. 

Concluido así dicho juicio ejecutivo, se presentó Don Pedro 
Canepa, y refiriéndose á la consignación hecha, pidió se decla- 
rara hecho el pago del resto del crédito hipotecario de Benitez, 
que con intereses importaba la suma de 15.300 pesos bolivianos, 
protestando que si algo faltaba por resultado de cuestiones 
sobre cambio de moneda, intereses ó costas, lo satisfacerla in- 
mediatamente con orden delJuzgado. 

En su consecuencia, solicitóse mandara chancelar la hipoteca 
en lo que se refería á los eruditos de Navea y Lombardo, cu cu- 
yos derechos se había subrogado el señor Benitez. 

Después de conferido traslado de la demanda, y de evacuado 
este por Benitez, pidiendo su rechazo, el Juez ordenó se justifi- 
cara la respectiva nacionalidad de Don Ricardo Lombardo y de 
Don Francisco Xavea. 

Este auto fué reclamado, pero no se hizo lugar al recurso y 
quedó ejecutoriado. 

Los testigos Don Martin Gauna, 48 años, comerciante, y Don 
Pió Uriburu, 43 años, comerciante, declararon que Don Ricardo 
Lombardo es italiano, Don Francisco Navea es español, y Don 
Agustín Canepa es italiano. 

rallo del Juez Federal 

Salta, Marzo 21 d»; 18*8, 

• 

~-JtJtos"y vistos ; y considerando: que Don Macedonío Benitez. 
argentino y cesionario de Don Ricardo Lombardo y Don Fran- 
cisco Navea, estrangeros, es demandado por Don Pedro Canepa, 
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también estrangero ; que para que surta el fuero federal por 
razón de las personas, en el caso de créditos cedidos, es necesa- 
rio que tanto el cedente como el cesionario gocen de la facultad 
de poder demandar ante la justicia nacional ; que en el presente 
caso, no pudicndo reñir ante ella el señor Be ni tez como deman- 
dante por ser cesionario de Lombardo y Na vea, estrangeros, 
tampoco puede ser demandado ante la misma por Don Pedro Ca- 
nepa, estrangero, porque la.-; causas entre e^tran^ están es- 
el ni das de esta jurisdicción. 

Por tanto, con arregla al artículo 8* de la iejf sobre jurisdic- 
ción y competencia de los Tribunales Nacionales, ocurra esta 
parte á donde corresponda; sin costas. 

Jíepóngase el sello. 

Ftgueroa* 



VISTA IIEI. SE$0|l IMKia itAlMUl (¡K.NKfl VI. 



Buenos \¡rv$, $4v®müm$¡ dé nm. 

Suprema Corte : 

Lacuestion en el presente caso está reducida á investigar si 
el crédito cuya chancelación solicita Don Pedro Canepa, por ha- 
ber consignado su importe, pertenece á Don Macedón i o Bcnitez, 
originariamente ó por cesión. 

Me inclino á lo primero. 

Perteneció este crédito á Don Ricardo Lombird» y Don Fran- 
cisco Navea, con hipoteca sobre el «Molino ltalu-Argmtino», 
de propiedad de Don Agustin Canepa, y que este vendió des- 
pués á Don Pedro Canepa. 
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Lombardo transfirió su erudito al Dr. Don Francisco J. Ortiz, 
y este, á favor <ie Don Macedonio Benitez. 

Al mismo tiempo y por la misma escritura, Navea transfería 
el suyo & favor del ya citado Don Celedonio líenitez. 

Hasta aquí, pedrla decirse que dicho líenitez era cesionario de 
Lombardo y Navea, sejrun se pretende, 

Pero, dueño Henitez de estos dos créditos, entra en nuevos 
arreglos y combinaciones con Canepa, comprador del Molino hi- 
potecado, en los términos que espresa la escritura de foja 23. 

Por ella, Canepa reconoce deber a líenitez la cantidad 
de 26.000 pesos moneda boliviana, que antes había re- 
cibido, mis el importe de las hipotecas de Lombardo y Navea. 
De esta manera, Benitez no ya acreedor en virtud de la 
cesión de losespresados Lombardo y Navea, sinó á título propio 
y originario, puesto que directa é inmediatamente M contraído 
una nueva obligación para con Canepa. 

Los 26.000 pesos entregados en dinero, y los 13.000 compra- 
dos, nó cedidos, á Lombardo y Navea, forman una sola y única 
f»h ligación, otorgada en un mismo acto y un mismo instrumen- 
to, y no sería posible gestionar su cobro por dos Juzgados dife- 
rentes. 

Pienso, por esto, que la causa corresponde á la justicia federal, 
por la diversa vecindad de las partes, y pido la revocación de la 
sentencia recurrida. 

Eduardo Cosía. 

t allo de i» Su|irenM Corte 

Bueno* Airea, Diciembre (ide 1888. 

Vistos : De conformidad con lo espuesto y pedido por el señor 
Procurador General, en cuanto al carácter de la obligación que se. 
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perrigue en estos autos, y atenta Ja diversa nacionalidad de las 
partes, se revoca el auto apelado de foja sesenta y seis vuelta, y 
vuelvan ai juez de sección para qua, reasumiendo la jurisdicción 
de que se ha desprendida, proceda á c mocer y resolver lo que 
corresponda en ellos. 
Ki-póngansc los sellos. 



HEXJAM13 VICTOIUCA. — ULADISLAO 
FK1AS. — FEDEIIICD IBARGÜSEH, 
— C, S. líE LA TOltltE. — SALUS- 
TlASO J. ZA VALIA. 



AÑO 1889 



t'Jfct'KA I 



Don Erevan Vanessa contra las señores ¡iivolía Carbom \j &; 
sobre cubra líe sobre-estudias. 



Sumario.— i" Fijado por el contrato de tktamento el día en 
que debió empezar la carga, y resultando que para ese día el 
buque lletado estuvo espedito para ubrir registro de carga, el 
término estipulado para cargar, debe contarse desde el día' se- 
ñalado, aunque el permiso relativo haya sido solicitado y obte- 
nido después. 

2 o El capitán está obligado á comunicar á Jos Heladores la 
cantidad de carga que falta para ei completo cargamento, má- 
xime tratándose de cargamentos de madera, y su resistencia á 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 
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cumplirla, exonera á estos de indemnizar las sobre-estadías cor- 
respondientes. 

3 o No procede la condenación del demandado en las costas 
del juicio» cuandn el actor no consigue todo lo que pide en la 
demanda. 



Caso. lail de Marzo de 1H8Í se presentó lt. Es te van Ca- 
neásaj capitán de la barca cPalmira C, >, aponiendo : que en 
30 de Noviembre de 1 883, había celebrado un contrato de lleta- 
mento con los señores Kivolta, Tarboni y C\ en virlud del cual 
se comprometió á recibir en su buque un completo carga- 
mento de rollizos de quebracho colorado y i-miducirlos al puerto 
del Havre, debiendo concluirse la carga en quince días hábiles 
a emp» ,:ar desde el 16 de Enero de 188 i, y pagarse los días de 
di jiu<ra á razón de 25U francos diarios. 

Que el 10 de Enern, avisó á los cargadores que su buque es- 
taba listo, como resulta de una protesta hecha por los mismos 
cargadores, cuya agregación pedía, dejando á su cargo el pni- 
bar qué fuera falso que el buque estaba list<». 

Que los quince días hábiles que empezaron desde el plazo fijo 
de 10 de Enero, concluyeron el 2H del mismo. 

Que el cGuinsford» que debía trasbordarle su carga, con- 
cluyó el trasbordo el 24 de Febrero, y él avisó il los cargadores 
para que mandasen más carga, para completar el cargamento, 
sin poderlo conseguir, hasta que se resolvió á rmpreoder viaje 
con la carga que tenía, requiriéndoles judicialmente para que 
les espidiesen los papeles necesarioa para marchar, lo qne se 
llama el espedito. 

Que el 29 de Enero Ies avisó por carta certiiieada que Ies em- 
pezaban á correr las sobre-estadías, las que descontando lns dias 
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de cambiar de fondeadero, hasta el II de Marzo, eran 42 dias 
ado máá de las que so prodigan hasta que le entreguen los pa- 
peles y espedí to. v 

Que por lo espuesto, demandaba á llivolta, Carbón! y C- para 
que fueran condenados al pago de 2100 peses moneda nacional 
por sobre-estadías hasla la fecha, al de las que se siga* produ- 
ciendo, con intereses y rostas. 

Ampliando la demanda, dijo que la carga roncloyó el 3 de 
Abril, pero recien el 7 se otorgó el espedito. 

Seagrcgó a la demanda una protesta hecha porllivolta Car- 
bou, y O, ante el juez Federal, en 1 ■ de Mam de 1884, dicien- 
do que según el contrato de llotamento, la .Falmira, d,bfa 
atracar al « (ialnsford ,, y sabiendo el capitan que éste se halla- 
ba varado se apresuro á pasarles aviso de que su huque estaña 
espedito no estándolo. ron el solo objefb dff cobrar-esTaciías " — 
*¡uc el 23 de Febrero el capitán avisó que necesitaba más car- 
ga, pero sin indicar la cantidad aproximada como es de uso 
Pasándose cinco ó seis dias, hasta que coatestó por escrito que 
no podía determinarla. 

Que por todo esto protestaban por los daños y perjuicios, eto 

de tm mmcilia *' capit:i " c " nea5i, CD 4 dc Marzl> 

«e agregó también la demanda (ntahlada por el capitán en 7 
***** im para que loa cargadores le entregaran los pa- 
peles y documentos necesarios para emprender viaje, dentro de 
48 horas hajo apercibimiento de danos y perjuicios, y estadías 

Comercio ™' "* J ' ^ "«52 

En ese juicio el Juez llamó a | as partes á comparendo, que 
tuvo lugar el 18 de Harzo, y los Sres. Itivolta. Carboni y C- di- 
.icrou , ue so r ¡st¡an ■ clltrpgar |os mumm 4e d 

Porque no habían concluido de cargar, debiéndosela demora á 
la negaba del capitán que no quiere manifestar cuantas tone- 

T V 
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ladas más de carga admite su buque pura quedar listo, y que en 
cuanto aquel lo manifieste, remitirán en seguida la carga y le 
darán los papeles. 

El capitán contestó que no tiene ruás obligación que mani- 
festar cuando está completo el cargamento ; que sin embargo, 
había llevado su condescendencia hasta decirles que mandaran 
50 tonteadas más ú menos, lo que los cargadores no han veri- 
licado, reteniendo los papeles é impidiéndole el viaje. 

El Juez dió por terminado el espediente, dejando á salvo al 
capitán lus acciones correspondientes. 

Los cargadores, en 22 de Marzo, manifestaron que habían re- 
mitido las 50 toneladas de carga, que el capitán dijo en el juicio 
verbal que les había manifestado que faltaba, lo que no era 
exacto. 

Kl capitán, en 28 de Marzo, dijo que los cargadores habían 
enviado 50 toneladas mús ú menos de carga, y que á pesar dr 
haber visto que faltaban todavía 30 para la cubierta, no la ha- 
bían maudado. 

Que en su consecuencia, pedía lu entrega del espedito dentro 
de 24 boras, quedando como carga que devenga flete, las 30 to- 
neladas. 

El Juey, ordenó la intimación si fuera cierto. 

Los cargadores, en 31 de Marzo, dijeron que re< ien por el 
escrito anterior, sabían la falta de las 30 toneladas, y que ha- 
bían procedido á remitirlas, 

Conferido traslado de la demanda, los Sres. Rivolta, Carboni 
y C" contestaron: que no se habían producido las sobre-estadías, 
porque la c Palmira C. * no estuvo lista el iOde Enero para re- 
cibir carga, sinó el 7 de Febrero; en cuya fecha recien obtuvo 
permiso para abrir registro de carga, y se encontró en aptitud 
de recibirla con arreglo al artículo 538 de las Ordenanzas de 
Aduana; que desde el 7 de Febrero so principio la carga hasta 
el 23 del mismo sin interrupción, que el 25 el capitán avisó 
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Ilación Uh^JillUní iln \mi 

Y Tiütüi i«Ht*iH iluto* para dlotnr «enfcimHit mi b\ demanda lu* 
(•rpniifci por el capitán do la barca llaliauti 1 l'iilmlht I', * 'lint 
KHoínu Cjiii.MHa «nutra Ion HoAurM lUvuita, nirlmtil y |il 
cubro do pono* pruoudoiiliN do nolire-onliidlit >, 

Ifcnultu: I" Que entro ol aotm' y demandado*) «H niduliln IMHI 
fi^ha .'JO tlu Xnvhmilnu ilo lNHít t un cu 11 1 rain do 1 leí amonio, i'ii 
virtud dtd cual, el prlm ¡ minino hd il iwllili 1 011 mi lili» 
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que uti completo cargamento de rollizos de quebracho colorado 
y conducirlo al puerto del Havre directo ; y los segundos á abo- 
narle el Bote á razón de veinte francos ochenta céntimos por to- 
nelada de mil kilos, y doscientos cincuenta francos por cada día 
de demora, que exceda de quince días hábiles acordados para 
efectuar la operación de la carga, contados desde el 10 de Ene- 
ro de i 884. 

2* Que dicha operación principió el 7 de Febrero del citado 
uno y terminó delictivamente el 3 de Abril, entregándosele al 
capitán Cauessa el expedito para poder emprender viaje, el 7 del 
mismo mes. 

3 o Que fundado en estos antecedentes, se ha ded icido la i -e- 
sente demanda para obtener de los señores Rivolta, Carboni y 
C a el pago de las sobre-estadías corridas desde el dia siguiente 
al 20 de Enero, en que espiraron los quince dias hábiles 
acordados para cargar, hasta el 7 de Abril, lo que hace la suma 
de diez y seis mil setecientos cincuenta francos, que es el obje- 
to de ella, con la ampliación de f... 

4" Que los demandados sostienen no haberse produr.do tales 
sobre-estadías, porqueta «Palmita C. » no estuvo lista para 
recibir carga el 10 de Enero, sinó el 7 de Febrero, en cuya fe- 
cha recien obtuvo permiso para abrir registro de carga, y por 
tanto, en aptitud de recibirla con sujeción a las Ordenanzas de 
Aduana (art. 538) ; que llenado este requisito, principió la ope- 
ración en la misma fecha y continuó sin interrupción hasta el 
25 de Febrero; que ei 25 del mismo el capitán avisó que nece- 
sitaba más carga, á lo que se le respondió que manifestara más 
ó menos qué cantidad, para evitar perjuicios, á loque se negó 
resueltamente, no obstante de ser de su obligación, con arreglo 
a] uso comercial de la plaza, debiendo por consiguiente, descon- 
tarse de los dias empleados para la carga, los transcurridos des- 
de que el capitán se negara á hacer dicha manifestación, hasta 
que la hizo en el juicio verbal que consta en el espodiente agre- 



* 
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gado; y que respecto del espedito, fueron cumplidos sus permi- 
sos en el acto que el despachante del buque les avisó que iba á 
cerrar registro. 

5° Que recibida la causa á prueba, se ha producido en el 
término legal la que espresa el certificado de f... 

t considerando: t° Que en el contrato de fletaraento cele- 
brado con fecha 30 de Noviembre de 1883, el cual es la ley á la 
que deben sujetarse las partes con arreglo a lo prescrito en 
el artículo 209 del Código de Comercie, aquellos han conve- 
nido espresameute que los quince días hábiles para cargar el 
buque fletado, se contarían desde el dia 10 de Enero de Í884, 
cláusula que por su misma claridad, escusa intepreta:ion. 

2" Que dicha cláusula se ha pu. sto evidentemente para evitar 
dudas y cuestiones sobre el cómputo de los días de plancha ó 
estadías, en vista de la anticipación de más de dos meses con 
que se celebró el contrato y en atención á que la carga debía ser 
traída dd interior de los ríos en un vjpor, lo que permitía cal- 
cular con aproximada precisión, la época de m llegada ú este 
puerto. 

3 o Que para modificar las consecuencias que de ella resultan, 
era necesario justificar que por parte de los fletadores no ha ha- 
bido mora en el cumplimiento de sus obligaciones, ó lo que es 
lo mismo, que en la fecha señalada estuvo el vapor cGainsford », 
ácuyo costado debía atracar la «PalmiraC. », en este puerto 
listo para entregar la carga. 

4 o Que lejos de eso, resulta de los informes espedidos por la 
Aduanad foja 87 vuelta, que el mencionado vapor formalizó su 
entrada con el cargamento de rollizos, el 4 de Febrero, y el 7 
del mismo quedó habilitado para practicar el trasbordo. 

5* Que consta igualmente por los informes de la misma re- 
partición, corrientes á foja 79 vuelta, que la « Palmira C. . en- 
tregó con fecha 9 de Enero á la chata «Huergo*, la última 
partida de carbón que tenía á su bordo, y que por consiguiente, 



FALLOS DE LA SUPREMA COftTE 



antea y después del 10 de Enero, estuvo espedita para abrir re- 
gistro de carga, con arreglo á lo dispuesto en el artículo 536 de 
las Ordenanzas de Aduana, cu jo requisito puede trasmitirse y 
cumplirse en pocas horas. 

6 o Que el hecho de haberse solicitado esto permiso el 7 de Fe- 
brero, en nada altera el derecho del lletante con relación al 
término fijo establecido en la póliza para que principien á cor- 
rer las estadías, desde que por parte de los iletadores no se ha 
producido acto alguno judicial ó estrajudicíal, que importe una 
interpelación susceptible de constituirlo en mora detener el bu- 
que listo según las Urdenanzas, para recibir la carga, pues solo 
en este caso podría decirse con fundamento, que la demorn pro- 
Tiene de culpa suya, 

7 o Que no habiéndose contestado el hecho de qve los quince 
días hábiles concedidos para cargar, á contar desde el 10 de 
Entro, terminaron el 29 del mismo, según los cómputos de la 
Prefectura Marítima, deben reputarse sobre-estadías todos los 
demás corridos hasta la completa terminación de la carga y des- 
pacho del buque, conforme ú las cláusulas de la póliza de fleta- 
mento, con deducción únicamente de aquellos en que dicha ope- 
ración ha dejado de efectuarse por hechos imputables al capitán. 

8 o Que á este respecto, la protesta formulada en el escrito do 
foja 2 (espediente agregado) y demás constancias de autos, de- 
muestran que estando á punto de terminarse el completo carga- 
mento, el capitán t'anessa pidió con fecha 23 de Febrero á los 
fletadores que le enriasen más carga, pero sin determinar la 
cantidad aproximada que necesitaba, contrariamente al uso del 
puerto, plenamente comprobado por las declaraciones contes- 
tes de k,, y f... el informe de la Cámara Comercial de la Hol- 
án, corriente i foja ii 9, que impone esa obligación al capitán, 
máxime cuando se trata de cargamentos de madera, que aquel 
tiene facultad de trozar para su mejor estiva, lo que impidió á 
éstos satisfacer su pedido basta el iH de Marzo, fecha del jui. 
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cío verbal de foja 14 (espediente agregado), en el cual, mani- 
festó haberles pedido rincucuta toneladas más ó menos. 

9* Que de consiguiente, y debiendo ejecutarse las conven- 
ciones de buena fú, coa todas las consecuencias que la equidad, 
el nso ó ia ley atribuyen á ia obligación, conforme a lo dis- 
puesto en el artículo 209 del Código do Comercio, corresponde 
descontarse de las sobre-estadías loa veintitrés días corridos 
desde el 23 de Febrero hasta el 18 de Mano. 

10* Que al bien resultaron insuficientes esas cincuenta to- 
neladas y á requisición del capitán fué preciso enviar treinta 
más, las consecuencias resultantes de ese liecbo no pueden ser- 
lo impotables á él, tanto por no ser su obligación determinar 
exactamente la cantidad faltante, cuanto porque al llevar las 
cincuenta toneladas, los agentes de los fletadores quedaban en 
condiciones de apreciarla con exactitud para enviarla inmedia- 
tamente. 

14* Que clinforme corriente á foja 79 vuelta comprueba el 
otro estremo exigido para la determinación de las sobre-esta- 
días, esto es, la fecha en que fu¿ despachado después de con- 
cluida la carga. 

Por estos fundamentos, fallo, condenando á los señores Ri- 
volta, Carboni y C\ al pago de cuarenta y cuatro diasde sobre- 
estadías á razón de doscientos cincuenta francos por dia, ú sea 
la cantidad de once mil francos ó su equivalente en moneda 
nacional, con los intereses desde la fecha de la demanda, según 
la tasa de los bancos públicos, y las costas del juicio. Xotifí- 
quese original. 



Virgilio }¡, Tedin. 



* 
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Fallo de I» ftuprem» Corte 

Buenos Aireá, Enero 19 de 1889 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma la sentencia de fo- 
ja ciento ochenta, en la parte apelada en lo principal, y consi- 
derando en cuanto á la condenación en costas, que el actor no 
ha obten id u todo lo que pedía en la demanda, si?ndo rechazadas 
en parte sos pretensiones, se declara que cada parte dibe pagar 
sus costas, quedando así modificada dicha sentencia.— Repues- 
tos los sellos, devuélvanse, 



BENJAMIN VICTOhlCA.- ULAD1SLAO 
FRIAS. — FEDERICO IBARGCREN. 
— SALLSTIASO J. ZA VALIA. 
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a una ii 



n. Santiago Andmbn contra IK losé Báciga tuppo; 
sobre rescisión de locación y desalojo 



Sumario,— Consentida !a sentencia, en cuanto declara rescin- 
dido el contrato de locución, y apelada en cuanto al termino de 
quince días fijado para el desalojo, debe ser continuada en esta 
parte, una vez que resulta haber transcurrido más de un año 
desde ta fecha de la sentencia, 



Caso. — I). Henjauiíii Lea f en representación de don Santiago 
Andcrson, entabló demanda contra don José Bacigaluppo, pi- 
diendo la rescisión de un coutrato do arrendamiento do un cam- 
po de pastoreo situado en el Departamento de < oronda. Fundó 
la demanda en que, debiendo Bacigaluppo pagar los arrenda- 
mientos, según lo estipulado en el contrato, por semestre ade- 
lantado, no había abonado el segundo semestre de 1880 y el 
primero de 1887. 

Corrido traslado de la demanda, la contestó Bacigaluppo reco- 
nociendo la existencia del contrato, la forma en que debían pa- 
garse los arrendamientos, y el hecho de que no había sido satis- 
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fecho el primer semestre de 1887, pero alegando que lo había 
sido el segando de 1880; y que si no lo fué aquel , era porque el 
representante del locador, se había negado á recibir su importe; 
que además, los dos períodos consecutivos si que se refiere el 
Código Civil, no eran en el caso dos semestres, porque el con- 
trato se había celebrado por años, aunque el alquik-r debía pa- 
garse por semestres. Por estas razones, é invocando además, 
que había introducido en el campo mejoras por valor de 3000 
pesos y que lo t-nía lleno de haciendas, pidió el lechazo de la 
demanda. 



Fallo del Juez F«drrfU 

RoSario, Agosto 10 de 1887. 

Y vistos estos autos seguidos por don Iknjamín Lea, en re- 
presentación de don Santiago Anderson, contra don José Baci- 
galuppo, sobre rescisión de un contrato de arrendamiento, de 
los cuales resulta: 

Que el demandante, fundado en el contrato de arrendamiento, 
cuya copia autorizada corre a foja 3, y por el cual se justifica 
la locación y sus condiciones, demanda por el escrito de foja 
4, la rescisión del contrato con daños y perjuicio y á mas las 
costas del litigio, por haber dejado de abonar, el demandado, dos 
períodos consecutivos del arrendamiento, ó sea el semestre que 
debió pagarse adelantado, según la baie segunda deí contrato, 
en Julio del año próximo pasado; y el otro, en Enero del cor- 
riente ano. 

Que corrido traslado do la demanda, el demandado contesta á 
foja 16, § 3 o , confesando la existencia del contrato de arrenda- 
miento y por los párrafos 5' v y 0", ser su pago por semestres 
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adelantados; que de loa dos semestres cobrados, el primero se 
encontraba satisfecho coa posterioridad al convenio de foja 3, 
Y ?i segundo, el demandante se negó á recibirlo cuando se le' 
fue á pagar; que además, ia causal de rescisión, y é la cual se 
refería la ley, era por la falta de pago de do, años consecuti- 
vos y no de Jos semestres, desde que el arrendamiento era por 
un precio anual. 

Que abierta la causa i prueba para que las partes produje- 
ran la que á sus derechos convenía, estas dejaron vencer el tér- 
mino sm producir ninguna, y á petición .leí demandante su de- 
claró vencido el período probatorio. 

1 considerando: Que encontrándose plenamente justificada 
la existencia del contrato de arrendamiento, así como sus con- 
diciones, no solo por el documento de foja i t sino también por 
la confesión del demandado, cualquier excepción que liava de 
interponerse contra su valida Ó nulidad ó que tienda á dismi- 
nuir su fuerza, tiene que ser probada por el que intenta esa de- 
fensa, de acuerdo con 1 dispuesto en la ley 8\ Partida 3-, título 
3% que dice en su primer parte «conocen á lus vegadas jos de- 
mandados lo que ks demandan en juicio. Pero ponen luego de- 
fensiones ante sí que han r -ado, ó fecho aquello que les deman- 
dan o que los demandadores le ficieran pleyto que nunca ge lo 
demandaren. E por ende dezimos, que en tales razones como estas 
o en otras semejantes dellas, que deve el Juzgador dar plazo al 
demandado á que pruebe la defensión que oviere puesto antesK 
Que así lo ha entendido, por otra parte, el demandado Báciga- 
luppo, ofreciendo probar el hecho de haber pagado al deman- 
dante, el primer período de las rentas que ae le cobran (§ 5- del 
escrito de contentación á la demanda) y de haber intentado pa- 
gar el segundo, lo cual no verificó por negarse el demandante 
a su recibo, § G\ prueba que no ha producido ni intentádolo si- 
quiera durante el término legal. 
Que aún cuando el demandado hubiera justificado por los 
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medios que ofreció, que la suma debida por el segundo semes- 
tre, fue* rechazada por la parte de Andorson, cuando se le inten- 
tó abonar, como que también había dejado su precio i un apo- 
derado para que hiciese el abono al locador, esta prueba sería 
impertinente a los efectos del derecho, de acuerdo con el inciso 
1* del artículo 757 del Código Civil, que manda hacer consigna- 
ción judicial de la suma que el acr eider se niegue ú recibir. 

Que en el caso del contrato que sirve de base á la presente 
demanda, los períodos de la locación son los semestres y no ca- 
da una de tas dos anualidades á que hace referencia el deman- 
dado, por cuanto el precio debe pagarse cada un semestre ade- 
lantado. 

Que el artículo 1579 del Código Civil citado, cuandu dispone: 
€ Que dejando vencer el locatario dos períodos consecutivos de 
la locación sin abonar su precio», se refiere al vencimiento de 
los plazos acordados para el pago. 

Que justificado como se encuentra, que el demandado ba de- 
jado vencer dos períodos consecutivos de alquileres sin que los 
baya abonado, se hace procedente la rescisión del contrato, de 
conformidad al artículo citado, 1579, con más la indemnización 
al locador de las pérdidas ó intereses, 

Que en cuanto á la condenación en costas, ellas proceden en 
el caso suthjudice por haber temeridad en la defensa del de- 
mandado, como lo ba resuelto la Suprema Corte de Justicia Na- 
cional en numerosos de sus fallos y lo prescribe la ley de partida 
citada en el considerando I o , cuando ella determina en su se- 
gunda parte *E si al plazo que fuere puesto, non pudiere provar 
la defensión, devel dar por vencido de la demanda. E aun demás 
de esto, mandamos que si el Judgador entendiere, que el de- 
mandado maliciosamente puso ante sí la defensión para alongar 
el pleyto, quel faga pechar las costas e las misiones que el 
demandador fizo andando en aquel pleyto por razón de tal alon- 
gamiento». 
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Que respecto a las mejoras á que se Lace referencia en la úl- 
tima parte del escrito de contestación ¡í la demanda, y en caso 
de que, según las prescripciones de derecho, ellas debieran ser 
abonadas por el locador ; esta nueva cuestión debe ser resuelta 
en cuanto á su valor, por peritos arbitradores, debiendo solo al 
prest- nte dejar á salvo los derechos que tuviere el demandado 
» ara cobrarlos. 

Por lo tanto, se declara rescindido el contrato de locación, 
debiendo el demandad» entregar la cosa locada en término de 
quince días posteriores á la til tima notificación, con indemniza- 
ción de las pérdidas e" intereses y costas. llágase saber con el 
original y repóngase el papel en el acto de la notificación. 

J. Escalera y Zuviria. 

El demandado apeló de este fallo en relación, únicamente 
en la parte que se refiere al término de quince días lijado para 
el desalojo, y el cual consideraba insuficiente, por cuanto tenía 
en el campo, haciendas y una población. 

Fallo de 1» Suprema Corle 

Buenos Airen. Enero 3T> de 1889. 

Vistos : Estando consentida la sentencia de foja treinta y tres, 
en cuanto declara rescindido el contrato de arrendamiento, y 
considerando que ha transcurrido mas de un año desde sti fe- 
cha, para verificar el desalojo, se confirma con costas dicha 
sentencia en la parte apelada; y devuélvanse prévia reposición 
de sellos. 

BENJAMIN PICTORICA, — (.'LADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO tRAltCCRES. — ■ 

sallstiaso J. za valia (en disi- 
dencia). 
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DTSIDENCJA 

Y fistos: Considerando que la sentencia esta consentida en 
cuanto declara rescindido el co.itrato de locación, por falta de 
pago de dos períodos consecutivos, y que uno de los efectos le- 
gales de la rescisión es la restitución inmediata de la cosa ar- 
rendada, no pud fondo invocar el locatario en su favor, el tér- 
mino establecido por el artículo rail seiscientos diez del Código 
Civil, que solo es acordado para el caso de locación sin termino 
ti jo, se confirma con costas la sentencia apelada de foja treinta 
y tres, en la parte apelada. 



SALISTIA>0 J. ZAYALlA. 



CAI NA III 



/A Angel Igarnza contra ÍK Pedro \ , Cortázar, sobre cobro 
de alqutUm ij desahijo, y retención por mejoras 



Sumario.— í 11 Las mejoras hechas con conocimiento j con- 
sentimiento del propietario queso manifiesta dispuesto á pa- 
garlas, deben considerarse como autorizadas. 
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2 o Demostrado el valor de aquellas, el locatario tiene el de- 
recho de retener la finca, pagando el alquiler convenido mien- 
tras se le reembolse dicho valor. 



Caso.— Un 3 de Marze de f 886, se presentó D. Angel Ugar- 
riza exponiendo: que liacía poco más ó menos tres años que Cor- 
tazar ocupaba una casa de su propiedad, sin contrato escrito, 
habiendo dejado de pagarle los alquileres que le paga al prin- 
cipio en virtud de estipulaciones verbales. 

Que por tal razón, pedía el desalojo de Cortázar, v c¡ pagó 
de los alquileres adeudados desde el ultímu recibo qu¿ Cortázar 
debía tener, por la suma mensual pagada antes, con las costas 
del juicio, 

Conferido traslrdo, Cortázar dijo: que según la carta acom- 
pañada, hubo un convenio con Ugarriza, por el cual fué nom- 
brado D. Pedro Fernanda Cornejo paru arreglarles respecto de 
las mejoras hechas en la casa y del alquiler que debía pagar 
Cortázar, 

El documenta en que se hizo el arreglo, lo tiene parriza. 

Y fundándose en dicho documento, tenía que demandar por 
vía de reconvención, por el cnmplimiento de aquel convenio y 
por el pago de las mejoras, con derecho <f retención de Ja casa. 

Que por consiguiente, necesitaba previamente la exhibición 
de aquel documento para contestar á Ja demanda. Deduciendo 
la correspondiente reconvención, pidió se ordenara la exhibi- 
ción del documento. 

El Juez de sección proveyó . traslado de la reconvención >. 
La carta acompañada dice así: 



* Cuaudo tu me trajiste el arreglo que yo te pedí de Pedro 
Cornejo, porque yo no quería imponerte precio, en el patio de 
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casa, te dije: vive por los treinta pesos; pero yo no acepto se- 
mejante solución. Chocado por el arbitrnge del tal Pedro, se 
lo mostré á Caballero; porque son pj zas que demuestran un 
hombre. Contigo pasé por ello, por servirte, pues tú mismo de- 
biste comprender que por el solo hecho de los gastos que hiciste 
y teniendo que abonarlos yo, la casa debía ganar cuando menos 
lo que pagaba J. López, 40 bolivianos. He dejado correr las cosas 
mientras podía, pero hoy necesito para vivir. ¿Lo entiendes? 

* Mucho abusas Cortázar de mis consideraciones y te respon- 
do que solo ellas, en medio de las apreturas que estoy pasando 
son la causa de suportarte tus impertinencias conmigo, 

• No creo perjudicarte cobrando tú, tu dinero gastado y yo 
mis 40 m u que mcesitu. Kn cnanto á cumpromi-o escrito, te 
consta que no lo acepto y que mi firma no ♦■stáal pié. 

Julio 25. 

Angel l yarriza.* 

Ugarriza presentó un documento firmado por Curuejo y 
una carta de Cortázar, y contestando la contradeuianda, dijo: 
que la intervención de Cornejo no fué un arbitraje, ni él lo 
aceptó como tal, ni de ninguna manera, por lo que dele recha- 
zarse la pretensión del contrario de pedir su cumplimiento. 

Que respecto de las mejoras y del derecho de retención, éi no 
las autorizó por escrito, ni fijó la suma que debía gastar y los 
alquileres ó rentas que debían imputarse al objeto de las me- 
joras, en cuyo caso no se deben las mejoras. 

Que la carta de fecha 7, no fué una autorización, sinó una 
propuesta de transacción, que no quiso aceptar Cortázar, como 
se vé en la carta adjunta. 

Que su propuesta fué reconocerle las mejoras á condición quo 
le pagara 40 pesos al mes que le pagaba el Sár. López ; Cortázar 
pretendió que pagaba más de los 40 pesos, por los intereses de 
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la suma gastada en mejoras, sin calcular el mayor valor de la 
casa con dichas mejoras. 

No emitiendo autorización, ni suma íijada para las mejoras, 
Cortázar no tenía derecho para no pagar y retener la casa. 

Agregó que Cortázar no se hallaba en ninguno de los casos 
del artículo 1539 del Código Civil, para pedir la indemnización 
de las mejuras. 

El documento firmad,) por D. Pedro Cornejo dice así : 



laido 



« El Sr. I). Pedro V. Cortázar p;tgará al Sr. D. Angel 
lg«rma f treinta pesos bolivianos mensualmcnte por el alqui- 
ler de la casa que ocupa, de propiedad del segundo. 

El Sr. IX Angel t'garriza, reconocerd al Sr. 1). Pedro V 
Cortázar, la suma de dos mil quinientos noventay cuatro pesos 
bolivianos moneda, etc.. que ha gastado en la reparación y me- 
jora de la casa, los que le serán entregados el dia que quiera 
desocuparla. Heconocerá, también, el derecho de que el señor 
Cortázar pueda disponer de la casa por cinco años á contar dea- 
de el día veintiocho de Mayo del corriente año en que principia 
á ocuparla; obligándose á conservarla en buen estado y con las 
mejoras hechas m ella. 

El Sr, Ugarriza no reconocerá interés alguno al Sr. Cortázar 
por los 2594 posos gastados. 



Salín, Setiembre 30 del 883. 



Pedro F, Cornejo, 



La carta de Cortázar dice así: 

c Es falso, completamente falso, que me dijiste en el patio 



T. V 

10 



138 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

de tn casa « vive por los 30 peso3 t pero yo no acepto semejante 
solución * ; yo no soy hombre de haber vivido en tn casa con 
esa respuesta de tu parte; esto te constaba entonces, lo que es 
hoy no lo sé ; aceptaste de lleno y de nn modo absoluto, el arre- 
glo de Cornejo, porque esa era la mente desde su origen, y por 
eso he vivido y vivo en tu casa. Le he mostrado tu carta al Dr. 
Caballero, y me ha manifestado, que lo que vos le dijiste fué 
que había aceptado el arreglo de Cornejo por complacerme ; 
esto está dispuesto á jurar si es preciso. 

Por el alquiler que te pago, adulteras la verdad á sabiendas, 
pues en el arreglo está perfectamente esplicado esto; dices que 
D. J. López, te pagaba 40 pesos bolivianos y yo solamente 30 
pesos bolivianos ¡ la aritmética y no yo, te demostrará que so- 
brepaso al Sr. López. 

Interes de mi capilal iprerlido en ia casa % men- 
sual >, • 20 

En dinc ro . ¿ • * • • • * ■ - 30 

Total mensual 50 

Así so sacan cuentas en toda tierra de garbanzos y de gente 
de bien. 

¿Tu situación apurada? ciertamente que dices esto por sá- 
tira refiriéndote á mí, pues lo que es la tuya nunca la he visto 
más próspera y feliz, ¿esto debido á quién? vos debes saberlo, 
lo que es yo no lo sé. 

Que no está tu íirma al pié del documento de Cornejo, ya lo 
sabia, y más, que te valieras de eso lo esperaba ; yo jamás he 
necesitado de firma para cumplir mi palabra dada ; si fuera otro 
mi carácter y mí modo de ser, otro gallo me cantara en la ac- 
tualidad. Acuérdate de lo que me sostuviste el 21 úg Mayo pró- 
ximo pasado en mi escritorio, referente á la moneda en que iba 
á ser renovado mi pagaré el 21 de Hayo del 84; según vos, ya 
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entonces preveías el curso forzoso, y me exijiste la Üguracion 
de Ja moneda en tos pagarés, á boliviano. Sin embargo, yo he 
demostrado bajo tu íinna, lo contrario. 

Aquello de qué, «mucho abuso de tus consideraciones» y 
que los apuros en que estás te hacen soportar < mis impertinen- 
cias contigo >, no rezan con mi personalidad, habrás querido ha- 
cer esta referencia á algún otro. 

No era mi ánimo escribir tan largo, pues, á más detener 
muchas cosas que reclaman mi atención, es en sí feo y desagra- 
dable este apunto; concluyo pues, proponiéndotelo siguiente: 
vinré en la casa un año más, de conformidad al arreglo cele- 
brado por Cornejo, dejándola, al cumplimiento de este tiempo. 

Julio T, de 1885. 

Pedro 1. Cortázar. 

D. Pedro Cortázar dijo que había pedido el documento fir- 
mado por 1). Pedro F. Cornejo para contestar la demanda y 
reconvenir por el pago de mejoras con derecho de retención. 

Que le correspondía contestar la demanda, espresando que 
estaba dispuesto á pagar los alquileres devengados, á razón de 
los 30 bolivianos mensuales convenidos, haciendo presente que 
según la tarjeta y c,* ( pia de contestación adjunta, tenía prevenido 
á Ugarriza que podía ocurrir por Jos alquileres cuando quisiera. 

Que respecto de la desocupación de ta casa, estaba también 
dispuesto á efectuarla en el plazo que la ley le acuerda, previo 
pago del valor de las mejoras, valor reconocido, según los do- 
cumentos acompañados. 

1 que reproduciendo Ja reconvención por el pago de las me- 
joras con derecho de retención, pedía se siguiera la tramitación 
de la demanda. 

La tarjeta y contestación acompañadas son como sigue: 
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Tarjeta de Angel i parriza 

«Hazme el servicio de mandarme los alquileres de la casa que 
ocupas. Quiero, prevenirte además, que la casa que ocupas tengo 
oferta de 40 pesos moneda nacional, y que francamente, no me 
es posible perjudicarme por más tiempo. En consecuencia, los 
gastos que tu hiciste te los reconozco, y me desocupas la casa 
ú pagas tú el precio de 10 pesos moneda nacional. 

( aria de Cortázar 

<t Enterado del contenido de tu tarjeta. Ks singular tu pre- 
tensión, pues reúne la novedad di? quin r pa-ar por Lucimadu 
compromisos contraidos por escrito alternar la camayo; está 
en tu poder ese compromiso entregado por mí (salvo que ahora 
quieras negarlo), si esto es así. avísame, sinó, en él veras que 
á mi nada me importa que te ofrezcan pi r la ca*a 40 ó mÜ na- 
cionales de alquiler. 

Ahora á otra cosa. Puedes mandar cuando gustes por el va- 
lor de ¡os alquileres vencidos. 

Julio 25 de 1885. 

Ve ttro \\ Cortázar. 

Fallo del Juez Federal 

Salta, Noviembre 25 de 1886. 

Vistos y considerando: \" que D. Angel Ugarriza no niega 
que su inquilino D. Pedro V. Cortázar haya hecho mejoras 
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como las especificadas y probadas por este y cuyo valor ascien- 
de á dos mil quinientos noventa y cuatro pesos bolivianos, aun- 
que no conocía este valor. 

2 o Que ellas fueron hechas con su conocimiento y consenti- 
miento, foja 58 vuelta, lo que implica una verdadera autoriza- 
ción y así el mismo lo dice á foja ÍH vuelta, de su alegato, 

3 Q« e confiesa igualmente á foja 18, que la casa adquirió 
mayor valor con motivo de ias mejoras. 

4° Que en la carta de foja 7 y )« tarjeta de foja U Je Ugar- 
riza, se vé que el reconocimiento de lo gastado es terminante, 
manifestando en la primera su deber de pagarlos con estas pa- 
labras: * Por el solo hecho de los gastos que hiciste y teniendo 
que abonarlos yo », y en el ultimo acápite: «no creo perjudicarte 
cobrando tú, tu dinero y yo mis 40 nacionales» ; leyéndose en la 
tarjeta estas otras: « En consecuencia, los gastos que tú hiciste 
te los reconozco, y me desocupas la casa ú pagas tú el precio de 
40 pesos moneda nacional ». 

5 a Que recita de esta prueba, la más coneluyent<\ que 
Ugarriza no subordinó el reconocimiento de las mejoras y su 
valor, al pn'vio desalojo de la casa, como dice á foja 58 vuelta, 
pues que it las mejoras fueron hechas con su conocimiento y 
consentimiento, mal podía establecer aquella condición, cuando 
precisamente estas se hacían; á lo que se agrega, que en la 
carta y tarjeta citadas, nada se dice al respecto» 

0° Que la escepcion alegada por Ugarriza para libertarse del 
pago, que consiste en que, no conociendo el valor de las mejo- 
ras, ni siendo autorizadas por escrito, son á cargo del locatario, 
está en contradicción con lo que ha confesado y ha escrito á su 
inquilino, reconociéndose deudor y en el deber de pagarlas. 

70 Q»e el artículo 1543 del Código Civil que eiije la prueba 
por escrito, respecto á mejoras, no es aplicable en presencia de la 
propia confesión de Ugarriza, que las autorizó y que se obligó 
i pagarlas, según se demuestra por la carta y tarjeta reconocí- 
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das de que se hace mención en ei 4* considerando, y si pues 
sn apoderado también coníiesa á foja 92 vuelta, que Cortázar 
ha probado satisfactoriamente en qué consistían aquellas y su 
valor, forzoso es concluir que se deben reembolsar por el lo- 
cador. 

8" Que siendo esto así, y habiendo el locatario probado sufi- 
cientemente que ha bocho las mejoras detalladas de foja 46 y 
cuyo valor asciende á 2591 pesos bolivianos y que ligar riza re- 
conoce á foja 92 que á su satisfacción se ba demostrado lo que 
se proponía el contrario, dando importancia á la casa y ponién- 
dola en estado de ganar un mayor alquiler, estando conforme 
con la cuenta, mayormente se robustece el considerando ante- 
rior. 

9" Que ha probada también el locatario por dos declaracio- 
nes contestes y no contradichas de fojas 63 vuelta y 64 vuelta, 
que la casa se hallaba en pésimas condiciones cuando se princi- 
piaron las mejoras que debieran hacerla habitable. 

iO* Que siendo el contrato de locación por tiempo indcti. olí- 
nado, estando como estuvo autorizado el locatario, para hacer 
las mejoras mencionadas, y habiendo pedido la casa el locador, 
con más razón deben ser pagadas con arreglo al artículo J539, 
inciso 0", Código Civil. 

Y considerando respecto al pago de los alquileres: I o Que 
de autos consta qur estaba lijado (i razón de 30 pesos boli- 
vianos mensuales y que, según el recibo de foja 45, resulta 
que ellos se deben desde el 29 de Febrero de 1885. 

2 o Que siendo el locatario deudor por estos alquileres y pi- 
diéndose por el locador el desalojo, tiene aquel derecho para re- 
tener la casa arrendada hasta ser pagado de las mejoras en 
cuestión, artículo 1547 del Código Civil. 

Por estas consideraciones y leyes citadas, resuelvo : Que D. 
Angel ügarriza debe pagar á I). Pedro V. Cortázar la canti- 
dad de do.; mil quinientos noventa y cuatro pesos bolivianos 6 
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su equivalente en moneda nacional, y este á aquel el precio del 
arrendamiento do la casa desde el 29 de Febrero de 1885 hasta 
el dia en que las mejoras fuesen reembolsadas, debiendo en ese 
día desocuparla el locatario, sin costas, por no encontrar mérito 
bastante para imponerlas. Notifiquen con el original y repón- 
ganse los sellos. 

fíenjamin Fígueroa. 

■ 

Fallo de I* Suprema Corle 

Buenos Ain^, Knoro 39 ilr 18*9. 

Vistos: Por sus fundamentos, so couíirma la sentencia ape- 
lada de foja ciento ocho, sin especial condenacinn en costas; y 
devuélvanse previa reposición de sellos. 

BENJAMIN VICTOR ICA. — l' LADIS- 
LAO FRIAS. — FEDERICO IBAR- 
CÍRES, 
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CAUSA IV 



Consulta del Gobernador de Córdoba sobre autenticación de 
firmas en documentos olon/ados por las Gobernaciones de 
T erritorios >\ac tuna les. 



Sumario. — Siá producirle caso judicial, la Suprema Corte 
no puede dictar resoluciones. 



VÍSTA DEL SESOIl HtO(Xll\l>OIl (¡ENF.HAL 

Butilos Aires, Enero 23 de 1889. 

Suprema Corte: 

El Juzgado Letrado ocupa en los territorios nacionales, el 
lugar del Tribunal Superior de Justicia en las provincias, 
puesto que en dichos territorios no hay otro más arriba. 

Lo natural y más conforme al espíritu de la ley, parece en- 
tonces, que la autenticación en dichos territorios, sea hecha por 
el Juez Letrado en la forma que la ley de 1863 previene para 
las Cortes de Justicia. 

Creo que debiera V. E., hacer presente al Ministerio de Jus- 
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ticia la conveniencia de una disposición legislativa en este sen- 
tido j y que, mientras tanto, no estaría fuera de las atri- 
buciones de esta Corte prevenir á los Jueces Letrados de los 
territorios nacionales no rehusaran autenticar los documentos 
que al efecto Ies fueran presentados. 



Eduardo Costa. 



Fullode Ju Suprema Corte 



Bultos Airea, Enero 31 da 1889. 



Xo habiéndose producido un caso judicial que requiera la re- 
solución de la Corte Suprema en ejercicio de su jurisdicción 
originaria ¿ apelada, devuélvanse las presentes actuaciones al 
Poder Kjecutivo, con el dictamen del Procurador Gcin-rai. 



BfcNJAMlN VÍCTOMCA. — ILADISLAO 
FRIAS.— FEDERICO IflARGÚAEN. 
— SALUSTIANO J. ZA VALIA. 
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V, James O'JfóiW, capitán del btttfue Qleadowe, contra IK Juan 
Lassalle é hijos ; par cobro de sobre-estadías 



$umano.—Y.i que, con pleno conodmietito de sus cláusulas, 
se ha encargado ííl> la ejeeti< imi «VI o m trato de ti ota mentó en il 
puerto déla descarga, responde al capitán por las sobre-estadías 
que se causen. 



Caso.— En D de Abril de 1884 so presentó el capitán O'Neiil 
diciendo que había traído un cutero cargamento consignado á Jos 
señores Juan Lassalle é hijos, habiéndose estipulado en el con- 
trato de (le lamento, que la descarga se verificaría a razón de 
350 pipas dianas eu cada día hábil, y el tiempo que pasara del 
convenido, sC le abonaría a 40 libras esterlinas diarias. 

Que el cargamento era de 3261 pipas, de las cuales 701 fue- 
ron desembarcadas en Montevideo y las restantes debían serlo 
en siete y tercio dias liábiU'8 en este puerto, que concluyeron el 
5 de Abril, según lo avisó á los señores Lassalle é hijos, que 
eran dueños de la parte principal de la carga y consignatarios 
del resto. 

Que dichos señores que no hacen cuestión del pago del flete, 
la hacían respecto de las sobre-estadías y por tal razón los de- 
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mandaba para el pago de 40 libras esterlinas por cada día de 
sobre-estadías, intereses y costas. 

En otrosí pidió embargo preventivo sobre la carga uo entre- 
gada por lo adeudado por sobre-estadías. 

Se ordenó el embargo y se confirió traslado de ia demanda. 

Sobre el embargo, se hizo cuestión, sosteniendo la parte de 
Lassalle que no era procedente, y depositando finalmente la 
suma de 35*H) pesos, que fué la lijada por OXeilL 

A la demanda acompañó el actor, el contrato de fletawento y 
una carta de Lassalle que declinaba toda responsabilidad por es- 
tadías, por ser, decía, consignatario del buque, ynode la carga. 

El capitán presentó los parciaUs de ia descarga v pidió sc ) e 

entregáran por Lassalle los conocimientos, que fueron presen- 
tados. 

Antes de contestarse la demanda, el capitán U Xeill la am- 
plió con el documento de foja G8. y los de foja Uta foja 1 15. 

El primero es una carta dé Jos señores Pomcs y Bordas que 
habían Dotado el buque al Capitán avisándole que'debía consig- 
nar su vapor A Benigno López y hermanos en Tarragona, á 
Roberto Calabuig y hermanos en Valencia, á Tremoieras her- 
manos en Montevideo, y á Juan Lassalle é hijos, en Buenos 
Aires. 

Los otros: \ > l'n memorándum de J. Lassalle o* hijos, de 3 de 
Abril de 1884, al oficial i" del vapor « (íleadowe » para entre- 
gar á testa lancha» un completo cargamento, tomando recibo. 

2* Otro memorándum del mismo tenor é ignal fecha, 

3" Un memorándum de José y Bernardo Garay, de 7 de 
Abril de 1884 al oficial i* del vapor «Gleadotre», que dice: 
cargue al portador un completo cargamento de vino, según or- 
den general délos señores Lassalle y C*. 

4" Otro de lus mismos del mismo tenor. 

Ü. Juan Lassalle ¿hijos, contestaron que era inexacto que el 
cargamento deUGleadowe>, viniere consignado í ellas; que en el 
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contrato de fletamento se acuerdan ámás de los días de estadías 
para la descarga, diez días de sobre-estadías que se acuerdan al 
fletador á razón de 40 libras esterlinas por dia ; que aún en el 
supuesto de haber sido consignatario de los fletadores, para ha- 
cer 3a descarga del buque, no estaba obligado á pagar las sobre- 
estadías, porque ni aceptó el contrato de fletamento, ni en él 
se estipula que el consignatario debe pagar las sobre-estadías. 

Que ('\ fué nombrado por el capitán su consignatario, sin 
obligación alguna de pagar sobre -citad ías, ni de hacer la des- 
carga en un término fijo. 

Que además, la cuenta del vapor « Olead owe * con él ha sido 
arreglada, y su saldo pagado al Capitán después de instaurada 
la demanda, lo que quiere decir que n:ida adeuda al Capitán. 

Acompañó á la contestación tres documentos. 

El 1" es una declaración hecha por Lassalte en la Prefectura 
-Marítima el 26 de Marzo de 1884, en la que esponiendo que el 
vapor inglés «Gleadowe* venía á su consignación, pero que en 
virtud de la carta de fletamento presentada por su Capitán que 
establece la obligación de descargar 350 pipas diarias, leerá 
imposible en vista de esta cláusula, aceptar la consignación del 
buque, máxime cuando la rada del puerto ofrece dificultades; 
que el capitán admitiendo ¡a observación aceptú al señor Lassa- 
lle recibiera á su consignación el vapor y efectuara la descarga 
en el menor tiempo posible, haciendo uso al efecto, de los ele- 
mentos que fueran necesarios, y que no habiendo exigido del 
capitán prueba escrita de este convenio, venía así a hacerlo 
saber á la Prefectura. 

2 o La cuenta del debe y haber con el vapor « Gleadowe» de 
14 de Abril de 1884 con un sabio á favor del capitán de 1,83. 

3* El recibo de la cantidad de 1.83, de lü de Abril del 84 
Jirniado por el capitán O'Ncill, que dice : «Por saldo de los fle- 
tes cobrados y cuenta del vapor tGleadowe >. 
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Fallo del Juez Federal 



Bueno* Mies, Juuio 10 de 188(7, 

Y vistos estos autos promovidos por el capitán del vapor in- 
glés «üleadowe» don James O'Xcill, contra don Jituu Lassalle é 
hijos, por cobro de pesos, procedente» de sobre-estadías, 

Resulta: i° Que los señores Hiinting y Patersoo, dueños 
dei fapor « Gk-adowc» celebraros en la ciudad de Londres un 
contrato de fleta mentó con los señores P. Pómez y Hordas, co- 
merciantes de liarcelona, en virtud del cual el espresado buque 
debía recibir en este último puerto ú otros dos puertos españo- 
les entre Barcelona y Cádiz, un completo cargamento de Tino 
en bar/i les y proceder con él lí Montevideo y I'utnu* Aires, me- 
diante el ílitc de seis y medio pesos fuertes españoles por pipa 
de tino, pagaderos tres cuartas partes del importe total en 
efectivo al firmar conocimientos y el saldo una tez hecha ta 
descarga y debida entrega del cargamento. 

2" Que en el mismo contrato se estipuló también que el bu- 
que sería descargado á razón de trescientas cincuenta pipas por 
dia hábil de trabajo, pudiendo los fletadores retener en esta ope- 
ración por diez días más sobre los que correspondan según ese 
dato, abonando cuarenta libras esterlinas por dia, y que sería 
dirijido en el puerto de carga y descarga u los agentes de los 
fletadores en las condiciones usuales, mediante una comisión de 
dos y medio por ciento sobre el importe total del flete. 

3* Que el buque llegó á ote puerto con su cargamento en la 
medida de capacidad convenida, de do- mil quinientas sesenta 
pipas, y díó entrada á la Aduana por intermedio de J. Las- 
salle ó hijos (informe de foja 171) el dia 26 de Marzo de 1884, 
quedando por lo tanto espedito para principiar la descarga dos- 
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de el inmediato siguiente, cuya operación terminó el 13 de Abril, 
según n-sulta de la confrontación de fechas del recibo de foja 
27 y del escrito de foja 32, no tomándose en cuenta para este 
efecto, eí recibo de foja 28 por carecer de fecha. 

4 o Que el 9 del último mes, ocurrid al Juzgado el capitán 
O'Xeill demandando á Juan La^salle é hijos, fundándose en los 
antecedentes mencionados, por el pago de ciento sesenta li- 
bras esterlinas ó su equivalente en moneda nacional, importe 
de cuatro diasde sobre-estadías, vencidas basta esa fecba, desde 
el 5 de Abril en que debió concluir la descarga, según el cóm- 
puto de dias hábiles formado por la Prefectura Marítima; y 
asimismo ñor el resto de sobre-estadías que se sigan produ- 
ciendo, hasta la total descarga del vapor y su despacho en for- 
ma al mismo precio d*' cuarenta libras esterlinas diarias. 

5 o Que el demandado funda su defensa en que él no ha sido 
consignatario del cargamento; pues este ha venido á universos 
comerciantes de esta plaza; que el contrato de íletamonto no 
puede obligar » terceros en cuyo caso él se encuentra, pues no 
ha tenido intervención alguna en et momento de su celebración, 
ni después; de modo que el capitán solo podría demandar so- 
bre-estndías, á los fletadores cuyos derechos y obligaciones re- 
gla; que en ninguna parte del contrato se establece que ollas 
serían pagadas por el consignatario; pero que en todo caso él 
no habría sido consignatario de los fletadores sinó del mismo 
capitán; que cuando recibió aviso de Montevideo de que el va- 
por venía á su consignación, para su entrada en la Aduana, pre- 
sentó allí como es de práctica, los papeles necesarios, pero 
cuando más tarde le presentó el capitán el contrato de Üetamen- 
to en qu» se establecía la obligación de hacer la descarga á ra- 
zón de trescientas cincuenta pipas diarias, se negó á aceptar la 
consignación, negándose igualmente á aceptar el contrato de 
fletamento, por loque el capitán le pidió que aceptara la con- 
signación de su buque y Hacinara la descarga en el menor tiem- 
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po posible y por último, que después de entablada esta demanda 
el capitán había arreglado su cuenta con el vapor « Crleadowe *, 
recibiendo la cantidad de un peso con ochenta j tres centavos 
por saldo de fletes cobrados y cuenta del vapor «Gleadowe», 
como consta en su libro de recibos, lo que significaba que su 
cuenta con dicho vapor, había sido arreglada y saldad*, no 
adeudando por consiguiente, ni un solo peso al capitán. 

Y considerando: í° Que el demandante saca su derecho para 
cobrar sobre-estadías, del contrato de Ueí amento celebrado en 
Londres con los señores Pómez y Bordas y su arción para de- 
mandar á Lassalle hijo» del hecho de haber sido 6 haberse cons- 
tituido agente 6 comisionista délos fletadores en esta plaza, 
recibiendo la carga y abonando el saldo del flete estipulado. 

2* Que aunque al contestar la demanda Lassalle ha mani- 
festado (v. 4" párrafo de f. 133) que no reconoce esc contra- 
to, ni lo acepta, ni Jo ha aceptado nunca, forzoso es admi- 
tir su autenticidad en presencia de otras manifestaciones 
hechas á su respecto por la misma parte, cuando dice, por 
ejemplo, que el capitán se lo presentó para su aceptación, 
la que rehusó, no por dudar de ella, sino porque se esta- 
blecía en £1 Ja obligación de hacer la descarga á razón de tres- 
cientas cincuenta pipas por dia (f. 135 j lo espuesto en el 
tercer párrafo de foja i 42 vuelta), además deque para hacer 
discutible ese punto, era menester que se hubiera negado cate- 
góricamente en la contestación, como lo prescribe el artículo 8G 
de la ley nacional de enjuiciamiento, por tratarse de un docu- 
mento que formaba parte de la demanda. 

3" Que por consiguiente, solo queda á resolver la segunda 
cuestión, estoes, la naturaleza de la intervención que el deman- 
dado ha tenido en las operaciones del «CUeadowe» para esta- 
blecer la procedencia 6 improcedencia de la acción instaurada. 

4° Que según el contrato de íletamento antes mencionado, 
el buque debía ser dirijido á los agentes de los fletadores para 
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los despachos de Aduana, en cuya generalidad debe entenderse 
comprendido el de la carga, mediante una comisión de dos y 
medio por ciento sobre el importe total del üete, la cual le ha 
sido pagada al demandado, según sus propios documentos, 

5 o Que prescindiendo de la carta de foja... en la cual se de- 
signa á iaLassalle é hijos como agentes de loa fletadores en esle 
puerto, consta por su propia manifestación que presentólos pa- 
peles para la entrada en la Aduana; por los documentos de foja 
ii\ y siguientes, que diólas órdenes necesarias para la entrega 
de la carga á !os lancheros disignados por él; y por último, que 
ha pa gado al capitán el saldo del flete adeudado, hechos que 
demuestran su li dente metí lo haber aceptad» la-consignacion del 
buque en representación de los fletadores, pues como dice el ar- 
tículo 296, inciso 4* 1 , del Código de Comercio, los hechos de los 
contrayentes que tengan relación con lo que se discute, son la 
mejoT espliuacion de su intención. 

(i° Que si alguna duda pudiera subsistir al respecto, ella de- 
saparece en presencia de la actitud asumida por el *U mandado 
en este juicio con motivo de las medidas provisorias decretadas 
a solicitud del capitán O'NcilI, en que aparece asumiendo id 
personería de los cargadores, oponiéndose enérgicamente á di- 
chas medidas por ser perjudiciales á ellos, llegando hasta ofre- 
cer la consignación del importe de Us sobre-estadías; lo que 
sería de todo punto inesplicable si bubieso obrado como man- 
datario del capitán. 

7 o Que para modificar la condición legal, en que aparece co- 
locado por sus propios actos, los cuales revelan una aceptación 
tácita de la consignación, conforme á lo dispuesto en el ar- 
tículo 302 del Código de Comercio, el demandado Ua debido 
justificar que rehusó aceptarla en la forma prescrita en el ar- 
tículo 33Í) del Código citado, lo que le habría sido muy fácil 
exhibiendo su correspondencia, y el convenio celebrado con el 
capitán para constituirse agente de él. 

♦ 
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8 o Que sobre el primer punto solo se ha presentado el docu- 
mento simple de foja 125, emanado esclusivamente de Lassalle, 
que se dice ser copia de un acta labrada en la Prefectura Marí- 
tima, cuyo original no figura en ninguna de las oficinas de 
aquella repartición encargada de autorizar tales documentos, 
según lo acreditan los informes a fojas 192 vuelta j 193, por 
cuyo motivo, canee absolutamente de valor jurídico; no exis- 
tiendo respecto del segundo, otra prueba, que una anotación en 
sus libros, relacionada con ese punto, la cual se encuentra en 
el mismo caso, pues tos asientos en los libros de los comercian- 
tes solo son admisibles como medios de prueba ni hechos de su 
comercio, y de ningún modo como único elemento de convicción 
para justificar contra ti i¿ bilaterales. 

9" Que sí bien el demandado balido extraño á la celebración del 
contrato de lletamento y tste solo establece relaciones jurídicas 
inmediatas entre fletante y fletadores, el lincho de haberse encar- 
gado de su ejecución en este puerto, con pleno conocimiento de 
sus cláusulas, como agente ó comisionista de aquellos, le im- 
pone las obligaciones y responsabilidades que pasaban sobre los 
mismos, conforn • a lo dispuesto en el artículo 342 del Código 
de Comercio. 

10° Que consecuente con este principio, el articulo 1250 del 
mismo Código, acuerda al capitán que representa á los din ños ó 
armadores en las operaciones del buque, el derecho de exigir di l 
Helador ó consignatarios, la descarga del buque y el pago del 
flete, averías y gastos, terminado el tiempo de la descarga. 

11° Que habiéndose comprobado que los dias hábiles acorda- 
dos para la descarga á razón de trcs< ientas cincuenta pipas por 
dia, terminaron el 5 de Abril, según el informe de foja 163 
vuelta, se deben sobre estadías basta el 13 del mismo en que 
terminó definitivamente ¡a descarga, los cuales deben compu- 
tarse por dias corridos en ausencia do estipulación espresa en 
contrario, de acuerdo con la doctrina establecida por la Su- 
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prema Corte en la causa 102, tome 8", serie i 1 ' de sus fallos. 

i2° Que en cuanto al recibo de foja 121) con el cual el deman- 
dado pretende escepcionarso de su pago, en último caso, no 
haciéndose mención del crédito por sol) re-estadías, ni aunque 
sea por saldo de toda cuenta, claro es, que al emplear esta 
última palabra, solo se ha referido si la cuenta de foja 127 pa- 
sada dos dias antes. 

Por estos fundamentos, fallo : condenando á D. Juan Lassa- 
Uc e" hijos, al pago do ocho dias de sobre-estadías, á favor del ca 
pitan .lames O'X' ill, á razón de cuarenta libras esterlinas por 
d ¡a, ú su equivalente en moneda uacional, con sus intereses 
desde la not ideación de la demanda y las costas del juicio, N'o- 
tifíiiucse original. 

Virgilio Tt'Jin. 

Fnllo tle la Suprema C orle 

Buenos Aires Enero 31 de 

Vistos: por sus fundamentos, se conlirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja doscíentis cuarenta y tres, puestos 
los sellos, devuélvase. 

benjamín victo higa — i Ladis- 
lao FMAS — FEDF.IlIO) LBAB- 
GCfttS - - SALISTIANO ZA- 
VALLV. 
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El Dr. /). tfomtino Vüros, por el /freo, contra lasSres. Tomás 
hrtjstínk y C por cobro de tterecítns t fr Aduana, sob re devo- 
lución de escrito. 



Sumario. — Los escritos redactados en términos inconve- 
nientes deben sor devueltos d la j arte, recomendándose al le- 
trado <|ue tos autoriza, la moderaoioii¿ 



Casa.— El Dr. Vócos se presentó ant. el Juzgado denunciando 
ríñelos añores Drysá&U y C" habían practicado operaciones 
fraudolentas, intiodurteudo á la Adiuiuy .-(rayend.. de Hla 
mercaderías, sin pau'ar derechos. 

Que el representante di> dichos señores, reconoció r aceptó 
ante la oficina correspondiente los cargos formulados contra 
ellos y manifest f|ue iban a* pagar lo ojie detón. 

Que citcJwi nuevamente los señorea Drysdale para que efec- 
tuaran el pago que habían prometido, se negaron á nacerlo, 
tal vez aconsejados por algún desocupado que quiere protestar 
ó dar trabajo. 

Después de recibidas algunas declaraciones á consecuencia 
de esta denuncia, el Dr, Vócos insistió en ella y pidió que s 
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ordenara el pago de derechos coa las multas y penas corres- 
pondientes. 

Conferido traslado, la parte demandada lo contestó con nn 
escrito redactado en términos inconvenientes. 



Estando redactado el precedente escrito en términos incon- 
venientes á la dignidad y altura de las discusiones judiciales, 
por las alusiones & inventivas contra la otra parte, devuélvase 
sin más trámite, quedando pendiente, el traslado corrido; y re- 
comiéndase al letrado que lo suscribe, la moderación que no ha 
debido olvidar. 



Vistos: por sus fundamentos, se confirma con rostas el auto 
apelado de foja treinta y una, y devuélvanse prévia reposición 
de sellos. 



Fallo del Juez Federal 



Buenos Aires Agosto 11 de 1888. 



Ifjamza. 



Fallo de la Suprema Corte 



Bueno* Aíiví, Knero 31 do 18t*9, 



BENJAMIN YtCTOltlCA. — ULADIS- 
LAO FIVIAS. — FEDERICO IBAR- 
CÍ REH . — SALUSTIAKO i. 2A- 
VALIA. 
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CAUSA VII 



Don Francisco Coran contra don Florencio Arce; sobre cobro 

de pesos 

Sumario. — i° Probada la existencia de obras y servicios 
prestados, y no del convenio sobre su precio, este debe ser de- 
terminado por peritos. 

2° En las causas de poca importancia, el recurso de apela- 
ción debe ser concedido solo en relación. 



Caso.— En ü de Junio de 1883, D. Francisco Coron, presentó 
una cuenta de obras do carpintería hechas para D, Florencio 
Arce, por la suma de 690 pesos fuertes 53 centavos, de los que 
dijo haber recibido á cuenta 294 pesos fuertes 14 centavos; y 
entabló demanda por el saldo de 396 pesos fuertes 39 contatos, 
intereses y costas. 

Conferido traslado, contestó Arce, que era cierto que Curoa 
le había trabajado una obra de su oficio en la finca de Caucete, 
pero que la había pagado, aunque no por el precio muy subido 
que hoy cobra, y que bajó un poco cuando le abonó el saldo 
que íes' Itó en su favor en el arreglo, seguu consta en papeles 
que deje de tener en la finca de Caucete. 
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Que además, oponía la escepcion de prescripción, por si hu- 
biese perdido dichos papales. 

Fallo del Jurx Federal 

San Juan, Octubre 22 do 1887. 

Vistos estos autos de los que resulta; Que I), Francisco Ce- 
rón, francés, demanda á 1). Florencio Arce, urgt ntino, espo- 
niendo: Que el espresado señor Arce, le es deudor de la suma 
de trescientos noventa y seis pesos fuertes, treinta y nueve 
centavos, procedente de locación de servicios que le ha 
hecho, según instruyela lista que acompaña, Que esa cantidad 
i s el saldo líquido á* su favor, deduciendo doscientos noventa y 
cuatro pesos catorce centavos que ha recibido ¡i cuenta de su 
trabajo. Que varias veces ha requerido al señor Arce, sin re- 
saltado satisfactorio. Que en esta virtud, y autorizado por la 
disposición del artículo ciento treinta y cinco, título sesto, sec- 
ción tercera, libro segundo, Código Civil, venía á interponer 
forruaí demanda contra D. Florencio Arce, y á pedir se le con- 
dene á pagarle la suma de trescientos noventa y seis pesos trein- 
ta y nueve centavos fuertes, intereses y costas. 

Por un otrosí ofrece acreditar el fut ro. 

Acreditado este por la diversa nacionalidad de las partes, se 
corrió traslado de la demanda. El demandado contestó: que si 
bien es cierto que hace más de tres años el demandante le tra- 
bajó una obra de su oficio en su finca, también lo es que se la 
pagó conforme la terminó; no por los precios que hoy carga, 
porque observados por subidos, el demandante los bajó y le 
abonó el saldo que resultó d su favor, según consta de los pape- 
les que debo tener en su linca y que ofrece presentarlos. Que 
además alegaba la escepcion de prescripción para el caso que 
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hubiese destruido loa papeles ó* que se hayan estraviado ; y no 
pudiendo justilicar el pago con testigos, concluyo pidiendo sea 
rechazada con costas la demanda. 

La causa se recibió á prueba. Y considerando; I o Que tanto en 
la contestación de la demanda como contestando las posiciones 
de foja veintiuna, el demandado confiesa que el actor le trabajó 
las obras de carpintería fine espresa la lista de foja tres, como 
también los servicios prestados que expresan l is partidas nueve 
y once de dicha cuenta. 

í¡" Que < u ron no ha justificado que lus precios puestos en la 
cuenta de foja tres, hayan sido convenidos con el señor Arce. 

3" Que el señor Arce no ha pribado que haya pagado toda la 
obra hecha por Coron ó que haya habido arreglo definitivo por 
dicho trabajo, pues que los testigos presentados, ¿más de ser 
una prueba ineüra'vii razón do la cuantía cuyo pago se ha tra- 
tado de acreditar, lo « s también porqio* son testigos de oídas, 

4" Que la escepciou de prescripción interpuesta, es improce- 
dente, pues que si bien ha transcurrido ti término fijado en el 
artículo cuatro mil treinta y cinco, Cúdígo Civil, ese término 
fué interrumpido con Ea demanda interpuesta, como lo prescribe 
el artículo cuatro mil treinta y seis, Código citado, y resuelto 
por la Suprema Corte en sus Fallos, serie segunda, título ca- 
torce, página quinientas cincuenta y siete. 

Por estas comiidcraciom-s y fundamento^ legales, fallo, con- 
denando á D. Florencio Arco d pagar el valor de la obra de 
carpintería hecha ppt 1). Francisco Coron que se detalla en la 
cuenta de foja tres y el valor de los servicios prestados a que 
se refieren las partidas nueve y once de dicha cuenta, todo á 
juicio de peritos, con deducción de la cantidad que Coron es- 
presa en su demanda haber recibido á cuenta, sin costas. Há- 
gase saber con el original y repuestos los sellos archívese opor- 
tunamente. 

L. Eíchegaray. 
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Arce apeló y se le concedió el recurso en relación. Ante la 
Suprema Corte pidió se le permitiera espresar agravios. 
La Suprema Corte proveyó <de la vista resultará». 

Falle ¿e l* Suprema C«rle 

Buenos Airei, Febrero 5 de 18©. 

Vistos: atento lo prescrito por el artículo doscientos veinti- 
cinco de la Ley Nacional de Procedimientos, no ha lugar á lo 
solicitado en el escrito de foja treinta y ocho; y por sus funda- 
mentos, se confirma, con costas, la sentencia apelada de foja 
veintisiete. Repuestos los sellos devuélvanse. 



BENJAMIN VICTORICA. — li LADISLAO 
FU US. —FEDERICO iBARGÚREff , — 
SALl'STIASO J. ZA VALIA. 
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CAUSA VIII 



El Dr. IK Florentino Yncos, por el fisco, contra ¡K Tomás lirysda- 
le y G*i por cobro de derechos de Aduana; sobre honorarios. 

Sumario. — El procurador que gestiona una cobranza en que 
está cointeresado, gestiona en causa propia, y no tiene dere- 
cho para cobrar honorarios á la contraparte condenada ea 
costas. 

Caso.— En el incidente síibre devolución de escrito fallado en 
31 de Enero de 1889, la Suprema C orte condenó en costas a la 
parte de Drysdnle. 

El Dr. Vócos pidió regulación de sus honorarios, 

Mío 4» I» Supremo C orle 

Buenos Aires, Febrero 7 de 1889. 

Gestionando en esta causa el Dr. Vócos, como Procurador del 
Fisco, y á la vez en causa propia, por el interés que le asigna el 
decreto de fecha primero de Febrero de mil ochocientos ochenta 
y seis, no ha lugar. 

BENJAMIN VICTO RICA. — C LADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO IBARGÓREN» 
- SALUSTUWO i. 2 A VA LIA. 
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¡toña Dolores Cnndiníi de Crespo, contra don Federico (lotiza- 
sobre reivindicación de un entupo, 



Sutuario. — 1" Fl vendedor de parte de un campo, sin men- 
sura, puro i¡tit' pin* actos sucesivos, reconoce el limite separativo 
entre la parte vendida y la q_ue se reservó en la venta, «o puede 
reivindicar las fracciones que se halla» fuera de ese límite. 

2" Kl haberse interpuesto demanda de reivindicación conjun- 
tamente contra varios poseedores ante la jurisdicción provincial, 
no constituye la solidaridad prevista por el artículo 10 de la 
ley sobro jurisdicción de los Tribunales Federales, y cada po- 
seedor demandado puede invocar **I fuero que le corresponde. 



COJO.— En 5 de Mayo de 1881, don Federico l t»nzalez, brasile- 
ro, exponiendo que había sido emplazado por el Juez de la 
Faz á contestar la demanda de reivindicación entablada por 
doña Dolores Candioti de Crespo, argentina, sobre unos cam- 
pos situados en el departamento de La l'az. pidió al Juez Fe- 
deral del Paraná, avocara á sí, el conocimiento de la causa que 
le correspondía en razón á la distinta nacionalidad de las 
partes. 
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El Juez de Sección, después de producida la correspondien- 
te información, avocó á sí el conocimiento de la causa, librando 
olieio al Juez de i" Instancia. 

Kl Juez local se inhibió, emplazando a* la parte de ti señora 
Candioti de Crespo, para que 86 presentara ante el Juez Fede- 
ral, al cual remitió copia de fa deim nda, y de un documento 
corriente en autos. 

Por la demanda, dice la señora de Crespo, que en ü de Mayo 
de su esposo don Antonio Crespo y don Urbano Iriondo, 
esposo de su hermana doña Petrona, en representación de sus 
esposas, únicas hijas y herederas de i). Francisco A. Candioti, 
vendieron á I). IVdro P. Santa GftW una fracción de campo 
en el departamento de La Paz, distrito Tacuaras, bajo los lími- 
tes siguientes : 

Las Tacuaras por el auil T Guayqniraró por el norte, su frente 
al oeste y rin Paraná, y su fondo hasta la Muía al este, bajo 
la inteligencia que la distancia que se halla entre los arroyos 
Las Tacuaras y el línayquiraró i s la que ha de dirigir la 
mensura basto el arroyo de la Muía igualando *u frente. 

Que las herederas del comprador Santa Cruzaban vendido 
mas campo del comprado, tomándose, según resulta de una 
mensura hecha por el agrimensor don Juan II. Marti ncz, una 
área de más de diez leguas cuadradas de campo, que es el 
conocido |u>r el Kouete - , 

Que lo* que ocupan esa fracción son : Don Cándido Garcia, 
Bou José C. López. Don Josó Orlizó sus sucesores, D. N. Ace- 
vedo, Don Federico González, Don Francisco Dará, Don Fidel 
Córdoba, Doña í'ruza Santa l'ritz y Don I* ¡doro Domínguez. 

Que pr»r esto reivindica contra todo* los pobladores ante 3 
nombrados, y pide se la d. clare propietaria del excedente de 
campo que resulte después de determinado el comprado por 
Don Pedro Pablo Santa Cruz, y con opción á pedir el desalojé 
do los demandados. 
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Que no acompaña la escritura de propiedad de su padre, 
porque en ella se fundan los títulos de los ü « mandudos, 

£1 documenta es un certificado del escribano de Gobierno que 
es como sigue : 

En la ciudad del Paraná, á 14 de Marzo de 1884. en cumpli- 
miento del superior decreto de esta fecha, que más adelántese 
insertará, recaído en el espediente tramitado por Doña Dolores 
Candioti de Crespo, sobre rectificación de mensura del campo 
de propiedad de la sucesión de Don Francisco Antonio Candioti 
y renovación de títulos, y cumpliendo á la vez con lo proscripto 
en la ley de 18 de Majo de 1875, y decreto reglamentario de 
28 de Julio del mismo ano, el Escribano de Gobierno certifica: 
Que el campo do esta referencia, fué reconocido de propiedad 
de dicha sucesión, por superior resolución de veintinueve de 
Enero de mil ochocientos ochenta y tres, que corre en el espe- 
diente á fojas doscientas ochenta y tres y siguiente. Enseguida 
procedí á transcribir el superior Decreto citado, y he visto que 
su tenor literal es el siguiente: c Paraná, Marzo 14 do 1884. 
Vistos : estos títulos presentados por Dona Dolores Candioti de 
Crespo, por sucesión de su finado padre Don Francisco Antonio 
Candioti sobre rectificación de mensura, y solicitando con 
arreglo á ella se le es* 'da nuevo título cor arreglo á la ley de 
18 de Mayo de 1875, leidos y estudiada detenidamente, el 
Gobierno, de conformidad á lo dictaminado por el señor Fiscal 
del Estado, resuelve : reconocer y mandar se respete á la suce- 
sión de Don Francisco Antonio Candioti, el derecho de propie- 
dad al campo ubicado en el departamento de La Paz, distrito 
Tacuaras, cuya área según rectificación de mensura é informe del 
Departamento Topográfico de once del actual, se compone de 
ciento una legua, con ochocientos cuarenta y una cuadras cua- 
dradas equivalentes á doscientas setenta y cuatro mil cien- 
to tres hectáreas con diez áreas, mas ochenta y cuatro cen- 
tiáreas, con los límites y linderos siguientes : al norte el arro- 
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yo Guayquiraró, desde su desembocadura en el rio Paraná 
hasta su contluencia con el arroyo Ifula, y desde aquí una línea 
recta al este corregido, longitud veintiséis mil ciento cincuenta 
y siete metros. Al este, una recta que parte del término de 
la anterior, con dirección norte sud, de veinte mil trescientos 
treinta metros, desde cuyo término hay otra recta con rumbo 
oeste-este de dos mil cuatrocientos veinte y cineo metros hasta 
el rio Felic iano, siguiendo después este rio hasta su confluencia 
con el arroyo Estacas. Al sud el arroyo Estacas hasta donde se 
le une el del Chañar, y de aquel Chañar hasta sus puntas, y 
después recta amojonada al sud ochenta y seis grados veinte y 
dos minutos oeste, rail trescientos cincuenta y siete metros, 
y en seguida el arroyo Caballú-cuati* desde sus puntas hasta 
su barra con el rio Paraná, y al oeste el rio Paraná. En su 
consecuencia, baje A la Escribanía de Gobierno, para que según 
lo dispuesto por el decreto do 28 de Julio de 1875, reglamen- 
tario de la ley citada, se espida á los interosados el testimonio 
que corresponda, quedando nulo y sin valor y efecto el título 
espedido en 5 de Mayo de 1883 bajo el número 1985, Agre- 
gúese al presente, testimonio de las resoluciones de 2U de 
Knero, 19 de Julio y 22 de Diciembre de 1883, como comple- 
mento del presente, y archívese previa reposición de sellos. — 
Racedo. — .!/. Laurciicena . 

Remitidos los autos al Juez Federal con la copia do la de- 
manda, el apoderado de la Crespo dijo que reproducía la 
demanda y proponía desde ya como perito para deslindar la 
área vendida á Santa Cruz, al agrimensor don Juan B. Mar- 
tínez. 

Hizo presente que la justicia federal no era competente por- 
que la señora Crespo no reivindicaba una área ocupada por A, 
otra por B, otra por C, sinó una fraeccion de l:is de seis leguas 
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usurpada por Saeta Cruz y sus cesionarios, y que siendo una 6 
indivisible k acción deducida contra todos, su conocimiento 
correspondía á la justicia local. 

Conferido traslado de la demanda reproducida, la parte vé 
González pidió su rechazo con costas. 

Dijo : ser falso que los herederos de Don Podro P. Santa Cruz 
huyan vendido tierra que no les pertenecía, y ser falso que el 
terreno que vi poseía, perteneciese en l.i más mínima paTte á la 
señora Crespo. 

Que ios compon de González se bailan limitados en la p;irte 
sud por ln línea de deslinde trazada por el agrimensor Don 
Cirios Souvigncs en 1858. y están dentro del título de Santa 
Cruz. 

Que su propiedad está consagrada por el tiempo con la par- 
ticularidad que los venadores lian interpretado y confirmado 
aquel título, en su traducción geométrica en el terreno. 

Que la demanda incurre en plus petüio, y es defec- 
tuosa, porque se pretende reivindicar el campo que se dice de 
más en el rendido á Santa Cru* por la demandante, y por su 
hermana dona Petrona, y porque no ío determina la cosa 
demandada. 

Acompaño á la contestación sus títulos de propiedad, y un 
plano de la mensura praetícada por Don S -bastían Triaca, á 
efecto de hacer conocer, dice el demandado, la línea de deslinde 
trabada por Souvignes, cuyos mojones de ílerro colocados por 
Don Antonio Cre>po, se conservan hasta el presente. 

Los titules acompañados son : 

1" Un decreto del Poder Kjeeutivo, de 2 Abril de 1HHI reco- 
nociendo áUon Federico M. González, t i dereeho de propiedad al 
campo en el departamento do 1/a Paz, distrito *Mulas>, cuya 
tí rea según la mensura Triaca de 1879, n ctilicada despuis y 
aprobada por el Departamento Topográfico, se compone do dos 
leguas cuadradas, iguales á 5399 hectáreas, (¡8 áreas, 32 con- 
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tiáreas, cuyos límites son: a! norte y este el arroyo de las 31 ti- 
las (a) San Víctor; al sud recta amojonada coa rumbo norte, 
85 grados oeste de 4832 metros, divisoria con campo de Don 
Isidoro Domínguez; y al oeste recta amojonada con rumbo sud- 
norte del II, 081 metros. 

2" Copia do un espediente en que se halla uua escritura de 
Tenía hecha por Don Isidoro Domínguez ¡V Don Gregorio Pu- 
rera y Don Federico González en I9de Diciembre de 1872, de 
cuatro leguas en el distrito Muías» con los siguientes linderos : 
al este el arroyo San Víctor, al norte el arroyo Muías, al oeste 
el arroyo Colorado y al sud el vendedor, tirando una línea do 
las puntas del Colorado con rumbo al c4e iiasta dar con el 
citado arroyo San Víctor; habiendo correspondido dicho campo 
a Domínguez por compra si Don Mirtiniano Santa Cruz en i i 
de Julio de 1851), que lo heredó de su padre el liando Don Pt- 
dro 1\ Santa Cruz, quien lo obturo por compra á los herederos 
de Don F. A. Candioti. 

De dicha compra se hizo una mensura por los agrimensores 
Triaca y J jan B; Martínez que encontraron 3 leguas 219 cuadras 
y 10.350 varas cuadradas. 

MI ingeniero Triaca midió, para completar las i leguas» 3/4 
de legua, 180 cuadras y 01 H raras cuadradas quedando los 
limites por el norte : campo de Parcta y Domínguez en parte 
mediante el arroyo del Tajamar y por láofra parte mediante 
linea divisoria amojonada anteriormenti ; por el este el arrojo 
San Víctor y en pequeña parte el arroyo Toscas; por el sud T 
campos de \h Isidoro Domínguez mediante línea divisoria amo- 
jonada. 

Donisidom Domínguez manifestó judicialmente estar con- 
forme con las mensuras mencion adas. 

3" l "n decreto del Poder Kjecutivo de 2 de Abril de 1881, 
reconociendo á los herederos de I). (íregorío Pare ra el ilerecho 
de propiedad al campo ubicado en ú departamento de La Paz, 
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distrito las Malas, cuya área,[segun la mensura de Triaca rectifi- 
cada en 1879, se compone do dos leguas cuadradas, iguales á 5399 
hectáreas, 68 áreas, 32centiáreas, y cayos límites son: al norte 
arroyo de las Muías, al este recta amojonada con rumbo norte- 
sud, 11,084 metros divisoria con la fracción medida para 
dicha sucesión á D. Federico M. González; al sud recta amojo- 
nada con rumbo norte, 85 grados oeste de $475 metros con 
campos de D. Isidoro Domínguez; al oeste el arroyo Colorado. 

4 o Escritura de venta del campo descrito en el título ante- 
rior, hecha par los herederos Par era á I). Federico M. Gon- 
zález, en Junio 20 de 1884 ante el escribano José González del 
Solar en el Paraná. 

5" La escritura de venta hecha en Julio 14 de 1859 por 
D. Martiníano Sauta Cruz á Ü. Isidoro Domínguez, del campo 
que le tocó en la herencia de su pudre 1). Pedro 1\ Santa Truz t 
cuyos límites son : por el este arroyo Muías, por el oeste arroyo 
Colorado, por el norte arroyo Mutas, por el sud D. Antonio 
Crespo. 

falla del Juez Federal 

Paraná, Julio 26 Uo 1887, 

Y vistos, resulta : Que doña Dolores Caudioti de Crespo de- 
mandó ante el Juzgado de 1' Instancia de la provincia, á varios 
individuos, entre otros á D. Federico tionzalez. por reivindica- 
ción de diez leguas de campo que éstos poseían en el departa- 
mento de La Paz. 

González ocurrió á este Juzgado promoviendo competencia 
de jurisdicción, por ser él extranjero y la demandante ar- 
gentina. 

Resuelta la competencia, de conformidad & lo solicitado por 
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Gomales el Jaez de V Instancia remitió tí este en copia auto- 
rizada, log antecedentes del juicio ¡ niciado, coasistentes cit ta 
demanda y documentos do f... reservándole los originales para 
seguirlo contra los demás poseedores demandados. 

En la demanda, ta señora Candioti dice: que en el año 1830 
su esposo ü. Antonio Crespo y el de su hermana Petrona. 1) C r - 
bano de Inundo, en representación de ambas, únicas hijas y he- 
rederas de I). Frannsco A. Candioti, vendió á I), Pedro Pablo 
Santa Cruz, una fracción del campo que fué de su ünado padre 
situado en el departamento de La Pase, distrito Tacuaras bajo 
los límites siguientes : « Las Tacuara* * por el sud y « Guavqui- 
rnro » por ei norte, su frente al oeste y rio P.raná, y su fonJo 
hasta < La Muía, al est>; bajo la inteligencia que Ja distancia 
que se halla entre los citados arroyas c Las Tacuaras , y t Ouav- 
qmraró , es la que ha de dirigir la mensura hasta el arroyo' de 
« La Muía *, igualando a su frente ; que los herberos del com- 
1-rador Santa Cruz lian ido enajenando mayor área que la ven- 
dula, según los ^^transcriptos ; que se han practicado repeti- 
das mensurasque han sido protestadaspor una ú otraparte, hasta 
qne la última de D .TuauB, Martínez la ha persuadido que J.h 
sucesores de Santa Cruz, se lian t-niado una área de mas de diez 
leguas cuadradas de campo, llamada por su forma « El B W te , 
excedente de lo que. expresa la escritura de venta; que ,s,e 
excedente está ocupado por varias personas que nombra, siendo 
una de ellas I). Federico Gonzalo, por to qup l& en{Ml dft _ 
manda reivindicatoría, para que se le declare propietaria del 
excedente de cauip. que resulte después de determinado el ven- 
¿ Á ^" ta Cnw - «* ^lon A pedir ei desalojo de las deman- 
dadas Indica Ja, dicinas en que existen las escrituras v en- 
clave d.ciendo que la mejor y única pru,ba de su demanda será 
la mensura por peritos, 

£1 demandado, contestando el traslado, dice: que es falso 
que el posea un solo paimode tierra que pertenezca á doña Do- 

T, V 
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lores Candioti de Crespo; que su dominio en el campo que 
posee, limitado al sud por una línea amojonada que trazó el 
agrimensor Soavigoes en 1858, es un derecho inobjetable, por- 
que está dentro del título deD. Pedro Pablo Santa Cruz y se 
encuentra consagrado por el tiempo,— con la particularidad 
que los Tendedores ban interpretado y continuado aquel título 
en su traducción geométrica sobre el terreno; que basta leer el 
escrito de demanda, para notar que ella es defectuosa en el 
modo de proponerla, porque tratando de reivindicar terrenos, no 
determina con precisión la cosa demandada; que además se lia 
incurrido en la plus peliiio. 

De la prueba instrumental rendida resulta : Que en el año 
1836 la demandante y su hermana doña Petrona Candioti, ven- 
dieron i D. Pedro PablojSanta Cruz, una paTtc del campo que 
heredaron de D. Francisco A. Candioti, con los mismos límites 
y en los términos que se expresan en la demanda. 

En 1858, con motivo de haber vendido D. Urbano de Jriondo 
los derechos de su esposa Dona Petrona en el resto del campo 
de Candioti, á D. José M" Ortiz, el agrimensor Soiivignes, por 
pedido de aquel y de I). Am*. fc Crespo y con autorización del 
Presidente de la Confederación, p-acticó la mensura general del 
campo de Candioti, y á lin de dividir éntrelas dos hermanas Doña 
Petrona y Doña Dolores la porción no enagenada, principió por 
deslindar esta de la vendida á Santa Cruz, trazando al efecto 
una línea que, partiendo de la boca del arroyo « Salado * y pa- 
sando por el < Tacuaras» se prolonga hasta encontrar el arroyo 
cMuIa (¡rande >, la que fué marcada en el terreno con barran 
de hierro ; procediendo en seguida á dividir el resto del campo 
en dos partes iguales, de las que Doña Dolores tom¿ la del norte 
lindera con Santa Cruz, y Doña Petrona la del sud que había 
silo vendida á Ortiz. 

La mensura, deslinde y división fueroi practicados sin pro- 
t esta de D. Antonio Crespo á quien representaba su hijo Solano, 
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ni de Iriondo representado por Ortiz, ai tampoco de Santa Cruz. 
(Diligt icia de fojas 289 a 298). 

Muert ya 1). Pedro Pablo Santa Cruz, uno de sus hijos ven- 
dió i D. ¿wé Lopn una fracción del campo comprado á los 
be red eres u\ Candioti, fracción que fué medida por el agri- 
mensor Triaca en 1863, dándole por límite sud con el campo 
de Doña Dolores 'andioti de Crespo, la linea señalada con mo- 
jones' de hierro, si > que Don Antonio Crespo que estuvo re- 
presentado en ^sta operación, s«; manifestase disconforme 
ton ella. 

Cuatro anos después» en 1807, el mismo agrimensor Triaca, 
comisionado para medir el ea-npo de Santa Cruz, practicó la 
operación llevándola más al su, 1 de la linea que amojonara 
Souvignes en 1858, por creer que u>1ia línea no dejaba á los 
Santa Cruz toda la área comprada á lo¿ herederos de Candioti, 
lo cual dió lugar á que Ü. Antonio Crespo presentase una pro- 
testa en que decía que « como su campo fué mesurado y amo- 
jonado por el Presidente de la romuion topo^ntíit,. I>. Cárlos 
Souvignes, de órden del Gobierno, cuya operación fué U| *obada 
por éste, tejos de concederle á Triaca la facultad para traspa¿ *r 
dicha línea como lo ha hecho, venía á protestar, foja 282 vuel- 
ta, a foja 283 y diligencia de f„. 

En 1872 D, José M. Ortiz, cesionario de los derechos de D i- 
na Petroua Candioti, se presentó al Gobierno pidiendo rectifica- 
ción de la mensura de Souvignes tan soloá la parte sud y este 
sin hacer observación de la parte norte en que estableció la 
línea de deslinde con Santa Cruz, fojas 310 y 31 !. 

Nombrado el agrimensor Martínez para hacerla rectificación, 
este apartándose de los términos de la solicitud de Ortiz, llevó 
también la mensura á la parte norte y designó como barra del 
« Guayquiraró > sobre el Paraná, un sitio mis al sud del lijado 
como tal por Triaca, y turnando esta barra como punto de 
partida para medir el frente del campo de Santa Cruz proyectó 
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una línea de deslinde con Crespo que terminaba en c La Muía ■ 
mucho más al norte que ta de Souvignes, lo que origin6 una 
protesta de los poseedores del campo de Santa Cruz. 

El Departamento Topográfico informando sobre esta mensura, 
combate extensamente la interpretación que Martínez da al 
título de Santa Craz y termina aconsejando se desapruebe el 
límite norte que este establece, fojas 128 sí -137, y proyecta otra 
más al sud todavía de la línea amojonada por Souvignes, dando 
por lo tanto, mis campo a San tu Cruz que el qoe esta le daba, 
plano de f... 

intimamente, en 1881 1». José Kermudez, en representación 
de la demandante señora Dolores (\ de Crespo, pide al Gobierno 
se rectifique la mensura de So o vienes dentro de los mojones 
lijados por éste, foja 323, 

Ejecutada la operación por el agrimensor Caminos sin otra 
alteración á la de Souvignes que la variación de la línea divisoria 
de las dos fracciones que se repartieron entre las hermanas Do- 
ña Dolores y Doña Petrona Candioti, fiu" aprobada ron el acuerdo 
de la interesada. 

El campo que posee el demandado D. Federico González fué 
vendido por D. Martiniano Santa Cruz en su carácter de hijo 
y heredero do D. Pedro Pablo de Santa Cruz á D. Isidoro Do- 
mínguez en 14 de Julio de 1850, foja 112. Esto, en Agosto de 
1872, vendió á D. Gregorio Farera una parte compuesta de cua- 
tro leguas cuadradas, quien declara haber hecho la compra en 
común con González y lo reconoce como propietario de la mitad, 
foja 83. Los herederos de Parera en 5 de Jimio de 1884 ven- 
den á González las otras dos leguas que pertenecían á aquel. 

En Diciembre de 1872 Domínguez arrendó á Muniagurria otra 
parte del campo de Santa Cruz, situado éntrela línea de Cres- 
po por el sud, « La Mulu > por el norte, al oeste * La Muía 
Chica » y ai este « Las Achiras >. 

Muniagurria compra á Domínguez en Julio de 1881 una legua 
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cuadrada del campo arrendado y éste la transfiere á González en 
siete de Agosto de 1883; y en el mismo mes González compra 
á Domínguez el resto del campo compuesto de dos leguaa y seis- 
cientas cuadras cuadradas, asignándosele como límite sud, la 
línea amojonada de la testamentaría de Crespo, con lo que Don 
Federico González adquirió la totalidad de la parte de cam- 
po que D, Martiuiano Santa Cruz vendiera á Domínguez en 
1850. 

El resultado de la pericia es el siguiente: 

El agrimensor Martínez turnando el arrojo * Balado > como 
la continuación del - Tacuaras», mide la distancia cutre la toca 
de aquel arrojo jel punto que él denomina * Harra del (iuaj- 
quiraró > } y es el en que las aguas de este arrojo después de 
recorrer unidas coa las del * f orrientecito i un trajectu de 
norte á sud, entran en el Paraná, y tomando esta distancia 
como media del frente oeste del campo de Santa Cruz la trans- 
porta al arrojo c y.ula » para determinar el frente del Este, no 
en dirección paralela al frente oeste, siti6 siguiendo la dirección 
de este último, a rroyo; une después el extremo sud de esta me- 
dida con el origen del < Tacuaras » y determina así el deslinde 
de Santa Cruz con la señora Candioti. Este deslinde deja á fa- 
vor de la última un triángulo que según la línea de Souvignes 
forma parte del campo comprado por Santa Cruz, 

El mismo hace otro estudio que consiste en medir la distan- 
cia entre la barra dicha del ^ Guajquirar¿ » y el extremo oeste 
del « Tacuaras >, transportándola como la anterior al * Muía % y 
uniendo su e%tremosud también con el origen del * Tacuaras» 
para establecer el deslinde. Esta segunda operación deja como 
la primera un triángulo a favor de la sen «ra Caudioti respecto 
del deslinde de Souvignes. 

El tercer estudio de este agrimensor, consiste en buscar la 
distancia del término oeste del mismo arroyo * Tacuaras a al 
c Guyquiraró » en dirección sud -norte, repitiendo con esa me- 
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dida las mismas operaciones anteriores. La línea sud que en- 
cuentra por este medio, se aproxima másá la de Souvignes, pero 
siempre quita al campo de Santa Cruz, una parte del que le 
asignaba esta última. 

El agrimensor YidaecK-a, en desacuerdo con Martínez, procura 
encontrar la distancia entre el «Tacuaras » y el « GuayquiTa- 
rú»,que según la escriturado venta Jebe dirigir la meiifura del 
deslinde del campo de Pauta Cruz, levantando dos líneas para- 
lelas con rumbo norte, desde los extremos del arroyo > Las Ta- 
cuaras > hasta el rio c Guayquiraró», elevar las partes de los 
dos arroyos comprendidas entre las paralelas y transformar el 
polígono así formado en un paralel6gramo rectángulo, de igual 
superficie, dándole por base la distancia de uno á otro extremo 
del « Tacuaras a ¡ y tomando en seguida la altura de este para- 
lelóla mo como la distancia media exacta entre los dos arroyos, 
mide una igual á partir de la barra de < La Muía* con rumbo 
sud, para igualar el frente al este, l'ne en seguida el extremo 
sud de esta línea con el origen del < Tacuaras » para trazar la 
del deslinde que la prolonga basta • La Muía », 

Kste deslinde difiere poco di-1 de Souvignes; y, al contrario 
que los de Martínez, quita una porción del campo que según la 
línea amojonada pn existente, pertenece á la señora Candiotu 

La prueba testimonial corre de f... y la de posiciones á f.., 
Y considerando : 

Qne no obstante insistir la parte demandante en la incompe- 
tencia de este Juzgado y manifestar que el pleito no debía prin- 
cipiar por la copia de la demanda presentada en el Juzgado de 
la provincia, ha aceptado sin embargo, la discusión d-> la cues- 
tión en el fondo, sin recurrir de las providencias respectivas. 

Que el demandado ha discutido asimismo la cm^tion princi- 
pal con toda extensión, rindiendo la prueba qne ha creído ron- 
venirle, y dándose cuenta clara de la cosa demandada, segun se 
infiere deesa prueba y de su alegato final, por loque el juz- 
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gado no debe entrar á considerar ta escepcion de defecto legal 
en el modo de proponer la demanda, deducida al contestar el 
traslado de esa, mayormente existiendo loa elementos de deci- 
sión necesarios. 

Que en cuanto al fondo de la cuestión, dada la acción instau- 
rada, los antecedentes que obran en autos y la confesión que 
hace U demandante de haber vendido ella y su hermana Doña 
Petrona Candioti á D. Pedro Pablo Santa Cruz una fracción 
del campo que heredaron de D. Francisco A. Candioti, del que 
se dice forma parte el que posee el demandado, ella queda re- 
ducida á lo siguiente: si el campo vendido f ué deslindado legal- 
mente del que se reservaron las vendedoras ; y en caso contrario, 
i'uál debe ser la linea separativa ; y si según esta ó .se^'un el 
deslinde preexistente el que posee D, Federico González perte- 
nece en todo ó en parte á la d - mandante. 

Es evidente que las herederas d*? Candioti al solicitar la men- 
sura que practico Sou vienes en 1858, se propusieron también 
deslindar el campo que ellas habían vendido antes á Santa 
Cruz, del que se reservaron del título general; pues esa meu- 
sura fué pedida con el fin principal de dividirse este último 
entre las dos hermanas Doña Petrona y Doña Dolores Candioti, 
por haber vendido la primera en el ano anterior sus derechos á 
D. José M 1 Ortiz y ser necesario liquidar el precio de esta ven- 
ta; y esa división no pedia hacerse sin antes separar por el 
deslinde el campo vendido á Santa Cruz. Así, pues, la resolu- 
ción de dividirse, envolvía neei sanamente la de deslindar. 

Fué por esto que Souvjgnes de acuerdo con los esposos de las 
interesadas trazó y amojonó la linca que partiendu de la barra 
del arroyo * Salado * en el Paraná j pasando por el * Tacuaras > 
termina en el * Muía », denominándola, deslinde Norte. (Dili- 
gencias de mensura, foja 202). 

Es asimismo maniliesto que las herederas de Candioti, y es- 
pecialmente la demandante, aceptaron este deslinde. La fijación 
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de mojones de hierro para perpetuarlo y la conformidad en que 
se les dividiese en partes iguales el campo que se extiende ai 
sutl de dicha línea como único que les pertenecía, son hechos 
que lo demuestran ; y actos posteriores de las mismas interesa- 
das lo confirman. En efecto, D. Antonio Crespo, esposo de la 
demandante, plenamente autorizado por ésta, fojas 380 á 385, 
en 7 de Agosto de 1867, protesta contra una mensina de Triaca 
por haber pasado con ella al sud de la línea do deslinde de Sou- 
rigues fundándola en que esc era el limite norte de su campo 
(foja 282). D. José M. Ortiz, cesionario di: los derechos de Doña 
Petrona, respetando también esta línea como límite norte, pide 
en 1872 la rectificación de la mensura de Soimgnos; tan soto 
en la parte sud j este f... La misma demandante en 1881, 
gestiona también la rectificación de esa mensura, pero dentro 
de los mojones íijados por Souvigncs ; y practicada la rectiíica- 
cion sin alterar el deslinde norte que este hizo, la operación 
fué aprobada previa conformidad de la interesada, fojas 323 
á327. 

El comprador y sus sucesores á su vez convinieron cu que 
este fuese el deslinde, por el sud, del campo comprado. Así se 
deduce claramente de su actitud en los veintiocho años corridos 
desde que se lijaron los mojones separatorios de ambos campos, 
durante los cuales los sucesores de Candioti han hecho públicas 
manifestaciones de tenerlos como su limite norte, sin que 
aquellos hiciesen una protesta ni gestión que revelase sn dis- 
conformidad, á pesar de tratarse de un hecho sobre el cual de- 
bieron pronunciarse por el gravamen permanente que impone. 
Y lo demuestran actos directos que no los habrían ejecutado 
si nú en esta conformidad, tales son : la mensura de la fracción 
de campo comprada por l). José López á D. Felipe Santa Cruz 
sucesor de D. Pedro Pablo, practicada en 18G3, la queda como 
límite sud del campo y junto al arranque de la operación, los 
mojones de hierro de la línea divisoria con Crespo, fojas 391 á 
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405; el contrato de arrendamiento celebrado en 1872 por 
D. Isidoro Domínguez, sucesor de Martin Santa Cruz, con 
l). Ventura Muniagurria, en el que se dú también como límite 
sud del campo arrendado Ja linea del de Crispo, foja 597, y la 
renta que el mismo Aluniagurria, adquirente de una parte de 
los derechos de Domínguez, tace á González en 188!, antes de 
la iniciación del pleito, en la que se establece esa misma línea 
como límite sud del ampo vendido, foja 58C. \ no debe tenerse 
como contraria a esta manifestación de voluntad, la transgre- 
sión de esa línea por la mensura do Triaca de 1807, pues no 
consta que ella fuese autorizada ni sost-nida por Santa Cruz. 

Esta serie de actos, producidor de tiempo en tiempo, por ven- 
dedores y compradores, sin contradicción, son una prueba legal 
de que unos y otro, consintieron entem-r como deslinde eomun T 
el practicado por Souvignes á que se ha hecho repetidas refe- 
rencias. (Arts. m5ylU4i f Código Civil). 

Esto establecido, ellos y sus sucesores están obligados & res- 
petar ese deslinde según la ley i\ título 1", libro ÍO, Xoví>¡ma 
Recopilación, de perfecta aplicación ¡í ese acto por haber ocur- 
rido mucho antes de ta vigencia del ac tual Código Civil, en la 
cual establece terminantemente que en cualquier manera quo 
aparezca que uno se quiso obligar á otro, quede obligado sin 
necesidad de formalidad alguna. Y no puede objetarse que el 
deshnde es un acto complementario del contrato de venta de un 
inmueble, porque la misma legislación vigente en la época en 
que él tuvo lugar, no exige la escritura pública para la validez 
de la venta de inmuebles, bastando el consentimiento de los 
contratantes acerca de la cosa vendida y del precio, según se 
deduce de los términos generales de la ley 6<\ título 5% partida 
5% y lo tiene declarado la Suprema Corte en su fallo tomo 13 
página 368, serie 2\ 

Pero, aparte estas consideraciones, y suponiendo que los actos 
enunciados no constituyesen una verdadera convención capaz 
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de producir obligaciones eíicaces entre vendedor y comprador, 
si hubo oscuridad en el contrato de venta en cuanto a h ma- 
nera de determinar el límite sud del campo vendido, esa oscu- 
ridad desapareció en presencia de esos actos del vendedor, 
porque ellos son la interpretación grííica de su intención ■ n 
esta parte del contrato dada por su mismo autor, según la 
regla consignada en el Digesto Humano é incorporada á nuestra 
jurisprudencia por la Suprema Corte en sus fallos, serie 2", to- 
mo 4°, página 120 de que los hechos de los contratante, poste- 
riores A la celebración del contrato, sirven deb-.se para inter- 
pretarlo. 

Por consiguiente, es inútil entrar á considerar los informes 
de los peritos agrimensores en cuanto proyectan lineas de des- 
linde, las que siendo diferentes de la amojonada en 1858. que 
tradujo en el terreno la intención de los contratantes, son con* 
trarias al contrato mismo. 

Esto establecido, y no habiéndose probado que González posea 
campos de la demandante por no haberse probado que los posea 
al sud de la línea que deslinda las propiedades de uno y otro, 
ni de otra manera, resulta qih' la acción deducida no ha sido 
legalmente Justificada, por lo que es también innecesario pro- 
nunciarse sobre la exn'pcion opuesta subsidiariamente á la 
demanda; 

Finalmente, si los razonamientos que preceden, fuesen incon- 
sistentes y el deslinde de Souvignes careciese de valor legal, 
resultaría que nunca se hizo deslinde y por lo tanto, existiría el 
condominio éntrela demandante y el demandado, como sucesor 
en parte de lo* derechos de Santa Cruz, arlú-ulo 27 4Ü, Código 
citado, y entonces la acción de reivindicación del primero que 
no alega estar del todo desposeído del campo indiviso, dirigida 
contra el segundo, sería improcedente, por no poder un condó- 
mino Míiuücar una parte material y determinada del bien 
indiviso, articulo -UVT9, código citado, y menos aún contra su 
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condominio, argumento del artículo 2680, Código Civil citado; 
y porque sería imposible determinar la cosa reivindicada con 
la precisión que la ley esige. 

Por estas consideraciones y en conformidad á ia ley i', título 
I4 t partida 3", declaro á D. Federico González absuelto Je la 
demanda, con costas, y notiííquese con el original. 

M. de T. Pinto. 

Ll parte de Ci0Bpú interpuso los recursos de apelación y 
nulidad, que le fueron concedidos libremente. 

Kspresando agravios, pidió se declarase nulo lo actuado en 
i* instancia, en caso contrario se revocase el auto apeado, y 
se nombrara un agrime nsor cstrnño á lus intereses locales para 
ubicar ti título de Santa Cruz, teniendo en vista las ni -nstiras 
de Martin 'Z y IWgocUea, comprometiéndoselas partes ¿some- 
terse al resultado de eat* operación. 

Dijo ; que lo actuada urn nulo, porque el juez había desnatu- 
ral izado la de mand¡» un binaria que era una acción conjunta 
contra siete poseedores, para convertirla en demanda contra 
1). Federico González, y constituir asi su competencia por razón 
de distinta nacionalidad de las partes. 

Qut! la acción era conjunta, porque su objeto era reivindicar 
una propiedad rural poseída por siete i crsonas, sin que fuera 
posible determinar la porción que cada una ocupa, y en tal caso, 
aunque no hay un artículo categórico, aplicando por analogía 
lo dispuesto p vr el artículo 10 de la ley de competencia de los 
Tribunales Nacionales, t*l conoc-imi* oto de la cuestión corres- 
pondía al juez local, que era el compílente para los otros seis 
demandados. 

Apoyó esta conclusión en lo resuelto por la Suprema Corte 
en el fallo 74, pápina H6, tumo 8% serie 2\ 
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Que no siendo competente el Juez Federal, lo actuado ante él 
era nulo, como lo había resuelto la Suprema Corte en el fallo 
tomo 1% sorie2», página ill, sin que importe que las partes 
hayan consentido su jurisdicción, pues la jurisdicción federal 
es improrogable. 

Fallo de Ib N prema Corle 

Ilu^rios Aires, Febrero 9 de l&fifl. 

Vistos : Resultando acreditado el fuero federal por la diversa 
nacionalidad del demandante y demandado, y no pudieado ale- 
garse en contra, el haber éste sido demandado ante el Juez de 
Provincia conjuntamente con otros sujetos a la jurisdicción 
provincia], pues no etist" entro estos y aquel la solidaridad 
exigida por el artículo diez de la ley sobre jurisdicción y com- 
petencia de los Tribunales nacionales, y habiéndose declarado 
por esta razón, incompetente respecto del demandado el Juez do 
Provincia, según consta de la resolución de foja cnarcnta y 
cinco vuelta; se declara no haber lugar al recurso de nulidad 
interpuesto contra U sentencia deünitiva de foja seiscientos 
seis; y en cuanto al fondo de la demanda, se confirma por sus 
fundamentos y con costas dicha sentencia. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

RENJAMLIS YICTOMCA. — U LADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO IBARGtlVE». 
— SALL'STÍAHO J. ZAVALIA. 
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Don Siiveno Amallo, contra DoftaZenoviaS. de Ahumada; 
sobre escrituración de una venta. 



Sumario.— Es nulo el contrato de venta de una propioda 
hipotecada y común, hecho aiu mención del gravamen y sin c< 
nacimiento de torios los condominos y del acreedor hipotecan- 
y no es lícito pedir su escrituración. 



taw.-En 6 de Mayo de 1887, Don Silverio Amallo, espuso - 
que habiendo comprado la finca denominada *De Abajo, á Doña 
ZenoviaS. de Ahumada, por intermedio de su apoderado Doctor 
Don Guillermo Correa, y negándose dicha señora á otorgarle la 
escritura, venía ¿ demandarla para que fuera condenada á su 
otorgamiento. 

Dijo : que el dia 3 del mes de Mayo se firmó el boleto y en la 
noche del 5, al firmar Ja escritura, la señora pretendió cercenar 
parte délo vendido, por cuya razón se había negado el deman- 
dante íí f¡rm:i ría. 

Se acompañó á la demanda el siguiente boleto : 
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lloleto de compromiso 



Los abajo timados hemos convenido en el siguiente contrato 
de compra-venta obligándonos á eli-varlo á escritura pública. 

I o Correa vende al señor Amallo la finca denominada «De 
Abajo» y sita en la Concepción, á nombre de Doña Zenovia S. 
de Ahumada, según autorización presentada, al comprador. 

2* Amallo abona la cantidad de trece mil quinientos pesos 
moneda nacional. 

Cala moren, Mayo 3 do i 887. 

Guillermo Correa,— Silver io Amallo. 

Conferido traslado de la demanda, la señora de Ahumada, pi- 
dió su rechazo con costas. 

Dijo: que por muerte de su esposo se inició el juicio testamen- 
tario para el cual diú poder general al Doctor Don Guillermo 
Correa. 

Que aquel dejó cuatro hijos, tres mayores, de los que uno tam- 
bién diú poder á Correa, y dos á un señor Salado; y uno menor 
representado por un tutor especial. 

Que todos los bienes inmuebles estaban afectados á favor del 
Banco Nacional por un crédito de consideración, y existían ade- 
más contra la testamentaría varios otros eruditos que se estaban 
cobrando. 

Que pidieron y obtuvieron del Juez de la sucesión, la autori- 
zación para vender privadamente los bienes que fueran necesa- 
rios para cubrir el crédito del Banco; y la señora dijo al Doctor 
Correa que ofreciera por los diarios la venta de una de las fincas, 
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la denominada «De Abajo., dándole una automación suscrita 
por ella, que el Doctor Correa le pldtt, como necesaria 

El Doctor Correa le ll«6 al dia siguiente una cupia.lc aviso á 
publicarse, con cuya redacción no osturo conforme. 

Al día siguiente se presentaron á s „ casa el señor Amallo el 
doctor Correa, un escribano y dos testigos con una escritura 're- 
dactada para firmar, por ta que «parecía vender la anunciada 
finca i os señores Correa, Amallo en sociedad, no figurando en 
Ja escritura los demás interesados. 

Que ella se negó i snscribirla, declarando que con nadie había 
pactado lo en ella estampado. 

Que así los hechos, resulta que ella no había dado, ni podido 
dar al Doctor Correa autorización para vender la linca, que era 
común no |. s cinco coherederos de Ahumada, y para cura venta 
habría necesitado del poder en forma de los cinco; y por ¡o tanto 
o Doctor ( orrea no había podido celebrar con el señor Amalló 

Que además en la escritura que se le presentó á firmar B ea . 
raban como compradores en sociedad, el señor Amalloy el' Doc- 
tor Correa, resultando así quo el boleto do foja 2 qnedaba sin 
efecto y que el contrato contenido en la escritura era nulo, por 
ser prohibido a un apoderado comprar los bienes do cuva venta 
cstaencargado(«rt.l:i6l.inc.*'.delCúd Civ) ' 

Dentro del término de P ru,ba. se presentó por ¡a demandada 
«mil de la esentura redactad, por el escribano Berrendo, fecha T, 
de Mayo de ,887 en que se dico ,.. compareció Doña /enovia 
balas de Ahumada por sí y como administradora judicial de los 
bienes de la testamentaría de Ahumada, y como tutora del me- 
nor Don M.gnd Ahumada, la que estimando ¡a ventaja „„, ) c 
resultaba en vender una de las propiedades de la tcstamonUrii 
había resuelto enajenar en virtud do los títulos judinalcs que 
tiene, y vende la fincadenominada .Deabajo. álos señores Ama- 
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lio y Correa ea 13.500 pesos, con más un alambique y unas ti- 
najas do barro para fermentar, con toda la agua y demás accio- 
nes que tiene, con sus usos, etc M con escepciondo la cosecha de 
este año, siendo i cargo de los compradores el pago de los dere- 
chos de escritura y de contribución directa. 

En la escritura se insertan I o el auto del Juez de la t^tamen- 
taría,de 27 de Octubre de 1885, nombrando á la Tiuda como 
administradora do los bienes hereditarios, mientras durase el 
inventario y liquidación de los mismos; 

2" Una petición de la viuda y demás herederos, esponiendo 
que los bienes raice* están gravados por una hipoteca a favor 
del Banco Nacional, y solicitando la autorÍ2acíon para liquidar 
la deuda del Banco Nacional, y vender los bienes que crean 
necesarios para pagarla ; 

3 o El auto de 10 de Marzo de 1887 del Juez de la testamenta- 
ría, declarando que puede venderse en privado los bienes de la 
referencia; 

4 a El boleto de alcabala para el año de 1887, certificando la 
entrada de 270 pesos monada nacional recibidos de Doña Zenovia 
S. de Ahumada, por derecho de alcabala del principal de 13.500 
pesos moneda nacional, en que ha vendido á Don Silverio Amallo 
y Don Guillermo Correa, como administradora de la testamen- 
taria Ahumada, la finca llamada <De Abajo*, fecha 5 de Mayo 
de 1887 ; 

5" El boleto de la oficina topográfica sobre la ostensión y lími- 
tes de la propiedad vendida. 

Fallo del Juez Federal 

Catamarán, Julio 27 de 1887. 
Vistos : estos autos seguidos por Don Amadeo Barros, en re- 
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presentación del Tice-cónsul de España Don Silverio Amallo, 
contra Doña Zenovia Salas de Ahumada, de esta naturaleza y 
vecindario, representada por Don José M* Figueroa, sobre otor- 
gamiento do una escritura de venta de la linca denominada «De 
Abajo», en el distrito de la Concepción, perteneciente á la 
testamentaria de su «nado esposo Don Bernardíno Ahumada, 
de los cuales resultan los hechos siguientes; 

1* Encontrándose gravados cora hipoteca especial los bienes 
raices de la testamentaría, por una fuerte suma que adeudaba 
áesta sucursal del Banco Nacional, la demandada y demás here- 
deros del finado, solicitaron y obtuvieron deí Juzgado Civil de 
la provincia, la correspondiente autorización para vender extra- 
judicialmente, cntn> otras propiedades, la finca antes menciona- 
da, hasta chancelar el crédito del Banco, y proceder en seguida 
a la liquidación y partición de los demás bienes hereditarios. 
Escritura de fojas 20 ¿31, actuaciones de f..j a 1 10 á foja H9, ¿ 
informes de fojas 122 y 120, 

2 o Al efecto, la demandada como coheredera y administrado- 
ra de dicha testamentaría, encargó á su apoderado general Doc- 
tor Don Guillermo Correa, para que publicase avisos proponien- 
do en venta la enunciada linca y le buscase comprador di- la 
misma, quien habiéndolo encontrado, recabó y obtuvo de su co- 
mitente, autorización por escrito para venderla por la cantidad 
de trece mil quinientos pesos, con fecha dos de Mayo último, la 
que le fué retirada ó modificada al dia siguiente. Posición i\ á 
fojas 65 y 60 vuelta, documentos de fojas 72 y 73, con su reco- 
nocimincto ú foja 83 y poder <Je fojas 74 á 76. 

3" Esto no obstante, el Doctor Correa ajustó el contrato que 
aparece fechado en el mismo dia tres, con el demandante señor 
Amallo, en los términos déla autorización, con cargo de elevar- 
se á escritura pública, sacando en seguida el correspondiente 
boletode alcabala que puso en manos del escribano Berrondo, 
para que la estendiese en la forma convenida, lo que esteefec' 

T. V 

13 
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tuó recién el cinco del mismo Mayo, pero con la diferencia de fi- 
gurar como comprador el mismo Doctor Correa, asociado con 
Amallo, prúvio conocimiento dado por aquel á la señora su co- 
mitente. Documento de foja 2, escritura citada de fojas 26 á 
al, informe de fojas 62 y 03 y posiciones 5* á7 n , con sus res- 
puestas A fojas 65 y 67 vuelta. 

A c Reunidos con tal motivo en casa de esta, el mismo dia cin- 
co al anochecer, el escribano procedió á la lectura do la escritura 
para su lirma; la que no se efectuó á causa de ser observada en 
varias de sus cláusulas por una y otra parte, muy especialmente 
sobre el agua de turno perteneciente á la finca «De Arriba», y 
que solía destinarse- accidentalmente al riego de la otra; conclu- 
yendo por retirarse en completo desacuerdo subre el particular, 
no obstante los esfuerzos que se lucieron para inclinarlos á acep- 
tar un temperamento medio, que se consignó en párrafo adi- 
cional, lo quüdiópor resultado la ruptura de toda negociación 
al respecto por parte de la señora y originó este pleito. Deman- 
da de foja 3, y su contestación á foja 12, escritura 6 infor- 
me ante citados; declaraciones de Valdéz y Narvaez, á fojas 77 

y 8-4, id. 89 ¿91. 

Y considerando : 1" Que del tenor de la misma escril ura de fo- 
ja 26 y demás antecedentes de su referencia ya enunciados, se 
evidencia que este contrato se había celebrado en contraven- 
ción manifiesta tanto á las bases como á las formas sustanciales 
del mismo, puesto que nada se había arreglado definitivamente 
sobre el agua de turno destinada al riego de la otra finca de la 
Concepción, denominada «De \rriba>» ni habían intervenido en 
el contrato los demás condueños de aquella propiedad, ni aún se 
había hecho mención de ningún gravamen, ó por lo menos du- 
dóse conocimiento al acreedor hipotecario de la misma, todo 
ello en violación de las terminantes disposiciones de los artícu- 
los 1137 y 1161, 1323, 1329, 1331 y 3162 del Código Civil. 

2 o Que tales transgresiones a la ley, traen consigo la nulidad 
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del contrato y da consiguiente ninguno de 5 us infractores puede 
murante los tribunales á exigir su cumplimiento de la otra 
parte contratante «giin resttlWe los artículos 1161 1320 
1331 j demás citados del mismo (Vjdigu. 

3' Que í lo antedicho tampoco se opone la existencia del po 
f*WfÜ Je foja 74, dudo al Doctor Carrea p.r la señora viu- 
da del finado Ahumada, por sí, en representación de sn hijo 
menor Don Miguel Ahumada, y eu .1 carácter de alustrado- 
mjtultaaldelo* bienes de la sucesión, ya porque en aquel no 
figura la facul.ad egresa y especial para la renta de la finca 
como porque, aunque figurase, seria insubsistente, por cuanto 
«ta tampoco podría como tal administradora, conferir faculta- 
de, de que ella misma careció como es de verseen ios artículos 
mu 1331 ya citados jIosttfiM, 187- 1880V 1881, inciso 7- 
del '.udigo citado. 

* Q«« por otra parte, es asimismo digno de mencionarse 
una .otra de tantas ¡regularidades cometidas en este contrato 
cual os la do que el m¡»mo apoderado ó encargado de la deman- 
dada para la venta do la linca, aparezca asociado en la compra de 
eda juntamente con el demandante, sin haberse recabado tara- 
poco paella el consentimiento ni aún dádosele conocimiento 
alemas condueños, contraía prohibición espresa del ar.fcn- 
lo 136), inciso 4", del Código citarlo. 

5" Que con lo anteriormente espuesto, se hace por lo demás in- 
necesario entrar á averiguar si realmente mediaron 6 n o la ** 
«^Hm.tRgaSojtimmUfim^, vician los contratos á (M 
igualmente so ritiere el apoderado do la demandada tonto en 
sus alegatos como en la prueba testimonial ha producido á 
los unes de los artículos 932 v 933, 937 j 959 del Código men- 
cionado. 

Por tanto, y omitiendo otras consideraciones, fallo absolvien- 
do de la presente demanda á la señora DoñaZenoviu 8. de \hu- 
mada, con especial condenación eu costas á la parte de su de- 
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mandante señor Amallo, á quien por lo demás, se le impone per- 
petuo silencio sobre el particular. 

Hágase saber con el original, Tepóngansé los sellos, y opor- 
tunamente desglósense y deuiélvansc los documentos exhibidos, 
dejando constancia en autos. 



Vistos: por sus fundamentos, se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja ciento cincuenta y siete. 




Fallo de la Suprema lorie 



Dueiio-i Ainis, Febrero 9 ISSiJ 



Repuestos los sellos, devuélvanse 



BEISJAMIN VICTOIUCA . — ( LADIS- 
LAO FRIAS. — FEDERICO IBAR* 
tií'REN. — SALL'STIA>0 J. ZAVA- 
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h.Mcclo Loizaga contra el Dr. //. Felfa A. Itemtez, sobre es- 
crituración de un contrato. 



Sumario. — En los contratos bilaterales, una de las partes ó 
su cesionario, no puede demandar su cumplimiento, sino lo hu- 
biere ella cumplido ti ofreciere cumplirlo. 



Caso. — D. Xiceto L-dzaga se presentó ante el Juzgado es- 
poniendo;: que en 30de Abril de 1880 el Dr. Iknitez obturo del 
Gobierno Nacional, una concesión de 40. í 100 hectáreas ¡i in- 
mediaciones de la Colonia Utuistcnci», comprometiéndose á 
cumplir las obligaciones que establece la ley de colonización. 
<¿ue en estas condiciones, el Dr. Benitea celebró con J), Dun- 
can L. Wagner, el contrato que acompaña y por cuja clausula 
7» se obligó á elevarlo á escritura pública en el plazo de tres 
meses. Que con fecha 23 de Agosto del 80, Wagner celebró con 
él (Loizaga), una sociedad á objeto de dar cumplimiento á las 
obligaciones que el anterior contrato le imponía; sociedad que 
se disolvió en 6 de Abril de 1887, qu, dando el ac tivo y pasivo 
* cargo esclusivamente suyo, y por tanto, el cumplimiento del 
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contrato con Benitez. Que no habiendo podido conseguir que 
este elevara á escritura pública el contrato, formuló la protesta 
que acompaña, y lo demanda para que se le obligue á hacerlo, 
condenándosele eu las costas. 

Acompañó el demandante: í° Un proyecto de contrato en 
forma privada, celebrado entre él y el actor, con fecha 9 de 
Agosto de 1880, Por ét t el Dr. Benitez cedo á Loizaga la mi- 
tad de su concesión On el Tragadero, obligándose este ;i intro- 
ducir 125 familias estnmgeros en el término de cuatro anos á 
contar desde la terminación de la mersura y sujetándose á las 
prescripciones de la ley de colonización. El artículo 5" del con- 
trato, dice lo siguiente : * El señor Wagner se compromete á 
dar principio á los trabajos de colonización, en el termino má- 
ximo de dos meses»* Y el artículo 7 o dice así: * Dicho contrato 
será elevado A escritura publica en un plazo que no exceda de 
tres meses á contar desde la fecha ». Al pié del contrato h:iy una 
nota que dice: « Transfiero, á mi cx-socio Níceto Loizaga todos 
los derechos que rao pertenecen en virtud del presont" contrata- 
Chacarita, 3 de Agosto de 1887. Duncan Wagner.* 

2° Un contrato de sociedad en forma pública por el término 
de diez años, celebrado entre el mismo demandante y D, Dun- 
can Wagner, con fecha 23 de Agosto de 1886, para el estableci- 
miento y esplotacion de la Colonia «Presidente Juárez», en el 
campo conocido por del Tragadero. El capital fijado fue de 
40.000 pesos, que introducirían los socios por partes iguales» 
avaluándose los derechos de Wagner en la concesión, en 16.000 
pesos. 

3° Una escritura pública de fecha de Abril de 1887, en que 
Loizaga y Wagner declaran disuelta la sociedad mencionada, 
quedando el activo y pasivo á cargo dtl primero, así como el 
cumplimiento del contrato de Wagner con el Dr. Benitez. 

4° Una protesta formulada ante escribano público en i6 de 
Agosto de 1887 por D. Xiceto Loizaga contra el Dr. Benitez 
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por los perjuicios que le causa la demora en Ja escrituración 
del contrato y el haber dicho Dr. Benitez, celebrado con otros 
un nuevo contrato con el mismo objeto. 

A pedido del demandante, se embargó preventivamente la con- 
cesión hecha por el Gobierno en favor del Dr. Benitez. 

Corrido traslado de la demanda, la contesta don Francisco 
ilaroni, por el Dr. Benitez, pidiendo que se la rechazara con 
costas. 

Dijo : rpp para cumplir un contrato de colonización celebrado 
con el Gobierno, el Dr. üenitez hizo con 1). Duncan Wagner el 
presentado poi el actor. Que en lugar de comenzar Wagner los 
trabajos de colonización en el término fijado en el artículo 5" 
del convenio, para poder exigirla escrituración convenida en el 
artículo 7" del mismo, trabajos que son los especificados en el 
artículo 83 déla ley de Inmigración y Colonización y que de- 
bían servir de garantía al Dr. Benitez de que se pensaba cum- 
plir lo pactado íart. 6 o ), estableció con mucho ruido nn alma- 
cén y tienda en los terrenos de la concesión, con eí único 
propósito de negociar con 400 ó 500 peones de los obrajes adya- 
centes y ¡i eso liamú colonia t Presidente Juárez ». 

Que ia Sociedad celebrada con Loizaga, y en la cual, lo que 
se destina para colonizar no basta para pagar la mensura, re- 
vela que la intención no fué otra que la de lucrar con el alma- 
cén. Que después de algunos dias Wagner abandonó la titulada 
colonia para no volver mas, faltando así al contrato con Beni- 
tez; y ahora anda prófugo de la cárcel de Corrientes, donde 
entró por delito de falsificación. Que el administrador que, a! 
retirarse Wagner, dejó en el almacén, hizo dos ó tres ranchos 
de paja y barro, ó hizo cortar algunos miles de ladrillos que 
nunca se pagaron á su dueño; pero como le faltase dinero, en 
Junio abandonó también el negocio dejándolo al cuidado de un 
peón puesto y pagado por Loizaga. Que Wagner insolvente ya 
cuando hizo el convenio con Benitez, le manifestó á este, que 
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le era de todo punto imposible cumplirlo, y que se había Tisto 
obligado á disolver su sociedad con Loizaga, porque ya no podía 
esperar nada de él, pues se negaba á entregarle las sumas que 
debía entregar mensualinente. Que en consecuencia, envió al 
Dr. Benitez su renuncia escrita, la cual jura se baila en poder 
del Dr. D. Pedro J. Sánchez, en Corrientes, y la presentará si 
se le remite en tiempo. Que en esa renuncia, Wugner conliesa 
haber faltado al cumplimiento de su obligación, atribuyendo la 
culpa de ello á Loizaga y concluyendo por dejar al Dr. lien i tez 
libre de todo compromiso. Que aceptada por este la renuncia de 
Waguer, contrató en Mayo con Masón y HubbarU, la formación 
de la colonia, á cuyo efecto, estos señores encomendaron la 
mensura al Agrimensor D. Telúmaco González, y se traslada- 
ron al Chaco; pero no pudieran hacer la mensura y ni siquiera 
tomar posesión, purgue de hecho lo impidió Loizaga, dicién- 
dose concesionario do Waguer, por cuyo motivo perdieron siete 
meses y turo el Dr. Benita que rescindir el contrato c»»u dichos 
Masón y Hubbard. Que la protesta formulada por Loizaga es 
infundada y falsos los motivos que en ella se espresan, pues des- 
de Junio de 1887 hasta el presente, no existe en dichos campos 
sino un solo peón con su familia, no hay ni una cuadra de sem- 
brado, niñada que revele la existencia de la Colonia. Que sc- 
gun lo espuesto, sostiene que ni Wagner ni Loizaga pueden 
exigir el cumplimiento del artículo 1" del convenio presentado 
con la demanda: I o porque Wagner no cumplí» con las obliga- 
ciones que le imponía el artículo 5", como lo confiesa en el do- 
cumento en que envió al Dr. Ilenitez la renuncia de sus dere- 
chos (art. 1201, C. C); 2* porque tampoco las cumplió Loizaga; 
3 o porque aparte de la renuncia, esos derechos fueron aban- 
donados al disolver Ja sociedad con Loizaga, desde que el 
Dr. Benitez no aceptó ni acepta la delegación de obliga- 
ciones contenidas en la escritura de disolución (art. 814, 
C. C); y 4 o porque en esta clase de contratos una parte no pue- 
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de pedir su cumplimiento sin probar previamente que ella lo 
ha cumplido (art. 1201), 

Que suponiendo que Wagner pudiera pedir la escritura- 
ción por haber cumplido él sus obligaciones y no haber re- 
nunciado á sus derechos, la cesión hecha á Loixaga es nula : 1* 
porque Wagocr, en su calidad de socio de Bcnitez (arts. 1648 y 
49 C * C 0» no P° día CC(J er sus derechos sociales por no haberle 
sido reservada esa facultad (art. iG73); 2* porque las arciones 
fundadas sobre derechos inherentes á las personas ó que com- 
prendan hechos de igual naturaleza, no pueden ser cedidos, 
(art. U45); y la acción en este caso, se funda en derechos 
inherentes á la persona de Wagucr, porque dependían en abso- 
luto del cumplimiento de las obligaciones, que solo Wagner de- 
bía cumplir, pues el Dr. Benitez no aceptó la delegación en la 
persona de Loizaga; y en todo caso, habiéndose hecho la ce- 
sión sin la conformidad de Benitez este conserva contra el ce- 
sionario, los mismos derechos y excepciones que podía oponer 
el cedente (arts. i 459, GJÍy 74 C. C.) 



del Juez Federal 



Buenos Aires, Octubre 9 de 1888. 



Vistos estos autos promovidos por D. Niceto Loizaga contra 
el Dr. Félix A. Benitez, sobre cumplimiento de un contrato do 
los oualea resulta: 

i* Que con fecha 9 de Agosto de Í88G, el demandado Beni- 
tez celebró un contrato privado con Duncan L. Wagner, para 
efectuar la colonización de una concesión que el primero ob- 
tuvo del Gobierno de la Nación en el Chaco Austral, comprome- 
tiéndose el segundo, entre otras obligaciones, á introducir cien- 
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to cincuenta familias en el término de cuatro años y practicar 
la mensura del campo, sujetándose en todo á la ley de coloni- 
zación, mediante la cesión que bacía á Wagner en propiedad, 
de la mitad de la concesión del Tragadero. 

2" Que Wagner inmediatamente se asoció á Loizaga por con- 
trato estendido en escritura pública, para cumplir las obliga- 
cíones del que tenían con Hemtez, pero ocho meses después, 
disolvieron de común acuerdo dicha sociedad, quedando Loizaga 
á cargo del activo y pasivo de la misma y con todos sus derechos 
y obligaciones, comprometiéndose además a hacerse cargo y 
cumplir el contrato de Wagner con líen i tez. 

3° Que fundado Loizaga en estos antecedentes, se presentó 
al Juzgado, demandando en juicio ordinario á líenitez, para 
que se le obligue á reducir ;í escritura pública el contrato ce- 
lebrado con a'agnor en conformidad á la cláusula 7" did mismo, 
que establece que dicho requisito se cumplirá en un plazo no 
mayor de tres me<es á contar desde su fecha. 

4° Que Benitez contestó la demanda á foja 38, esponiendo: 
que efectivamente, se asoció con Wagner á los efectos que espresa 
el contrato acompañado á foja 1 f pero como este debía dar prin- 
cipio á los trabajos de colonización antes del 12 de Octubre de 
1886 (dentro de los dos meses siguientes á la fecha de su otor- 
gamiento, según la cláusula 5") para peder á su vez exigir el 
cumplimiento de la cláusula 7 a , relativa á la escrituración, en 
vez de ejecutar los trabajos que prescribe la ley de coloni- 
zación, estableció con mucho ruido un almacén y tienda, con el 
único propósito de negociar con cuatrocientos ó quinientos peo- 
nes de los obrajes adyacentes, á lo cual llamó «Colonia Presi- 
dente Juárez donde apenas esturo algunos dias, y luego la 
abandonó para no volver más; que el administrador que dejó 
a cargo del almacén, hizo los dos ó tres ranchos de paja y barro 
y cortar algunos miles de ladrillos que nunca se pagaron y ha- 
biéndole faltado el dinero y recursos para dar de comer á los 
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peones, abandonó también el negocio, dejándolo al cuidado de 
un peón» puesto por Loizaga; que en vista de esto, Wagner le 
manifestó (á Benitez) que leerá de todo punto imposible cum- 
plir su contrato, habiéndose visto obligado á disolver su socie- 
dad con Loizaga, pues estese había ausentado primero a Eu- 
ropa, sin dejar un representante que diese cumplimiento al con- 
trato de sociedad, y después se negaba á darle el dinero que 
debía entregarle mensualmente, enviandole en consecuencia 
(á Heuitez) su renuncia escrita n\ la que confiaba haber fal- 
tado á sus compromisos, afirmando que Loizaga t ra la causa de 
ello, y dejándolo libre de todo compromiso,— que de estos an- 
tecedentes so desprendía, que ni Wagner ni Loizaga podían 
exigir el cumplimiento del cu u trato, porque el primero no cum- 
plió las obligaciones impuestas por el articulo 5 , ni lo habían 
Lecho después ninguno de los dos; porque AVagncr en su cali- 
dad de socio del doctor Jienitez, no podía n-der su< derechos 
sociales, por no haberle sido reservada esa facultad, no siendo 
cedibles las acciones fundadas sobre derechos inherentes á las 
personas ó que se fundan en hechos di- igual naturaleza, y eu 
todo caso, tampoco pudo hacerlo sin su conformidad, de modo 
que conserva contra el cesionario los mismos derechos y accio- 
nes que podía oponer al cedentr; que la delegación de obliga- 
ciones hecha por Wagner al disolver su contrato con Loizaga, 
constituía una novación que él no había aceptado ni aceptaba, 
no produciendo más efecto que el de un aliando n o, y concluye 
en consecuencia, pidiendo el rechazo de la demanda con costas. 

5* Que recibida la causa á prnelia por el auto de foja 48 
vuelta, para que se ju^tiJique que la cesión de los derechos so- 
ciales hecha por Wagner á Loizaga, fue tiutilicada á Benitez y 
aceptada por eüte, que Loizaga ha cumplido todas lus obligacio- 
nes del contrato correspondiente a Wagner, y la renuncia hecha 
por este de BU participación en la sociedad con llenitez, se ha 
producido en el término legal, lo que espres-i el certificado cor- 
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riente á foja... sobre cuyo mérito han alegado ambas partes. 

T considerando : I o Que la acción deducida por Loizaga tie- 
ne por objeto obtener que sea reducido á escritura pública, el 
contrato acompañado á foja 1, á título de cesionario ó sucesor 
singular do los derechos y obligaciones establecidos en dicho 
contrato a favor y cargo de Wagner en ejecución de lo estipu- 
lado cu la cláusula 7 a , lo que constituye el cumplimiento de una 
obligación de hacer, según lo determinan los artículos 1185 y 
1187 del Código Civil, de modo que la primera cuestión que se 
presenta :í la consideración del Juzgado, e-i la del título en que 
el actor futida su derecho. 

2° Que el único documento presentado conestí? objeto y tam- 
bién la única prueba producida al respecto, consiste en ta escri- 
tura pública de disolución de la sociedad que formaron Wagner 
y Loizaga para cumplir el contrato con Henitez, otorgada con 
fecha C de Abril de 1887, en virtud de la cual, el último quedó 
á cargo del activo y pasivo do la referida sociedad, comprome- 
tiéndose á ctimplir las obligaciones de aquel contrato, no ha- 
biéndose probado ni intentado probar siquiera que ese acto 
fué notificado á lien i tez y que este !o aceptó. 

3" Que considerando el contrato de He ni tez con Wagner como 
una sociedad, de acuerdo con los artículos 1648 y 164Í) del Có- 
digo Civil, la cesión de derechos que envuelve ese acto, es nula 
y de nínguu valor ni efecto con respecto á él, atento lo que dis- 
pone el artículo 18, título De las leyes del Código Civil, pues 
es prohibido d los socios ceder sus derechos sociales cuando esa 
facultad no se le hubiese reservado en el contrato social (art. 
1673), circunstancia que precisamente concurre en el caso sub- 
judice de modo que el actor solo podría exigir la escrituración 
eu el carácter que le reconoce el a* tic uto 167 t, código citado, 
esto es, ú título de mandatario de Wagner, si este no hubiese 
perdido su derecho ó su calidad de socio. 

A° Que aún en la hipótesis de que Wagner hubiera podido 
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ceder ó transferir los derechos que te reconoce el contrato con 
Benitez, en manera alguna habría podido nacerlo respecto de 
las relaciones obligatorias que nacen del mismo, porque esto 
equivaldría á imponer un nuevo súcio, siendo en este caso ne- 
cesaria la voluntad espresa del consocio para exonerar al deu- 
dor primitivo j aceptar la sustitución, conforme al articulo 1071 
del Código Civil, lo que no aparece manifestado en forma al- 
guna legal. 

Según principio estricto del derecho civil romano, dice 
el autor del Código Civil en la nota al articulo I074 T no puede 
la obligación ser transferida á otra persona, porque sí se cam- 
bia uno de los sujetos en el derecho personal, el derecho no es 
el mismo, y en la nota al articulo iUb dice: «Es verdad que 
no pod i rnos ceder á otra persona las relaciones obligatorias que 
nacen por ejemplo, del contrato de sociedad, más esto depende 
' de ^ ÜQ osa!i relaciones comprenden casi siempre prestaciones 
inseparables de la individualidad de las personas interesadas», 
y es por éso que el citado artículo dispone que las acciones fun- 
dadas sobre derechos inherentes ;í las personas ó que compren- 
den hechos de igual naturaleza, no pueden ser cedidos. Un 
cambio de personas, dice el profesor Jhering, L csprit du drott 
romain, tomo 4, pá>i»a240, que implique ó contenga una de- 
legación de obligaciones, produce la extinción de la obligación 
anterior y crea una nueva, pero el consentimiento y coopera- 
ción del deudor, deben absolutamente h tervenir para operar una 
delegación activa. 

5 o Que tampoco puede sostenerse que medíanle el acto con- 
tenido en la escritura de f.»ja... ha habido la novación que 
en derecho se conoce cun el nombre de subjetiva, en virtud de 
la cnal Loizaga podría pretender ocupar el lugar de Wagner 
con relación á Benitez, pues no solamente es necesario el con- 
curso espreso de lo voluntad de los tres interesados, sinó que 
para ser efectiva la delegación se requiere además el descargo 
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del deodor por declaraqion explícita del acreedor (artículo 1275, 
Código Ciril francés; Aubry y Rau, tomo 4 o , página 219), cir- 
cunstancias que no se han demostrado. 

C° Que es por lo tanto fuera de duda, que Loizaga carece de 
título propio para demandar á Eenitez la escrituración del 
contrato de foja i, y aunque esto bastaría para desestimarla, 
dados Ion términos en que lia sido deducida la acción, es conve- 
niente y oportuno examinar la cuestión bajo la faz de su pro- 
cedencia como mandatario ó procurator in rem suam, único 
carácter que puede investir i los ojos de la ley. 

Considerando á este respecto: 

7 o Que según el artículo 5 o del contrato de fecha 9 de Agosto 
de Í88G, Wagner debió dar principio á los trabajos de coloni- 
zación, en el término máximo de dos meses, además de cum- 
plir las prescripciones de la ley, relativas á la mensura del 
campo destinado á ella. 

8 o Que de la misma escritura de disolución de sociedad entro 
Wagner y Loizaga, que como se ha visto, es ocho meses poste- 
rior á la fecha del contrato con llenitez, se infiere que hasta 
esa época no había cumplido el primero ninguna de las obliga- 
ciones enunciadas, pues allí dice Loizaga pura y simplemente 
que se compromete á hacerse cargo y cumplir el referido con- 
trato; de lo contrario se habría estabkcido claramente las obli- 
gaciones cumplidas. 

9" Que ese hecho se halla por otra parte, plenamente com- 
probado por Ja prueba testifical rendida por Benitez y muy es- 
pecialmente por la declaración del Agrimensor señor González, 
encargado de la mensura, quien manifiesta no haber hecho nada 
respecto a la mensura del área destinada pura la «Colonia Pre- 
sidente Juárez», la cual ni aún había sido elegida, que cuando 
él estuvo allí, después mismo de la disolución de la sociedad 
"Wagner y Loizaga, no había más que dos edificios de ranchos, 
en uno de los cuales había un almacén con algunas mercaderías, 
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cional de 19 de Octubre de 1879 que rige la concesión, faltando 
por consiguiente, la base para que Wagner ú otro por él, pida 
el cumplimiento de la clausula relativa á la escrituración. 

Por estos fundamentos, y atento lo dispuesto por el artículo 
i 201 del Código Civil, fallo absolviendo al Dr. Félix A. Beni- 
tez do la demanda de foja primera que declarando á cargo del 
actor Jas costas causadas. Notifícese con el original, 

Virgilio H, Tedin. 

Fallo tle la Suprema Corle 

Buenos Aires, Febn ro 12 de 1889. 

Considerando: Primero : que el deudor cedido puede oponer 
al cesionario las mismas cscepciones y defensas que podría opo- 
ner al cedente, artículo mil cuatrocientos sesenta y nueve Có- 
digo Civil. 

Segundo i Que juntamente con la cesión de sus derechos, 
Wagner ha hecho una delegación de las obligaciones correlati- 
vas á esos derechos que tenía contraidas en favor del doctor Be- 
nitez, pretendiendo efectuar una novación por sustitución de 
deudor sin el consentimiento del acreedor, contra lo dispuesto 
en el artículo ochocientos catorce del mismo Código. 

Tercero: Que aún consideradas esas obligaciones, como obli- 
gaciones de hacer y suponiendo que no se hubieran tenido en 
vista las aptitudes personales del deudor al celebrar el contra- 
to de que ellas emanan, hasta no habría podido encargar su 
cumplimiento á un tercero, sinú por su cuenta y bajo su res- 
ponsabilidad; y tanto el contrato de foja catorce como la carta 
Je foja ciento diecisiete, revelan el propósito de Wagner de des- 
ligarse de todos sus compromisos con el doctor Benitez, y de 
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no reconocerse responsable si no fueren cumplidos por el ce- 
sionario hoizaga. 

Cuarto: Que en los contratos bilaterales una de las partes 
«o pued, demandar su cumplimiento si no lo hubiera ella cum- 
plid.» u ofreciera cumplirlo, y así Cfimo el ÚQCÍQT Beu¡tez 
negar á Wagner la escrituración exigida en la demanda, purquo 
este desconoce las obligaciones contenidas en el contrato .>n que 
esa escrituración fué convenida, pued, con igual eficacia negár- 
sela á su cesionario. 

Por estas consideraciones y los fundamentos concordantes de 
la sentencia apelada de foja doscientas treinta v do,, se eon- 
íinua esta con costas y previa reposición de sellos, devuélvan- 
se los autos al juzgado de su procedencia. 

htNJ.\ Mf.V YinmiHlA. — ILAÍIISLAO 

FISÍAS. — rbderico maucihes.— 

SAI.CSTIASU J. 2A VALIA. 



José A. Caminos ij Don Arturo Ihmmgucz, contra 
¡>on Jacinto S. Pérez; sobre posesión 

Sumario. - Nadie puede ser prirado de su posesión sin ha- 
berrido oído y vencido en juicio, y en virtud de sentencia dictada 
en juicio en que no Un sido parte. 

T. V 

U 
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Caso. — Don José A. Camino? por sí y por Don Arturo Do- 
mínguez, como sucesores singulares de Dona Agu>tina Soler de 
Varas, en la propiedad del campo llamada «La Caballadas ubi- 
cado en el Riu Quinto, presentó ante el juzgado esponiendo: 
que por sentencia pronunciada por el misino Juzgado y confirma- 
da por la Suprema Corte se reconoció como de propiedad déla 
señora de Varas, el campo il-a Caballada-;. 

Que en consecuencia de esos fallos. Duti Arturo Domínguez 
apoderado antes de la señora de Varas, solicitó se la pusiera en 
posesión del campo, y el Juez mandó dársela librando olido al 
Juez de Taz del Saladillo en 10 de Noviembre de 1885, lo cual 
no pudo hacerse porgue v \ Juez de Paz nu conocía los límites de 
la propiedad. 

Pidió que se librara nuevamente oficio al Juez de Paz para 
que diera la posesión, debiendo tomarla como encargado, Don 
Francisco Landaburo, paralo queso indicarían límites, con 
citación de colindantes y ocupantes. 

Acompañó copia de la sentencia di 1 Juagado federal de San 
Luis, de 27 de Octubre de 1882, y del Tallo de la Suprema Corte 
de 29 de Noviembre de 1884 (Vide, t. 18; serie 2% píg, 350 y 
íiGU, Fallos de la Suprema Corte), y el olido á que alude la pe- 
tición. 

El Juez proveyó de conformidad, señalando ii los ocupantes el 
término de 00 dias para el desalojo, salvo los derechos que pu- 
dieran tener, 

Don Jacinto S. Pérez se opuso y se presentó al Juez pidien- 
do se le diera intervención para usar de los derechos que le cor- 
respondían. 

El Juez confinó traslado, y Caminos, sin contestarlo, pidió 
5 e ordenara el lanzamiento del intruso Pérez, por estar vencidos 
los 60 dias señalados para el desalojo sin que hubiese deducido 
acción alguna. 
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El 12 de Diciembre presentü el Doctor Jacinto S. Pérez, el 
escrito de foja 15, en que reitera, dice, la oposición manifestada 
en su nombre y pide se le di la participación que le corresponde. 

Sustanciada esta solicitud con traslado al representante de 
los derechos de la señora de Varas, el último, sin contestarlo 
pide a su vez que por las razones que espone, se haga efectivo 
el lanzamiento contra el intruso señor Pérez, sino desaloja el 
campo dentro del plazo perentorio que le designe el Juzgado, 
haciéndole levantar á su costa, todo trabajo material que en íl 
exista, si aquel no le hiciera. 

Y considerando r 1" Que por la sentencia de este Juzgado de 
fecha 27 de Octubtti de 1882, que confirmó la Suprema Corto 
el 29 de Noviembre de 1881 (foja 1) recaída en el litis que Do- 
ña Agustina Sol^r de Varas sostuvo contra Don Mauricio Da- 
me t t se declaró de su legítima propiedad el terreno que hácia 
el rumbo norte, se encuentra comprendido dentro del límite que 
bajo la denominación de «Tomad? la Tosca Colorada» espresa 
la escritura de venta otorgada en 7 de Marzo de 1798 por Don 
Juan Manuel Panelo, en representación de Doña Manuela Qni- 
roga, ú favor de Don Tomás Varas, reconociéndose así mismo 
como legalmente comprobado, que Don Jacinto Varas, esposo v 
antecesor de los derechos de Doña Agustina Soler de Varas, lia 
estado en plena posesión del lugar llamado «La Caballada», si- 
tuado á la banda naciente del Rio Quinto, el cual se encuentra 
hacia la parte sud con relación al límite norte ya citado (Toma 
de la Tosca Colorada), y emprendido también dentro del área 
que menciona la escritura de 1798. 

2 o Que en ejecución de esa sentencia j á solicitud del repre- 
sentante de la señora Soler de Varas, se ordenó la toma de poso- 
cion judicial del enunciado campo, y que llevó á efecto del Juez 
de Paz respectivo, en el mes de Noviembre de 1885, sin obser- 
vación ni protesta de nadie (foja 149 vuelta, del espediente 
agregado). 
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3° Quédelo espato resulta, que no es el interdicto dead- 
qu.r.rel que ha deducido el peticionario, sino que se ha presen- 
tado solicitando se ¡e hiciera reconocer por los actuales colindan- 
tes í intrusos que pudieran existir, y dar judicialmente la pose- 
sión que había ya ejercido y mantenía en virtud de un título 
hábil , succionado por sentencia ejecutoria. Be consiguiente, los 
artículos 326, 331 y 336 de la ley de procedimientos, cuyas 
prescr.pc.ones. dice el opositor haber,e omitido, no son do apli- 
cado,, en el presente caso. Asi dehié haberlo entendido tam- 
bién el señor Pérez, puesto que ha dejado rencor con exceso el 
term.no acordado para el desalojo, sin cumplir el mandato del 
«rt.culo últ.mamente citado. limitándose á Insinuar una op J8 ¡- 
c.on ó protesta, sin fundarla en títnlo alguno y sin entablar 
tampoco ninguna clase de acción, como con razón se dice du 
contrario. 

4° Que según consta de autos, tres mes ha tenido lugar la 
«..smu judicial en posesión de «I,, Caballada», la primera en 
9 de Nov,embredel885 (foja UDvueltadel espediente princi- 
pal), la segunda, el 4 de Diciembre del mismo uño ífoja 8 vuelta) 
y la tercera, el 13 de Octubre de 1887 (f„ja W), lijándose en es- 
ta el plazo'do sesenta dias para el desalojo, bajo apercibimiento 
de .lanzamiento; de suerte que. á contar de la primera diligencia 
y de la tercera, hasta hoy, han trascurrido respectivamente más 
de dos anos y más de cuatro meses, sin que el señor Pérez úni- 
co quo manifestó su oposición en las dos últimas, se hay. pr0 *«.- 
, 4d< p' r e " formaIs **N eompe tente, y que debió, con 
tanta más ra;o« hacerlo, cuanta que ha invocado, aunque si- 
acrcdaarlo, títulos 6 derechos de poseedor de .La Caballada» co- 
mo legít.mo dueño, siendo por lo tanto legítimo el lanzamiento 
requerido. 

Por estas consideraciones, y de acuerdo con lo solicitado ene! 
escrito *le tuja 17, concédese el plazo perentorio de cebo dias pa- 
ra que el Doctor Jacinto S. Pérez, ó quien lo represente, desalo- 
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je y deje libre do toda ocupación por su parte, el preindicado 
campo de «La Caballada., comprendido dentro Jo los límites que 
espresa la nota de foja «, cencido el cual sin verilicarlo, pren- 
dase á su inmediato lanzamiento, por medio de la fuerza públi- 
ca, si fuere necesario. 

Líbrese el correspondiente despacho al Juez de Paz del Sala- 
dillo, a qmcn se comete la diligencia. 
Hágase saber, y repónganse los sellos. 

P. E. 



Don Jacinto S. Pérez, interpuso los recursos de apelación y 
nulidad y el Juez se los negó, por no tener hasta ahora carácter 
contencioso el juicio, y no constar la personería legal del recur- 
rente. 

Heeurriú de hecho, y concedido el recurso por traer gravamen 
irreparable el fallo reclamado, se dictó el siguiente: 



rallo de la Suprema Carie 

■ 

Buenos Aires, Febrero 12 de 1889. 

Y fistos ; considerando: Primero. Que el recurrente se ha 
opuesto a la posesión mandada dar por el Juez a quo á Domín- 
guez y Caminos del campo que espresa la diligencia de foji ca- 
torce, alegando que lo posee á título de dueño. 

Segundo. Qne no habiendo sido vencido en juicio, no puede 
ser privado de su posesión, ni ha podido ejecutarse contra él la 
sentencia pronunciada en un juicio en que no ha sido parte, y 

Tercero. Que se ha presentado dentro del término fijado por 
el mismo Juez para hacer valer su derecho, manifestando su opo- 
sición á la posesión ordenada y pidiendo se lo diera la participa- 
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cion debida en el juicio, y sin atenderá su oposición ni resolver 
sobre sus pelícanos, se ha ordenado el desalojos e] término de 
ocho días y su ejecución por la fuerza pública, lo que importa 
negarle toda audiencia en el juicio. 

Forestas consideraciones, se revoca el auto apelado do foja 
veinte y una vuelta y vuelvan los autos al Juez de Sección para 
que sustancie y resuelva con arreglo ¿derecho, la oposición de 
foja quince. 

llepónganse los sellos. 

JÍENJAMIN VICTOItlCA, — ULA- 
liISLAO FltlAS. — FEDEIUCO 
IBAJUJCUEN. ~ SAUSTIA>0 J. 
ZAVALIA. 



€ AINA XIII 



Criminal; de extradición requerida por el Ministro de In Itcpú- 
blica thienlat, contra llionisio Pielracupr i na, procesado por 
hurto, estafa y abuso dv confianza. 

Sumario. - 1" Probada ta identidad déla persona, y exis- 
tiendo el hecho culpable ú criminal comprendido en el tratado y 
antecedentes bastantes para establecer la culpabilidad, proce- 
de la estradicion requerida en virtud do dicho tratado.' 
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2° El término que este señala para la duración de la prisión, 
es para que la prisión provisoria pedida sin prueba alguna, no se 
prolongue fuera del dicho término, más no para que dentro de 
este se concluya el proceso de extradición, una vez iniciado de- 
bidamente. 



Caso. — El ministro di' la KepúWliea Oriental, soliciUcn 21 
de Julio de 1888, la extradición de Dionisio Pietraraprina- 
acom pifiando en copia un sumario instruido por el Juez Correc- 
cional de dicha República, en el cual consta lo siguiente : 

En dos de Julio do 1888, Don Anselmo Seijo, socio gerente 
de la casabe Reijo y compañía, de la plaza de Montevi- 
deo, y Don Blas Solari, comerciante de la misma plaza, denun- 
ciaron ante eí Juez Correccional, que Dionisio Pietracaprinn, de- 
pendiente, guarda-libros y cajero de la casa Seijoy compañía, y 
ála vez, amigo íntimo, administrador y depositario de impor- 
tantes valores de Solar i, labia desaparecido, dejando abando- 
nadas las llaves de la casa de Scijo. 

Agregaron : que abierta la cajo, se encontró que faltaban im- 
portantes valores que Pietracaprina guardaba en ella ; 

Que entre los valores que faltaban, debían mencionarse los 
siguientes que habían sido confiados á aquel, según manifesta- 
ción de Solari : 8400 libras en títulos de la deuda unificada que 
entregó á Pietr a caprina en I o de Mayo de 1887 ; !HK) pesos deu- 
da italiana, entregados en la misma fecha ; 200 acciones del 
Banco Nacional, en Mayo 30 de \HB>i y 4O0fl pesos moneda na- 
cional en oro sellado que le entregó el 28 de Junio, para llevar- 
los al Banco de Londres y I js cuales no aparecen entregados ni 
Banco; 

Que en cuanto a" la casa Seijo no le era posible apreciar por 
el momento el importe de las sumas que pudieran haber sido 
sustraídas, con escepcion úv 30.000 pesus oro valor de un rale 
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ürmado por Don f'árlos García y Morí y por la casa Keijo y 
compañía, que se había entregado i Pietracaprina oí 28 de Ju- 
nio para descontarlo en un Banco y tomar letras sobre Europa; 

Que el día i* de Julio, el corredor Don Antonio Cancio entre- 
gó á Don Anselmo Seijo 25.000 pesos en oro, que le había en- 
tregado Pietracaprina, por constarle á él, Cancio, que pertene- 
cían á Si ijo y compañía, por ser producido del descuento del va- 
le Batea mencionado; 

Que el mismo Cancio entregó también á Seijo, 900 pesos en 
deuda italiana, que tenía en su poder, por constarle que per- 
tenecían á Don Illas Solar i ; 

Que adem'ts, Pietracaprina había estafado á sus principales 
usando de la firma de ellos sin autorización alguna, habiéndose 
hcclu culpable en consecuencia, respecto de la casa de Seijo, de 
los delitos de estafa, hurto y abuso de confianza, y délos dos se- 
gundos respecto de Don Blas Solari, 

I-I Juez Correccional ordenó la formación del sumario, y que 
s% intimase áSolari prestara los justificativos de los valores 
entregados ú Pietracaprina. 

Requerido Solari manifestó : que ningún justificativo tenía 
en sn poder, porque le merecía mucha confianza Pietracaprina 
y que para justificar la entrega de los valores, podía tomarse 
declaración á diversos testigos que nombró. 

Llamado á declarar el corredor Don Antonio Cancio, dijo: 
que Pietracaprina se ocupaba de operaciones de Bolsa, siendo el 
declarante su corredor; que para esas operaciones establecía 
ta garantía, ya fuera en la casa de Seijo ó en un Banco; que 
se eptró dejándose en garantía en varios Bancos, 238 accio- 
nes del Banco Nacional, 58 del Italiano y 2000 libras del em- 
préstito unificado, además de las que aparecen hedías en casa 
deSejjoy compañía svg un boletos que ú nombre deestos firmaba 
Pietracaprina; que el dinero que entregó á Seijo, según este lo 
había declarado, se Jo dió Pietracaprina para cubrir diferencias 
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de Bolsa, quien lo dijo que procedía de un préstamo de 30,000 
pesos que había pedido al Banco Comercial coa las firmas de 
Seijo y compañía y de Don Cirios García y Mon ; que al dia si- 
guiente de entregarle dicha suma, notando Pietracaprina el 
descenso rápido de las acciones, fué á casa del declarante ofus- 
cad ísimo, dicíéndole que se iba del país ó se pegaba un tiro, 
aconsejándole el declarante que se fuera del país, y entonces 
tomó del paquete djnde estaba el dinero 4000 pesos, reltrándose 
en seguida. 

En el mismo sumario declaró Don Juan Bautista Arrebilla- 
ga, refiriendo que su corredor había operado con el de Pietraca- 
prina habiendo este para garantir operaciones, lirmado por Seijo 
y coinpaíií i, una constancia de quedar depositados en dicha casa, 
títulos de crédito. 

Fundarlo en las constancias del sumario, Don Blás Solari pi- 
dió que librara órdende prisión contra l'ietraraprina y se so- 
licitara su extradición, y asi Indispuso el Juez Letrado Correc- 
cional, en 16 de Julio de 1888. # 

En 13 de Julio había sido aprendido ya el prófugo, en la ciu- 
dad de Jujuy y entregado aun comisario de policía del llosa- 
rio. 

Como la captura había tenido litigar en Jujuy, fué puesto el 
pliso ¿disposición del Juez Federal deesa provincia, se gun ór- 
den espedida por el Ministro del Interior con fecha 10 de 
Agosta. 

En I o de Setiembre se dió el Juez por recibide del preso y de 
una cartera de viaje, que contenía: 730 libras esterlinas y un 
recibo dado en el Rosario por María G. de Pietracaprina por 
45 libras y dos cóndores. 

Se tomó dospuesfcdeclaracion al detenido. Dijo tener 22 años, 
ser casado, comerciante, oriental ; que se había casado en el 
Rosario hacía 19 dias mas ó menos, con Ma.-ía^Galarza ¡ que su- 
ponía sí le hubiera capturade por haber sustraído algunos valo- 
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res do li casa de Scijo , compañía d c Montevideo donde estaba 
empleado, como también otros .le un señor Bláa Solnri, que es- 
aban depositados en poder .«yo ; que «„ recordaba el monto de 
esos valores, pero qne lo tenía apuntado , )lm Antoni „ fafí . 
quien los había prestado ¡ que fui tomad» el 13 de Julio en J„- 
juy.nl bupr de la mon,ag.rla, por un comerlo de policía - .-no 
en Jujuy estuvo ochodias y e„ Salta once, dedonde se lecondu- 
jo a Kosnrio loándoselo otra ve. ú Jujuy; que salló dcMon- 
ev.deo e 2ü de J,;,,io ene. va,,„r «Júpiter., embalándose n 
'as nuco de l a tarde con María «lula.*»; que su berma,,,, Anto- 
nio era ,,„„ ,|,. | , s , od „ s , )rinc ¡ pjlfB! . j,, u c¡lSii (|e Se¡j0i e| Buai 

se bal aba en Europa cuando el declarante salió de Montevideo • 
que al salir de Montevideo tomó 4000 pesos pertenecientes 4 )a 
" * 1<* que había gastado algo en el viaje- s¡,ndo 

el n-sto lo que contenía la cartera de viaje entrad;, a | JttI „. 
do: que «m ,os documentos y valores que tomó de la casa do 
fce.jo y de So „r¡, han sido p„ra prestarlos á ( ando, ,,„;,„ , OT 
dep„s,taba como garantía para sus operaciones bursátiles ; 
e» la casa de Scijo era tenedor de libros, cajero y encargado da 
a corresp-ndonca, teniendo» su cargo todo lo que se relaciona- 
ba ron el escritorio ; que .alió de Montevideo con nombre so- 
puesto, el de José M. Amor. 

Kvacnadas estas diligencias, el detenido produjo por s¡ ra¡3 - 
mo su defensa, pidiendo no se hien-ra lugar á L traiiTioa 
v se le pusiera iumedíaiamente en libertad 

Dijo : que no casta de «utos que los tribunales , i otra auto- 
da d0 !tt r b „ ca Wenu)t taran ioí . c . Mo ^ 

su arresto en la forma determinada por los arti. ulos 25 y 27 de 
1» ley de estradioion, sino que lüVu ]a ^ IipM<¡ l$ 
particulares hecbo á la policía de, Icario, la cual so dirigid 
* *«* tck 'e r a fc amente A la de Jujny, no siendo así de aplica- 
ción lo dispuesto por el articulo 26 de la ley citada 
Que habiendo sido aprendido el 13 dc Julio y pnesto recien i 
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disposición del Juez el 1" de Setiembre, esto es, á los cincuenta 
dias habían trascurrido con exceso los treinta días fijados en el 
artículo 16 de la ley, y correspondía por tanto, ponerlo en liber- 
tad. 

Que tampoco se habían guardado las formalidades que prescri- 
be la '-y, pu.-s el sumario en que se funda el pedido de extradi- 
ción oo es original ni ana copia autentica (art. 12, íno, 
desde que solo esti autorizada por el oficial público que la ha 
espedido y no autenticada en la forma que las leyes y la cos- 
tumbre lian establecido para que lo* documentos espedidos en 
país estrangero hagan fe* en en la República. 

Que no se ha acompañado la copia de tai disposiciones legales 
aplicables al hecho acusado, según la legislación del país 
requirente, como lo exige el artículo 12, inciso :i rt do la ley, de 
suerte que no estú comprobado si el delito que se le imputa se 
encuentra comprendido en los casos de la ley, ni si el auto de 
prisión ha sido espedido por tribunal competente (incisos 3 o y 
G del articulo 18). 



Fallo «Je Juez Federal 

Jii/hv, Setiembre 21 Je 1888. 

Y vistos estos autos, sobre extradición del ciudadano orien- 
tal Dionisio Fktraeaprina solicitada por el señor enviado estra- 
ordinario y Ministre Plenipotenciario de la República Oriental 
del Uruguay: aparece de los documentos justificativos acompa- 
ñados al pedido de extradición, que el 30 de Junio último, los 
señores Seijo y compañía del comercio de Montevideo, se encon- 
traron couque Pietracaprina dependiente, guarda-libros y caje- 
ro de La casa, había desaparecido, notándose en el primer mo- 
mento la falta de 30.000 pesos oro, valor de un vale que dicha 
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casa le había drogado ,1 dia 28 para descontarlo y tomar le- 
tras sobro Eurnpa, con más una soma valiosa en títulos y aocio- 

SXF"-*??**** DOnBlÍ3 S0larÍ ' J "P«3¡tados 
mb.on en 1, caja de la casa de Seij. , compañía, £ | 4 „ fl 

ambo «ota, « retiro juicio antee, señor Jnu l.etrLo 

Cor , ¡ tete*» existía semi-plena prueba do los 

el,tos,mp„Udo,áPio ( raeap r ín,. mandó librar.'.rdln d.. arre .o 
ontra «y solicitó so hicieran ¡á S ostiones necesarias para o " 
tener su extradición. 

Recibidos los d ( ,,„ raen to S por este Juzgado en el presunto 
del „c,„,,t, el p,,mero del corriente me*, tomada „ os t,. „ ,1 
su dec .ra™ con el Bo de comprobar la identidad de la pers,.- 
na. se 1, acordó el térmio.do la ley par, su d-fen,,. (tt 
con e dictamen del Procurador Fiscal, resulta que , „„,„ 
udc I'.etra. apr,».. n0 se haga lugar í la extradición ftafi 
se para ello en que „„ comU oue los tribunales ni „¡„g„ lla otr . 
autondad do la Itcpública Orienta., hayan s „)i,i !a do\li r e » 
mente su arresto y m & hí sitlo efectuad» w ,„ siv;llll ,, te por 
Redído de personas particulares hecho i la policía ,,,, fe*** 

" T a S " W * se N telegráficamente á la de * fc 

dad: que habiendo sido aprehendido el dia 13 de .Julio y „„„ 1 
rocíen a disposición <lo este Juzgado ,, Setiembre 'cor i^! 
te han trancando cincuenta días, muchos más de los treinta 
prclij d s en el artículo ,0 de la ley de extradición y ,„ e Z 
eso solo hecho debía obtener so .ibertad ; , as 
e I s .«esos • j 3- de. artículo «, y *, * j6 „ J *g 
8 s, „ procedente., pues el sumario por el que se ha pedid. SB 
n n " « «igina. »1„ B »^ 

e n "* P ° r e,0Bc¡al P»Mi«. q»o .a ha 

esped,do y no autenticada en la forma que las.eycsyla costum 
hre fian estab.ecido para que los documentos espedido, 32 

p.ada las d.spos.cmnos legales aplicables al hecho acusado que 
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exije el inciso 3 o , del artículo f 2 lie la misma Ley de extradición, 
de manera que no está constatado que el delito que se le imputa, 
se encuentra ó no comprendido en loa casos <le dicha ley, ni si el 
auto de prisión ha sido espedido por tribunal competente como 
lo exije el artículo 18 en sus incisos 3 a y G°. 

Ei Procurador Fiscal, rebate la defensa en lo que se relacio- 
na al vencimiento del término, en que según el artículo JG de la 
ley de extradición, Pietracaprina dice debió ser puesto á dispo- 
sición de e>te Juzgado y la apoya en cuanto á la dcíicteiieia 
extrínseca y falta de los insertos precisos en los documentos 
adjuntados para legalizar y fundar el pedido de extradición. 

Y considerando: 1" Que la identidad *Jc la persona de Dioni- 
cio Petracaprina, está plenamente comprobada en cuanto al he- 
cho y circunstancias de su salida de Montevideo que se hacen 
constaren el testimonio presentado por el señor Ministro Orien- 
tal, las que han sido confirmadas por la declaración del mismo, 
aún hasta en el nombre supuesto que adopto, y que su filiación 
es exactamente igual a laque viene en dicho documento, habien- 
do quedado esclarecido en su declaración el único punto discor- 
dante relativo al estado de Pietracaprina por el hecho de haber 
contraído matrimonio en el «osario el 11 de Agosto último, des- 
pués de espedido el documento en que estala afiliación. 

2* Q"c del examen de las formas extrínsecas de los documentos 
presentados se encuentra que fulla la legalización del cónsul ar- 
gentino en Montevideo; pero la Suprema Corte de justicia en !a 
causa 81, tomo 2 o , serie 2" de sus fallos, en un pedido de ex- 
tradición en que el cónsul de Chile cu San Juan, presento análo- 
gos documentos y que el Juez Federal de esta provincia no ad- 
mitió por faltado esta legalización, declaró que ellos hacían fé 
en juicio. Ahora el pedido de extradición y ei envió conjunto de 
los documentos, han sido hechos por el ministerio de Kelaciones 
Exteriores de la República Oriental por intermedio de su Minis- 
tro Plenipotenciario en la Argentina y los sentimientos de mü- 
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too respeto j consideración que deben guardarse dos naciones 
amigas, haee que se admitan como ciertos todos los documentos 
que envía un gobierno A otro ya sea directamente, ya sea por 
intermedio de los ministros que tienen acreditados repecha- 
mente, pnes las relaciones de paz, armonía y buena amistad no 
podría,, 801 mantenidas, si se pusiera en duda la autenticidad y le- 
gitima procedencia de losdocwnentos en qne apoyan sus gestiones 
3' Que uno de los delitos que se imputan á Pietracaprina está 
comprendido,,, ,-J artículo I- del tratado de extradición vigen- 
te con la República Oriental, ru virtud de qne la sustracción 
por la que se le acusa, la llevó a cabo estando desempeñando ei 
empleo de cajero de Ja casa de comercio de Seijo y compañía 
como consta de 8 „ propia declaración y de tos documentos remi- 
tidos por las autoridades orientales. 

4° Que por lo que toca £ las copias de las disposiciones lr ga - 
tóf^heahlea al hecho acusado que se dice en la defensa hnuerso 
omitido contra lo dispuesto o„ e J inciso 3% artículo 12 de la 
ley de extradición y cuya falta nota también el Procurador fis- 
cal, hay que observar que Pietracaprína hace su arirumr-nta- 
cion guurfo únicamente por esta ley con pendencia de las dis- 
posiciones del tratado y que parece Ojie estas han pasado des- 
apercibidas para el fiscal. 

Si bien es cierto que en la ley de extradición se han consig- 
nado los principios más adelantados sobre la materia y «ne de 
desear sería que tuviera una aplicaron preferente en todos los 
casos, no es menos cierto que tampoco ha modificado ni puede 
modificar los tratados existentes, como lo declara en el artículo 
33, diciendo que el procedimiento establecido mella se aplica- 
ra ta mh u n á los casos regidos por los tratados de extradición en 
todos aquellos puntos que no estuvieran en contradicción con sus 
os mwhm, de modo que el tratado que es un acto emanado 
del acuerdo de dos naciones, tiene que primar sobre la ley citada 
de extradición que es el acto de una solaparte 
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Ahora bien en el tratado no se consigna un ninguno de sus ar- 
tículos, el deber de presentar con el pedido de extradición, la* 
copias que se reclaman en la defensa, exigiéndose solamente en 
el artículo 6" que los documentos con que se pida la extradición 
sean tales que según las leyes de la nación en que se batía el re- 
clamado, bastarían p;ira aprehender y enjuiciar ni reo, y como 
existente en los presentadas setni-plena prueba, ellos son bastan- 
tes. 

5" Que la acreditación de la competencia del Juez Letrado* n 
lo Correccional de Montevideo, para espedir el auto de prisión 
contra P ie traca p riña, n > es obligatoria por <d tratado y no pue- 
de ponerse en du la porque en la copia de ¡as diligencias segui- 
das ante él, se vé que dicho Juez la remitió" al ministerio de 
Justicia para que se solicitara del de Relaciones Exteriores las 
gestionesque sean pertinentes a liu de obtener la extradición, lt> 
que es suficiente garantía desn competencia pues el ministerio 
de Justicia no habría dado curso tiesos documentos si idlos no 
emanaran de Juez que tuviera jurisdicción para conocer en el 
asunto. 

C" Que la larga detención sufrida por Pielracanrina antes de 
ser entregado á la disposición de este Jugado ni la prescripción 
del artículo 10 de la ley de extradición, son eausak-s para negar 
la extradición, parque si es exato como aliruia él mismo, que su 
captura se llevó á cabo por las policías del llorar ¡o y Jnjuy á re- 
quisición solo de particulares, el abuso deesos funcionarios pro- 
cediendo sin aut oridad legal, no puede obstar al cumplimiento 
del tratado que no establece restricciones al respecto y porque 
ese artículo IQ fué introducido en la ley con el fin único de sal- 
var el kabeas coi pus, quedando su espíritu y su alcance determi- 
nados por las siguientes palabras que pusieron el sello ¿su dis- 
cusión : «el pensamiento es que el arresuao pueda presentarse 
al Jaez y obtener de él su libertad, es decir, salvar el /tabeas 
corpus*. «Se trata de un individuo que ha sido arrestado por el 
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Peder Ejecutivo, al cual selc obliga que e n quince dias lo someta 
ai Juez do Sección. Prevenimos el caso del ,,ue el Poder Ejecu- 
to no , somcta j ur „ tefM t(rm . mo y M on — 

MAM urpm, debemos declarar osplíc¡ta nie „ (e ,,,, d mesta _ 
de podrí «.tablar su acción unte el Juez de Secatón pura obtener 
su libertad». 

Reiuit, ,ue ,1 término da treinta días a. ea fatal para q„ e 
por su solo trascurso se ordene la libertad del arrestado cuya 
obtención queda siempre subordinada i la interposición del re- 
curso unte el mismo Juez ,ue debe conocer del pedido de eitra- 
d.c.on, recurso que no se hudoducido en el easo actual 

'" Que habiendo confesado Pietracaprina que las 730 libras 
esterl.na, entregadas á este Juzgado por el oficial de policía ,ua 

i K - q '"'-"; í te í eCÍ : n í&m "tfWí i cm-paS,, y 
«O ub«. B ose reclamado su entrega, corresponde remitirla i 
^tondadwj. wnh.lM ó los ttHtnto j^n^. 

Por estos fundamento,, este Juzgado declara, de conformi- 
dad co„ o tratado de extradición vigente eotre esta República 
I I. Or.ont.1 del l rugua.v, que el preso Dionisio Pietracaprina 
ftta« entregado al gobierno de la República Orienta, £ e 
dinero i que se refiero el cou>idcrando T 

En .consecuencia, píngase al mencionado Pietracaprina ¿dis- 
pon del Poder Ejecutivo de la nación , remitas el preces. 
mmti a Simo, señor Ministro de Justicia como lo mida 2 
segunda parte del articulo 23 de .a ley de extradición y a. fin 
en ella espresado, debiendo notificaran original esta se.Lca 



Pablo lilas. 



T. V 



I.-J 
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VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires. Octubre 97 de 1888, 

Suprema Corte ; 

Encontrándose reunidos en este caso todas» las condicio- 
nes requeridas para justificar la extradición, requisición, en 
virtud de tratado existente ; identidad di* la persona, hecho cul- 
pable 6 criminal, comprendido en el tratado, y por ultimo, an- 
tecedentes bastantes a establecer la culpabilidad necesaria para 
autorizar la entrega á juicio de la nación requerida. 

No puedo menos de pedir, por consiguiente, la confirmación 
de la sentencia recurrida. 

El hecho de que la prisión haya durado más de 50 días, nada 
supone. 

Kl término de 30 dias fijado por el artículo 10, no tiene otro 
objeto que impedir que, reclamada la prisión provisoria sin 
prr«ba alguna, no continúe mas alláde los treintadias, si la nación 
requirente no presenta les antecedentes bastantes a justificar su 
pedido. 

Pero una vez presentados, una vez iniciado el juicio en debi- 
da forma, ninguna disposición obliga á terminarlo en treinta dias, 
y mucho menos, á que se ponga en libertad al procesado, por la 
sola razón de que el término de la prisión ha ultrapasado aque- 
llos treinta dias. 

Digo lo mismo con respecto ú la falta de legalización. 

Puesto que el Ministerio de Relaciones Exteriores, que es 
quien debiera legalizarlos, los acepta como auténticos, lo que 
de hecho equivale i una legalización, nadie está autorizado para 
no aceptarlos como tales, 

Eduardo Costa. 



de justicia nacional o tü 



Fallo ile l* Suprema Corte 



Buenos Aires, Febrero 11 de 1389 
Vistos : por los fundamentos de la seniteucia apelada de foja 

Z::? J T' «MU *£ Procura, 

Oen ra y a badernas la disposición del artículo primero 

d tratado de .tradición con la República Oriontalde, Uru- 
guay y l as penas que lM Ieyes 8eñaIan ^ 

eu estos autos, se conGnna dicha senteuna y devuelve 



BEMAMI* VICTOniCA. - LLAIHSLA0 
FRIAS. — . FEDERICO IBARCCHBH, — 

C S * DE LA TORRE. — SALUSTIASO 
J. ZAVALIA. 
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CAUSA XIV 



Van Oppcn é hijos, contra don Juan Ermt, capitán del vapor 
« Kirtle », por cobro de pesos; sobre una diligencia 

probatoria. 



Sumario.— La diligencia de prueba que, solicitada dentro 
del tOrmino, no ha sido cumplida por hucliu no imputable á 
incuria de la parte, debe sor mandada cumplir. 



Caso.— En la causa de los señores Van Oppcn contra el capi- 
tán Ernst por cooto de pesos, los primeros pidieron dentro del 
término probatorio y el juez ordenó, quo el administrador del 
telégrafo nacional espidiera copia de tres telegramas. 

Vencido el término sin haberse remitido la copia solicitada, 
á pedido de los señores Van Oppen, el juez mandó suspender 
por tres diasel cumplí niento de lo dispuesto por el artículo 177 
de la ley de Procedimientos y reiteró la órden. 

El administrador contestó que loa telegramas babian sido 
enviados á Buenos Aires y era necesario pedir la copia á la 
Dirección General de Correos. 

La parte de Ernst solicitó se cumpliera lo dispuesto por el 
artículo 177 citado, por haber vencido los tres dias. 
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Falla del Juez Federal 



Basarlo, Marzo 12 do 1888, 

Insultando del estudia de lo» autos: que el término de prue- 
ba lijado por el decreto de foja i 80, y ampliado por el de foja 21 
como consta del certificado de foja 41, «nció el día veintiocho 
de Octubre del año próximo pasado. 

Que coa fecha i" de Octubre del mismo año, los demandan- 
tes solicitaron la práctica de la diligencia espresada en el es- 
crito de foja 24. 

Que el 7 de Noviembre, el demandado pidió por b1 escrito de 
foja 28 que se procediera en la causa con arreglo al artículo 177 
déla Uy Nacional de Procedimientos, á mérito, de estar ven- 
cida con esceso el término probatorio, solicitud á la cual se pro- 
ejó de conformidad. 

Que en 10 del mismo, los demandantes piden suspensión de 
los efectos de la providencia de foja 28 vuelta, hasta tanto sean 
evacuadas las diligencias pedidas á foja 24. 

Que por el decreto de foja 29 vuelta, se suspendió el efecto 
de la providencia reclamada, por tres dias solamente, mandando 
se librase el oíicio solicitado. 

Que ese oficio fué devuelto sin diligenciar por las causales 
aducidas en la nota de contestación y notificadas debidamente 
las partes en el mismo día de su agregación (foja 34 vuelta) 

Que recien con fecba 22 de Noviembre, es decir, trascurridos 
seis diaa desde la notificación de foja 34 vuelta y después tam- 
bien de haber nuevamente el demandado reiterado su escri- 
to de foja 28, pidiendo se declarase vencido el término por 
estarlo además el de los tres dias, ocurren los demandantes 
pidiendo se libre oíicio á la Dirección General de Telégrafos 
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para que se remita copia testimoniada de los despachos á que 
se refiere el escrito de foja 24. 

Y considerando : Que el artículo 92 do la Ley Nacional de 
Procedimientos, determina que el término ordinario de prueba 
no podrá ser menor de diez dias ni exceder de treinta si ella 
hubiere de producir dentro del municipio, aumentándose un <J ia 
por cada siete leguas si fuera de él, pero dentro de la Repú- 
blica. 

Que para poder ser ampliado ese término de un dia por cada 
siete leguas» es indispensable con arrollo ú derecho, que el intere- 
sado lo haga así conocer en oportunidad, designando el lugar 
donde se encuentra La prueba á producirse, hecho que no ha 
efectuado la parte demandante. 

Que además, el termino de la prueba es perentorio, como lo 
ha resuelto la Corto en la causa de la página 292, série 2", to- 
mo 4°, y fluye- además de la disposición del artículo 177 de la 
ley de Procedimientos y de los Fallos de la série 2", tomo 7 o , 
página 46, y tomo 1 1 , página 27. 

Que los demandantes no han urgido la práctica de la diligen- 
cia solicitada durante el término competente, como era de su 
deber hacerlo, porque ea á quien le corresponde y no al Juz- 
gado, y sí solo se han limitado á pedirla para la oficina de telé- 
grafos de esta ciudad, después que el demandado presentó su 
escrito de foja 2£, es decir, después de estar vencido con exceso 
el término de prueba. 

Que así mismo, y contrariando los deberes que la ley les im- 
pone, no han averiguada en oportunidad donde residían los docu- 
mentos de la referencia y solo se dán como sabedores por la 
nota del gefe de la oficina, y piden después de seis dias de la 
notificación do foja 34 vuelta y de tener además conocimiento 
de la petición contraria de foja 36, se libre el ohcio solicitado 
i foja 39. 

Que por lo expuesto en los dos considerandos anteriores, ha 
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habido cul^a y negligencia íle parto de los demandante, lo cual 
á ellos solos les cb imputable. 

í 6 Porque el cumplimiento de las diligencias probatorias 
debe pedirse dentro del mismo término, serie 2-, tomo 2", pá- 
gina 286, y durante él no debe hacerse otra cosa que producir 
la prueba, serie 2% tomo 8°, página 223; y 

2° Poi que no debe tomarse en consideración la prueba que, 
aunque pedida en oportunidad, ha sido presentada fuera de tér- 
mino por culpa del interesado, serie 2% tomo 11, página 459 y 
tomo 14, [página 98. ' 

Que no puede tampoco suspenderse la tramitación de la causa 
porque la prueba pedida en oportunidad, no haya sido eva- 
cuada. 

Que en el estado actual del juicio, la petición de foja 39, 

importa una nueva diligencia de prueba, porque si ella se 

admitiera, llegaría el caso por analogía de cambiar los testigos 

ofrecidos oportunamente, por otros cuyas declaraciones deben 

tomarse después de vencido el termino de prueba. 

Por estas consideraciones, no se hace lugar á la petición con- 
tenida á foja 

En consecuencia, proceda el actuario como corresponda en el 
estado actual de la causa. 

Húgase sabor con el original y repónganse los sellos adeu- 
dados. 

ii. Escalera y Zuvirla. 



Ful lo de I* Suprema lorie 



Uucnus Aje», Febrero 16 de 1889. 



Vistos: Resultando que la diligencia de prueba á que se re- 
Arre el presente incidente, ha sido solicitado dentro M término 
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de ley, y que si no so ha cumplido ella, ha sido por hechos no 
imputable á incuria ó negligencia de la parte interesada. Por 
esto» y atento el estado de la causa, se revocad auto apelado de 
foja cuarenta y dos, declarándose que el Juez do Sección debe 
librar el oCcio solicitado en el escrito de foja treinta y nueve, 
señalando para su diligenciamiento el término que prudcncial- 
raente considere necesari» para el objeto ; y devuélvanse previa 
reposición de sellos, 

BEMAMIt* VICTORICA. — FEDLR1CO 
IDARGt'REN. — C. S. DE LA TOR- 
RE. — SALLSTIANO J. ZAVALIA. 



4 Al Vi XV 



Contienda de competencia entre los Jueces Federales de Tu cu man 
y de Salta en la causa criminal por hurlo, iniciada contra 
Carlos Kelk". 



Sumario. — En el delito iniciado en un lugar y consumado 
en otro, la causa corresponde al juez de < i stu últimu lugar, má- 
xime si ha prevenido en su conocimiento. 
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a i C Tr,'r/', I " teade, " e de Pulic,a dc Tucnman comunicó 

tí" Ce t r tv T* 4 PetÍ0¡0 " d " " *W**" de, ferr,- 
SSí*^ 7 « disposición, el 

ei-eraploado Carlos Kollery otro, acusaos de robo 

mST*: t " Ktii6 " J '" ez * fonni,lizar el 

o, decía,,: ,„ M,„ se halhlbupr , sopor habcf sust 

«I». de maderas de la estación de Meten reaitléndofc 4To- 
cuman, con guía particular i 3. Alen». 
Quclúdlerse encontraba en el Pasage en (regando lo, mate- 

, ?* eStC ÍD,plC0 ' sc I Urta„ y le dijo al gefe de la 

*W« que pol urdcn d e, admini s trador y del gefe de almace- 
nes íe Tucuman, delda mandar el «agón de maderas para 

"as del gefe de la . s (ac¡on de Meta», j baciendo má 3 avcri- 
guacmnes, s „ í)oqUt , KelIer 4 Tb 

la macera pagando el «ele , la condujo d la carpintería de 

cn'lTaÍ'm^ V* 1(> *«» 

en venta la madera y el no pudo comprársela por falta a0 

□mero, permitiéndole que la depositara en su casa 

a„IíTT dÜ K ""' r d " 0,arí: queestaba >**«. 
apoderado de una partida de «2 ta b.as en l a estación Metan, «„, 

13""; ni <" fcrro-carri.Centrul ni i, a 

rnh nga ,on; lo cal sabía en sn carácter do inventador 
QW lleve , „ 4 TtMma „ con - 

P d a. Director Martina Oau.pos se las cediera, |, ,„ no 
pudo-bneer, pnrqne el empleado Sarmiento 1. hta aprehender 

t i-cal el cual d.jo: que resultaba que el delito fué cometido 
en Metan provincia de Salla. „„„ cuando más tarde los obje- 
tos hurtados fueron llevados i Tncuman. Q„. correspondía por 
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tacto, j a*í lo ppdía que se declarase el Juez incompetente y 
remitiese los autos al de Sección de Salta. 
EL Juez dictó el siguiente auto : 



Tiicuiium, Judío 25 de 1888, 

Autos y vistos: por las consideraciones quo espone el Procu- 
rador Fiscal en su vista precedente, que el Juzgado encuentra 
arregladas í la ley y doctrina aceptada, se declara este Juzga- 
do incompetente para conocer en el presente juicio y en su 
mérito, remítale al señor Juez de Sección do Salta, estos obra- 
dos, haciéndose saber que el reo quede preventivamente dele- 
nido en la Penitenciaria de esta ciudad á su disposición. Há- 
gase conocer esta resolución al administrador del ferro-carril 
norte y al Intendente de Policía. 

Francisco L. (¡arda. 

Recibido el sumario por ei Juez de Salta, lo pasó en vista al 
Procurador Fiscal, quien espuso: que el hecho se había come- 
tido en Salta, pues en esta provincia se concibió la idea, se for- 
mó el plan y se ejecutó. Que para considerar consumado el 
delito no es indispensable que se disponga de los objetos sus- 
traídos. Que si Keller hubiera tenido facultad por razón de su 
empelo, do trasportar las maderas á Tucuman, entónces, el 
hecho de venderlas sin permiso, habría constituido recien su 
falta: pero como no tenía tales facultades, el solo hecho de la 
sustracción, con ánimo de defraudar, impórtala consumación 
del hecho. 

Pidió que el Juez se declarase competente. 
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Saltó, Ju|¡ e de im 
* íSEtaSSS*^ Cl ***** el «*' —asa 

foja 10 ? l»f «adida. 

«¡-o. pe r „ i/ ;;:' d » * carecer de 

«4 i m¿Á foja í¿ n,! r S " ** c ««"«- 

don de Metan y que las tn»« í t 11 ,a e!itB " 

lodo ca9 „ ¿ÉdTZrfS^ *»F<».«U«**ita M , 

T«c„man, q „e á c S te « ' hl • - r " V • -7!** C " 
aprehendido en dicha ciad.H » \ u '* ' l<! *** sitl ° 

dec.aracioac,, J ^;¿t;: ^ 

sustraídas n ur K»i]„ r . Ias ' uc « «WÉ 

mM-mSS^' " ím tt l„gar do„de 

cuma». k eceion de ,íl provincia de Tu - 

Figueroa. 
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Auto del Juez Federal de Turumun 

r uní man, Julia 26 <k 1888. 

Autos y vistos: en el proceso iniciado á D. Carlos Kcller, por 
sustracción de maderas del ferro-carril, la contienda de compe- 
tencia negativa con el señor Juez Federal de Salta j conside- 
rando: que el delito imputado al procesado, es el de hurto de 
maderas, perpetrado en la estación de Metal*, de la sección de 
Salta, mediante la apropiación que allí hizo de las cosas sus- 
traídas. 

Que el pago hecho por Kelier en esta ciudad, del Hete de los 
objetos sustraídos, ionio la venta, en todo 6 en parte de los 
mismos, no altera la naturaleza del hecho criminoso, pues 
para que el delito de hurto quede consumado, no se necesitaba 
siuú la apropiación de la cosa agena, la que en este caso, se 
llevó á efecto en Metan, 

Que tratándose del castigo de un delito, que interesa á la 
acción pública hacer declarar, la recuperación de Lis cosas 
hurtadas, sería en el caso actual una consecuencia del juicio 
y no su motivo determinante, pues, para los efectos jurisdiccio- 
nales, no importaría que el lugar del juicio, sea <-tro que aquel 
donde se encuentra la cosa hurtada. 

Por estas cousuii raciones, y las espuestas por el señor Pro- 
curador Fiscal, este Juzgado iusiste en su auto de foja 21, y á 
los efectos de 1 1 compete ncia suscitada, invítese al Juez Fede- 
ral de Salta, á quien se pagará copia de esta resolución, 4 
firmar con el suscrito una nota colectiva, con la cual se eleva- 
rán estos autos á la Suprema Corte. Hágase saber. 



Francisco L. García 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Agosto 31 Je 1888. 

Suprema Corte: 

FA delito de sustracción de las maderas no consiste en haber 
mandado el wagón de Metan á Tucuman. El envío pudo ser por 
mala inteligencia d por error; pudo también ser con dañada 
intención, j arrepentirse el que lo mandaba. Todo hubiera 
sido entonces cuestión de fletes y de una P < na administrativa v 
disciplinaria, 

FA verdadero delito consiste, no en la intención, no en dar 
al wagón una dirección torcida, siuó en el Lecho de apoderarse 
de las maderas, y disponer de ellas fraudulentamente; y por lo 
menos si el delito ha de ser considerado y medido en ios diver- 
sos períodos de su ejecución, el último predomina, v por su 
mayor gravedad determina la jurisdicción. 

Por estos y demás fundamentos de la resolución del Juzgado 
de Salta ú ella me adhiero. 

Eduardo Costa. 



Fallo de I» Suprema Corle 



Dueños Aires, Febrero 10 di¡ 1889. 

Vistos: Considerando que el delito de que se trata, ha sido 
consumado en la ciudad de Tucuman, y nue el Juez de Sección 
de esta provincia, ha prevenido en su conocimiento. Fot esto, 
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de acuerdo con lo eapuesto por el señor Procurador General, y 
atento lo dispuesto en el artículo treinta y seis del Código de 
Procedimientos en lo Criminal, se declara que el juez compe- 
tente para conocer en esta causa, e3 el de Tucuraan. Remitan- 
sele en consecuencia los autos j avísese al Juez de Sección de 
Salta. ( 

DESJAMIS VICTO RICA. - FEDERICO 
IBAEIGÉIIEN. — C. S. DE LA 
TORNE. — SAL I STIAS J. ZA- 
VALIA. 



CAIMA XVI 



D. Francisco Bencdetti contra í). Romualdo Gallegos, por co- 
bro de danos y perjuicios; sobre competencia. 

Sumario. — La demanda por daños y perjuicios de un es- 
trangero contra un ciudadano, corresponde á la justicia nacio- 
nal, aunque el demandado alegue haber procedido en desempe- 
ño de una comisión de los Tribunales de Provincia, 



Cojo. — En 20 de Enero de 1886 D. Francisco Benedetti 
se presentó al Juzgado de Sección esponiendo : 
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Que hacía próximamente oV inos y medio que ocupaba ana 
fracción de terreno en el distrito Cerrillos, cuya fracción la 
tenía por arrendamiento que le hizo D 1 María A. de Miralles por 
el término de cinco años, habiendo hecho sementeras de varias 
clases. 

Qoe un hermano de la Sra. Miralles, J>. Servando Aranda, 
lindero del campo que él ocupaba, lo hizo citar ante el comisa- 
rio del distrito Cerrillos, diciendo que de una mensura que se 
había practicado, resultaba que él tomaba ocho varas del terre- 
no de su propiedad y que, por lo tanto, procediera á desalojarlo. 

Que á pesar de haber manifestado que Aranda debía enten- 
derse con el propietario actual del terreno que ocupaba, Sr 
Roldan, el comisario I>. Romualdo Gallegos se trasladó á su 
casa, acompañado de cuatro soldados, los que por orden suya 
rompieron los alambres, destruyeron una parte de la sementera 
y se lleraron algunos animales y útiles. 

Pedía que se condenara á Gallegos á la devolución de lo que 
había tomado y al pago de los daños y perjuicios, con más las 
costas del juicio. 

Acreditada Ja competencia del Juzgado Federal por la dis- 
tinta nacionalidad de las partes y conferido traslado de la de- 
manda, el demandado espuso: 

Que ¿l había procedido en virtud de una órdeu que recibió 
de la Policía para cumplir una disposición del Juez Je í' Ins- 
tancia, la que se llevó á cabo por la fuerza á causa de haberse 
negaJo Benedetti á cumplirla buenamente. 

Fallo del j UM Federal 

Rosario, Febrero 12 de 1887. 

Vistos estos autos de los cuales resulta: 

I a Que Don Francisco Benedetti demanda á D. Romualdo 
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Gallegos, comisario del distrito Cerrillos de este Departamento, 
jurisdicción de la Provincia de Santa Fé\ por haberlo desalo- 
jado de una fracción de campo que arrendaba á D, Ramón Rol- 
dan y en ¡a cual tenía sementeras, cercados, animales y dife- 
rentes útiles de agricultura, espresando en la demanda, que 
en ese desalojo, dicho comisario había destruido, haciendo uso 
de la fuerza pública ¿l sus ordenes, las plantaciones y los cer- 
cados de alambre y embargado los animales y útiles de labran- 
za, estrayéndolos del prédio arrendado, pidiendo en consecuen- 
cia fuese condenado D. Romualdo Gallegos (hijo), á la devo- 
lución de los intenses arrebatados, á la indemnización de daños 
y perjuicios ocasionados y a las costas del litigio. (Escritos de 
fojas 3 y Í5). 

2° El demandado, confesando los hechos de la demanda, se 
escepciona manifestando que en los actos por los cuales se le 
interpela, había procedido como funcionario público, cumplien- 
j las órdenes recibidas de sus superiores, la autoridad poli- 
cial del departamento, laque, ú su vez, recibió del señor Juez 
de primera Instancia de la segunda circunscripción judicial, 
doctor Don Jo>é Vicente Diaz, úrden de desalojo d jetada en 
un juicio de deslinde, y la misma, que por el conducto de regla 
le fué trasmitida al demandado para su ejecución, (Escritos de 
fojas 12 y 19). 

3 o Abierta la causa á prueba, por el auto corriente a foja 
20, las partes producen lo que corre de desde fojas 22 á 3G. 

Y considerando: i° Que según resulta del informo del Jefe 
Político de este Departamento» corriente á foja 36, el comisa- 
rio demandado procedió dando cumplimiento a las órdenes 
recibidas de sus superiores; nota corriente á foja 34, en la 
cual se dice lo siguiente: «Rosario, Diciembre 28 de 1885. Al 
comisario de Cerrillos, Don Romualdo Gallegos. En virtud de 
haber ordenado el señor Juez de 1" Instancia de la 2 a sección, 
doctor D. José Díaz, el desalojo de una fracción de campo, per- 
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teneciente al vecino de ose distrito, D, Serrando Arando 
ocupado hoy indebidamente por un estrangero arrendatario de 
Ram0n Ro,dan - cst;l Inicia se dirige á V. Ordenándole 
que en la brevedad posible haga cumplir lo mandudo por dicho 
Juez, haciendo respetar la propiedad de Arando deslindada ju- 
venilmente. Dios guarde á Vd. - .|/ ana „o VflwW> 

* Que ante esta prueba, per su carácter completo, y one 
ha estado lejos del ánimo del demandante argüiría de falsa re- 
sulta plenamente comprobado que lo. actos del comisario Ga- 
lleaos, por los cuales se le demanda, han sido ejecutados fia 
cien do uso de la autoridad que investía oomo comisario del 
^ nto Cerrillos donde estaba situado el bien raíz, materia 
del litigio, seguido ante la justicio de Provincia. 

3- Que la Justicia Nacional debe y tiene que inhibirse en 
toda causa que no lfl corresponda, soguu los objeta y las leyes 
que le han dado origen, no pndieudo atender en ellas, aunque 
ns partes asi lo solicitasen, y esa inhibición está en el deber 
del Inbonal decretarla en cualquier estado del juicio desde el 
momento en que resulte su incompetencia. (Causa XXXIII, pá- 
gina 177, t. f-, y Causa XII, t. 7", pág. Gi, de la & serie de L 
/ 'tutos de la Suprema Corte). 

4* Que como lo tiene resuelto la Suprema Corte en el tomo 
i i sene i\ pág. 170, Causa XXVIII de sus Fallos, si las auto- 
ridades de Provincia cometieran abasos, ejercitando m fun- 
ciones, ellas son responsables por sus actos, según la 1er ante 
las mismas autoridades locales, no pediendo conocer de esos 
abusos la Justicia Federal, pues si Jas autoridades de Provin- 
cia, perjudicando á individuos ó intereses locales fuera d su 
vez juzgada por los jueces seccionales, vendría á desaparecer la 
autonomía Provincial, consagrada por la Constitución prestan- 
dose además una práctica semejante á los mayores abusos des- 
de el momento ni que, so protesto do estralimitacion de Jas fa- 
cultades de la autoridad de Provincia, se vendría á restringir ó 

r. v 

10 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



cuando menos, á entorpecer la libre administración de justicia 
local, tan independiente y legal en la esfera de su ejercicio, 
como lo es la nacional, 

5 o Que Tersando la presente cuestión precisamente sobre ac- 
tos de un funcionario público provincial, respecto á los que, 
los Tribunales Federales, no tienen jurisdicción, el Juzgado 
tiene que inhibirse, por ser incompetente para conocer de ellos. 

6* Que por la aceptación que de la jurisdicción nacional lia 
hecho el demandado, no es justo ni equitativo condenar al de- 
mandante en las costas del juicio, pues que para procederse 
así so hacía necesario que el demandado propusiese en tiempo 
y forma de derecho la Csccpcíon de incompetencia, lo que no ha 
verificado. 

Por estos fundamentos, se declara incompetente esti> Juz- 
gado para el conocimiento de esta causa, debiendo la parte ac- 
tora ocurrir donde corresponda. Hágase sabi-r con el original 
y repónganse los si llos en el acto de la notificación. 

(i. Escalera // Zuviria. 



VISTA DEL SESOIl PROCURADOR CESERAL 

IJurnis Aires, Novimnbri» 21 «Ir l^SN, 

Suprema Corte: 

Don Francisco lienedi tti demanda ¿i Don lí. Gallegos, por 
indemnización de los danos y perjuicios que dice haberle irro- 
gado en su calidad de comisario de un Departamento de la Pro- 
vincia de Santa Fé t al ejecutar una úrden de desalojo librada 
por el Juzgado de i' Instancia de la espresada Provincia. 

Nada más se necesita agregar para que quede evidenciado que 
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lu^r^'r 1 do es compctente *™ ***** * m* 1 las 

autorid.de. cíe Provincia, por actos ejercidos en la esfera de 
sns atribuciones; ( S írie f. t V nL I7n U esíera de 

Sírme V. & confirmar l a sentencia record ría. 

Eduardo ('asta. 



Burü05 Aíití», Febrero 19 de 1889. 

Vistos: triándose de uno acción puramente civil „„ nue 
»n partos un nudadano argentino „„ ,.„„ |a 1 

halla re B ,da por la disposición ,1,1 adíenlo do, inciso do, de a 
«y naconal sobre jurisdicción y competencia de los Tribuna- 
f"° P ,1(iifnd » «»mm en contrario la circuns- 
n , ■ dC H qU ° C ' dCm!,ndld ° h »-« Focedid, despeñando „ na 
com.smu de carácter judicial, porque no se trata en el caso si- 
no de la reparación debida por hecbos personales del domeñ- 
ado y de excesos que se dicen por el cometidos en la ejecución 
do aquella comisión. 

Tor estos fundamentos, so revoca el auto apelado de foja cin- 
cuenta jr tre«, declarándose que el .Tue, de Sección debo reasu- 
m,r a jur.sdiceion de que se ha desprendido y proceder i resol- 
ver lo que corresponda en la presente causa. Devuélvanse los 
autos, previa reposición do sellos. 



RESJAMIN VICTORICA. — (.'LADISLAO 
FHIAS. — FEDERICO IBARGÍ REN. 
— C. S. DE LA TORRE. 
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4 ALNA XVII 



D* Cristina fíaez f contra D. Juan Canelas y D. Antonio G aráis; 

sobre tercería de dominio 



Sumario. — i" La compra y posesión «le un negocio de café, 
los pagos do los dependientes y las compras hechas en nombre 
de la compradora, para esplotarlo, así como la patento sacada 
en su nombre, prueban el dominio sobre dicho negocio. 

2" Estas pruebas no pueden s< r desvirtuadas por el Locho do 
la comunidad de vida que se supone entre la tercerista y el eje- 
cutado. 



Caso. — Eti 25 de Setiembre de 1885, se presentó al Juzgado 
Federal en los autos ejecutivos de Canelas contra Garais, D* Cris- 
tina Baez, esponiendo: que había sido embargada ta confitería de 
su propiedad sita en la calle Florida en el teatro nacioual, como 
si fuera de Garais. 

Dijo : que ese negocio era de ella por compra que hizo á ü. 
Octario Lahcano, y por adquisición de mercancías en diversas 
casas de negocio. 

Que ora ella quien pagaba el alquiler, el sueldo de los depen- 
dientes, los impuestos, el precio de lo que se compraba, y ella 
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quien percibía ol producto de l„ venta» , ejercía los acto» de 
dueña sin la menor intervención de Garais 

Que por esto, dedu,ía tercería de domino, y pedía se levan- 

afijar e. ju.c. a Cane.a, ,„e no leuía bienes „ ningulla 

*í!Sm u Pa(t " te * 8U ambr<: esve4m °" 19 de 

2« Un documento d- 9 de Octubre de 1884. firmado por D Oc- 
av.o Uscano vendiéndole el café por ,„¡ nie „ tos pes0 P s n)()neda 
nac ona , hubo por ceeion que le hizo D. José Pichot en pa- 
fT" de alquileres. v 

Conferido traslado, Canelas pidió el rechazo de la demanda 
■noudo que laconfitería embajada era de Ciarais v 

SÍÍ Ir T? m m " j " «" 

rindas "" tn "" e " t0 * " tras 



rallo del Jiim Federtu 



Buenos Aire*, Setiembre fi de 1837. 

por D Ct„( Baei , S o, )re el ne ,, MÍ0 ¿, COjifiter¡a 

tunela,, contra D. Anión» fiarais, á petición del primero 

1 considerando: 1» Que debiendo fundarse precisamente ta 
ercerfa e oposición esclnvente, en el íw 4 de .o bt'n 

13 T ^ " arUCUl ° 301 de U ^°«<" * en- 
jnK.am.ento, la cuestión que el Juzgado está llamado á resol- 
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veT es si la tercerista La justificado legalmente ese dominio, ó 
el embargante presentado pruebas bastante para establecer que 
los bienes pertenecían ásu deudor. 

2" Que os un hecho fuera de discusión que la tercerista me ó 
tiene su domicilio en el mismo local donde se bailaba el nego- 
cio embargado, habiendo además manifestado aquella, que se 
hallaba en posesión de los efectos que lo constituyen, hecho que 
no ha sido contestado, lo que autoriza á estimarlo como cier- 
to con arreglo á lo dispuesto eu el artículo 86 de la ley 
citada. 

3* Que según el artículo 2112 del Cúdivo Civil, la posesión de 
buena lé de una cosa mueble crea á favor del poseedor la pre- 
sunción de tener la propiedad de ella, y ei poder de repeler cual- 
quiera acción de reivindicación si la cosa nu hubiere sido roba- 
da ó perdida. 

4" Que áesta presunción se agrega: 1" la prueba directa del 
dominio resultante del documento de fojas 2, el cual constata la 
adquisición por la misma \V Cristina Uaez, de las existencias en 
bebidas y útiles de servicio de la confitería del Teatro Nacional, 
de su propietario D. Octavio Lascano, contra cuyo documento no 
se ha hecho observación alguna ; 2" el hecho de haberse sacado 
la patente del negocio á nombre de la misma señora según lo 
acredita h do foja I a , pucos meses después de dieha compra, 
que también es un aclo de dominio, como lo tiene establecido la 
jurisprudencia de la Cámara comercial de la Capital, y 3 U los 
testimonios tanto de los mozos que han servido en el estableci- 
miento, reconociendo como única dueña a la demandante, eomo 
de las casas que le han suministrado artículos, entendiéndose 
directamente con tila, 

5° Que la prueba producida por Canelas uo es bastante para 
destruir los efectos de la que se acaba de analizar, pues en lo 
pertinente á esta cuestión, la comunidad de vida entre la terce- 
rista y el ejecutado, suponiéndola probada si bien puede ^er 
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elemento de presunción de cuuuivencia untr¿ ambos, admite al 
mismo tiempo ia posibilidad lógica del dominio innicado por 
aqmdla, no habiendo por otra parte, otras presunciones concor- 
dantes que la corroboren. 

Por estos fundamentos, fallo : haciendo lugar á la tercería 
deducida á foja 3, y mandando levantar el embargo que la mo- 
tiva, siendoá cargo de Candas las costas causadas. 

Notifiques*: con el original. 

VirgUw M. Tetíin. 



Fallo de l» Suprema Corle 

Buenos Airrí, Folirr.To 19 de 1880 

Vistos : por sus fundamentos, se coníirma con costas, la sen- 
tencia apelada de foja ciento veinticuatro. Repuestos ios sellos 
devuélvanse. 

BENJAMIN VICTOIUCA. — L LADISLAO 
FRIAS. — FEDEIltCO IBATtGÍREN. 
— C.S. DE LA TORRE. 
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CAUSA XVI TI 



Don Miguel Sosa, contra Don Tomás tiaynor por cumplimien- 
to de ronirato; sobre rebeldía, Itecurso de hecho 



Sumario. — KI auto que no hiicv lugar á l¡t nulidad ti* 1 la 
declaración de rebeldía, y de lo actuado en consecuencia de ella, 
es apelable. 



Caso. — Declarado rebelde Bou Tomas Oayuor en los autos 
seguidos contra él por Don Miguel Sosa, sobre cumplimiento de 
contrato, pidió la nulidad de la declaración de rebeldía y de lo 
actuado en su consecuencia. 

No se hizo lugar á la nulidad, 6 interpuesta apelación, se 
negó el recurso. 

Fallo de I» Suyrem* Corle 

Buenos Aires. Febrera 2f> de 1889. 

Vistos en el acuerdo: Versando el presente incidente sobró- 
la nulidad déla declaración de rebeldía pronunciada ¡i foja 05 y 
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de lo actuado en consecuencia de ella; y trayendo el auto 
de foja setenta y dos, en que no se tiace lugar a dicha nuli- 
dad, gravamen irreparable;! la parte, se declara dicho auto 
apelable y se concede en consecuencia en relación, la apelación 
interpuesta. Y habiendo s f<«o remitidos ja los autos á esta Su- 
prema Corte, pasen al Relator, 



BtSJAMIS VICTO IUCA. — FEÜERICO 
IBAUftÚftRN, — C. S. DE LA 
TOItUE. 



< AVHA XIX 



Criminal, de extradición, requerida por ta República de Cíale, 
contra ha Segundo Idos, procesado por doble homicidio ¡¡ 
violación . 



Sumario. — Ejecutoriada la sentencia por la que, mantenién- 
dose la detención del requerido, se manda subsanar dentro del 
termino de un mes el defecto de autenticación de los docu- 
mentos acompañados al pedido de extradición, tiene aqurlla 
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que cumplirse, debiendo empezar t i término señalado, desde que 
se comunique la resolución de dicha sentencia al representante 
del Gobierno requirente. 



ntso. — Lo célica el 

Fallo del Jufi Federal 

líeodOM, Sclieinbre 10 de 18HN. 

Vistos estos autos sobre extradición del subdito chileno Pío 
Segundo Utos, solicitada por las autor id ude.i de la vecina Repú- 
blica de Chite, resulta : 

(jue con fecha 6 de Jtifio del presente ano, el Kxmu. señor 
Ministro de l!*. 1 hit ¡unes Exteriores se dirigió íí este Juzgado 
remitiendo los documentas en virtud de los cuales, el señor 
Enviado Extraordinario y Ministro Plenipotenciario de Chile 
solicitaba la extradición del individuo Fio Según Ríos, pro- 
cesado con motivo del homicidio de Doña Gr ¡suida Castél y 
violación y homicidio de la niña Zoila liosa Dubraí, 

(¿ue pasados en vista los antecedentes referidos al Procura- 
dor Fiscal, este funcionario solicitó se recibiera al presunto 
delincuente la declaración de estilo, ¡i fio de constatar la iden- 
tidad de su persona, en conformidad á Indispuesto en el artículo 
M de la ley de extradición de !885. 

tjue practicada esta diligencia, se diú vista do lo actuado al 
defensor del procesado Dr. Don Isaac 'Jouoy ¡i los objetos del 
artículo 19 de la misma ley, quien se ope.ni' a la extradición 
requerida, observando: 

i" Que los documentos que instruyen el requerimiento esprc- 
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sado son deficientes para acordarla, por falta de legalización en 
forma, por cuanto las copia, remitida, no tienen las formal ida- 
f CS pr68cn,as * ,or Ia W Ue 20 de Agosto de 1803 aplicable á 
a autenticación de documentos públicos que vengan dél 01. 
tranjero, lo, cuale. requieren la legalización del .Ministerio ó 
Unsul Argentino residente en el país de si, residencia; forma- 

T 1Ut!SÍ m **W á ** *» ™«» civil,., deben considerarse 
de mas estricta observancia en los criminales. 

2" Que tampoco procede la extradición del detenido en pre- 
sencia de las ^.antíus do libre transito acordadas por el ar- 
ticulo 1 i de la Constitución Nacional : no existiendo tratado al 
respecto vigente entre esta República y la de Chile. 

gne aquella solo ha previsto en su artículo 8 el caso de 
extradición ,le criminales entre fas provincias sin incluir esta 
en ¡a enumeración de lo, tratados que puede celebrar el Poder 
^cuhvo n. en las leyes que puede dictar 1 1 Congreso ^artícu- 
los merso 14, y G7), lo que demuestra que dicha ley, siendo 
edatrwia a la, garantías constitucionales, no puede ser observa- 
da por los Jueces. 

3" Que además de inconstitucional, es también improcedente la 
apiuMc.on de aquella ley invocada en el caso por cuanto ella habla 
de crinnnales y no de simples acusados ó detenidos que no han 
sido aun condenados; en cuyo caso se encuentra Rio* anjea 
ha sido ahsuelto y escariado bajo üauza en i' instancia', se-un 
seoVducedel.uitodola Suprema Corte de Santiago trapío 

f ele i S,l0rt °' - v lIe k ^aracion prestada P or aquel ante este 
Juzgado. 

que el Procurador Fiscal por su partí, solicita la legalización 
piev.a de lo, documentos 4 u, fundan el reclamo de exira- 
dicton. 

Y considerando: ]'• Que la enunciada ley, en su artículo |» 
inciso I-, establece: que todo pedido de extradición debe con- 
tener la sentencia de condenación, notificada según ia forma 
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prescrita por la legislación del país requiriente, si se tratase 
de un condenado, ó el mandato de prisión espedido por los tri- 
bunales competentes, con la designación exacta y la fecha del 
delito que la motivaron, si se tratase de un procesado ; cuyos 
documentos deben presentarse originales ó en copia autén- 
tica. 

2 o Que los documentos en virtud de los cuales el Mimo, se- 
ñor Ministro Plenipotenciario de Chile ha requerid « la extradi- 
ción del detenido Pío Segundo^K ¡os, si bien c ali nen la copia 
del auto de prisión espedido por la Suprema Corte do Justicia 
de aquella República, son los antecedentes necesarios para 
justificar la identidad de la persona del requerido y eupia de las 
disposiciones legales aplicables al hecho que motiva el proceso 
instruido á este, que se exigen por las incisos 2" y 3° del artículo 
3"; dichos documentos no pueden considerarse auténticos, pues 
que solo contienen la firma del Secretario de aquel Tribunal, y 
esta no aparece legalizada por su Presidente ú utra autoridad de 
aquel estado, ni por el Ministro ó Cónsul Argentino residente 
en él, 

3" Que á falta de este requisito, que como se lia vislo, se halla 
espesamente prescrito por la ley, no debe el Juzgado, sin m;1s 
trámite, deferir á la eitradicion pedida.no obstante los res- 
petos y consideraciones que le merecen la alta autoridad del 
Ex mu. señur Ministro requirente. 

4° Que en cuanto á las observaciones del defensor del proce- 
sado fund idas en la falta de un tratado de extradición vigente 
entre esta República y la 'Je Chile, ellas no so a en manera al- 
guna atendibles, pues la ley de extradición no limita esta á los 
casos de tráta los especiales con determinadas naciones, y es 
por el contrario de carácter general sin exigir utra condición 
pura acordarla, que la de reciprocidad y siempre que se trate 
de los delitos espreiados en ta misma y de conformidad á las 
reglas en ella establecidas, (Art. Í°, ley citada». 
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5 ° Que t!,m P° C() es Andada la de inconslitueionalidad de la 
misma; pues q,.? la circunstancia de no ballam- in* luida espre- 
samente entre las facultades acordada* al Congreso ía de dictar 
leyes sobre extradición, no importa una negación ú prohibición 
absoluta de esta facultad. 

* Quc P° r 01 contrario, es de toda punto innoble el dere- 
cho del Congreso para dictar leyea de esta naturaleza en pre- 
sencia del artículo 27 de la Constitución que impone al Gobierno 
la oblación de afianzar su, relaciones de paz y comercio ron 
las potencias extrañaras por medio de tratados* que estén en 
conformidad con los principios de derecho público establecido, 
en la misma ¡ y no puede racionalmente sostener^ que una lev 
sobre extradición de criminales con las condiciones de recip-o- 
culad 7 demás que contiene la de que se trata, no sea de alto 
interés político para el estado, por cuanta tiende d llenar una 
exigencia de la moral y del bien público. 

7" Que finalmente, no es tampoco procedente U observación 
de que el individuo requerido no se encentre en las condicio- 
nes de un criminal, por no haber r,caido se: tcncia condeualo- 
na en su contra; pues ya se ha visto que la ley hacs también 
extensiva la extradición al caso deque ella sea solicitada en 
virtud de auto de prisión opedido por tribunales competentes- 
J este no >upone en todo caso la existencia de un crimen 6 deli- 
to ya juzgado. 

Por tanto y en mérito de los fundamentos expuestos en loa 
considerando, * y 8* se resuelve no hacer lugar á la extradi- 
ción solicitada. ^"*un 

En su consecuencia, off, ¡ose al Kxmo. señor Ministro de 
Relaciones Exteriores con copia de la presente resolución á los 
objetos del artículo 22 de la citada ley de extradición 

Hágase saber original. 



Juan del Campillo 
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Auto del Jurz Federal 

Mendoza. Noviembre 59 do 1888. 

Vislos y considerando : i" Que los documentos últimamente 
remitidos por el Exmo. señor Ministro de líehjchmcs Exterio- 
res nn virtud de los rúales se pide nuevamente la extradición 
del individué. Pió Segundo Jüos, detenido en la cárcel pública 
de esta ciudad, son los mismos que fundaron la anterior peti- 
ción y que este Juzgado, por sentencia de focha I o de Setiembre 
del presente año, declaró insuficientes para acordarla por defec- 
to de legalización en forma. 

2 J Que si bien dichos documentos contienen ahora la firma 
del Exmo, señor Ministro Plenipotenciario de Chile certifican- 
do la del Secretario de la Suprema Corte de Justicia de este 
país y la del sub-st crctario del Ministerio de delaciones Exte- 
riores autorizando aquella á su vez T esta forma de legalización 
no basta para dar á tales documentos, el carácter de una auten- 
ticidad formal, no habiéndose legalizado la firma de aquel fun- 
cionario ni por el Presidente de aquel Supremo Tribunal ni por 
el Cónsul ó Ministro Argentino residente allí, 

:r Que nn obstante la ilustrada opinión contraria al respecto 
del Exnio. señor Ministro de Relaciones Exteriores manifesta- 
da en sus comunicaciones de fojas 41 y i2, el Juzgado considera 
no deber acceder ála extradición requerida, sin que previamente 
sellenca las formalidades legales do autenticidad de tos docu- 
mento» aludidos, en la forma que se ha declarado corres- 
ponder. 

Por estas consideraciones, y las aducidas en la citada resolu- 
ción que el Juzgado declara parte integrante de la presente : se 
resuelve no hacer lugar X la extradición del detenido Pió Se- 
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gundo Ríos. Eq su consecuencia, oficíese al Ex mo . señor Minis 
tro de Relaciones Exteriores, con copia de la presente y anterior 
resolucton, rogándosele se sirra comunicarlas á la brevedad 
posible al Exmo. señor Ministro r-quiricnte en cumplimiento 
de io dispuesto por el arillo 22 de la Ley de Extradición de 
2a de Agosto de 1885 y á lo, efectos del mismo. 
Hágase saber original. 

Juan del Campillo. 



VISTA DEL SESüfl PROCURADOR GENERAL 



liu-nos Aire.-, Enero IT de 



Ugg e I¡g a i.„ los documentos .„ eu.vo mírito se ¡Je 
(art. 1_. mci.o 1"). No «J.ce ni podía ««ir. ,, orqu ,. sería e „ 

Ri ,i ™ á : los princirios más ****** ££, 

la forma en que haya do hacerse la autenticación 
ffliypW., error manifiesto de parto del señor J 11H de See- 

3 8 V"^" ,0S «Mi** por el t.ohierno de 

C ule alera™ de ,a lev de I8G3, q ,,e detona ta ™» 
como han Je ser legalizados los actos pasadas en territorio Z 
Bcnlino para ser tenidos por auténticos. Pretender os.ender los 
ctosde esU .ey d territorio extranjero, no reconocer »m 
auteut, os „,„ .,«,,„ documentos ,,uc vinieren con la ates" 
«0»*«c„ha„o del Superior Tribunal de Jnstici v S 
ficado del Presidente del mismo m „ ■ . 
refuta por sí misma. Koposmon se 

Los documentos «latidos vi, H en autentizados por la i™. 
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del Secretario de la Corte Suprema de Chile; el señor Ministro 
de esta nación certifica que la firma de tal Secretario es autén- 
tica; el sub-secretnrio del Ministerio de Relaciones Exteriores 
certifica que la firma del tenor Ministro de Chile es auténtica, 
¿qué más se necesita? 

Xo lo alcanzo por mi parte, y siendo este el único fundamen- 
to en que se apoya el señor Juez, para negar la extradición, 
pido á V. K. sirva revocar su sentencia. 

Eduardo Costa. 



rallo Ur la Suprema Curte 

Buenos Aires, Febrero 28 Je 1889. 

Vistos: Hallándose al presen» ■ ejecutoriada la sentencia de 
foja veintitrés, por la cual el Juez de la Sección de Mendoza 
deniega la extradición solicitada por la Legación do Chile del 
preso Pío Segundo lijos, por encontrar deficiente la autentica- 
ción délos documentos acompaño* al pedido de extradición, y 
manda librar oficinal Ministerio de Relacione* Exteriores para 
que requiera de dicha Legación ta sabsa nación de aquel defecto 
en el término de un mes, contado desde el aviso diplomático, y 
se mantenga en el Ínterin en arresto al individuo reclamado. 

Y considerando: Qtjc <■! solo punto que w-ue ai fuahnente en 
apelación ante esta Suprema forte, y que se baila por consi- 
guiente sometido á su consideración, es el resuelto por el nuevo 
auto del Juez de lección, que corre á foja cincuenta y tres, y 
por el cual se ordena reiterar el oficio mandado librar antes, al 
Ministerio de Relaciones Exteriores para la comunicación de ta 
sentencia antes citada, á* la Legación de Chile, contra el pedido 



»E JUSTICIA RACIONAL 2tt» 

zan** i "' ncdi, ' t;, jei proc " sa<i0 ' r ° rmuia(io su " ( - 

Q.« acerca de esto punto es de ohservor que el «ilor Minis- 
tro de Rel.cn» Exterl,*,» tiene matado a] Jugado fc 

EST* PW SU U ' I,,gr '"" a de f * «»»w»t.y S ei s , „, fc»bte 
M esa fecha comunicado aquella se ntencia á la Legación de 
<-h.le. y „„ consta que ulteriormente l„ haca wiücado 
^ por consiguiere, el termino asigna'do perla sentencia 

sequt'híiva aun comentado « correr 

siendo natnoní, y tratándose de un requiso, cuvo cun,- 

"na S eutencn, ejecutada, I. übertad tomediata del detenido 
•Mta qu.cn „ mM « la existencia de una sentencia condena: 

■lu retara desde luego, y s i„ el trámite mandado guarda „ or 
aquella sentencia. 6 1 

Porotos fundamentos, y oído el seS o: r Procurador ti ral . 

se conhrma el a„to apelado de foja cincuenta y tres, en cuanto' 
man a h rar oficio n, «*, .Ministro de Bekcin.es Interiores 
con tra s er,pc, U n de la sentencia de foja veintitrés, par. s„ 
monicaco,, ala Legación de Chile á lo* objetos en e l|. doté* 

minados, no haciéndose lucar en el iníee¡„ t , i-i . , , 

, . „ tJr ™ 11 """ni, a la hbertail de 

detcnid..; y devnfdi-unsc , i. oportunidad estos notos. 



BKSJAtttS V1CTOKICA. — ll.ADIS- 
UO FRIAS. FEDERICO 1I.AH- 
M I.EX. — c. s. t)E U TORJ1E. 
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CAVHA XX 



Soüfje hermanos, contra fl (¡ahrieí ttntuay, por cobro 
de pesos snhrv intoHtpetenciit . 



Sumurití.— r (J iis'-iniiiu por «.I demandante * \ auto por el 
cual el Ju» z ^e decía ta incompetente, y aceptado, por su desis- 
timiento «VI recurso, por el apelante, procedo ta devolución de 
los autos. 



too.— Kl Dr. D. * i uilli rmo Correa en representación de la 
sociedad Syajie henn mus, en liquidación, vecinos de Córdoba, 
inició juicio ejecutivo contra I). <¡abriel líoiuay, vecino de Ca- 
tamarca, por siete mil trescientos sesenta y nueve pesos diezio- 
clio centavos bolivianos y sus intereses. 

El juez libró el auto de sol vendo y no habiónduse efectuado 
el pago, pidió el ejecutante que se librara man 1 amiento de eje- 
cución y embargo. 

En un otrosí de su escrito manifestó : que habiendo fallecido 
hacía pocos dias U. (¡abrid liomay, pedía que el juicio se si- 
guiera con sus legítimos henderos, que eran D a Etelvina N\ 
de Komay por sí y por sus hijos menores y D. Manuel Soria co- 
mo esposo de D* Rosa Romay, hija del ejecutado. 
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Cil.ini.irLM. Mnr/o >] dr 

Vistos: en la presente ejecución s „bro enrodé peso, inief, 
-dad Soage umil;111 „ s , e „ (ontri d 6aw j £ 

V considerando: J fiue dictado el auto de .al. .* 
•uites de espedirse e) niajuJamifrito de tfluAft» i 
fallecimiento do éste, según n su l t , d ¡TT*'. "° " ] 

23 vuelta ¿ 9- 7 las a ^ B *ofon*8 de fojas 

* tí lo Z ■ " abÍerU la suc - i0 » W mismo 
- «J«tí lo ? juicios «aíveraa.éa como el d« , . 

todo, .os a,-,,,, portóte, á c„r 1 3 ""7 U ''" 7 
(fe ífl SupréMB fV/,). ^ W / «/te 

* Q«e entre dichos actos fi e „ r¡ „, ,„ etii¡t0i contra | 0S «fe 
««.. os „uc. por Io tanto, deben demandarse ante la e ore! da 
furi-íí Lí't i<n] itr.iTÍnr'i i! í i.'.ii -i . *-»jirt.>aiia 

délos mi^lT ( ' ad °' , ' SÍrÍ ' 8 "- « 

*' Que la omisión voluntaria por parte del eieontan*. * 
para promover ,t j.úcio uuivers , ,„ , |S , , " ' " S, ' a 

rafear dación a, mi i:,.:::;^ 

colares ra mencionados, 110 ¡Motir .. t ,„ . . Iu,, -" ,1CI0S Nrti- 

continua r entendiendo en demanda': pr o , 2£ S|« 
"usante , que deben hacer partí del arre- \ V , 
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es incompetente para continuar entendiendo en el espresado 
juicio ejecutivo, debiendo, en consecuencia, ocurrir el actor an- 
te quien corresponda. Hágase saber con el original, devuélvan- 
se los documentos acompañados y nportunamente archívese el 
espediente, previa reposición de sellos. 

Joaquín Quiroga. 

Kl Procurador Jisca! apeló y se le concedió el recurso en rela- 
ción. 



VISTA DEL SESon PROCURADOR GESERAL 

Buenos Aires. Febrero 15 de 1889. 

Suprema Corle: 

No puedo adherirme á la apelación deducida por el señor Pro- 
curador fiscal. 

Bastará recordar las palabras de Y. K. » n un caso análogo. 

Lacircunstancia de no haber iniciado este juicio (el de suce- 
sión) ante los juzgados provinciales, decía V. E. en la causa 
s¿ne 1\ tomo2\ página 19 ; será una razón para ojíelos quu se 
consideren perjudicados por la demora, pidan lo que les convenga 
al juez competente, pero de ningún modo puede autorizar La in- 
tervención de una jurisdicción estraña en el conocimiento de 
asuntos que hacen parte del arreglo testamentario. 

Ks este precisamente el caso de los señores Soagr. 

Fallecido Romay, deben ellos pedir lo que entiendan conve- 
nir á su derecho ante el juez que ha de conocer de la sucesión de 
su deudor. 

Sírvase V. E. haber por desierto el recurso. 



¡Cuanto Costa. 
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Büettos Aires, Marzo 3 de 1889. 

Victos : estando consentido por el ejecutante el auto de fo- 
ja treinta y una y atento el desistimiento *iue hace el señor Pro- 
curador General en su precedente vista, de la anel icion inter- 
puesta ñor el Procurador fiscal, devuélvanse estos autos al 
Juez de Sección, previa reposición de sellos. 

1ÍENJAM1N VICTOR ICA. — ULAD1S- 
l.AO FRIAS.— FEDERICO IBAK- 
CÚREff. — SALLSTIANO J. Z.\- 
VALU. 
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€ MÍ8A XXI 



íhíía Pitrona Candioti de triando, runíra ¡u,n Cúrbis t'nstaymt, 
sobre aposición á una sentencia de amparo en la posesión. 



Sumario» — 1" 1'eiKÜente un pleito, no puede cambiarse tic 
estallo, ni cnageuar.se Ja cosa objeto del pleito. 

2 o Ordenado por sentencia el amparo en la posesión, no pue- 
den invocarse los actos ejecutados ásolicit td de la oponente en 
contra de esa posesión, y d. clarados atentatorios, para fundar 
la oposición al cumplimiento de dicha sentencia. 

3' La cosa juzgada debe cumplirse, requeriéndose en caso ne- 
cesario, el auxilio de ta fuerza pública. 



Caso. — Don Luis Goenaga por la señora de Jriundo, se pre- 
sentó ante ti Juzgado es poniendo: que ante el mismo Juzgado, 
Don Carlos Castagno seguía un juicio posesorio, contra Don 
José M* Crespo, sobre un campo situado en el distrito Estacas, 
departamento de la Paz ; 

Que en ese juicio, se babia ordenado ú pedido de Castagno, 
que se desocupara el campo por las personas que actualmente lo 
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poseen, y se pusiera en posesión de él á Castugno, cometiéndo- 
se la diligencia al Jues de Paz de la Paz ; 

Que por el telegrama que presenta (f.22) dirigido pur el 
ocupante del campo á nombre de la -.-ñora de Inundo, había ?-a~ 
bidoqeo el Juez de Paz nulificó la órden de desalojo á dicho 
ocupante, Don JuanK. Soler, negándose á hacer constar los mo- 
tivos alegados por este, oponiéndose á la des cupacion; 

Que el oampo di- que se irat i, es parte dial que en mayor es- 
tensión correspondió á Jo* sucesores de Don Francisco Antonio 
Candioti, y queda dentro d.f área adjudicóla ala señora de 
Iriondo, según división que se üizu en t8t¡8 entre los Mieesons 
de aquel, que son la menciooadu señora f Ütá a Dolores Can- 
dioti ; 

Que con posterioridad a esto. Don JuanM. IVbro, ohtuvo del 
gobierno de Entre Ríos, un título de propiedad sobre la citada 
fracción, cuyo título fué después anulado por el mismo gobierno, 
poniéndose á la señora de Iriondo en posesión de ella; 

Que según entiende, las pretensiones de Castagno se fundan 
en el título de Pebre, de quien se dice sucesor singular; 

Que en el juicio seguid., nitre Castagnp y Crespo, la señora 
de Iriondono Ua teuido intervención, no habiendo Don Jo ú M' 
Crespo tenido nunca la — ion de la fracción de que se trata, 
y siendo esto así, siendo aquella propietaria)- poseedora, no se- 
ría lícito despojarla ¡i mérito.!, lo resuelto en un juicio que le 
es estriño ; 

Que en vista de lo espuesto, entablaba demanda contra Don 
Carlos Oastajjno iniciando ta acción del ar líenlo 2S0O del Códi- 
go Civil ó laque mejor procediera, paraque no realice la desocu- 
pación, con condenación de costas y daños y perjuicios. 

Pidió además por otrosí, que se suspendiera la orden de de- 
salojo. 

Presentó eí d« mandante con su demanda: I o un testimonio de 
la resolución dictóla por el Gobierno de Kntre Ríos, con fecha 
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29 de Entro de 1883, estableciendo los límites de la propiedad 
de los sucesores de Don Francisco Antonio do íriomio, cuya 
parte dispositiva dice así: 

t Por estas consideraciones, de acuerdo om lo informado por 
el departamento tipográfico y dictam iuado por el señor Fiscal 
del Estado, sin perjuicio de las enajenaciones que se hubiesen 
practicado, declárase ti *■ propiedad de la sucesión te D m Fran- 
cisco Antonio Candioti, ej campo limitado: al norte, por el rio 
i.íuaiquirarú hasta el arrojo de la Muía, traza mío de su barra 
una línea al este, hasta la altura del puerto de los manantiales, 
y de esta hasta el rio Feliciano; al este, elle mismo rio, basta la 
barra de las Estacas; al sud, este arroyo basta donde hace barra 
con el del Chañar, siguiendo hasta mis puntas, de estas tirando 
una lím-a que vayaá encontrarse con las de < 'aballú-Cuatiá, y 
siguiendo este arroyo Hasta su embocadura en el rio Paraná ; y 
al oeste el mismo rio hasta la barrado (¡uaiquirarú, establecida 
en la mensurada! agrimensor Martínez. 

Pase el espediente al deparf ameittp topográfico, para que cal- 
cule el área encerrada dentro del perímetro descrito, haciendo 
medir las líneas norte y sud, si fuese necesario ul ef< cto, y fe- 
ébfai pasea" la escribanía de gobierno para que se verifique la re- 
novación di'l título ron los límites expresados y en el área que 
resulte de la operación parcial encomendada al departamento. 

Amelo. .hsrJ. Sayastumm, 

Lo mandaron y firmaron ^- !■■ el señor fíoberuador de la 
provincia, coronel Don José Francisen Antelo, y S. S. el Minis- 
tro de Gobierno, abogado Don José J. Sagastumr, en el Uru- 
guay á 29 de Fuero de mil ochocientos óchenla y tres. 

Juan tf. r?Wonmj:scrtbano de Gobierno. 
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2" Testimonio de otra resolución del Poder Ejecutivode Bnfee 
R.os. de füclia 19 -le .Juliode 1883, regentea la anteriormente 
mencionada y cuya p; ,rte resolutiva dueasí : 

Tur estas e-nsideradones, declárase que el reconocimiento 
liecba p 0r el Poder lljecutiro en favor de la sucesión Candió** 
no importa por su torma reconocer como válidas la, enagena- 
noms hechas ailt M d, it \ lttTli m ¿ mhmf> ¿ ^ ^ ^ 

i- Pro P i,dad de atttrtte; y en cnanto á la gestión «guida 

, 1 ' or , lM ( ' iin ' ,idíí ' iarcía c "" hí ^ndioti, sobre deslio- 

' o deso* afectiva* F opicd«de>, trufándose del mejor derecho 
de prop.edad entre paralaros, oeurran lo, i !)( eresado< á lo, 
tribunales, como lo aconseja el séñot riscal del litado Kenóu 
ganse los sello... " 1 

Pita. — j/. íaurencena. 



U mandaron y íirmarou et se^ Presidente de la Honor* - 
> ' amara U^lníivu, Don Rodolfo J!. Pi U y S . S. el «Ü6r 
lunero de no.nVmo, Doctor Don Miguel I.aurencena. en el 
jjj U Z y ttum de Jl,1 » ü < U ' »'» dientes ochenta y 

■M'n re, iHcado del K.cnl, mo de Gobierno d, Kntre lüos, 
que dice lo signíente; 

En la ciudad del Paraná, á catorce de Mar,, de mil 
^ Ochenta y cuatro, ,n cumplimiento del superior decreto de 
< fecha, r llie más adelántese insertara, recaído en el espedien- 
te tranutado por Doña Dolores Candiotido Crespo, sobre rectili- 
caoion de im n.nradel campo d, la propiedad de la locesion de 
Don trauco Antonio Caudioti, y renovación de títulos y 
cumpliendo, , f, T , z , tull | dispuestos la lev de iSde Mavo 
dC mm, y decreto reglamentario de 2Sde Julio del mismo año 
el escribano de gobierno certifica ; 
Que el campo de esta referencia fué reconocido de propiedaj 
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de dicha sucesión por superior resolución de 29 de Enero de 
1883 y siguientes. 

En seguida procedí ó transcribir el superior dea -_ i ta citado, 
y he visto que su tenor literal es el siguiente : 

Paraná, Mar/o 1 i th- 1SS4. 

Vistos : estos títulos presentadas por Doña Dolores Candioti 
ile Crespo, por la sucesión de su tinado padre Don francisco 
Antonio Candioti, sobre rectificación de mensura, y solicitando 
ton arreglo á ella, se le espida nuevo título con arrecio á la ley 
de 18 de Mayo de IKT5, leídos y estudiados detenidamente, el 
Gobierno, de conformidad á lo dictaminado por el señor Fiscal 
del Estado, resuelve: reconocer y mondar se rápete u la suce- 
sión de Ihm Francisco Antonio Caudioti el derecho de propie- 
dad, al campo ubicado en el departamento de La Paz, distrito 
Tacuaras, cuya área, según rectitieacion de mensura é informe 
del departamento topográfico de once del actual, se compone 
de ciento una Istias con ochocientas cuarenta y una cuadras, 
equivalentes á doscientas setenta y cuatro mil ciento tres hec- 
táreas, con diez áreas, más ochenta y cuatro centiáreas, con los 
límites y linderos siguientes: al norte, el arroyo (¡ uayquiraró 
desdesu deseiubiM-adura en el rio Paraná hasta su confluencia 
con el arroyo Muía, y desde aquí una línea al este corregido, 
longitud veinte y seis mil ciento cincuenta y siete metros; al 
este, una recta que parte del término de la anterior con dirección 
norte -sud de veinte mil trescientos treinta metros, desde cuyo 
término, hay otra n eta con rumbo oeste-este de dos mil cuatro- 
cientos veinte y cinco metros hasta el rio Feliciana Siguiendo 
después este rio hasta su conllucncia con el arroyo Estacas, 
hasta donde se le une el del Chañar, y de aquí el Chañar hasta 
sus puntos, y después recta amojonada al sud ochenta y seis 
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grados veinte y dos minutos oeste, mil trecientos cincuenta 
y siete metros, ven seguida el arroyo Oaballú-Cuatíá, desde 
sns puntas hasta sus barras con el rio Payana, 

Ku su consecuencia, baje á la escribanía de Gobierno para pe 
según lo dispuesto por el de.reto de 28dc Julio de 1 87r, re- 
glamentario de la ley citada, se espida á los interesados el testi- 
monio que corresponda, quedando nulo y sin valor ni efecto el 
título espedid- en 5 de Mayo de ÍHH:i t bajo el numera de 

Agregúese al presente, testimonio de las resoluciones >K- 29dc 
Enero, Mi ríe Julio , ±¡ de Bíeiemnfé do 188M. como eumpb- 
nu-nio del pres-ute, y archiven, previa reposición de sellos 

K acedo. - - i/. Uaurencetm. 

Comandaron y lirmaron S. K. ] señor (Jol -mador de la pro- 
vincia, general I liduardo lian do y S. S. 1 Ministrodc Go- 

biernn, [ )ocior Don Miguel Laurencena, cu 1 itau.i. ú cator- 
ce de Marzo de mil och- ientos ochenta y c atro. 

Juna .»/. \ tctonca. Escribano de Gobierno. 



Kn su testimonio, espido el presente que signo con mi sello y 
firmo en la prenotada fecba, quedando rearado este titulo 
bajo el número dos mil ciento treinta y cinco. 

Sigue al de igual clase por compra otorgada á favor del Doc- 
tor Don Meliton Gonzalo del Solar, corriente á folios sesenta y 
seis y sesenta y siete. 

Hay ti ti sdlo. 



Juan M. Vtctorica, Escribano de Gobie 



u-rno. 
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A a Testimonio de una resolución dictada por el Gobierno do 
Entre Ríos con fecha 23 de Julio de 1884, en el espediente se- 
guido por Doria Peí roña ''andiotl de Irkndo, solicitando la 
anulación de la venta Hecha á finir de Don JueSPm. Pebre, de 
un campo situado en el departamento de la Paz. 

Ka parte dispositiva de dicha resolución, dice así: 

Por rstu ronsideraciutics, .s** n suelve: Declarar nula y 
sin efecto alguno la venta hecha por el gobierno di* la provincia, 
eu 13 de Mayo di- Í8SD, á Don Ju.in M. Pebre, de campos per- 
teneeieutes á la sucesión í aadioti. 

2 o Demélvasí* al svñor Pebre la< cantidades pagadas por él 
en las especies rvcibidi- y las tetras lirmadas a* favor del Go- 
bierno. 

3" So estando comprobada la venta que dice haber hecho Dan 
Juan M. Pebre, ¡i favor de su hermano el Doctor Pebre ni me- 
nos la de este n favor del subdito italiano Duii Cúrlos CastagUO, 
notifíquese es(a resolución al espresado Don Juan Manuel Pe- 
bre. 

A" Ejecutoriada que sea esta resolución, póngase í la suce- 
sión l.'andíoti, en posesión del campo en cuestión, 
lie púnjanse lus -ellos y archívese, 

VtLLACRA, — V. Laurencena. 



Lo mandaron y firmaron S. E. el señor Vice-GoljerBftdor de 
la provincia en ejercicio uVI PoJer Ejecutivo, Doctor Don «'amilo 
Viltagra y S. S. el Ministro de Gobierno, Doctor Don Míltiu I 
Laurencena, en el Paraná, á veinte y tres de Julio de mil ocho- 
cientos oeh' uta y eiutru. 

Juan M Vivlurim, Escribano de Gobierno. 
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5 6 Testimonio de las actuaciones obradas cnn motivo de ia po- 
sesión queá consecuencia de ia resolución antea mencionada, se 
dió áDon José María Crespo, como representante de Dona Pe- 
trona Candioti de Iriondo, con féchala de Agoslo de «884, por 
elgefe de Policía de La Paz, comisionado para ello por el Minis- 
tro de Gobierno. 

Acreditada la competencia del Juzgado por ser argentina la 
demandante y estrangero enmaridado, el Juez corrió trasla- 
do, declarando respecto de la suspensión solicitada en el utro sí 
de ella, que oportunamente se proveería. 

Notificada la parte demandante, insistió C n la suspensión, y 
el Juez manduque se estuwera á lo proveído. 

A peí.'» y se le denegó el recurso por considerar el Juez que el 
auto no cansaba gravamen irreparable, 

Kn seguida, Don Felipe Isasí, pur Don ( arlos r, ls tagno, con- 
testó la demanda pidiendo que >■■ | a rechazara con costas-. 

Dijo : que el campo de que se trata, pertenece á Castsgno, 
según títulos que en oportunidad presentaría 

l¿ue ie,pectode los hechos alocados en la demanda y que no 
se referían ¡i la relación de los documentos presentador ron ella, 
pedia para demostrar su falsedad , que se tuvieran en cuenta el 
juicio seguido por Castalio contra Don J |é María Crespo, so- 
bre interdicto de retener la posesión del campo, y el seguido por 
Don José Alaría Crespo contra (Wagno, .obre reivindicación 
del mismo campo. 

Que respecto del derecho, oponía ú la demanda lasdjsp.jsici, - 
nes del capítulo IIJ, titulo //c las acciones realesiel Código Ci- 
vil. 

Agregó: que no debía hacerse lugar á lo solicitado en el otro 
sí de la demanda, esto es, á la suspensión del desalojo, porque 
se trata de la ejecución de una sentencia dictada en jui.io en 
que se habían estimado ya los motivos ¡ncnados para eii^ir la 
suspensión, hallándose ejecutoriadas las resoluciones entonces 
prontjiciadas. 
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Vatio del Jurz Federal 

Paraná, Agosto 1* Jo 1887. 

Vistos v considerando: Queca regla geiitíml fundada cu la ley 
13, título 7°, partida 3*, que pendiente un pleito no puede cam- 
biarse de osudo ni enagenarse ta cosa objetodel pleito, para que 
la acción de la justicia no < a trabada y la cosa litigada pueda 
entregarse al que por la sentencia deba recibirla. 

Que de acuerdo con e-t^> prim i¡ ius, la Suprema Corte <U Jus- 
tuia. á r eatijsicion de ta parte de Castogiiq, y en presencia del 
decreto del Poder KjecuUvode la provincia, < i u e anulaba el tita- 
lude Don Juan M. Pebre, y mandaba poner á Doña Petrona 
C:indiot¡ en pos ion del campo en cuestión, ordenó por ante 
de ti de Setiembre de ÍHKi, foja 200 vuelta, del espediente 
sobre interdicto posesorio mandado agregar, que no ye innovase 
en dicho campo y >«.- mantuviese á Castalio en la posesión 
de él. 

«.Jiie en cuso de que la señora Doña l*etrona Candioti hubu-e 
tomado la poción que le mandó dar el l'oder Ejecutivo de la 
Provincia, rumo loalinna su apoderado, es deber de este Juzga- 
do á quien se lian devuelto los autos, hacer cumplir la citada 
resolución de la Suprema Corte, de manera que la cosa litigada 
vuelva al estado en que se encontraba cuando se inició el pleito 
entre CasUgno y Crespo, esto es, conservando al primero en la 
posesión en que fué interrumpido, mayormente cuando por sen- 
tencia definitiva confirmada por ella, se dispone que Castagn i 
sea amparado en la posesión, 

Qoe por consiguiente, la acción negatoria deducía pr !>o- 
ña Petrona Candioti de irioudo, contra Don Cárloa i'astagn. , 
apoyándose en una posesión condenada por la Suprema Corte, y 
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teniendo por fundamento las providencias dictadas para dar 
cumplimento á las sentencias ejecutorias de f... del juicio po- 
sesorio, es improcedente. 

Por estas jr otras ron.ideranun^, no se hace lugar á la de- 
manda de „e se deje sin efecto lá Mm ¿ am¡(4rfl ¿ ^ " 

«on dictada á favor de Don Dárlcs Castagno, con costas, tor- 
rándose á Ja demandante^ amonede pudieran competirle 
sej]>re el campo. 

Bh cuanto al otrosí del escrito de demanda, estése á lo prove- 
yó en esta fecha e„ el juicio .obre ejecución do sentencia seguí- 
do entre Castagno y Crespo. 

Hágase saber con f | original y repóngase. 

de T. finta. 



I'wllo tlr in Mtipreitm C orle 



Humos Ain s. Mano? de 183». 

Vistos: fundando la demandante su posesión en los actos del 
¡•obieroo de Entre lito, de que instruyen l« s documento, de fo- 
jas catorce y -siguiente,, m r llt . roil ordené y Llérados á cabo 
o ««.licitud to.uaMerad..Iio,, M . r r ,, jl(J , p, míí , n(r . 

juicio posesorio iniciado contra este por Don ( arlas Cártamo 

1 considerando: Mftft» Qne por resolución de esta Supre- 
ma ( orle, de fecha pnce de Setiembre do mil ochocientos óchen- 
la y . nutro, que SR rejistra en ta página ü uto sesenta v siete 
del tomo décimo octavo, de la segunda serio de sus Tallos y i K 
cual se alude en el documento corriente en copia á foja s.^U 
J ocho do estüS aut<Mt Sfi onJen . al Gobierno fJe Ja 

Entre liios, á petición del demandante en aque! juicio, se abs- 
tuviese de todo acto de innovación respecto de los campos en 
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cuestión y se mantuviese á Don Carlos Cnstagno en la posesión 
que de ellos tenía, hasta tanto la Suprema Corte dictase senten- 
cia en el juicio mencionado. 

Segundo, Que esta resolución nu fu r cumplimentada por las 
razones que es presa el citado documento de faja sesenta y ocho, 
y antes al contrario, según se espresa en él, quedaron onvu- 
mides los actosdo innovación que se habían llevado ¡í cabo tin- 
tes de ella, es decir, la desposesíon y desalojo de Don Carlos 
Cast.igno, mandado mantener en dichos campos. 

Tercero, tjur por este medio, se enem-ntr.iu ha-»ta el día frus- 
trados los efectos del juicio posesori- seguido y fallado en deli- 
nitiva contra Cre-p-». 

Cuarto, Finalmente, que tales actos declarador* por esta Su- 
prema Corte, atentatorios de la posesión del di-nuudado, no pue- 
den fundar derecho alguno en favor do la demandante en euro 
interés y en cuyo nombre se cometieron t ilos, segim resulta de 
subscrito de demanda. 

Por estos y loa fundamentos de la sentencia apelada de foj;i> 
treinta y dos, se coulmua esta con costa 

Kn cuanto á la nota de foja ochenta y seis, en que se solícita 
se libre oJicio al Poder Kjccutiro Nacional requiriendo el 
auxilio de la fuerza pública para la ejecución de la sentencia de 
misión en posesión librada á favor de Don Carlos Castngno : 
atentos tos antecedentes relacionados cu dicha n ta, líbrese 
olicio al Presidente de la República, pidiéndole $** digne poner á 
disposición tii-l Juez de Sección de Entre Bies, la fuerza necesa- 
ria á la ejecución de la providencia citada. 

Repónganse los sellos, y en oportunidad devuélvanse. 

RLSJAMIN V1CTORICA. — L LADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO IBARCÚREfl.— 
C. S. DE LA TORRE. — SALLS1U- 
XO J. /A VALIA , 
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CAUSA XXli 



lt. Eugenio Laffiian contra el agente déla compañía marítima 
«Chargeurá Reunís», por entrega de mercaderías; sobre de- 
fecto en el modo de proponer la demanda, é incompetencia. 

Sumario - i-Laíaltade traducción, ó la traducción defec- 
tnoaa deán documenta acompañado á la demanda, no autoriza 
la «acepción dilatoria por defecto legal » ¿ modo de proponer 
la demanda. * 

2° U entrega de mercaderías que se pide á un agente de va- 
pores en virtud de conocimientos, y s , niega por éste por falta 
de pago de flete y desembolsos, parten* e á la navegación y co- 
mercio marítimo, y el conocimiento de la demanda corresponda 
a la Justicia Federat. 



' tm -~ V < Eugenio Laf litan, acompañando unos conocimientos 
y un memorándum de Don G. B. Uubet, demandó .1 este para o u, 
fuera condenado á entregarle unos cajones de mercancías venidas 
del Havre á la urden do dicho Sr. Loubet, de propiedad de Laf- 
titan previo pago de los fletes convenidos y gastos legítimos 
dejando a salvo su acct-n por los daños y perjuicios. 

T. V 
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Dijo que llegados los cajones, el Sr, I.oubet le mandó el me- 
morándum, para que fuera á recibirle de ellos, pruno pago de 
mil ciento noventa y un pesos setenta y cinco centavos moneda 
nacional, 6 cuya suma ascendían los gast'>s. 

Que él ocurrió a la agencia para demostrar que la cuenta de 
gastos era muy superior 4 la convenida cu el Havre ; poro que 
el Sr. Loubet no le atendió, guardándose los cajones, que abrió 
en seguida adornando su casa cotí los muebles en ellos conte- 
nidos. 

Que en dichos Cajonea balita también los útiles de su profe- 
sión, cuya falta Ir había causado graves perjuicios. 

(Jueel conocimiento de la causa pertenecía á la Justicia Fe- 
deral según la parte üuiil d**l inciso 10, a rt í--u !u ti , ! - y de Com- 
petencia de los tribu nales federales 

El juez mandó traducir los conocimientos y el memorándum 
que se hallaban en francés, y presentada la traducción, confirió 
traslado de la demanda. 

El Sr. Lmtbet, >in contestarla, «puso tas escepcion es de de- 
fecto legal en la demanda, y falta de jurisdicción. 

La primera escepcion la fundí'» en que la traducción no estaba 
bien hecha, notando particularmente la cláusula puerta al dor- 
so de los conocimientos, que dice que debe hacerse la entrega 
contra el pago de h» ga-to a v nWmiir*, siendo asi que esta pa- 
labra no es castellana, y es de importancia su traducción. 

La segunda escepcion la fundó en que el no era con respecto 
al actor, agente marítimo ni cargador, Binó un comisionista en- 
cargado por su comitente, de entregar mercaderías á un tercero, 
lo que sometía el asunto álos tribunales ordinarios de comercio. 

Conferido traslado de las excepciones, Laftitan contestó pi- 
d ¡endosa rechazo con cortas. 

Respecto de la primera, dijo que era ridicula, pues reconocía 
la obligación de pagar los gastos legítimamente hechos, y que 
la palabra debuurs significaba el diuoro advf tintado. 
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ji ,(S fet rem,t0 Ja Cí ""ga, indica claramente mw « tr.t 

do un contrato ni<r»A nAn ; n * » lttmcí1 ^ que se trata 

Miento , ua s « de t * *T* ■"'«-»». ,„,„- 



Folio ifelJuM l>d«rol 



de P rJo "T" QM l " « *' .... 

i, i i ¡ "ain.i ( i inciso 5" nrtímln T'í 

Qftsen ninguno de clb* está coin..r....rfi,i, t, 

«nteBíifc, disposición del „,„. fj * T"' 

prueba legal do el¡stcnciil ¿ ^totti ' * " 
«1 cargador ó duoio d, la., rnord 1 ^ ' "** 

tos ó C «„si ffn:l tari., S ; , noipn " t '" ,,,e ¿ SUSagl ' n - 

Jéreclio las acción o . . * esta relación do 

»o, las acooaos ,„ se trataba do üaoor efectir. ls on li do- 



968 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



manda, según viene planteado la cuestión, y esto basta para es- 
tablecer la jurisdicción federal, conforme al inciso I o , artículo 
2 o de la ley de 14 de Setiembre de 1863. 

Por estos fundamentos, no lia lugar á lasescepciones opuestas 
con costas, y repóngase la foja sin más trámite. 

Virgilio if. fedin. 



VISTA DEL SEÑOU PKOCLUADOIl GENERAL 



Dueños Aire? , Febrero 27 de 1889. 



Esta demanda está basada en los conocimientos de fojas 15 
y 17, en virtud de los que se pide la entrega de mercaderías em- 
barcadas en el Havr^. 

Apoyado en los mismos conocimientos, el agente délos car- 
gadores rebusa la entrega, alegando que no se ha satisfecho ei 
flete y debours, desembolsos, que, según su mismo tenor, debían 
ser pagados previamente. 

Se trata, pues, de hechos y contratos á toda luz concernientes 
á la navegación y comercio marítimo, del resorte exclusivo do 
la Justicia Federal, según el artículo i" de la ley de jurisdicción 
y competencia de los tribunales nacionales. 

Sírvase V. E. confirmar la sentencia apelada. 



Eduardo Costa. 
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Buenos Aires, Marzo 7 de 1889. 



* istos : por los fundamentas del auto apelado de foja treinta 
y cinco, los invocados por el señor Procurador General en su 
precedente- vista, j de conformidad con lo disparo por el inci- 
so décimo, artículo segundo, de ia ley sobre jurisdicción y com- 
petencia de los Tribunales Federales, se confirma dicho auto con 
costas i y devuélvanse previa reposición de sel'os. 



BENJAMIN V1CTOR1CA 
niCO IBAKGÚKEN. 
LA TORRE. 



i. — FEDE- 

— C. S. DE 



270 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



< Al NA XXIII 



IK Jacinto Sánchez emita ¡K Julio Cusía, por daños y perjui- 
cios; sobre apelación en i nieto arbitral 

Sumario. — Los recursos contra los laudos arbitrales díck, 
dos en cau¿a que no sea de jurisdicción, originaria de la Supre- 
ma Corte, deben ser llevados al Juez de Sección á quien habría 
correspondida el conocimiento de la misma, *¡ no hubiese sido co- 
metida á arbitramiento. 



(nso. — l-nll de Setiembre de 1880. en el juicio seguido 
entre Custoy Sánchez, sobre cumplimiento de un contrato de 
sociedad, en virtud del cual Sánchez debía aportar una maqui- 
naria completa de molino, el Juez Federal de Salta dictó sen- 
tencia conlimiaudo el laudo que condenó á Sánchez á entregar 
dentro de tres dias las piezas de la máquina que retenía, para 
ser montada conforme se convino. 

Ejecutoriada la sentencia, Custo, fundándose rn que Sánchez 
no la hubía cumplido, pidió la rescisión del contrato de socie- 
dad y la indemnización de perjuicios. 

Sánchez por su parte, alegando que. recien conocía la senten- 
cia por haber estado ausente, pidió se notificara A t'usto que se 
recibiese, de los accesoria de la maquinaria, señalando el local. 

Custo manifestó que se conformaba con recibir la maquinaria 
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sin perjuicio de ta demanda por daños y perjuicios, que debía 
seguir su curso. 

Llamados á juicio verbi.l, manifestaron que no habían lle- 
gado á acuerdo alguna, por loque siguiera su curso el juicio 
iniciado por rescisión de sociedad y daños y perkucios. 

Por auto de 21 de Octubre de JS8C, el j.. PÍ rosokiú que es- 
tando conforma m socios en seguir la sociedad, 8 tg un sus ei- 
critos de fojas 7 j 8, aunque con la salvedad de los perjuicio., 
se procediera al nombramiento de arbitros para ent nder en la 
cuestión de ios perjaiofos con arreglo al articulo 510 del Códi- 
go Civil, 

mton nombrad™ arbitros e] Dr. D. Darío Arias, D. Felipe 
IK Pérez, y coulo tercero para cietaq de discordia, el Jaez Fe- 
doral, quien debía resolver en última instancia, sin apelar-ion. 

Los arbitros dictaron su laudo en discordia, y el Juex Federal 
dictó el siguiente. 

Laudo del Juez tVder.l 

Sfelfi Noviembre l ó dfl J8sr. 

VMos y considerando: !• Que a foja í* en 20 de Setiembre 
de (886, Don Julio Gastó, demandó A su socio Don Jacinto 
Sánchez, por rescisión total del contrato de foja 32, y por daños 
yperjuiems provenientes de su inejecución. 

2» Que á foja 8, Custo declara estar canfora» en recibirla 
"laqmuaru y pide al Jugoso señale la época en que princi- 
piaron los efectos del contrato, porque el plazo lijado de un ano 
ha fenecido sin perjuicio de la acción de danos y perjuicios que 
tiene iniciada. H 

3' Que en fecha 21 de Octubre se dictó el auto de foja «tí 
que declaró qm ,stando de perfecto acuerdo las partes en U¿ 
m a debido efecto el contrato de sociedad, y versando |, CUM _ 
t.on sobre daños y perjuicios, se Ies convocó para que con arreglo 
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al artículo 51 i del Código de Comercio, nombraran sus respecti- 
vos arbitros. 

4 o Que en 26 de Octubre, según consta del acta de foja 27, 
Jas partes se ratificaron en que la sociedad debía proseguir con 
arreglo a! contrato de foja 32, y designaron los árbitros, los 
cuales, no habiendo laudado en el término fijad", fueron nombra- 
dos el Doctor Don Darío Arias y Don Felipe 1). i'<rez, y para el 
caso de discordar, eligieron al suscrito, que resolviera en última 
instancia y sin apelación. 

5 o Que en este estado, y debiendo el suscrito practicar la ins- 
pección ocular del local donde debía establecerse la maquinaria, 
decretada á foja 8 vuelta del espediente mandado traer y que 
oportunamente se ordeno se agregara, según decreto de Noviem- 
bre 4, fo> 6, la inspección no se efectuó por cuanto se convino 
eu que Custo se daba por recibido de las piezas de la maquinaria, 
y por delinitivaraeute terminado el incidente sobre ejecución de 
la sentenciado foja 10, que en testimonio corre en estos autos, 
conviniéndose además, en proseguir la sociedad en perfecta ar- 
monia, interpretando el referido contrato social. (Acta de foja 9) 

6 o Que siendo isto así, el soHoCusto, no puede volver sobre 
sus propios actos y si pues en 11 de Noviembre aceptó la prose- 
cución de ta sociedad eu perfecta armonía, diú por terminada él 
mismo la demanda de daños y perjuicios, que había iniciado en 
20 de Setiembre. 

T Que según el artículo 21 8 del Código de Comercio, esta de- 
manda presupone la resolución del contrato, y como más bien 
aceptó el hecho de su prosecución, mal pueden pedirse conjunta- 
mente aquellos. 

8 o Que el artículo 246, concordante con el 218 citado, confir- 
ma ia misma doctrina, di' tai modo que reclamándose daños y 
perjuicios por inejecución de un contrato qiir á la ve/ se declara 
en vigor, es tan contradictorio como forzar á una de las partes i 
pagar y & cumplir lo mismo que es la materia del pleito. 
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Por estQ3 fundamentos, y los coaco rilantes del laudo dictado 
por el árbitro Don Felipe Pérez, se confirma, revocándose tan 
solo en las costas por no encontrar la temeridad y malicia para 
imponerlas» 

Notiffqueseconel original, previa reposición desellas. 

Henjamin fiyueroa. 

Custo interpuso recurso de apelación y nulidad de dicho lau- 
do, que el Juez Federal concedió en relación para ante la Supre- 
ma Corte. 



r»ll© de la titiprema forte 

Buenas Ai ron. Marzo 12 de 1889. 

Vistos: habiendo el Juez de Sección procedido como árbitro 
tercero en esta causa, y estando establecido por la jurispruden- 
cia de esta Suprema Corte, que los ncursos deducidos contra los 
laudos arbitrales, cuando la causa no es do jurisdic cion origina- 
ria de aquella, deben ser llevados ante los Jueces de Sección, á 
quienes hubiese correspondido el conocimiento del asunto si es- 
te no hubiese sido sometido á arbitramiento, devuélvanse estos 
autos al Juzgado de su procedencia á los efectos que hubiere 
lugar. 

Repónganse los sellos. 

BENJAMÍN YICTORICA — ILADISUO 
FRIAS — FEDERICO lOARCtHEN — 
C. S. DE LA TORRE — SALLS- 
T1ANO J. ZA VALIA. 
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CALMA XXIV 



El Fisco Racional, contra Don Camilo Métit ; por cobro de 

■ letras de aduana. 



Sumario. — I o La acción por falta de pago de derechos por 
mercad crías de importación, se prescribe á los diez años de la 
entrada del buque á que se refiere el reclamo. 

2" El reconocimiento de la deuda, y la demanda interpuesta 
en tiempo, interrumpe el curso de la prescripción. 



Caso. — En Enero de 1872 se iniciaron ante el Juzgado los 
procedimientos para dar con el paradero de D. Camilo Mértc, 
deudor al Fisco, de cuatro letras por derechos de aduana, im- 
portantes la cantidad de 15.938 pesos fuertes con 22 cente- 
simos. 

Habiéndose conseguido que Meric reconociera su deuda, con 
fecha 18 de Fibrero de 1873 se libró contra él, auto de sol- 
vendo, á petición del Procurador Fiscal; y en 28 del mismo 
meá, se ordenó que se librara mandamiento de ejecución j 
embargo. 

Méric presentó á embargo, diversas mercaderías que dijo 
tener en la aduano, y que estimaba en 2500 pesos fuertes. 
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Practicáronse después otras diligencias para descubrir más 
b.eues del deudor y para averiguar el domicilio de un fiador 
sujo, Don Juan Vedere, hasta e\ U de Marzo de !873 

En 2 de Marzo dn 1875, el Procurador Fiscal cmtinuó los 
procedm.ientos, tendentes siempre á descubrir bienes del fe* 
<W J de su fiador, quedando interrumpidos en 7 de Julio de 
187,, faena de una ris*« dei Procurador Fiscal, pidiendo <m, 
eiohcal de justicia trabara el embargo anteriormente orde- 
ñauo. 

En estocólo quedóla cansa, basto el 31 de Julio de 1885 
en el I M federal ordenó librar «.andamiento en forma' 
Se stgu.ero,, después nuevo, procedimiento, pura averiguar 
el domiott.o del deudor, y con fecha 30 de Majo de 1887 se 
rabo embargo en ano casa sit uada en ta Avenida Montes de 
ejecutado " Kiwal denl " lciú <»«><• propiedad del 

Hecho esto, se citó de remate á Jlíric, el cual s C presento 
»PJ>n'Mo : ana babia sido sorprendido con el mandamiento de 
embargo dupuos de naher estado paralizado el espediente por 
mas de ocho años; que consta cu autos, que en 8 do Marzo de 
1*18, d,o a embargo mercaderías por valor de 2500 peso» fuer- 
tes, de manera que se había omitido por 15 años la citación de 
reñíate para liquidar aquellas mercadería, i imputar su valor á 
a deuda. Que so amparaba de la prescripción „ u h , „ t ¡,„,. 
do a aceten que tenía el Fisco para cobrarle I„, derechos fun- 
dado en lo dispuesto por ol «líenlo 3951 del Código Civil oud 
¿qutparael Fisco á los particulares; y en loa ocho años de 
interrupción ,uc sufrieron los autos, para el cobro de las letras 
de fojas 1, 2 y 3, y la que figura ,„ d «podiente agregado 
Que por lo do»*, hacía presente que la casa „„ „ babia em- 
bargado, no era suva. 

«ST admitieca 1¡l f mmn en oo.. 
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VISTA DEL l>HOCUIUDOR FISCAL 

Buenos Aires, Julio SO de 1887. 

Señor Juez : 

Sírvase V. 8. ordenarse lleve adelante la presenta ejecución, 
desestimando la excepción de prescripción opuesta por el ejecu- 
tado, señor Méric. 

Me ocuparé brevemente de la primera parto del escrito de 
este señor, referente á irregularidades en el procedimiento 
observadas en la causa; i° porque aunque existieran tales 
irregularidades, ellas no constituyen una escepciou legal en los 
juicios ejecutivos y no deben, por tanto, ser tomadas en cuenta ; 
y 2° porque no es cierta esa atírmacion, desde que n ¡ ha tenido 
lugar el embargo de mercaderías en poder de la Aduana, de pro- 
piedad de Vedere ni dv Méric, porque no existían tal. s merca- 
derías; y en cuantoá la interrupción del juicio por largo tiempo, 
ha sido ella causada por la deserción de Méric, ausentándose á 
Europa, precisamente por este juicio. Pero esta circunstancia 
no constituye irregularidad alguna, que pueda invocarse como 
una defensa. 

Concretándome ahora al único argumento que merece tenerse 
en cuenta, de los aducidos por el señor Méric, que es el de la 
prescripción de la deuda por la interrupción de ocho años y 
medio que ha sufrido la tramitación del juicio, se me ocurre 
preguntar, ante todo, ¿en virtud de qué ley se ha operado tal 
prescripción? Méric no lo dice ni podría decirlo, porque no 
existe esa ley, contentándose con generalidades que no son apli- 
cables al caso sub judtee. 

Loa documentos de fojas 1, 2y3de los autos principales* el 
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da foja I del agregado, espresan el origen de la denda. es decir 
que procede de derecho, aduaneros ó fiscales y esos docme^ 
tos están regidos por una ley especial, cal os « Las Ordenan- 
zas de Aduana, en sus artículos 155 á 17!, arWcutosqne esta- 
Mecen la manera de otorgarlos, do tramitarlos y fe „a,orlo 3 
efech, os en definitivo. No son entonces letras de cambios sujo- 
tas al Código de Comercio, como parece insinuarlo el señor 

S? 7 ! í afirmarl ° * S ' -'bóricamente, y por 

tanto, se trata de una denda común que, aún considerada sin 
prmlegio alguno por parte del Fisco, no ha podido ser prescripta 
por mterrupcion de oeho ó nueve ofios en la tramitscioa d 
juicio, porque no eiiste ley alguna que así 1„ dispon-a 

feirvase, pues, V. S. proveer de conformidad i lo que deio 
pedido, con espresa imposición de cestas. 



David Xai alía. 



Fallo del Juez Federal 



Buenos Aires, sr,yo 5 de 1888. 

Por los fundamentos aducidos, en la precedente vista r¡ sca i 
y tonsurando además : que siendo la prescripción la ú„¡c a 
escepcon que se ha opuesto después de haherse reconocido es- 
presamente por repetidas vece», la legitimidad del crédito v 
fundándose tan solo en la paralización del juicio, el trámite de 
la prueba es innecesario, pues no hay hechos controvertidos ó 
dudosos ,ue puedan ser materia de e 1!a; q ue 6ien d además 
una defensa creada por la ley par. protejer al demandadocuan- 
do por una larga posesión 6 larga inacción del pretendido acree- 
dor, que frecuentemente reconocen por causa un derecho, han 
de.aparec.de los medios de probarlo, no puede favorecer al 
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que reconociendo la deuda, imposibilita al acreedor para cobrar- 
la ocultando su persona ó sus bienes. Que por consiguiente, la 
única prescripción que admite la ley de juicio ejecutivo, es la 
que resulta de no haberse hecho uso de la acción en el tiempo 
correspondiente según la naturaleza del ¿rédito que se intenta 
reclamar, lo que no sucede en el presente caso, pues consta que 
después de deducida oportunamente, se ha continuado constan- 
temente, paralizándose tan sulo por hechos imputables al de- 
mandado. 

Por estos fundamentos, fallo no haciendo tugará dicha excep- 
ción, mandando Ik-var adelante la ejecución llanta hncer pago 
al acreedor, del capital, intereses y costas del juicio. Notifí- 
quese con el original, y repóngase la foja. 

Virgilio M. Tni'tn. 

rail» d* la Suprem» €«He 

Buenos Aires, Mareo 12 de 1889 

Vistor y considerando: Que habiendo el demandado aún con 
posterioridad á los procedimientos judiciales que corren de foja 
ochenta y cuatro adelante, reconocido la existencia del crédito 
por qué se le persigue, poniendo en duda solamente su alcance, 
según resulta especialmente de la diligencia corriente á foja 
cien, ha renunciado implícitamente á oponer la prescripción 
con arreglo á los artículos tres mil uoveciento sesenta y cinco 
del Código Civil y novecientos noventa y ocho del de Co- 
mercio. 

Que aparte de ^sto, según la disposición del artículo cuatro- 
cientos treintay 4 resdelas Ordenanzas de Aduana, laaccion por 
falta de pago de derechos por mercaderías de importación, se 
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prescribe solamente á los diez años, contados desde la entrada 
del buque á qun se reüera el reclamo. 

Que la demanda de foja nueve toé interpuesta á tiempo, como 
no lo desconoce el demandado é interrumpió cualquiera pres- 
cripción que hubiese comenzado acorrer á su respecto. 

Finalmente, que la prosecución de los procedimientos inicia- 
tíos contra aquel, é interrumpidos en el mes de Julio de mil 
ochocientos setenta y siete por su ausencia y falta de bienes, 
ha tenido lugar antes de que trascurriera el término especial 
asignado por la lf»y. 

Por estos y los fundamentos de la sentencia apelada de foja 
ciento trece, se coníima con costas dicua sentencia ; y repuestos 
los sellos devuélvanse. 



BENJAMIN VLCTGIUCA, — FEDERICO 
IBARfctjlKX. — C. S, DE LA 
TORRE. 
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Doña Petrona Díaz de liedoya de Del Campo, contra Don Fe- 
lipetf, fíecalde; por reivindicación-, sobre desembargo. 

Sumario. — En casos iguales, debe dictarse igual resolución. 



Caso. — En Noviembre 6 de 1886, Dona Petrona Diaz de 
Bedoja de Del Campo, alegando la nulidad de la renta hecha 
de unos campos y haciendas por el finado Don José Diaz de 
Bedoya á Don Felipe Recalde y Don Juan E. Torrent, entabló 
acción reivindicatoría por la quinta parte de dichos campos y 
haciendas ante el Juez de i" Instancia de La Plata, por hallar- 
se loa campos en el Saladillo y Alvear, y pidió por otrosí, que 
atenta ía disposición del artículo 447 Código de Procedimientos, 
se decretase embargo preventivo sobre los campos y haciendas. 

El Juez Do;tor Miranda Xaon accedió á esta petición y en 12 
de Noviembre de 1887 se anot6 el embargo. 

Don Felipe N. Kecalde, como vecino de la Capital, alegando 
que la demandante era vecina de la Provincia de Buenos Aires, 
entabló contienda de competencia, para que la causa pasase al 
conocimiento del Juez Federal de La Plata, por la distinta ve- 
cindad de las partes. 
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era cíe jurisdicción federal. 
Pasado, los autos al Jmz Federal de LaHata, Don Felino N 

dtóoo 8 ° " ' ,0r "' ,U " Pr0V¡nCÍi "- 8i » 

JaÍZ! trl "' b " '* t "" b " ri;0 ¡ ' 1ÍBtico 31 ** » trabó 
por ol ju„ contra e. Doctor Turr.nl en fo, autos repeti- 

ros, y que fue levantado por el Juzgado Federal por auto con 
firmado por la Suprema Corte. 
mm Sonlirió traslado ú Doña Pctrona DI» de Hedor, v 

W lab., jostrado .o personería, „, WMtata 1JUf ,„,.„ ' 

JJW .1 embargo era procedente, v podía S er pedido por la de- 

Y que. deprendiéndose del osc ilo do Don Felipe X Itecalde 
a« .1 demandado Keca.de babía fallecido, o, incidental 
embargo. „l *mo el asante principal, debían SM pasados a! 
conocimiento del Juez de la Plata. 
Que por todo esto, no debí, hacerse lugar á lo pedido 
Conferido traslado, Don Felipe X. Kccalde contestó : que h 
Lora había demandado á Don Felipe Itecalde ó á su testamen- 
ta la, i esa demanda se le notificó en su carácter de be- 
redero. 

Que siendo demandado, no tiene que justificar su personería • 
Que en escrito anterior citó la testamentaría de su señor 
padre que concitó con la liquidación y partición de les bienes- 
entre los que figuró ol que se demanda, no habiendo por cons¡: 
S j "" ^ testam,ntaríl1 - ni testamentaría tn trami- 

T. V 

15 
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Que sobre la jurisdicción del Juzgado Federal hay cosa 
juzgada, ni se pide nada por la contraparte, que se limita á 
solicitar t i rechazo del desembargo. 

Que, según se declaró en el caso de Torrcnt por la Su- 
prema Corte, no procede el embargo, cuto levantamiento pedía. 

F»llo del Juca Federal 

La Plata, Octubre 30 do 1888. 

£ vistos, cu el incidente sobre levantamiento del embargo, 
trabado en los bienes de Don Felipe N. Iíeealde. 

Y considerando: i° Que aunque al contestar la solicitud sobre 
levantamiento de embargo, la demandante señora Diaz d..- Be- 
doya de Del Campo bace valer incidental mente articulaciones 
dilatorias de falta de personería y competencia del .Juzgado, se 
basa en becbos que han sido alegados y dése timados al trami- 
tarse el juicio de jurisdicción y competencia, fallad" por la Su- 
prema Corte en su sentencia de foja 137, sin que se alegue que 
con posterioridad se haya producido hecho alguno nuevo, y que 
de la vista del espediente resulta perfectamente establecido que 
son inexactos en cuanto se refieren ¡i la personería, puesto que 
esta ha sido determinada por la demandante misma que deman- 
daba á Don Felipe Kecalde ó á sus herederos; y se halla ade- 
más comprobada por la aceptación que bau hecho de la notifi- 
cación y trámites al Sr. Felipe K, Kecalde; y finalmente, porque 
el demandaute mismo no le niega su calidad de heredero que 
él afirma, refiriéndose á protocolos é instrumentos públicos, y 
su duda ó la falta de una negativa categórica, importa una 
confesión; y son igualmente inexactos los que se refieren á 
una testamentaría ú juicio universal; la demandante señora 
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Día, de Bedoy. de Del Campo, enlodo* sus cacrit „ s aesde u 

FelipeN. Hecalde Jitl. "«"«do por el señor 

1 ¿uuimc, ri>jj riéndose al esrtfriioni™ 

fío lo qoe son ¡nadmuiUe* JL J f , . J™ 

<Jue hay jurisprudencia sobre el caso P 

ííemás Órdenes necesarias. "^«Wf J librándoselas 

*m&m original y repónganse los sellos. 



,JlJC,IOS Aires, llarzo 12 dv 1880. 

Vistos : por sus fundamentos se wmfl*»* 

os ' sc c °ní<nü; tt con costas, el auto 
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apelado de foja ciento cincuenta y nueve. Repuestos los sellos 
devuélvanse. 

BE>JAM13 V[íTORICA. — L LADISLAO FRUS. 
— FEDERICO IBARCCRE>. — C. S. OE LA 
TORRE. — SALUSTIASO J. ZA VALIA. 



* i ISA XXVI 

Don Guillermo Wallace t contra la provincia de Entre RÍOS] 
sobre competencia é interdicto de recobrar. 

Sumario. — \ " El interdicto de despojo es una acción civil, 
cuyo conocimiento corresponde á la Suprema Corte originaria- 
mente, cuando se deduce por un estrangero contra una pro- 
vincia. 

2° En los casos de violencia y Tías de hecho, la acción de 
despojo procede aún contra el propietario del inmueble. 



Caso. — Lo refiere el fallo de Ja Suprema Corte. 




NACIONAL 



VÍSTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Febrero I d <; 1889 

Suprema Corte: 

Don r;„ illcr Wtt]Iwej catrangeroi ^ 

Co te entablan*, interdicto do recobrarla poción contra el 
Oob.erno de Entre Rios, , deduciendo además, la acción de 
danos y perjuicios contra el mismo Gobierno. 
No se ba negado por parte del representante del espresado 

M al artículo 32* do la Ley de Procedimientos para 
M t .banales «oconales, que solo esige la posesión i tenénd» 
e .nterd,oto en este caso es fundado,)- procedent,- la competen- 
m de esta Corto, dada la nacionalidad del actor 

Obstase que la Suprema Corte carece de jurisdicción para 
traer á juaco los actos de los gobiernos de provincia en ejercí 
W de as facultades que la Constitución ¿ ha reservado T 

JaélTv^ " PrCtendí¡1 "-'Suprema Corto codo- 
¡2.* 11 1« el SObierno do Entro Kios laabia 

hecho de sus leyes de tierras y decidiera acerca del mejor d ! 
bo do ,„o y otro mteresado al terreno en diputa ¡ la Lr ma 
Lorie dec aró naturi-in^nT^ "uprtnia 
lencia. MtaMl 'M»te, q"e no era esto de su compe- 

tís pertinentes son las decisiones de la Suprema Corte en 
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los casos de Don Angel Satas y de los señores Rufino, también 
«¿obre interdicto (Série 2*, t. 16, pág. 413 y série 2-, t. 8\ 
pág, 323). En ellas declaró la Suprema Corte que, al hacer la 
Constitución Nacional justiciables ú los poderes de provincia 
ante la Corte por demanda de Tocinos de utra, 6 de ciudadanos 
6 subditos estrangeros, ha sido precisamente por sus actos de 
gobierno ú de administración en violación de derechos particu- 
lares. 

Por todo esto, y teniendo además en cuenta (|ue la acción 
deducida se estiende á la indemnización Je duiios y perjuicios, 
es mi opinión que debe la Suprema Corte proseguir en el conoci- 
miento de esta causa. 

Eduardo Costa. 



Fallo de lo 9u|>remm Corle 

Buenos Aires. Uaná 11 <J<í 1889. 

Vistos: estos aut.s de interdicto, promovidos por Don Carlos 
B. Iludtwalker, en representación de Don Guillermo Wallace 
contra la provincia de Entre Rios, solicitando ser restablecido 
en la posesión de la isla llamida tLecbiguanus >, del rio Pa- 
raná, de que dice haber sido despojado violentamente, por órden 
del Gobierno de dicha provincia; y considerando por lo que 
respecta á la escepcion de incompetencia deducida por el repre- 
sentante de la provincia demandada: que se trata al presente 
de una acción civil, deducida por un ciudadano estrangero contra 
una provincia, regida por el artículo primero, inciso primero de 
la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales Fe- 
derales. Por esto, y lo expuesto por el señor Procurador General 
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en su dictamen de foja ochenta y ocho, so declara do haber lu- 
gar ú dicha escepcion. 

Considerando en cuanto al fondo del asunto, que el represen- 
tante de la provincia demandada ha reconocido * .^lícitamente la 
ocupación á título de locatario, de dicha isla, por el demandante, 
Á la fecha de los actos que dan lugar á la demanda, como así 
mismo, el desalojo violento de que él se queja, y á que fué 
obligado sin prévia sentencia. Que con arreglo á los artículos 
dos mil cuatrocientos sesenta y nueve y dos mil cuatrocientos 
noventa del Código Civil, la acción de despojo es procedente en 
Jos casos de violencia ó vías de hecho, aún contra el verdadero 
dueño del inmueble, sin que sea necesario justificar otro estre- 
mo que la detentación material del inmueble á la Ocha del 
despojo. 

Por estos fundamentos, y con arreglo, además, á lo dispuesto 
por el artículo dos mil cuatrocientos noventa y cuatro del Có- 
digo citado, se declara que el Gobierno de la provincia de Entre 
Ríos está obligado á restituir nk demandante Don Guillermo 
WalUcc, á la posesión en que so ha hallado de la isla antes men- 
cionada, y á indemnizarle, además, los p-rjuicios que, por 
causa de la desposesion, se te hubiesen ocasionado, con costas. 
Previa reposición de sellos, archívense. 

I1ENJ A MIS VICTOIUCA . ■ — l'LADISLAO 
FUI AS. — FEDERICO 1RARGÚREN. 
— C. S, DE LA TORRE. — SALUS- 
TUSO í. ZAVALIA. 



288 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



< AINA XXVII 



Qmarini hermanos contra las senaras Doña Mar ia, Do ft 
Virginia y Doña Hita Groynct ; sobre interdicto de obra 
nueva. 



Sumario. — La mensura)- amojonamiento de un terreno y 
la subsiguiente ocupación de la casa habitación exigente en él 
constituyen una posesión suficientemente caracterizada y bas- 
tante para el ejercicio de acciones posesorias en juicio. 



Caso.—D. Antonio Hernández por Qmarini hermanos se pre- 
sentó ;mb» el Juzgado esponiendo: que sus representados son 
propietarios y poseedores de un terreno situado en el Rosario, 
compuesto de 74 metros 78 centímetros de frente por 25Í me- 
tros 60 centímetros de fondo» lindando: por el frente al Esto, 
con Don Trella F. de Olguin ; por el Norte, con Doña Isabel y 
Doña Teresa González; y por el Oeste con los herederos de Dona 
Zenobia U. de Lando y Don Arsenio Maseras. 

Que este terreno lo ocupan en su mayor parto como inqui- 
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linos, Don Vicente Jfena, Don Juan Luducña, Don José 
Sosa, Don Arsenio Solis y Don Octnviano Albarracin. 

Que habiendo Omarini hermanos solicitado de la Municipali- 
dad, con fecha 24 de Diciembre de i 885, permiso para cercar 
con alambre el terreno, se procedió ¿construir el cerco; pero 
mientras se bacía el trabajo, se presentó en el lugar el proen- 
rador Don Calixto González, en representación de Don Juan M. 
Ortiz, acompañado del Comisario de Policía de la Sección Norte 
del Rosario. D(n X. Luna, d impedirlo, prestando que el ter- 
rena era de propiedad del mencionado Ortiz. 

Que r n vista de esto, Omarini hermanos ocurrrieron ante el 
gefe Político quejándose de que el comisario Luna hubiera 
intervenido con vi carácter de autoridad judicial, que no le 
correspondía, manifestando dicho gefe que el comisario no 
tenía en efecto tales facultad,*, debiendo haberse limitado 
su intervención, á mantener el órden si hubiese sido alte- 



Que no hiendo podido el representante de Ortiz impedir que 
Omarini hermanos construyeran el cerco, la parte del mencionado 
Ürtiz había principiado A construir otro cerco dentro del hecho 
por Omarini, cometiendo así un atropello que solo por .vitar un 
escóndalo no fué resistido por la fuerza. 

Que en vista délo espuesto, deducía el interdicto de obra 
nueva pura que se ordenara á Don Juan M. Ortiz remftftt el 
cerco que h;.bía construido en el terreno de Omarini, no pi- 
diendo la suspensión del trabajo, porque debía estar ya termi- 
nado, con costas é indemnización de perjuicios, etc. 

Acreditada la competencia del Juzgado, se convocó ¡l juicio 
ferbal; y et demandante manifestó que modificaba la demanda 
haciéndola estensiva á Don Emilio Ortiz en su doble carácter 
de esposo de Dona Virginia Orognet y tutor de Dona Rita ürog- 
net, menor de edad. 

El Juez hubo por interpuesta ta demanda con la modificación 
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indicada, y nombró defensor adhoc de la menor, al Doctor Don 
Joaquín Lejarza, 

Acompañó el demandante: los títulos de la propiedad, en los 
cuales consta que por escritura otorgada en 21 de Enero de 
1882, Don Luis Queirolo, vendió á Don Pedro Omarini, un ter- 
reno de su propiedad con lo en él edificado, etc., compuesto 
do 76 metros 208 milímetros de fronte al Este, en las primeras 
60 varas de fondo inicia el Oeste, y 72 metros 7ii milímetros 
en lo restante, con un fondo de 259 metros 80 centímetros ; 
hallándose el terreno situado en los suburbios .lela ciudad del 
Rosario. 

Acompañó también el d. mandante una diligencia de men- 
sura extra judicial practicada por el agrimensor Don Marcelo 
Grondona, por órden de Don Pedro Omarini, y en la cual se es- 
tablece que el terreno se compone de 7i metros 08 centímetros 
de frente al Este, por 254 metros 60 centímetros de fondo al 
Oeste, lindando por el frente>i Este, con Doña TrelSa de 01- 
guin, por el Norte con Doña Isabel y Doña Teresa González; 
per el Sud, con el General Don Juan Pablo López, y por el 
Oeste, con los herederos de Doña Zenobia 17. de Laudó y Don 
Arseniu Maseras. 

En el juicio verbal bizo presente la parte demandante que, 
aunque el terreno aparecía compr ido por Don Pedro Omarini, 
él pertenecía i la razón social P. Omarini hermanos. 

Los demandados sostuvieron que debía rechazarse la deman- 
da, teniendo en consideración: 1" que el interdicto de obra 
nueva no procedía según el Código Civil, la ley de Procedi- 
mientos y la doctrina, sinó tratándose de obras comenzadas y 
no concluidas ó en ejecución al deducirse la demanda; y el pre- 
sente había sido deducido después de concluido el cercado que 
ha dado motivo á é\. 

2» Porque la posesión del terreno con los caracteres de anuali- 
dad y demás que la ley requiere para la deducción de las accio- 
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ues ú escepciones posesorias no corresponded los demandantes, 
quienes el and «lio amonte y de noche, después do construido 
ya el cercado de Ortiz, habíin procedido á construir un alam- 
brado cortando de Sud á Norte la propiedad de aquellos, y 

3 o Porque ni en cuanto á la propiedad del terreno podía ha- 
ber cuestión fijada ya la ubicación de las propiedades de una y 
otra parte, por el Agrimensor Don Benedicto Sivori, nombrado 
por ellos hace tiempo, de común acuerdo, para el efecto. 

Agregaron: q( ,e estos hechos, ademas de fundar el rechazo 
de la demanda, daban derecho para contrademaudar, como lo 
hacían, á los actores, por la destrucción del cerco y el resta- 
blecimiento de las cosas al estado que antes tenían. 

Que presentaban un croquis de líneas determinándola ubica- 
ción del terreno de la cuestión, en e! cual las líneas A. B, C y 
D, representaban dos c reados que los señores Oiuariui tenían 
construidos de tiempo atrás, los cuales, quedando fuera de la 
propiedad de los ürtiz, comprendida dentro de los ángulos J, J, 
O ? H, ninguna reclamación originaba; siendo motivada la re- 
convención por la línea señalada con las letras It y C que corta 
la propiedad de los Ortiz, desde la letra E hasta la F. Pidieron 
el rechazo de la demanda con costas. 

Los demandantes replicaron que la acción habia sido dedil- 
cida pendientes aún y en ejecución, los trabajos del cercado de 
Ortiz en la dirección de las líneas HEjH G del croquis 
presentado, resultando esto de la misma demanda, en la cual se 
espresó que si no se solicitaba la suspensión de los trahajos, 
era porque suponía quo estarí in concluidos á la fecha de pro- 
veerse la demanda por el Juzgado, en atención á su naturaleza 
y facilidad de ejecución. 

Que era inexacta la afirmación de los demandados en cuan- 
to a la posesión del terreno, y en cuanto á la clandestinidad con 
que se decía haber los Sres. Omarini levantado el alambrado 
O B, construido tt» anterioridad al de los demandados. 
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Que la única línea reconstruida por Omarini durante la noche, 
era la C D, que había dado lugar á la cuestión pendiente ante 
el mismo J uzgado, con ei Ferro-carril de Buenos Airea j Rosario, 
habiendo sido hechos los demás alambrados á la luz del dia. 

Que no era cierto el nombramiento que se decía hecho en la 
persona del Agrimensor Sivori, para la ubicación de los terre- 
nos de una y otra parte. 

Recibidas las pruebas se dictó el siguiente: 



Fallo del Juez Federal 



Rosario, Febrero 1* Je 18S8. 

Y vistos i stos autos, sabré interdicto de obra uueva, seguido 
por los Sres. P, Omarini hermanos, contra los representantes 
legales de los herederos de Don Curios Grognet, resulta: 

Qm- los demandante* con las escrituras agregadas desde la 
foja 3 hasta ta 23, ocurren en 30 de Enero de 1886, ante esto 
Juzgado, diciéndose dueños de un terreno ubicado en los e.tra- 
muros de esta ciudad, el cual se compone de 74 metros con 78 
centímetros, por 254 metros con 70 centímetros <'e fondo, lin- 
dando por el frente al Este, ton' Doña Trella de Oiguin, por el 
Norte, eon Doña Isabel y Teresa González; por el Sud, con Don 
Juan Pablo López y por el Oeste, con Doña Gregoria de Laudó 
j Don Arsenio Maceras, y valiéndose del documento agregado 
á f»ja 24, que es una mensura privada; de un amojonamiento 
llevado á cabo en el terreno que aquel documento espresa ; y de 
la poseso» precaria que por ellos dicen han tenido y tienen va- 
rias personas colocadas para el aüdadn de ese terreno; se atri- 
buyen la posesión desde el año 1882, hasta la fecha en que con 
permiso de la Municipalidad procedieron á alambrarlo ; opera- 
ción en la cual fueron interrumpidos por el Procurador Gonza- 
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iez quien, obrando según decía, en representación de Don Juan 
M. Ortiz, construyó un cercado dentro del que á su vez ellos ha- 
cían, razones r or las cuales deducían la acción de obra nueva y 
solicitaban que el referido González ó el Sr. Ortiz derruyeran 
y removieran la construcción denunciada, con condenación en 
costas, daños y perjuicios. 

Que convocadas las partes al juicio de ley manifestó el de~ 
mandado Sr. Ortiz, que la construcción que daba inárgen ni li- 
tigio, babia sido ordenada por él y por su hermano üon Km ¡lio 
Ortiz, como representantes ambos de los herederos do don «ar- 
los fírognet, entre los cualesse encontraba una menor interesa- 
da y de la misma que era tutor el referido Don Emilio Ortiz de- 
duciendo entonces los demandantes la acción interpuesta m'ntra 
las personas nombradas (acta de foja 33). 

Que del acta de foja 40, consta la contestación de la parte 
demandaría, en la cual pide el rechazo de la demanda de obra 
nueva, por manto la denuncia no procedía sinó pendiente ella y 
no cuando se encontraban completamente terminadas. 

Que además, la posesión del terreno cuostionado la tenían 
ellos | no los señores Omarini, no podiendo estos tampoco por 
otra parte, invocar posesión alguna con los caracteres de anua- 
lidad y demás riquisitos que la ley exige, por lo cual contrade- 
mandabaná su vez a la parte adora y que esta fuese condenada 
1 ,a Teinocion J destrucción del cercado que invadía el terreno 
del cual eran poseedores, con condenación en costas. 

Queadmitidalaprucbaofrecida.se produjo por los deman- 
daba testimonial de fojas 41 vuelta, 53, 54 vuelta, 5U vuelta 
y 58, posiciones de foja 73 absucltas á foja 97, é informe de 
foja iOi y por k.3 demandados, la documental de fojas 5f y 
52 v la testimonial de lujas 59 vuelta 62, 73, 74 vuelta 75 
80 vuelta, 83 vuelta, 92 vuelta, 96 y 98 vuelta. 

Que de la exposición [que precede, fluyen necesariamente las 
cuestiones siguientes : 
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Si la acción deducida debe ser rechazada ó no, por haberse 
interpuesto concluida la obra que le dió origen. 

En caso negativo, y si juzgada con el carácter de acción de 
despojo, puede esta ser invocada por los señores Omarini, ja sea 
á causa de nnu posesión material de su parte ó va por' la re- 
nuncia que de la prescripción hiciere la contraria* 

Y considerando respecto á la primera: 

Que aunque la esoepcion formulada por los demandados no 
ha sido deducida como dilatoria, es sin embargo por su natura- 
leza de previa resolución, por cuanto en el supuesto de que se 
declarara su improcedencia, no habría mérito ya para resolver 
sobre el fondo del asunto sometido á la decisión de este Juz- 
gado. 

Que en este concepto, y admitiéndose que la acción de obra 
nueva interpuesta no ha sido comprobada en juicio, con los 
caracteres que le son propios, constando sin embargo del es- 
crito de demanda que los señores Omarini no han pedido la sus- 
pensión de la obra por suponer que cuando aquel (descrito) 
se proveyese, estaría ya concluida aquella, aparte de que la sus- 
pensión puede ó no ser solicitada, pues que con arreglo í nues- 
tra legislación civil, el derecho para pedir la suspensión de la 
obra, es un incidente del ejercicio de las acciones posesorias 
que puede no pedirla el interesado, ba existido y existe denun- 
ciada una turbación de naturaleza suficiente para fundar una ac- 
ción posesoria y la interpuesta debe ser así admitida prescin- 
diendo de la forma con que ha sido clasificada, pues es deber 
del Juez atenerse á la verdad más que al nombre que á aquella 
acción se le haya dado. 

Que á mis do la consideración que precede, existen disposi- 
ciones en el Código Civil al tratar de la obra nueva concernientes 
al caso que autoriza aquel procedimiento y mandan que ella 
sea juzgada por los jueces como acción de despojo, cuando la 
turbación consista en obra nueva que se comenzare á Hcer en 
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terrenos del poseedor, 6 en destrucción de las obras ya existentes 
(art. 2408), pues que el carácter esencial de estos hechos no 
es ni puede ser en el caso otro que despojar al poseedor dé su 
posesión. 

Por tanto, se declara que Ja accio-i de obra nueva debe ser 
juzgada como acción de despojo. 

Y teniendo en consideración en cuanto á la segunda de las 
cuestiones ; 

Que según el artículo 4038 del Código Civil la obligación de 
responder al turbado ó despojado en la posesión sobre su manu- 
tención ó reintegro, se prescribe por un año. 

Que esta prescripción de un año, acordada por la ley no 
puede ser invocada por la parte demandante para oponerla á 
los demandados, por cuanto no la tieuen á mentó del artículo 
3906, que dispone que la prescripción no corre contra los me- 
nores de edad. 

Que la existencia de la menor de edad, está constatada en los 
autos y ha sido además aceptada por la parte ¿ mandante no 
observando la manifestación de los demandados hecha á foja 33 
y admitiendo se le proveyese conforme ú derecho CA Ministerio 
de Menores nombrado ad hoc. 

Que la suspensión de la prescripción acordada en favor de la 
menor, favorece á Jos demás condueños de la cosa, porque el de- 
recho está indiviso según lo dispone el artículo 3975 y el 398° 
refiriéndose al 3981 , demostrándose la indivisibilidad enunciad"*' 
por no haberse probado lo contrario y además, por haber los 
demandantes deducido la noción conjuntamente contra todos 
los herederos de Don Carlos Grognct. 

Que la escepcion de prescripción puede ser deducida esplícita 
u implícitamente, se desprende no solo del texto mismo de la ley, 
y más evidente aún de la disposición del articulo 2223 del Có- 
digo Civil francés, f-indiiniento del nuestro, sinó también de 
las opiniones de los jurisconsultos más autorizados y entre otros 
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Aubry y Rau, el mismo comentario del citado artículo francés, 
§ 775, número 2, página 450 del tomo 8° de la 4* edición. 

Que si bien es cierto que en la presente cuestión, ni el 
tutor de la menor interesada, ni tampoco el Defensor ad ftor, 
lian alegado espesamente la suspensión de la posesión que 
invocan los demandantes para iniciar el juicio, implícitamente 
la sostienen al decir en la esposicion de foja 40 c que la pose- 
sión con su carácter de anualidad correspondía á hu parte que 
siempre la había conservado y no á los demandantes, quienes 
no la pudieron adquirir ». 

Que esta interpretación es la que legítimamente debe dar id 
Tribunal A esa esposicion, no solo porque á los representantes 
de los menores lesera absolutamente prohibida hacer renun- 
cia dís los derechos de estos, aún cuando el juez indebidamente 
llegara á autorizarlos (inciso 6", art. 450), sinó también porque 
ese acto sin efecto por la ley, queda rígido por el articulo 18, 
desde que es otorgado por personas á quienes se tes prohibe 
esa renuncia (art. 1043) estando la misma revestida de nulidad 
manifiesta 6 sea absoluta (¡irt. 1038). 

Que lo anterior no se destruye por la prescripción del artí- 
culo 3904, que dispone que el Juez no puede suplir de oficio la 
prescripción, no solo porque como se ha dicho, efi a está implí- 
citamente invocada, sinú también porque aún en el caso de la 
renuncia esiste la disposición del articub 1047 de aplicación es- 
tricta al presente, que ordena al Juez declarar de oticio la nu- 
lidad, cuando esta aparece manifiesta. 

Que aún en esta aparente contradicción, el artículo 39(34 tiene 
su escepcíon y no es otra que laque ocurre en el caso, porque el 
Juzgado no podría en consecuencia, contribuir á realizar una 
nulidad que está cu el deber de evitar, como lo tiene de inter- 
pretar todos los actos jurídicos de la vida civil en el sentido 
más favorable a su existencia y validez y no al de su nulidad. 
Que por otra parte, y estudiado el alcance del artículo que nos 
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ocupa, M limita a los casos * que «j n¡ „ e , ]lüdierilI1 , 
prcscnpc.on fuesen P e, sollas Cllp3cl!3 du „, fc 
J no de los incapaces, como sucede al presente 

Que en lodo caso y aún cuando no pudieran hacerse valer las 

rechazo de la aecmn deducida por los demandantes, teudría- 
n»os^.empro 9 „e en los autos ft», elementos de mis para ello, 

^erando la prueba p,,,,ucida en la causa so desprende: 
Q» las dwlarneioaw de fojas 4i vuelta, 53, 58 y 8t ruelf. 
carece,, do valor jurídico, por conato los testigos /«. J^ ian 
prestado han sido tachada e„ oportunidad y comprobadas l,~al- 
m*m las tachas con sus propias manifestaciones 8 
Q«o .le las posiciones absueltaad foja 97 ,,„, Don Jvmilio D. 

ÍL, I 'í T P " eía fi,T ° rCCer ' aS Intensiones de 

os demandantes, no solo por no haber contradicción entre ellos 
al ser ^absue tas, tfrf también porque en su ab s „!uc¡ou ha ne- 
gado los hechos q„„ pudieran abonar en rayür Jc , 
V¡a se atribuyen los señores üaiarlni 

Q« el informe de foja 101 „o suministra al Juzgíldo Ja(o 
«nno que se relacione con el fondo de las causas, por cuanto él es 
meramente administrativo y referente ú un permiso de ta Un- 
mcipalidad para construir un alambrado 

Que de los títulos presentados por los demandados a fojas 51 
3 o se desprende la propiedad de Honrarlos Grognet al terre- 
no de , U cut,tion, del cua. además consta la constancia Z 
P ciul.s.ma para el caso, de que en lo vendido cu 1872 se com- 
prendan «Uto de tres picas ediücanas en barro y con tecbo 

Qne de la prueba testimonial surge daro y preciso el hecho 
prtncpa de qne Don Carlos Grognet, causa-habivnte ¿e 1. 
esposa , D, Tristani, ha sido dueño y poseedor del terreno 
de la cnostton que queda al poniente de esta ciudad, en sus k- 

T. V 

SO 
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tramuros, Bobre el camino de San Lorenzo, hácia la derecha de 
este y en la cual existe la casa de tres piezas de material, te- 
cho de teja que menciona la escritura de foja 52; posesión que 
coando menos, ha sido mantenida hasta el año de 1882 perci- 
biendo durante ese tiempo los frutos de la propiedad, que ta 
tenía arrendada A diferentes personas. 

Que esto esta además plenamente constatado por la espresa 
confesión de los demandantes cuando dicen en su esposicion de 
foja iíi vuelta, que resulta de la prueba producida que laB dos 
fincas ubicadas, la una á la derecha y la otra á la izquierda del 
camino que vá á S;in Lorenzo, lian sido construida» por el Doc- 
tor Tristani. causante de Don Cárlos Grognet, poseyéndolas 
esta último hasta el año {882. 

Que las declaraciones de los testigos hábiles do los daman- 
dautes, corrientes á fojas 53 vudtay 56 vuelta, suficientes en el 
caso, dejan constatad ) el hecho <jue la familia Zvlis, á cuya 
cabeza se encontraba Custodio Figneroa, había estado pose- 
yendo por Grognet esa finca desde antes de mi i ochocientos 
ochenta y dos, fecha desde la cual empezaron á poseer por Otna- 
rini. 

Que esto mismo se corrobora por las deposiciones de los tes- 
tigos que declaran i fojas 73 y 74, que aún cuando son pre- 
sentados por la parte de los herederos do Don Cárlos Grognet, 
en sus mismas declaraciones confiesan vivir en el terreno de 
la cuestión por cuenta de los señores Omarini y por conse- 
cuencia, interesados en favor de estos en el éxito de la cues- 
tión. 

Que aún respecto á cuál de las dos parten ha pertenecido la 
posesión con posterioridad al año 1882, Tarios de los testigos 
no tachados, declaran haber sido tenida á nombre de Grognet 
y no de Omarini, por medio de la familia Zelis ; declaración de 
Soriano, de foja 83 suelta; de Cipriano García, de foja 98 
Tnclta, y de Bonifacio García, de foja 80 vuelta. 
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Quo la mensura eitrajudicialinente hecha sin citación de in- 
erosados, como lo „ Jado queinstru.ve el documento agregad, 
a foja 24 no puede servir de base 4 una acción posesoria, como lo 
ha «MU. , U Suprema Corto Nacional en ,1 faUo do la pdgioa 
483, tomo 6°, sírie 2*. 

Que el amojonamiento invocado por toe señoree Omarini no 
. con arreglo i derecho un acU posesorio de aquello» que de- 
termina el articulo 23«i, , S [ e llnsti t„v t . m , ia Utn un \ e , lw 
clandestino, considerando el insignificante número de mojones 
y la eatension del terreno on que se encuetan colocados 
hecho 6 acto que no confiere á los señorea Omariui el dere- 
cho de ejercilar o» juicio las acciones posesorias, porqn. el 
artículo 2479 ordena que u necesario ,uo sea pública la p« se . 
s.on par. conferir el derecho do poner en práctica esas accio- 



Que aun suponiendo adquirida la postilan por Jo. 
danto» por medio de Ja fan.iHa Zelis; que anteriormente fue- 
ron allí clocados por el canute de Jos demandados, ,11a queda 
detraída por el artículo 2447, que dispone que subsiste la po- 
sesión aún cuando e! que poseía á nombre del poseedor mani- 
festase la volunta de poseer á nombre propio 6 ageno á mc _ 
nos que esta manifestación efectuada por actos estarnos fuese 
acompañada de la intención de privar al posesor de poder dis- 
poner de la cosa siendo condición unequa non el de que esos ac- 
tos produzcan tal efecto (arL ^Í58). 

Que la jurisprudencia anterior es tomada de la ley 13 título 
30, Partida 3', mda clara y detallada que la nuestra y ¡a cual 
dice textualmente: < Mas, si el que tuviese la en» arrendada, 6 
alojada-^/íejed otro en tenencia de ella con intención que la 
perdiese el señor, ó lo echasen á él delta por fuerza en cual- 
quier de estos casos pierde el señor la tenencia que aria en la 
cosa, como quier que no pierde el sefiorio; é non la puede él 
después entrar por sí mismo ni echar al otro dolía », etc 
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Que la glosa 42 & osa ley <l»e la comenta, enseña que aquella 
posesión se adquiere por otro cuando el inquilino entregue la 
poses tott real y corporal y no por medios fingido*, 

Y finalmente, que los di mandad os no han nunca manifestado 
la voluntad de darse por desposeídos en presencia del ejercicio 
de actos ocultos 6 fingidos, que no pueden legalmente ser consi- 
derados como que están en su dominio, desde que tenían la le- 
gítima convicción que Los arrendatarios actuales que eran los 
mismos que Don Cario» Orognct había colocado, continuaban 
poseyendo d nombre de él, y así contra la voluntad do los Zelts, 
los herederos de (¡rogiu t continuando la posesión de éste, en 
ella se han mantenido, porque ella se retiene y se conserva por 
la sola voluntad de continuar en la posesión, si ju7gándose que 
existe míen' ras no se haya manifestado una contraria (artícu- 
lo 2445). 

Por estos fundamentos, fallo : no hariendo lugar ¿i la deman- 
da interpuesta por los señores V. Ornar i ni y hermanos, con 
costas, quienes deberán además remover y de^trnir las cons- 
trucciones efectuadas en el terreno que se encuentra poseído 
por los demandados, en termino de ocho clias posteriores a la 
ejecutoria de la presente. 

Hágale saber con el original y repónganse los sellos. 

G. Escalera y /muría. 

Fallo de Ir Suprema Corte 

Duchos Aires Jlar/.o 21 dtí 1883. 

Vistos y considerando : Quo d » autos resulta plenamente 
comprobado que ;i la fecha de la compra del terreno en cuestión 
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por Jos demandan^ señores Omarini hermanos, verificada en 
huero de mil ochocientos ochenta y dos, hicieron elles mensu- 
rar y amojonar dicho terreno, existiendo basta el presente va- 
nos de esos mojones, cuya línea se ha seguido al practicar el 
cercado que motiva la contra-demanda deducida ú foja cuarenta 
y una. 

»¿iip tal hecho no ha sido tampoco dcscono .-ido por los deman- 
dad os. 

Que asimismo, resulta justiiieado por las declaraciones de 
foja* cuarenti v cuatro vnelta, cincuenta y nueve vuelta y se- 
tenta y dos vuelta, que inmediatamente de amojonado dicho 
terreno fui él ocupado por los demandantes, colocando Gomó 
cuidadores en la rusa habitación qu- en él ae encuentra a 
Amaneo Zelis y su familia, que viven hasta el proente en el 
mismo. 

Que tales luchos constituyen una posesión suiieimtcmente 
caracterizada, y bastante par. el ejercicio de acciones posesorias 
en juicio. 

Que no obstan tas declaraciones producidas por los demanda- 
dos, tendentes á justificar la posoion de su causante Don Car- 
los Gmgoet en el temmo cuestionado, porque ,llas se refieren 
"^ ^U-ñuTÚ ladelacmpra d- ¡.,r demandan- 

tes. 

Y (¡Malmeto, que , sto3 últimos han acreditado también .«- 
fie.enlemon.e los hechos de perturbación i q„o aluden H su 
demanda. 

Par estos fundamentos, y de conformidad á lo dispuesto por 
los artículos dos mil matroci.-nlos noventa y ocho y dos mil 
cuatrocientos noventa y cuatro del ('¿digo Civil sc revoca la 
sentencia apelada de foja ciento cineue, :a y dos, y se declara 
que los demandantes deben ser restituidos á la posesión de que 
indebidamente han sido privados, é indemnizados, asimismo 
de los daños y perjuicios que por el hecho se les haya causado 
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con costas á log demandados. Prévia reposición de sellos, de- 
vuélvanse, pudiendo notificarse oon el original. 

ULADI5LAO FRIAS, — FEDERICO IBAR- 
GÜREH, — C. S. DE LA TOl\RE. — 
SALUSTUfíO J. ZA VALIA. 



C AUNA XXVIII 



La sucesión de Don Cipriano de Urquiza, contra ta sucesión del 
General D. Justo J, de Urquiza, por reivindicación ; sobre pro- 
cedencia del recurso del articulo i 4 do la ley de jurisdicción 
de los Tribunales Federales. 



Sumario, — Aunque la sentencia final délos Tribunales 
de Provincia uo entre al fondo de la cuestión, y eolaroe nte de- 
clare desierto el recurso do apelación interpuesto déla de i* 
Instancia, procede el recurso del artículo 14 de la ley do juris- 
dicción de los Tribunales Nacionales, si en el pleito gf) ha 
puosto en cuestión la validez de leyes, decretos, autoridades ó 
comisiones nacionales y la sentencia lia sido contraria á dicUa 
validez. 
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2 o Tal es la sentencia que, habiendo sido puesto en cuestión 
el dominio de un campo á título de venta ordenada por un Juez 
Nacional, y la libertad de ejercer judicial mente derechos sobro 
el, por impedírselo las autoridades creadas por el Congreso, de- 
cido en contra de la venta y de dicha libertad. 



Caso, — Para que sea comprensible, se trascribe el escrito de 
recurso presentado á la Suprema Corte por el apoderado délos 
herederos del Genera! Dou Justo J. Urquiia. 

ESCRITO DE RECURSO 

Buenos ¿Vires, Julio 23 de 1887. 

Suprema Corte de Justicia Nacional: 

(¡uillermo LippoLl, domiciliado en la calle General Yiamonfc 
número 608, en representación de los herederos del tinado Ge- 
neral Don Justo José de Crquiza» cuyos poderes presento en 
testimonio con la debida solemnidad, ¡inte V. E„ con el de- 
bido respeto y como mejor proceda, me presento y digo: 



1 



Que en 11 de Diciembre de 1880, el Juez especial de Con- 
cepción del Uruguay, espidió sentencia en los autos seguidos por 
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los herederos de Don Cipriano J. de ürquiza contra los b< rede- 
ros del General Urquiza, cuyos derechos ejercito. 

Notificada esa sentencia, fué apelada el mismo día puníante 
el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia, intcrponiéii- 
dose conjuntamente el recurso de nulidad, pues esa sentencia, 
friera de su notoria injusticia, entraña vicios de nulidad insa- 
nable, tales como ser espedida por un Juez reculado, que era in- 
competente y el haberse citado para oir sentencia á partes le- 
gítimas en el juicio. 

Llegados los autos al Superior Tribunal se hizo allí el acto 
de presencia, equivalente á la mejora del recurso establecida en 
el antiguo derecho y para hacer ese acto de presencia ó mejora, 
el termino se contó, teniendo presente lo dispuesto clara y ter- 
minantemente en el artículo de Ja Ley Orgánica de la Adminis- 
tración de Justicia de la Provincia, promulgada en 7 de Agos- 
to de 1886. 

Es digno de notarse que esta ley vieno á cuinridir en aus dis- 
posiciones con la práctica seguida de antiguo pur el Superior 
Tribunal y que el articulo JOi Hj ó la época en que debía em- 
pezar á regir en estos precisos términos: «I,» presente ley 
empezará 1 regir un mes después de su promulgación*; es 
decir, que empezó á regir en 7 tic Setiembre de esc año, ó 
lo que es lo mismo, tres meses y diez días antes de espedirse 
la sentencia definitiva, de II de Diciembre de ese mismo año 
1880. 

Esa ley. promulgada como he dicho en 7 de Setiembre, eo- 
nocida en toda la Provincia dc&dc su sanción en la f amara Le- 
gislativa, fué publicada en el periódico «El Constitucional*, en 
el que se publicaban todos los documentos oli cíales por dispo- 
sición del Gobierno, por cuya mano se repartió á todos lo* Juz- 
gados y autoridades de la Provincia, 

Más aún, esa ley fué comunicada oficialmente al Superior 
Tribunal en i* do Diciembre de 1886, como se acredita por la 
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acordada que el mismo Ttibunat espidió también el mismo dia, 
arreglando la feria. 

Esta acordada fué comunicada por el Tribunal á todos ios 
Juzgados de ja Provincia, razón por la cual la feria, en vez de 
empezar el 7 de Diciembre y terminar un mes despuc», con ar- 
reglo á la antigua ley, empezó esto año el 20 de Diciembre y 
duro cuarenta días, basta el SÓ de Enero, con arreglo at ar- 
ticulo 123 de esta nueva ley á que me vengo refiriendo. 

Así señor, el letrado que en Paraná dirigía á mis represen- 
tados, que conocía estos antecedentes y que, como Ministro de 
Gobierno, había refrenado el decreto promulgando la ley; que 
había ordenado su publicación y comunicad ola al Superior Tri- 
bunal, ese letrado, repito, era natural y lógico, que se apegara 
para contar el termino, á lo que disponía esa ley vigont pu- 
blicada y conocida en toda la Profirióla, 

Pero el Superior Tribunal, ó mejor dicho, tres miembros que 
han venido ¡i hacer mayoría sobre cinco, han entendido que l<>> 
herederos del General l'rquiza, mis representados, so encontra- 
ban en un ca*o su i tjñtcris, único, especialísimo, en que no dis- 
frutaban ni de las ventajas de la antigua ley, apoyada por la 
práctica constante, ni de los beneficios do la moderna. 

Para cualquier otro caso que ocurra en adela ti te, ya no ha- 
brá duda, porque se aplicará la ley que estaba ya vigente desde 
Setiembre del año pasado; pero para los herederos Trquiza, 
mis re prese nta ilos, ni se aplicó la moderna ley viente, ni se 
siguió la antigua, reforzada por una práctica constante; 

Siguiendo la antigua ley, según la cual la* vacaciones empe- 
zaban el 8 de DieiemhrCj la sentencia nn había podido* dictarse 
ellJ, ni notificarse, ni tramitarse el recurso de apelación, ni 
remitirse ios autos; para poder hacer todo esto, ha sido preciso 
reconocer la vigencia de la ley, 

Pero, cuando con arreglo á esa ley so vá á proseguir la tra- 
mitación y contarse los términos, ya no está vigente, ya no de- 
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be aplicarse, y para ello se invoca una acordada, que no podía 
derogar el artículo 140 de la ley, declarando que rugía deade 
el 7 de Setiembre, j olvidando ha*ta los dictados de la equidad, 
se recurre á cavilosidades, se emplean demostraciones paradó- 
gicas, para declarar que está desierto el recurso, desierto. Exce- 
lentísimo Señor, un recurso que se reconoce bien deducido con 
arreglo ú la ley, pero mal mejorado por contar los términos se- 
gún esa misma ley. 



En precia de esa resolución, que alcanza ya los honores 
de la celebridad en el foro de Entre Ríos y que ha causado la ad - 
miraciuu de los muchos distinguidos y eminentes letrados a~ 
quienes ha sido consolada, no rs de estruüar que mis repre- 
sentados vieran hondamente agraviados sus derechos. No es 
estraño que llegaran hasta pensar que, á pretexte de un punto 
de procedimientos, como la deserción del recurso, se les cerra- 
ha la puerta á la discusión y ni e jercicio del sagrado derecho 
de la defensa, que por todas las legislaciones del mundo debe 
siempre ampliarse, para dejar subsistente la famosa semencia 
de 1* Instancia, monstruosamente nula, desaforadamente in- 
justa, 

A pesar de este mal estado del espíritu, con tanta razón al- 
terado y receloso, mis representados, cediendo ú sugestiones 
elevadas, quisieron ensayar el recurso de reposi ion ante el 
mismo Tribunal, haciendo ver la evidente ilegalidad de esa re- 
solución, para coya adopción no se habían tenido presentes dia- 
posiciones terminantes de la Constitución, y otra vez, señor, 
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vieron con pena realizados sus temores y defraudadas sus legí- 
timas esperanzas. 

El Superior Tribunal no tomó en consideración los sólidos 
fundamentos aducidos; no hizo lugar á 3a reposición, y se de- 
clara ejecutoriada lu sentencia de i* Instancia, cuya nulidad é 
injusticia, si bien está risible, mis representados no han podido 
demostrar ante el Superior Tribunal, por cerrárseles las puertas 
con la cuestión de procedimientos. 

En tal situación, interpusieron el recurso de apelación con- 
juntamente con el de nulidad para ante V. K., invocando la 
disposición terminante del artículo 14 de la ley nacional de 14 
de Setiembre de 1863, en cuyos incisos I o y 3° se encuentra 
comprendido el caso, como es fácil demostrarlo con una sucinta 
relación ile antecedentes. 

Por ley de 13 de Diciembre de 1853, espedida en Santa Fé, 
por el Congreso Nacional Constituyente, el territorio de Entre 
Hios fué federal izad o, dictándose por el Congreso Nacional le- 
yes y reglamentos parala Administración de Justina. 

El Gobierno Nacional Delegado entró á funcionar y una vez 
creados por leyes nacionales los respectivos distritos judiciales, 
fueron nómbra los jueces que ejercían autoridad é investían ju- 
risdicción en nombre de la Nación, administrando justicia, 
aplicando l;is leyes nacionales y con sujeción á Reglamentos 
sancionados por el Congreso. 

Uno de osos jueces nacionales, que ejercía jurisdicción ab- 
soluta y administraba U ¡ndma ejerciendo autoridad en nom- 
bre de la iSacion, según las palabras testuaW del inciso I o del 
artículo U citado, ordena la venta del campo denominado 
« Rincón de Urquiza * y aprueba la compra hecha por el Gene- 
ral ürquiza de dicha propiedad, con perfecta conformidad y á 
petición de los heredero*? de Don Cipriano J. de Urquiza. 

La sentencia espedida hoy por el juez de Provincia, declara 
nula esa venta; declara nulo el auto ejecutoriado del Jup ?. Na 
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ctonal y desconoce la fuerza de cosa jugada que tienen otras 
providencias del mismo Juez, y eu fin, Ja tramitación entera 
de ese juicio, en que, como es dicho, ejerciendo autoridad en 
nombre de Ja Nación, ú desempeñando una comisión suya 
aquel funcionario aplicaba leyes nacionales. La sentencia, para 
llegar a este estremo, lia necesitado aceptar y ha aceptado las 
doctrinas del demandante; desconoce la validez ó fuerza legal 
de esa autoridad ejercida por esos jueces, i los que niega la rea- 
lidad de tales, suponiéndolos instrumentos dóciles del supuesto 
tirano General Vrquiza. 

La sentencia es, pue>, contra la efectividad de la justicia 
nanonal; contra la validez de su* acto, jurisdiccionales; contra 
la firmeza legal de sus resoluciones, viniendo así un juez de 1* 
Instancia de Provincia á revocar at. tos ejecutoriados de jueces 
nacionales que en nombre de la Nación administraban la jus- 
ticia en el tvrrikno nacional, en virtud de leyesV reglamcn- ~ 
tos del Congreso, freo no necesitar otras consideraciones, quu 
espero poder esponer eu otra oportunidad, para demostrar que 
el caso snfj-judice se encuentra bien comprendido cutre los 
mencionados en el inciso i" del artículo 14 citado. 

Pero la sentencia del Juez de i* Instancia del Uruguay no se 
limita solamente Á lo que he manifestado, vá más allá, siem- 
pre apegándose á las ideas y aseveraciones gratuitas de los de- 
mandantes, 

Al contestar la demanda opusieron mis representados la es- 
cepciou perentoria de la prescripción, corriendo en autos y eu 
instrumentos públicos y oficiales la prueba de !os hechos nece- 
sarios para establecerla. 

Kccordábamosqueel General L'rquiza era el Presidente Cons- 
titucional de la Ilepúblíca, desempeñando ese mandato en nom- 
bre de la Xacio», y ejerciendo esa comisión en virtud do la ley 
del Congreso Constituyente de 90 de Febrero de 1854. Recor- 
dábamos que regía la Constitución y las leyes nacionales en el 
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Territorio federal izado, administrándose cea independencia la 
justicia; habiendo sido Defensor de Menores, Diputado y más 
larde Juez t uno de los mismos demandantes. 

A esto se contesta que el General Urquiza era un tirano, 
émulo de Nerón y de Tiberio ; ojio todo estaba sometido á su 
voluntad despótica; que no había tal vigencia práctica de la 
Constitución y de las leyes nacionales, ni tal independencia de 
Poderes; que todo estaba subordinado a! poder omnímodo del dés- 
pota, señor absoluto de vidas y haciendas. Por consiguiente, no 
podía alegarse la prescripción, cuando los demandantes no ha- ■ 
bían tenido justicia á que recurrir y • orría peligro su vida s¡ 
hubieran intentado oponerse ;¡1 capricho dr] bárbaro, «j(te no solo 
tiranizaba al país, sinó que perseguía á sus deudos. 

La sentencia acepta sustunciahnente estos argumentos y re- 
chaza la escepcion perentoria de la prescripción, esta es escep- 
eion privilegiada por la ley, que puede oponerse en cualquier 
instancia. " 

Como V. B. vé, ya no se discute la inteligencia de ahjuna 
cláusula de la Constitución ó ley del Congreso y la decisión es 
contra hi validez del derecho que se funda en dicha cláusula, 
según los términos del inciso 3" del articulo 14 de la ley de 1 i 
de Setiembre de 1803 citada. So ra' todavía más allá, se niega 
la vigencia práctica de la Constitución misma, se discute si re- 
gían ó no las leyes nacionales, y la decisión es contra la lir- 
meza ó validez del derecho, que se funda en el imperio de la 
Constitución y la aplicación de las leyes nacionales; como he 
dichoya, se rechaza la prescripción que fundaban mis represen- 
tados en la efectividad de la Constitución, en Ja aplicación prác- 
tica de las leyes nacionales en territorio nacional, y pur jue- 
ces nacionales. En una palabra, se desconoce todo, inclusive el 
carácter de ia misma Constitución ejercida por el Oneral Ur- 
quiza ú nombre de la Nación; la alta investidura de Presidente, 
que se disfraza con el asqueroso ropage déla tiranía. 



* 



3f0 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Con tales antecedentes, no creo, como antes dije, q Ue nece- 
sito abundar en otras consideraciones, para que se reconozca 
que este asunto se encuentra entro los enumerados por Ja ley 
nacional que vengo citando, para poderse recurrir ante V E 
de las sentencias de los Tribunales Superiores de Provincia ' 
Yo no sí, se ñor, si no es V. K„ cuál sería el Tribunal compe- 
tente a quien recurrir, cuando los Tribunal de Provincia se 
permitieran revocar ó anular actos ejecutoriados de jueces na- 
cionales, desconociéndose el orden nacional bajo el cual se rea- 
lizaron legítimamente y la validez y fuerza legal de la autoridad 
bajo coya jurisdicción se consumaban. 

Puede ser, Excelentísimo Señor, que yo esté equivocado ¡ pero 
encuentro quembe Imitadamente en lo posible repetirse en la 
Hepublica Argentina el caso análogo, aunque .10 con tanta fuerza 
como el nuestro. 

• 

Ante un Juez nicioual que funcione con jurisdicción absoluta 
en el Territorio Nacional de Misiones, por ejemplo, el Cene, al 
Roca verifica la compra de bienes testamentarios meados á su- 
basta, que el Juez aprueba, terminándose el juicio legalmente 
en la jurisdicción nacional, bajo el imperio de las leyes del 
Congreso. 

En el correr de los tiempos, ese Territorio Nacional de Mi- 
siones se constituye, como La de constituirse, en Provincia ri- 
giendo nuestro actual sistema de Gobierno. Ante un juez dé esa 
Provincia se vuelven á traer á discusión las resoluciones ejecu- 
toriadas, que se anulan y entre otras causas, porque se sostiene 
que el Juez Nacional era un dócil instrumento del General Itoca 
al que se califica de cacique en aquel territorio ó de tirano con 
poder omnímodo, llegándose hasta negar la procedencia de la 
escepcion de prescripción, como ha sucedido en nuestro caso 

Supóngase que un Tribunal Superior confirmara y dejara ¡ir- 
me esa sentencia á todas luces desarreglada. ¿No sería enton- 
ces V, £. el alto Tribunal á que debiera recurrírse? ¿No está 
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el caso comprendido en los incisos i° y 3° del artículo 14 de la 
ley de 1863 citada? ¿Puedo sostenerse que no estuvo en la 
mente <frl legislador al sancionar esa ley? ¿No cae, por ait pro- 
pia naturaleza, ese caso bajo la jurisdicción y las altas faculta- 
des que la ley confirió á V. I-., conviniéndolo en el Tribunal 
Supremo que dirime las controversias entre los altos poderes 
nacionales, entre las Provincias, entre los Jueces Provinciales 
y Nacionales? ¿Podrían recurrirse autc V. K. resoluciones 
sencillas de los Tribunales Superiores de Provincias y no po- 
drían apeárselas que, de origen análogo, rtvislieran indiscuti- 
blemente mayor gravedad y trascendencia? 

No señor, si tul sucediera, si no pudiera en taJesaso-; recur- 
rirá á V. E., yo tería con pena que no había en la Jiepública 
poder que garantiera Ion principios fundamentales en que re- 
posa el «Vrden social, cuando fueran heridos tan di- recio. 

Pero lejos de esto, veo en la causa XXX11, série 2", tomo 11, 
página m de los faltos de la Suprema Corte, que \\ E. declaró 
en el taso de Don Camilo Aldao, recurriendo un fallo del Tri- 
bunal Superior de Sa^ta Fé, que eso fallo no era rnmrrible, 
porque no so había puesto en cuestión la validez de la resolu- 
ción de V. B #J Tribunal Nacional, ni !os derechos que por 
ellos se conferían. 

Esto, en mi humilde opinión, importa reconocer implícita- 
mente que cuando se haya puesto en cuestión la validez de un 
auto ejecutoriado, espedido por el Tribunal Nacional, y se des- 
conozcan los derechos que esa resoluc ión conliera, como en 
nuestro caso sucede, el arito del Tribunal de Provincia será 
perfectamente apelable. 
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Si la Suprema Corte tiene jurisdicción pura conocer en grado 
de apelación en los casos en que el Tribunal Superior del que 
se recurre juzgue y decida sobre el fondo, la tiene para cuan- 
do ese mismo Tribunal no juzgue sobre lo principal, pero baga 
fenecer el pleito, dejando firme la sentencia «pelada, á pretesto 
de haber desertado el apelante, como lo lia hecl j en u uto tro 
caso. 

La Suprema Curte, ante la cual puedo recurrir de la sentencia 
que la Cámara de Entre Ríos pronuncie sobre el fondo, confir- 
mando la del juez inferior, os evidente que puede conocer de la 
que espida esa Cámara, y que versando sobre una cuestión de 
procedimiento, importe cerrar el paso para ensayar ante la 
Corte el recurso de apelación, ese medio supremo y legitimo de 
definía, que tienen las partes en determinados chaos: el recurso 
final de apelación, por el que la ley quiso someter al juzga- 
miento del Superior Tribunal Xacional, los asuntos que termi- 
naran ante los Tribunales Superiores de Provincia. 

Es evidente que ese Tribunal Superior, ante el cual debe ven- 
tilarse ese último recurso, puede juzgar si ha decaído o no por 
ante el Tribunal de Provincia el derecho de la parte para in- 
terponerlo; sí la parte ha pedido ó no ese derecho y consentido 
la sentencia tácita ó espresameute ; si se le cierra bien 6 mal el 
paso para ocurrir ante la Corte. 

Se comprende fácilmente que por el solo hecho de declarar 
desierto un recurso, los Tribunales superiores de Provincia, 
no puede quedar frustrado el recurso que la Ley Xacional quisó 
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orear par» unto al nm S alto Tribunal do 1» Nación, p, ec i S a- 
mente para dar en determinados casos una garantía contra las 
sentcnca. de esos Tribunales Superiores de Provincia, siendo 
tiejuutivas y feneciendo auto ellos el asunto 

Consecuente con estas doctrinas, mi parte, como he dicho ja 
interpuso ante el Superior Tribunal de Justicia de Entre Hios' 
recurso de apelación, conjuntamente con el de nulidad para auto" 

2 V , 7?? 10 <,ÍSp " eSt ' > " or 81 " ticul ° ««e la Lev Na- 
cional de M de Setiembre de 1863 

M Superior Tribunal hadonegadoese recurso, no.ifiaindoscel 
uto al apoderado de mis representado* en el Paraná el dia 15 
de. corriente. No me queda entonces otro remedio „ue oe , r 
orno lo bago, ltat o V. E., interponiendo directamente el «curso 
queja y rogarle se sirva, como ea de derecho, ordenar la re- 
misión de los autos, y se mo otorgue la apelación denegu.'u es 
decir el recorso do apelaciou conjuntamente con el de nulidad 
que ha sid„ denegado á mis representados 

Al I concederme el recurso que interpongo, tengo evidencia 
que . ],. va u convencerse que mis representados no son los 
merarios legantes que buscan coi, recursos desesperados re- 
rarc corso do una causa. Xó señor, por una futilidad que 
el letrado que suscribe tuvo ocasión de hacer notar á V B in 
formando.eu estrados hace & penas cuatro meses, mis represeu- 
tados v.enen siendo víctimas de una hostilidad costante ftl- 
aiidolea m^s de una ve z Ja amplitud indispensabie pa a la 
defensa y los beneficios do ¡ajusticia. 

Este asunto es uno de esos dolorosos ejemplos, y natural es 
que vengase á procurar ante V. E. en e, Augusto nombre d 

altan en Entre H,os, j que esperen confiados obtener prwita y 
onmphda ju.t.cia, cuando ocurren al Tribunal que, sobre ser el 
primero en jerarquía, es reputado, por muchus títulos, el mis 
alto y caractomado do la Nación. Por lo cspucsio, á V. j; 

T. V 

31 
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plico, que habiéndome por presentado cu tiempo y formo, y po, 
deducida en oportunidad la queja por la apelación denegada, 
se sirva proveer como dejo solicitado en el recurso de este es- 
crito. Es justicia, etc. 

Otrosí digo: que como se trata de asunto en que tuda demora 
podría traer gravísimos é irreparables perjuicios, V. E., si 
resolviese pedir informe al'Snperior Tribunal de Entre Rios, ba 
de ordenarle que remita copia de la sentencia de i* Instancia y 
de todas las resoluciones dictadas , cou posterioridad, por el 
mismo Superior Tribunal á que me reliero en este escrito, y que, 
dada la especialidad del caso, suspenda los procedimientos basta 
que V. E. resuelva, aceptando ó rechazando la queja inter- 
puesta r como sea de derechc. Es también justicia. 

Otrosí digo: que en virtud de los poderes sostitaidos que en 
testimonio acompaño, Y*. E. se ba de servir ordenar semn tenga 
por parte, entendiéndose conmigo las ulteriores diligencias de 
este asunto, y notando que al encabezar este escrito se ba seña- 
lado, por error, domicilio fuera del radio, lo constituyo en la 
calle Rivadavia número 160, rogando áV. Y., se sirva tenerlo por 
constitnido en forma y salvado el error padecido al principio. 
Es justicia ut snpra. 

Guillermo Lippoli. 

INFORME DEL SUPERIOR TRlRCSAL DE LA PROVINCIA 
DE ENTRE- RIOS 

Paraná, Agosto de 1887. 

A S. E. el Presidente de la Suprema Corte Nacional. 

Por acuerdo de este Superior Tribunal, tengo el honor de 
evacuar el informe solicitado por Y. E. en la apelación de 
hechoj deducida por los herederos del General Don Justo 
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José de Urquiza, en ,) jtl¡cio mieUlio p „ ^ ft 
Cipriano Lrquiza. so bre reivindicación de nn campo y haciendas 
fcegun l»s términos del escrito <ie apelación directa, S e funda 
esta en les incisos !°y 3" del artículo U de la Ley .Nacional de 
U de &e, cubre d, ,883, pretendiéndose en ese recurso q„e loa 
Tribunales do esta Proyocia han reristo y annlado los actos 
eon a „n>ados o ejecutoriado, por jueces que ejercían autoridad a 
nonil re de la Naoiín, 

Examinados detenidamente los autos seguidos ante el Juez 
de I" Instancia de la ciudad del Uruguay por los herederos de 
Doi 1 Cipriano I rquiza, contra la sucesión ,lel General Don Justo 
José de l rquiza. este Tribunal ha confirmado la ineptitud de 
la causal espuesta paro fundar el recurso de apelación 

La prorincia de Lntro Ríos, por decreto del Yice-Presidtnte 
de la Confederación Argentina, de fecba 24 de Marzo de 1851 
(pdg. -«O, t. 6». Registro Oficial de la Prorinciaj, so declaró fe- 

deraLzaJa, , cuatro anos después, o„ 20 de Setiembre de ) 858 
ipsg. O-, t. 7 del mismo Registro) por Ley del Congreso Xa- 
e.onal, se desfederalizó su territorio, quedando federalizado úni- 
camente para asiento de las autoridades nacionales la ciudad 
de I arañé, con su ejido, dentro de los limites que determina el 
articulo 3* de esa ley. 

Las gestiones para la liquidación de la suuesion de Don Ci- 
priano t rqu.zu, dieron principio en el año 1835, y de consi- 
g-uente, durante la íederalizacion do todo el territorio de la 
roTiiicra, mas su terminación, ó sea la aprobación hecha por 
« juez, de la compra del campo efectuada por el General Don 
Justo José de Liquiza, turo lugar recién el 22 de Junio de 1800 
según consta del auto que en copia corre agregado 4 foja 131 
rué tu de! torcer cuerpo de autos: e» decir, dos años después do 
la desmoralización de la Prorincia y después también del 29 
de lebrero de ,800, en que el Congreso Nacional aprobó la 
Constitución que esta se había dado. 
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Desfederalizado el territorio j constituida la Provincia desde 
el ano 1858, el juez Don Ventura Pondal, quien por auto acep- 
ta la compra propuesta por el General Urquiza, y manda otor- 
gar la escritura correspondiente, no era un juez que ejercía 
autoridad Nacional, sinó la Provincial que le confería la ley 
del Congreso Nacional y la Constitución misma de Ja Provin- 
cia, no habiendo, por lo tanto, el Juez de i* Instancia del 
Uruguay, revisto en su sentencio la resolución de un Juez Na- 
otoñal. 

Tales son las razones que se tuvieron en vista por este Tri- 
bunal para denegar la apelación, pues siendo inexacta la causal 
alegada, no eran aplicables los incisos I o y 3 o del artículo i 4 
de la Ley Nacional de i -i de Setiembre de i 863. 

Como complemento de este informe, me es grato transcribir 
el auto por el cual eate Tribunal no hizo lugar á la apelación : 

« Paraná. Julio 13 de 18íí7. 

t Y vistos: la apelación deducida para ante la ¡Suprema Corte 
de Justicia Nacional, por la parte do la sucesión del Capitán 
General Don Justo José de Urquiza, del auto pronunciado por 
este Tribunal, declarando no haber lugar á la nulidad, recusa- 
cion y revocatoria de la resolución en que se declararon desier- 
tos los recursos de apelación y nulidad de ta sentencia del Juez 
de 1* Instancia del Uruguay. 

«Y considerando: 1° Que este Tribunal al declarar la deser- 
ción de los recursos antedichos, no confirmó, ni tramitó» ni si- 
quiera vió la sentencia de i* Instan^* ', desdo el momento que 
solo se limita á resolver sobre los términos prefijados en el pro- 
cedimiento para la aceptación 6 rechazo de los recursos, 

*2° Que en el auto recurrido, al no hacerse lugar á la revoca- 
toria y demás recursos, el Tribunal se ha fuudado para lo pri- 
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mero en la misma Ley de Procedimientos de [a Provincia, y 
para lo segundo, en la Constitución Provincial y ley orgánica 
de estos Tribunales, 

* 3 fl Que dados estos antecedentes, el Tribunal no ha traído á 
discusión, ni ha tenido que considerar la Constitución Nacional 
y Leyes del Congreso, fundundo sus resoluciones en la Consti- 
tución de la Provincia, de que es el único intérprete y en las 
leyes de la misma. 

« 4" Que siendo potestativo de las Provincias dictarse su 
Constitución, como sus Códigos de Procedimientos, por no ha- 
ber delegado estas facultades en el (Jobiemo General, la Jus- 
ticia Nai ionul no puede rever en los autos de la Provincial, 
siempre que estén fundados en aquella, y en nada se opongunó 
cloquea con la Constitución Nacional, tratados y leyes del 
Congreso. 

<5' Que en el caso subjudice este Tribunal, interpretándola 
Constitución de la Provincia y aplicando la Ley Orgánica de- 
claró: que, reqniriéndose en Ion jueces de 1- Instancia, solo Id 
edad de 25 anos ú imponiéndoles la obligación de integrar al 
Superior en los casos de vacancia, importaba habilitarles la 
edad al solo efecto de la integración del Tribunal, interpreta- 
cion que, en manera alguna puedo decirse choque con la Cons- 
titución y Leyes Nacionales. 

«Por estos fundamentos y demás que se han tenido en vista, 
no se hace logar á la apelación deducida, con costas. » 

Este auto fué notificado al representante de la sucesión del 
General Urquiza, el 15 de Julio. 
Dios guarde á V. f¡. 



Ramón Otarlo. 
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VLSI V DEL SE&OR PROCURADOR GENERAL (mi hoc) 

Buenos Airea, Diciembre do 1887. 

Suprema Corte: 

El Procurador General, ií quien V, E. ha nombrado especial- 
mente para dictaminar sobre el punto pendiente en esta causa, 
por osculación del que ejerce este alto empleo, dice: 

i" Que tratándose fínicamente en este momento de determi- 
nar sí la Suprema Corte Nacional puede ó m tomar conoci- 
miento en él y res, 1 rer en justicia lo que por su me*rito jurí- 
dico así sea, no corresponde por ahora entrar al fondo de los 
hechos y alegaciones que se lian controvertido en el pleito, ni 
resolver cosa alguna que pueda influir ó afectar Jos derechos ci- 
viles y contenciosos que han debatido las partes. 

2 o Que lo que ha llamado mucho la atención del infrascrito, 
yes probable que del mismo modo interese la de V. E., es la gra- 
ve circunstancia de que todos los fundamentos do la demanda y 
do ía sentencia del í\ de Diciembre de i 886, que corre de fojas 
379 á 403, del tercer cuerpo de autos, según carátula, fechada 
en 1873, y que es ía sola sentencia que en este espediente se 
registra, sobre el fondo de la cansa, se apoyan en este hecho ca- 
pital y de suprema importancia: — Quo cuando tuvieron lugar 
las actuaciones públicas que terminaron por la compra-venta 
del terreno y estancia que se quiero reivindicar, la provincia 
de Entre Ríos se hallaba fuera del régimen republicano repre- 
sentativo, consagrado en la Constitución Nacional que nos rige 
desde 1853. 

Así rezn, Excelentísimo Señor, vn esa sentencia, cua. do se 
dice: cEstá probado en auto que, sin consentí mié uto del Lene- 
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ral Urquiza, nadie compraba ni vendía. Dado esto, y consta- 
tado el poder absoluto del comprador, no es posible admitir la 
prescripción. Desde quo no era posible ¡i los reivindicantes po- 
nerse en condiciones de igual prestigio, no podían hacer uso de 
acción en justicia, sin grave riesgo de seguridad », Este funda- 
mento se invoca, con circunstancias cada vez más acentuadas, 
por la parte del demandante y por el Juez Provincial, á fojas 
380, 382 vuelta, parágrafo intermedio, 383, parágrafo inter- 
medio, 385 vuelta, 388 vuelta, 300, 393 vuelta; en los números 
i% 2*, 3\ 4», 5" j C" de foja 393 vuelta, en Jos considerandos 
do f<ijas 40i y 402 vuelta. 

3 a Que siendo este el único antecedente fundamental de la 
demanda y el único de ese carácter invocado en las precedencias 
de hechos, en tas resultantes y en los considerandos de la men- 
cionada sentencia, así como es el principal descargo ó escepcioii 
de la defensa, resulta comprobada, en primor lugar, una gravísima 
circunstancia y en segundo lugar, una consecuencia que envuelve 
un órden entero de cuestiones jurídicas de primera magnitud, 
lisa circunstancia es, que se trata, Excelentísimo señor, de un 
pleito de urden político y constitucional, caracterizado así por 
la parte actora, desdo que sus cargos no recaen sobre simples 
hechos civiles, sino sobre coacción y fuerza de imperio guber- 
nativo, por parte del cntúnces gobernador de aquella Provincia 
federada y regida por la Constitución Nacional. Ahora, pues, 
ríe esta circunstancia nace uu órden entero de graves cuestio- 
nes, sobre las que toca Ú V. E. poner su atención, para hacer 
jurisprudencia en un punto en que no la hay positiva, de acuerdo 
con los principios y con el texto de nuestra Constitución j en 
que es de primera necesidad que la hoya, dados los accidentes 
y la índole de nuestro estado social, compuesto en su mayor 
parte por provincias embrionarias, en donde es indispensable 
que el orden judiciario nacional , «sea, como decía Washington 
la piedra angular de todo el edificio político que cubra la na- 
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cion». Sentado esto, surgen necesariamente estas cuestiones: 
¿Corresponde A los Tribunales civiles rio una Provincia fede- 
rada, bajo on régimen de unidad nacional, declarar, cuándo y 
cómo esa Provincia ha estado fuera del régimen libre republi- 
cano representativo para causar ó justificar coacciona y nuli- 
dades do los actos civiles ejecutados y cumplidos en ella por 
medio de los procedimientos y del trámite usual? ¿Pueden los 
Tribunales de Provincia conocer y sentenciar pleitos que en- 
vuelvan todo el órden social y ia generalidad de todos los acto* 
civiles, por razón de política en una epora dada, estableciendo 
precedentes y principios, que no solo dentro de esa Provincia, 
sinó en todas las demás hayan de dar, ya sea una regla general! 
ya una jurisprudencia anárquica, varia y caprichosa en cada 
caso, sobre los netos de la vida civil, que atañe nada mrnos que 
á la propiedad de todos los ciudadanos y habitantes de la Na- 
ción? ¿Puede la Corte Suprema admitir y permitir que una 
doctrina como esta, anómala y anti-orgánica, b.go todos res- 
pectos, en el órden constituido de los poderes públicos y do las 
jurisdicciones (que en todo caso no sería, ni es, sin Ó una vicio- 
sa corruptela) quede sancionado sin conocimiento ni interven- 
ción suya? ¿No sería este el principio de ana in estrica ble anar- 
quía en los procedimientos y resoluciones de las judicaturas 
provinciales, que sometiendo la aplicación de las leyes al des- 
orden político interno de cada Provincia, las convertiría en ju- 
guete y esplotacion del poder político de hoy, contra el poder 
político de ayer, basta llevarlas á la barbarie y la despoblación 
por falta de justicia uniforme, de jurisprudencia estable y su- 
perior, ó lo que es aún peor, por una justicia política retroac- 
tiva? 

Estas consideraciones pesan de tal manera sobre el espíritu 
del infrascrito y sobre ios principios do jurisprudencia en que 
lo tiene formado, que viene á creer que en este asunto tiene 
V. E., ante su juicio la constitucionalidad de todos los actos ci- 
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Tiles de ia Nación, no ao lo contra los abusos escandalosos de las 
reacciones políticas, de las venganzas personales, y de ia insta- 
bilidad de los derechos adquiridos, sino también contra las tro- 
pelía de los poderes y de U< intrigas locales, y qiie , por lo 
mi -no, debe V. % ser constante y fi rmo e n traer esis contícn- 
dahá su altft y superior jurisdicción, de acuerdo con el man- 
dato intrínseco que le da su carácter judicial y político, para es- 
tablecer, por sus fallos, una jurisprudencia correcta y conse- 
cuente en toda la Nación. 

En este sentido, el Procurador General cree que V. K. es el 
Tribunal Supremo y privativo del órden político interno y ex- 
terno de las Provincias Aderadas del Estado, en todo aquello 
en que ese órden comprometa derechos civiles por artos de los 
poderes ó gobernantes establecidos en ellas, con mandato pú- 
blico, como en este caso especial lo alegan las partes y lo ha 
invocado el Ju. z Provincial que ha sentenciado ia causa." 

Si el Gobierno de Entre Ríos, Don Justo José de frquiza, se 
adjudicó indebidonunte propiedades de otros, lo único que ha- 
bía tocado á las justicias provinciales habría sido juzgar esos 
actos, absolviendo ó condenando las formas jurídicas de la ley 
civil ó del procedimiento ordinario qw se hubiese violado ú 
omtttda en ellas. Pero de ninguna manera le correspondía juz- 
gar el carácter político y constitucional que tuviera Ó que no 
tuviera el poder gobernante en la Provincia, ni someter así á 
su jurisdicción una cosa que le está vedada. 

Aunque la causa que V, % somete al examen del infrascrito 
pueda parecer nueva en su forma contenciosa, no lo es, de nin- 
guna manera, bajo el aspecto de los principios y disposiciones 
constitucionales pues, de sde que en este litigio se invoca y S e 
sentencia la opresión del órden judicial bajo el poder despótica 
de un Gobierna de Proiuncia t se constituye ya como causa y orí- 
gen eficiente del pleito, un conflicto de poderes públicos provin- 
ciales, en el cual, si uno de esos poderes sufrió antes la privación 
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de juicio propio que le impuso el otro, este pretende ahora rei- 
vindicar de hecho y por su sota autoridad la libertad de que se 
le privó pura hacer su suprema voluntad, como declara que la 
hiio el opresor, sin más regla entre ellos, que el poder material 
perdido y reivindicado por los partidos internos de una Provin- 
cia federada. Contra esto no puede argumentarse con el tiem- 
po pasado, ni con los hechos consumados, desde que el motivo y 
el origen eficientes del pleito subsisten vivos y actuantes en este 
momento, como en el primer dia de la contienda. Hay otra cir- 
cunstancia importante que se alega y que corre incorporada en 
los actos cuya validez se ventilará saber: que en la formal iza- 
ciuu y contesto de o&os actos intervino originariamente el De- 
partamento Judiciario Nacional, que, como es notorio, tuvo su 
asiento en la provincia de Entre lüos. 

Ategado é invocado este hecho, V. K. nidió que informase el 
Tribunal do Apelaciones de Entre Ríos y lo hizo, como se vé 
de fojas 29 ti 34 del espediente Recurso de hecho, restringiendo 
la estension de tiempo en que e-o había tenido lugar. Pero de 
alegación de parte resulta también la existencia de disposicio- 
nes, que si bien limitaron a" la ciudad del Paraná el distrito fe- 
deral, en lo político, declararon que, por circunstancias impe- 
riosas y de suprema necesidad y órden público, debía quedar 

■ 

1 mperando en todo el Territorio Entreriano el Departamento 
Judiciario Nacional y los mismos jueces que lo habían ejercido. 
Este es otrn punto que llamará la atención de V. E. ( pues á 
ser cierto el estremo alegado, seria jurisprudencia inconcusa 
entre nosotros por la ley citada que las justicias de provincia 
no pueden rever ni pronunciarse sobre actos y procedimientos 
originados en el úrdon judiciario nacional. Lo cual está tam- 
bién de acuerdo con lo estatuido por la Suprema Corte Federal 
de los Estados Unidos, en provisión de Enero de 18ttí, que dice: 
qufi cuando el origen de nn acto ha venido de la Justicia Na- 
cional establecida en un territorio, sus consecuencias judiciales 
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son siempre de carácter nacional, aún después de que ese terri- 
torio haya sido subido á Estado, y correspondo al Poder Legis - 
lativo Nacional determinar cómo ha de ser ejecutado ó revisado. 

Sin entrar, pues, al fondo del litigio, sobre si la Provincia de 
Entre Rios se hallaba ú no fuera del órden constitucional judi- 
ciario, y despotizada durante el período que señala la sentencia 
de foja 379 (tercer cuerpo), ti infrascrito cree que V. E. debe 
acoger el reclamo de los recurrentes y oír á las partes sobre es- 
tos tres puntos; 

1° Si la causa compromete el órden constitucional represen- 
tativo de la Provincia de Entre Itios., en el período guberna- 
tivo que se señala ; 

2 o Si comprobado este primer punto, la causa ba seguido 
tramitada por la jurisdicción qu* corresponde á su naturaleza; 

Si hay en ella violación 6 esclusion notoria del procedi- 
miento genuino que debía haber seguido por el carácter jurí- 
dico de los lieehos y actuaciones que son su fundamento. 

Hecho esto, sería el caso (salvo el más acertado parecer de 
V. E.) qucV.E,, previa vista fiscal do Jo i, ie resultase, se 
espidiera sobre la legalidad ó nulidad de los procedimientos que 
su han seguido hasta su estado. 

Vicente F. López. 

t «lio de la §upr«ma Corle 

Himnos Aires, Mar/o 23 de 1889. 

Vistos en el acuerdo, los autos seguidos ante los Tribunales 
de la provincia 3c Entre Rios por la sucesión de Don Cipriano de 
Urquiza contra la sucesión del General Don Justo José de 
Urquíza, sobre reivindicación del campo denominado c Rincón 
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de Urquiza », devolución de haciendas y pago de daño* y per- 
juicios, traídos ante esta Corte á solicitud del Procurador Gene- 
ral para resolver sobre la procedencia del recurso de apelación 
deducido por los demandados contra la sentencia del Tribunal 
SuperioT. 

T considerando : Primero : Que en este pleito se ha puesto 
en cuestión el dominio que los demandados pretenden tener en 
el campo mencionado, ú título de venta ordenada por ti n Juez 
Nacional, y la decisión ha sido contra la validez de ese de- 
recho. 

Segundo : Que alegada además por los demandados la escep- 
cion de prescripción, los demandantes han sostenido que la 
prescripción no ha podido correr bajo la dominación del Gene- 
ral Urquiza, que era la negación de toda libertad política y civil, 
lo quo importa poner en cuestión la validez de las autoridades 
creadas por el Congreso para el gobierno local de Entre Ríos, 
en la época en que esa Provincia estuvo federalizatfa y la vigen- 
cia misma déla Constitución y de las leyes nacionales, y la 
decisión ha sido contra su validez. 

Tercero: Que la sentencia apelada ha sido dictad i por el 
Tribunal Superior de Kutrc Rios y tiene fuerza de definitiva, 
pues pone fin al pleito al declamr desierto el recurso de apela- 
ción y ejecutoriada la sentencia de primera instancia, en que 
tales decisiones se contienen. 

Cuarto : Que para la procedencia del recurso creado por el 
artículo catorce de la ley sobre jurisdicción y competencia de 
los Tribunales Nacionales, no es indispensable que la sentencia 
misma de que se apela contenga decisiones contra la validez dé 
las leyes, derechos, autoridades ú comisiones A que se relieve, 
bastando, según los términos de ese artículo, que en el pleito se 
haya puesto en cuestión, que la decisión haya sido contra su 
validez y que la sentencia apelada sea (inal ; porque el objeto 
constitucional del recurso ante la Corte Suprema, en proteo- 
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clon de la validez de esas leyes, derecho*, autoridades ó comi- 
siones, quedaría frustrado si no fuera aplicable á la sentencia 
que, aunque sin resolver sobre el fundo del ututo, pone íin al 
pleito en que at ha decidido contra su validez y tal decisión 
queda subsistente : lo que determina la competencia do la Corte 
para conocer de! recurso, es la naturaleza del caso, no la senten- 
cia m.sraa apelada, respecto de la cual solo exige la tej que 
tenga el carácter de definitiva. 

Quinto: Que la consideración alegada por el Tribunal Supe- 
rior de Entre Rios para denegar el recurso, fundada en que solo 
La resuelto una cuestión de procedimientos, aplicando leyes do 
la provincia, de que sus tribunales son los únicos interpretes no 
puede oponerse á su procedencia por las razones espuostos en el 
precedente considerando, y porque no es exacto que los tribu- 
nales de provincia sean los únicos interpretes de sus propias 
leyes, estando como está establecido en el artículo veintiuno 
de la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales Na- 
cionales, que estos procederán aplicando las leyes particulares 
de las provincias según lo exijan los casos quo se sometan á su 
conocimiento. 

Por estas consideraciones y de acuerdo con lo dictaminado 
por el Procurador General ad hac, se declara procedente el re- 
curso; en su consecuencia, suspéndase los procedimientos de los 
tribunales provinciales, como está ordenado en el auto du foja 
y emplácese á las partes en el término de ley, debiendo 'el 
apelante egresar agravios en uso del derecho que acuerda á las 
partes el articulo catorce de la ley sobre jurisdicción y comre- 
teucia de los Tribunales Nacionales 
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DISIDENCIA 

Visto en el acuerdo el presente recurso de hecho deducido 
por Don Guillermo Lippold, en represe ntacion de la sucesión del 
General Don Justo J. de Urquiza, por apelación denegada del 
Tribunal Superior de Justicia de la provincia de Entre llios, 
en autos seguidos contra dicha sucesión por loa herederos de 
Don Cipriano de Urquiza. 

Y considerando ; Que la jurisdicción do apelación de esta Su- 
prema Corte, en relación á los Tribunales de Provincia, se halla 
sometida por la ley de catorce de Setiembre de mil ochocie ntos 
sesenta y tres, sobre jurisdicciun y competencia de los Tribuna- 
les Federales, á la doble condición de que la decisión que dé lu- 
gar al reclamo emane de un Tribunal Superior ó de última ins- 
tancia y de que en el juicio se haya puesto en cuestión la validez 
de una ley, de un tratado ó una autoridad ejercida en nombre de 
la Nación y la decisión de aquel Tribunal haya sido contraria á 
la validez de tal ley, tratado ú autoridad. 

Que así resulta de la disposición formal del artículo catorce 
de aquella ley, cuyus términos son : 

* Una vez radicado un juicio ante los Tribunales de Provin- 
cia, será sentenciado y fenecido en la jurisdicción provincial, y 
solo podrá apelarse i la Corte Suprema do las sentencias defi- 
nitivas pronunciadas por los Tribunales Superiores de Provin- 
cia, en los casos siguientes: 

* Primero: Cuando en el pleito se haya puesto en cuestión la 
validez de un contrato, de una ley del Congreso ó de una autori- 
dad ejercida en nombre do la Nación, y la decisión baya sido 
contra su validez. 

c Segundo: Cuando la validez de una ley, decreto ó autoridad 
de Provincia, se haya puesto en cuestión bajo la pretcnsión de ser 
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repugnante á la Constitución Nacional, i la, tratado* ó leves 
del Congreso y la occisión haya sido en favor de la valide, de 
la ley ó autoridad de Provincia. 

«Tercero: Cuando la inteligencia de alguna cláusula de la 
Gonst.tuaoD, 6 de un triado 6 ley del Congreso, 6 una comisión 
ejercida en nombre de la Autoridad Nacional haya si d„ cues- 
tiouada y la decisión sea contra ta valide, del título, derecho 
privilegio . o exención que se funda en dicha cláusula y sea ma^ 
tena del litiiíiu. > ' 



Que en consecuencia, ni l e es d liu á eata Corte conocer de las 
decs.ones de los Juzgados inferiores del érden local, aunque 
ellas envuelvan algunas de la, cuestiones aludidas en el artícu- 
lo anterior, sinú después de sometidas á la revisión de los su- 
periores y de conlirmadas ó revocada, por estos, y en tanto 
únicamente e» cuanto tengan conexión 4 hagan pnrte de tas 
sentencias de los últimos y sea indispensable considerarlas para 
resolver sobre éstas. ,,i 1c es dado tampoco hacerlo respecto 
de los fallos de loa Tribunales superiores, cuando en ello, no 
se resuelve algunas de lúa cuestiones dichas. 

Que en el presente caso, resulta que el Superior Tribunal de 
Justicia de lu Provincia de Entre Kios, sin entrar al fondo del 
negocio que motiva el presente reclamo, y si B considerar por 
Mito las conclusiones del juez inferior, ai pronunciarse abso- 
utamente sobre ellas, no ha hecho lugar al recurso llevado con- 
tra el fallo de aquel juez, declarando desierta la apelación v 
mandando en consecuencia devolver los autoa a! inferior sim- 
plemente per efecto de la falta de comparecencia de los apean- 
tes en el termino del emplazamiento y de .. rebeldía v propia 
omisión en proseguir el recurso, fundándose á tal respecto en 
as deposiciones de la ley de procedimientos judiciales de dicha 

¡¡SÍSS?" á 103 términos P4M aíe,ar r c °™ 

Que esta resolución, fundada, por una parte, en una ley pu- 
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raméate local, sin atingencia oí vinculación alguna con la Cons- 
titución ó leyes nacionales, y limitada, por otra, á juzgar del 
efecto legal de la rebeldía de los litigantes, dicidientlo, na, si 
las cuestiones envueltas en el fallo ile primera instancia han 
sido Wen ó mal juzgadas, siuó bolamente si los recurrentes lian 
incurrido ó no en la deserción del recurso y consentido virtual- 
mente dicho fallo, sin conocer del fondo y absteniéndose de 
toda declaración ásu respecto, no juzga ni entraña cuestión al- 
guna de carácter nacional j si algún derecho por acaso afecta, 
ó alguna interpretación errónea contiene, no puede ser sino del 
punto de vista de la ley provincial que le sirve de fundamento. 

Que por consiguiente, sí no por razón del Tribunal deque ema- 
na, por razón del punto sobre que Tecae, y del motivo en que se 
apoya, dicha solución se halla fuera de los casos previstos por el 
artículo catorce de la ley antes cita la de Setiembre de mil ocho- 
cientos sesenta y tres y debe reputarse irrevocable en los misinos 
términos en que lo sería si solóse hubiese interpuesto la apela- 
ción después de vencido el tiempo señalado para verificarlo. 

Que por lo que respecta á la sentencia del Juez de primera 
Instancia, aunque se admita que ella envuelva algunas de las 
cuestiones previstas por la ley de mil ochocientos sesenta y tres, 
es de observar, sin embargo, con el testo de esta, antes trascrip- 
to, quo el recurso ante esta Corte autorizado por ella, es un 
remedio cstraordiuario que no puede intentarse sino" después 
de haber utilizado todos los ordinarias que conceden las leyes 
y mediante los cuales pueden hacerse desaparecer las interpre- 
taciones erróneas contenidas en los fallos de primera Instancia ; 
que no puede ser traído, de consiguiente, omisso nudio, es 
decir, sin que la sentencia de que se apele haya recorrido ínte- 
gramente todos los grados de jurisdicción é* instancia esta- 
blecida pur la ley, y recibido la revisión y correspondiente 
confirmación 6 rechuzo del Tribunal Superior en grado ; y final- 
mente, que no es admisible, por t .nto, en caso alguno contra 
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" rmos ' h * sldo P«r voluntad ó hecho do ka n.rZ 
Que es, además, de considerar en , 1 
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cal haeorrespondidoidichol^I;, !! 1 P "" t0 *° bM " 
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.nlterando j 0*te. 

«Mnoeadabloa ja nal ^» MÍa ° ^ 11 fe * de 
algún . rauch " ' ni ni p or 

do « omisión ÍT' t,feCt ° «» 
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C AIMA XXIX 



D. Antonia Mareckal t contra la Provincia de huí ve Utos; sobre 

amparo de posesión. 



Sumario. — i° La resolución do un Gobierno de Provincia, 
ordenando en virtud de denuncia la mensurado un campo pose i - 
do por uu tercero á título de dueño, como si dicho campo fuer, 
fiscal, importa una verdadera turbación do posesión. 

2° Una resolución do esa clase no puedo considerarse como 
simples palabras, incapaces do herir el goce del poseedor, é 
inhábil, por consiguiente, para autorizar la acción posesoria. 



Caso. — Se reiiere en el 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Ifar/o 28 de 1889. 



Vistos estos autos, seguidos entre Don Antonio Marechal, es- 
trangero, y el Gobierno dé la Provincia de Entre líios, sobre am- 
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.•aro del. que solicitei de „„ de 

.11 , «pj. en dicha Provine!,, denunciad. COIno r( . rten * 
ova* a seo por Don .To aQ „¡n otoño. b aj . rt nombr( . J.^. 
'leí Ceba), cuja censura ha ordenado o) mismo Gobierno 2 
*? "* «V. ."i. ochenta y o o' 

1 considerando: Que ú fines del siglo pasado. seg u„ consta de 
esenturas públicas y otro s ¡Grumete, febueieutes qu e 

e d Con 7 " 11 " b,Íra - á D "" ManueI Bra- 
ga de C,„,o por i., autoridades del Gobierno Español, cura 

™..« . «...to el rr , ,i r , ,,, 3 . ,„„ ¿¡g 
«lente título de propiedad, 

Que por documentos d, igual dase aparece ,ue en mil ocho- 
centos S c Se) „a r cuatro el síndico del concur,., de dicho Be - 
grano trashrió los derechos qw M(e , 

r; n 7 !C '- T la¡ ^ "eUMio. i l,, Señ„re sI ,o„ Vicente 
H. Montero 3 ])„ n Francisco Crespo 

ftílíSrí '"íw ^ h3 O™ 3 "** * Ma cu dicho 

S ' 8<í " 0rCS r '° W Ci,StÍ "°- T U ™ J"»" J »"'' «oneira. 
esto, l,, s enajenaron por escritura publica, en cuatro dcFebrero 

i «hez do Mar,, de „,il ochocientos ochenta , cinco, aldema»! 
«ante Don Antonio Mareclial. 

«loe sega „ ,| testimonio de la escritura pública de foja (re- 
centa, noventa y siete rucha, el señor Cobernador Sol, do la 

misma Provincia, la dio en mil ochocientos veinte y «ab* 

« jn Pascua. C„ to y Don Antonio de Pino, bajo las co „di- 
■enes allí Mprasafc, y con la ostensión, con corta diferencia 

de la que tiene conforme al desliad, hecho últimamente de ella.' 

pore Agnmeusor Don Juan Leo. aprobado en su parte técnica 
or e Departamento Topográfico do aquella Provincia (foja 

ciento ocho vuelta). v J 

QüC Ia hhl deDUDCÍad a como de propiedad fiscal por el 
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señor Oíaño, está comprendida, según resulta del informe del 
mismo Departamento Topográfico, dentro de los límites lijados 
por dicho agrimensor á la isla del Pillo en el deslinde referido 
(foja ciento cincuenta y cinco vuelta). 

Qne á solicitud del demandante, para la renovación de su tí- 
tulo conforme í una ley de la Provincia, el Gobierno do Kntre 

KiospordeeretodcveintiocbodeAbrildemil ochocientos ochenta 
JT ocho (foja cuatrocientos veinte y cuatro vuelta), resolvió no 
hacer lugar á ella, por tratarse de dos títulos otorgados por el 
Gobierno sobre un mismo bien, y que el interesado oeurriese 
donde correspondiera. 

Que, sin embargo, por la resolución citada de tres de Majo del 
mismo año, ordenó la mensura de la i*!a ó terreno denunciado 
por el señor Otafio, lo que implica no solo la intención de poseer 
contra la voluntad del poseedor esa parte de la isla del Pillo, 
sinó la pretensión de ser dueño de ella. 

Que por la escritura pública de foja sesenta y dos espediente 
corriente, y las declaraciones de los dos testigos examinados en 
la última audiencia, está comprobada la poción que el deman- 
dante tiene, desde hace ayunos anos, en la isla del Pillo, sin 
contar con la de sus antecesores, que puede unir a la suva, como 
sucesor particular. 

Que esa posesión ha sido á título de propietario, pública sin 
violencia, y por más del tiempo necesario para poder intentar 
una acción posesoria. 

Que aun en el supuesto de ser dudoso el Último estado de la 
posesión entre los litigantes, el actor la tiene más antigua y tie- 
ne mejor derecho de poseer, desde que constando que la isla en 
cuestión salió del dominio público, según se ha espuesto, no se 
ha alejado por parte del demandado, ni consta que hubiese vuel- 
to á ser propiedad íiscal (artículo dos mil setecientos euarenta y 
uno, Código Civil), tanto más, cuanto que no se ha justificado de 
modo alguno, como su representante lo alirnió, que no hacía 
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¡í"f J " c " atr "«¡'''itas veintidós mella 

Qne la resolución del Gobierno ,ln BM- O- . 
»nra en virtmirf.i , ,D ' e ™»«»Eatr«S, w ordenando laiucn- 

rtó. con*, es *| dt , ,££ e T P08ei0 - 

üo, wat». la voluntad de] ponedor v c ,n ¡„ P ' m " 
de nosc.r I-, n,,r ( « 1 . . } 1:1 ,nt «neioii, no eolo 

mil cúa.rocb'nio! novo, 7^™" T elB * lM SMs «« 
venta t seis v dos mil ■ ' 01 miI ««"ocíenlo, no- 

Ciril. ' ' «""lentos noventa y s ¡ete del Código 

*¿UO con tirina esta doctrini I-. 

cual so dice, entro r,*o„os ,,„„ ], L ra0 ,' a , 8 °' * * 
atener ó mataría, de los a tos poMofc" 1" , ¡ „' ''''.''"'J"» 1 "- 
t-badn. no ¡nl.uvc en e, der,,bo d ta S£ «C 2? '* 

*» i-poru q„e „ turbación , " a ; 
i», nava s ,do co„, etiJa , M videncia s ,1 " an<icat "' 8 ' 
titoido una simple turh,,., • ^ a cons_ 

»io *^¿^£2^' » a ' a M 

^ue la resolución del Gobierno de Fnhn n ú 
-orar, co m o sin lp ,e s pairas, „ ^X T^ 

autores. n„ autorizan la acción LLri , J a ' S,lnoa 

se encuentran en ese caso IT o T r '^ s " ue 

cuenci», i^d.Wi;^!' ^^ ^ ° 0,,Se - 
datlprft ^ i~ a, JIÍ,,0Dle tl í> r occ del poseedor yer- 

110 ' ü iUUN la resolución de dlcbo Go. 
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tierno, que tiene elementos poderosos pira hacer cumplir sus 
mandatos, que espide con ese objeto, j que no puede suponerse 
que se dicten para que queden esci.ios solamente. 

Por estos fundamentos, se hace lugar á la demanda inter- 
puesta por dicho Don Antonio ftf atochal, y se leanipara en la po- 
sesión que solicita, debiendo el Gobierno de Entro Rios a b te- 
nerse de todo acto ulterior de turbación. Repónganse los sellos, 
pndiendo notificarse con el original. 

BENJAMIN VICTÜMCA. — ULADtSLAO 
FRIAS. - SALUSTIAKO I. ZAVALIA. 



CALMA XXX 



Loustan hermanos, contra Don Benjamín Otero, por cobro tle 
pesos ; sobre validez de consignación 



Sumario, — Las obligaciones contraidas á oro, con posterio- 
ridad á la ley de i neón versión, deben ser clianceladas con moneda 
de oro ó su equivalente en moneda de curso legal. 
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Caso, — En 2 de Julio de 1887 se presentaron ante el Juzga- 
do de Sección de Córdoba los señores Loustan hermanos, espo- 
niendo : 

Que los señores Benjamín Otero y C- les adeudaban la canti- 
dad de cuatro mil setecientos treinta y nueve pesos con cin- 
cuenta y seis centavos nacionales oro j sus intereses moratorios, 
según lo acreditaba el documento que acompañaban; y que, 
como dichos señores se negaban i hacer su abono, venían á 
demandarlos judicialmente para que fueran condenados a* su 
pago, pidiendo, á fin de preparar la acción ejecutiva, se ordenara 
comparecer á los señores Otero y O para que reconozcan la 
firma puesta al pié del documento. 

Acompañó á la demanda un paparé do Otero y C\ fechado en la 
ciudad de Córdoba eli8de Marzo dv 1887 por la suma de cuatro 
mil setecientos treinta y nueve pesos con cincuenta y seis cen- 
tavos nacionales oro, que v.-oKa el 18 de Junio del mismo año. 

La competencia del Juzgado se acreditó por la divena nacio- 
nalidad de las partes. 

Reconocida la íirma y dictado el auto de solrendo. los seño- 
res Otero y C» consignaron la suma demandada de cuatro mil 
setecientos treinta y nueve pesos con cincuenta v seis centavos 
nacionales, on billetes del Banco Provincial de Córdoba, decla- 
rados por el Gobierno Nacional con fuerza cbancelatoria. 

El Juzgado ordenó que se notificase al ejecutante, el que 
manifestó que no recibía la suma en lo, billetes que se le 
ofrecían. 

Conferida vista al mismo, espuso : 

Que el documento ejecutivo estaba firmado á oro y que tenien- 
do dicha deuda una Techa posterior á la ley de incon versión, 
debía ser pagada en la moneda espresada ó en billetes de curso 
legal, pero por su valer corriente en plaza respecto del oro 

Que aunque su depósito primitivo tenía fecha anterior á dicha 
ley y decreto reglamentario, al vencerse, convinieron con los 
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señora* Otero y 0* en que el nuevo depósito (posterior ra á 
dicha ley) sería pagado á oro, por lo cual los señores Otero j O 
recibieron un premio. 

Que al espresarse en el documento nacionales oro, no podía 
comprender» otra moneda que el , Argentino», pues que ella 
era la única moneda nacional oro, declarada por la ley de 5 de 
Nov.emhre de 1885; y era también ta única que tenía curso 
forzoso en la República y á laque se le había dado fuerza chan- 
celatoria en las obligaciones ó contrato, que deben ejecutarse ó 
cumplirse dentro del territorio déla Nación. 

Corriuo traslado, Don Luis V. González, por Ion señores 
>tero y O, lo contestó, pidiendo se declarase eficiente el pago 
Hecho por sus representados y se condenase en costas á los 
ejecutantes, y espuso : 

Que el documento qu, cobraban los ejecutantes era anterior 
y «o posterior á la ley de inconversion, pues aunque su fecha 
sea posterior era el resultado de una serie de renovaciones su- 
«airas del documento primitivo, y que por consiguiente era el 
mismo; pereque suponiendo fuera d, fecha po^-rior ¿I no debe 
ser pagado s,nó en billetes de curso legal por su valor escrito 
pues el documento no dice si ese oro consistía en Argentinos ó 
esterlinas. 



FMltt del Jue* Federal 



Córdoba, Marzo 5 u> 1888. 

Y vistos estos autos seguidos entre los señores Otero y com- 
pañía y los señores Loustan hermanos, de los que resulta: 

I* Les señores Loustan hermanos entablan juicio ejecutivo 
contra los señores Otero y C, cobrándoles, la suma que espresa 
el documento do foja i . 
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™»h>. 7 en billete d, curso Ja, Mprm 61 doc »- 

espresa el documento „,«. 41 *,,„_., * Jo1 eM ^o que 

deuda «n.Ma^ .ítiV.^ *" **• 
nio eu h „,„„„, , „ ' °' ' 1 '"sien, debe ser p,- 

Por «, valor o,, rri fen ,1 M,,<W,,e pero 
«tatito, al venarse ; * "«"'H" 

«f»i«d. fuera de fecha post ! i," T' 0: >' or ° ( '" 6 
«■ Wltetes de curso hJlZ"\ "° ^ SCr ™° 

oas, etc. ° aMU ea «latinos, esterli- 

lo relativa al v„ mpIimiwlto J £ , ' * l885 - en 

anterio riuad , ía ^ £^"2" -traídas cou 

J lo espresa rlarameutedicüa lev 1 , ' as p " tes 

"«¡dad , esa f.,,,a „ , poste- 
'<<<'«. de lo ,ual r,-ul a ' a " 5f: ' Cme cn '* «HA 

.mterior o posterior á 1» referida 
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Podemos desde luego alionar, ¡i pesar de loa argumentos 
contrarios, que es posterior, y que su fecha es do Marzo del 87, 
mientras que. la ley es del año 85. 

Arguye la parte da Otero y compañía que este documento es 
el resultado de una sórie de renovaciones sucesivas de la obli- 
gación contraída el 22 do Diciembre de 188i, la cual se con- 
serva lias ta hoy. 

Tero, como ramea á verlo, oslo es solo uu argumento que no 
se funda ni en los hechos ni en la ley. 

Si el documento que se cobra fuese una renovación ó jtróroya, 
como se pretende, del año 84, tendría la fecha de ¡iquel, o 
habría siquiera constado en el mismo la palabra renovado; por 
lo menos, estaría ligado en algo al anterior ó se referiría 
á él. 

Esto nos parece coiicluyente, y nada de esto sucede en el 
presente caso. 

La fecha del documento en cuestión es del año 87, y 61 no 
buce ninguna relación á los anteriores y menos al del 84: es 
un documento completamente independiente y separado de él ¡ 
su fecha es posterior, la suma diferente y mayor, y su causa 
no espresa ninguna relación con aquel. 

Para que el documento que se cebra fuera una próruga del 
primitivo, una renovación del mismo en el sentido que loes- 
presa el señor Otero, sería necesario que eso constase en el 
nuevo documentu, y sin embargo, consta todo lo contrario. 

El mismo señor Otero lo demuestra presentándonos el do* 
carne nto primitivo con un timbre puesto por él que dice pago, 
(documentos de foja 33). 

Si pues, como él mismo lo dice, ese documento estaba pagado, 
!a obligación que él espresa estaba estínguida, siendo obliga- 
ciones nuevas e independientes de la primera ios documentos 
posteriores, hasta el que motiva la ejecución. Cuando una 
obligación so estingue, como en el caso actual, y las partes 
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estipulasen otra sucesiva, de I. misma naturaleza, puede exis- 
t.ry verse entre estipulación cualquier contrato nuevo, pero 
nunca se vera el primero que estalla estinguido. 
En este caso se ha operado «na novación de la primitiva deuda 
Cemprend-mos que su nos objetará que la novación no se pre-' 
sume; que debe estar espresa y , U e las alteraciones de ta pri- 
nga obl.gacio», que no hagan al obj..o principal ó á su causa 
como respecto al tiempo, lugar j modo del cumplimiento, no 
serán o-nsidcradas como novación. 

de Ulef * WBlU " Cnt ° "° Sfl cn el ™««i«<> sentido 

En cuanto ú la necesidad que la novación sea espresa, demos- 
traremos en otro lugar que lo está. 

Kn cnanto á la última parte del artículo, basta hacer notar 
que «I se reliere á las aUmeüma de la primitiva obligación 
pero en nuestro caso aqnella obligación no fui alterada „¡ ma i 
d.ílcadaccn l, s posteriores, sino «tinglada pn, completo, «pa- 
ga». dice el señor Otero. 

Como dice muy bien el Doctor Sogovia en su m¡x al „ rtfcll , 
812. los nuevos plazos ó prorogas de la primera obligación no 
Innovan ,„ tampoco las estendidas en documentos privados 
son novadas por estenderlas luego e D uno público, ni importa 
ampoco novación el reconocimiento posterior cu escritura pú- 
Wta. garantua por hipoteca, de la deuda primitiva , u , era 
comercal; m la r, mi s ion parcial, ni la adición de nuevas sumas 
& la-leuda pnm.tiva, pero sí i raport¡l claramente novación la 

2£tí T " w,ei " on quc se esti,iBue ** ° tr » «- 

de venedo el pnmero, importa, según ¿I, U novación. 

i-ero, como se ha notado en todos los ejemplos que consigna 
n s„ lmporta tD „ ots , 8ÍcmprecollscrTa h J 

5 ~ 14 — - indica 
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Con lo dicho creemos haber demostrado que según los instrn- 
mentoa presentados en autos, la obligación primitiva se ha no- 
vado por la actual. 

Demostraremos ahora, que esa novación lia sido espesamen- 
te convenida por ta parte. 

En efecto, según las constancias de autos, r* .wlta que ven- 
cido el primer documento de los señores Oi. ro y compañía, en 
la vigencia ya de ta ley de iuconversion, que según ¿I le autori- 
zaba para pagarlo en moneda legal por su valor escrito, buho 
de es tender el nucv» documento de depósito a moneda de curso 
legal ó pagarlo en la misma, desde que se creía autorizado por 
la ley ; pero mediante el pago de un premio de uno por tienta. 
convino con los demandan U*s en consignar la nueva obligación 
a" oro, sustituyéndola por la anterior que podía ser pagada ú 
billetes de curso legal. 

Luego, la novación do la primera obligación por la segunda, 
se pac tú espresa ment<'. 

Las implicaciones que dá el señor Otero al absolver posicio- 
nes, no desvanecen este aserto ; siempre resulta de ellas que en 
el nuevo documento se obligó ;i pagar á oro. 

¿Cómo, por otra parte, suponer *mc el señor Otero, comer- 
ciante esperto, sin un convenio ventajoso ú equitativo para él, 
firmase un documento á oro nacional, cuando él estaba conven- 
cido que la ley le autorizaba para p;igarlo con billetes de curso 
legal? 

Por to demás, el hecho de no espresarse t u e! documento qué 
clase de especie de moneda de oro es ta que indica, no nos pa- 
rece un argumento, ó mejor, nos parece inexacto, pues que él 
dice moneda nacional oro, es decir, argentinos. 

Por estas consideraciones y otras que se omiten, definitiva- 
mente juzgando, fallo : declarando que los señorea Otero y com- 
pañía deben abonar á los señores Loustan hermanos la suma de 
cuatro tml setecientos treinta ij nueve pesos, cincuenta y seis 
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cmtaw momia nacional ovo, 4 m envalente en billete, de 
curso legal , cambio corrie nte en ph» el dia del vencimiento 
de a obhgac.on, 7 con mas l„ s ¡ntercses m()rator¡os ^ 
■ ceba de la demanda y á I. ta s » qu , cobra el Hauco Nacional • 
cya suma deberá entregarla en el termino de tres días eoj 
costas. Devuélvase i los señores Ote*, y compañía la 5um a 
que depositaron™ este Juzgado, y llágase saber 



C. Voyano Gacüúa. 



Fallo ür íh Nii|ir«nin t'orle 



Diii tjos Aire,, Marzo 5H de |jgg. 



V istos : atento lo dispuesto por el artículo novcciculos ochen- 
ta y cuatro del Código de Comercio, y por sus fundamentos se 
Mofara». «« costas, el auto apelado de Toja cuarenta y tres. 
Uepacstos los sellos, devuelvan- 



IIENJAMIN V1CTOMCA . — FEDF.HI- 
r.0 IRAItüf'nEN. — c. s. DE LA 
TOBRE. — SALtSTIAMOJ. ZA VA- 
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«AIS A X.VYI 



Los señores triando e Iturras¡>t> ¡/la Provincia de Santa Vé, 
contra IK Gano |f, llandcl y la Provinda de Córdoba, por 
mensura de un campo ; sobre mejor derecho. 



Sumario. — Las ventas de terreno* comprendidos en el área 
cuestionada entre las Provincias tle Unenos Aires, Córdoba y 
Santa Ft", ley ít imam ente tu- chas por sus (¡oburnus antes del com- 
promiso por el cual fué sumetida al fallo de la Suprema Corte 
la resolución de la cuestión de limites entre dicha* Provincias, 
deben ser respetadas y considerarse subsistentes, aunque por 
el fall o citado los terrenos vendidos hayan sido adjudicados á 
las Provincias que no fueron las vendedoras. 



Caso. — D, Agustín de Iriondo, por $i j por su Condomino 
1). José Iturraspe, se presentó ante el Juez de 1* Instancia de 
la i' Circunscripción de Santa Fé, esponiciuio: 

Que eran propietarios y poseedores de un terreno de pasto- 
reo ubicado en el Departamento Ci ñera I López y compuesto de 
8 leguas cuadradas y 768 milésimos, con los siguientes linde- 
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ros: por el nílttt¡ D Jos . p F d 

^ , os 8lM> Miurt0 Cas „ p D J g 7;; 

y por o! oeste, D. Cirios Casado. ' 
Que queriendo practicar 1» meilS ura y deslinde jodiefat| „ f] 

el agrimensor publico I). Carlos Stciglcdcr 
Acompañó los títulos de propiedad del terreno, según los cua- 

es con fecna 28 de Julio de l8U . al «obierno ¿ £££ 
J ú dlrn.ndo é Iturraspeel área antes .«enconada, como 
parte do .udcnm.zacion do un terreno de **, situad, £¿ 

mZ T" ta ■ SaD ^ ** espropiad P 

talo me nona los s.guiontes linderos: por el este v norte. 

Cdrlós ( i 1 ' T " ° 0Ste ' **» *«»««■*» por I). 
Urlos ( a».do, y por el ,ud, terrenos liscal.-, 

<'rdcna,la la mensura, la practicó el agrimensor Steigteder 
ta* cuenta de ella en iO de Diciembre de i&Hi 
H«» constar ,| agrimensor que sogun los datos «¡sientes,,, 

esU S c '" etr0S ÜC CSte á 0l>Ste - y «Wta* sobre 

isie 0. 1 j. 1^ metroj C011 m ttaumuttt 

Que t„ ln , ) C omo baso do la operación la mensura d,l terreno 
"uuero poí<1 „ ort( . prepje(Jad de u Jos . F , J"™» 

Que concluida la mesura, quedó entre los mojones una es 

2STE T' " CC ° tÍarfaS ' ,¡nd '"' d<> : al ^to.co„ I 
•José K K.r„ande z: al «gfc, , nn fc EítlIar(lo c . 

de Airear; al oeste, con L>. C,rlos Casado, y a. sud'ci terZ 

Que el limleru FernaniJ^ corirtirri/t i lo™—. 
m.. « « y quelos.Sre, D. Simón L ¡cero y 1). 
Fuentes, encargados respectivamente de D .«berta (,„ ,.„ 
íorp y D. Miguel .. S n,as, protestaron contra SgE*' 
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El Departamento Topográfico de Santa Fé, manifestó que la 
mensura estaba hecha en forma, y que no tenía observación 
que hacer al proceder facultativo del agrimensor. 

Hecha la mensura, Iriondo é Iturraspe lucieron presente 
al Juzagdo que habían vendido el terreno á I). Cipriano 
García. 

El Dr. \K Joaquín Lejarza, en representación de D, CunoM. 
Randcl, sosteniendo que el conocimiento de la causa eorrespon- 
dia al Juez de la 2" Circunscripción de Santa Fé, por estar si- 
tuado ej terreno en el Departamento General López, declinó por 
inhibitoria la jurisdicción del Juez de la 1« Circunscripción, 
y este, sustanciada la contienda, mandó remitir los autos al 
otro juez, por ser el competente. 

Remitidos los autos, el Dr, Lejarza fundó la protestado su 
parte á la mensura y pidió que se desaprobara ella vn la parte 
que invade el terreno de Handel, con espresa condenación en 
costas, daños y perjuicios. 

Dijo: que la presente contienda es una de las tantas dqu.-ha 
dado lugar la antigua cuestión de límites entre las Provincias 
de Córdoba y Santa Fe, resuelta por el laudo que la Suprema 
Corto dictó en Marzo de 1882, en virtud del compromiso inter- 
provinclal de 1881, sometiendo i su decisión la diferencia y esti- 
pulando t n su cláusula que las ventas hechas pur cualquiera 
délas Provincias compr miitentes, serían siempre válidas, aún 
cuando por el laudo los terrenos enag. nados se encontraran des- 
pués ubicados fuera del territorio de Ja Provincia que los había 
vendido. 

Que el Gobierno do Santa Pé había violado una vez más la 
mencionada cláusula 6% vendiendo á Iriondo ó Iturraspe, en 28 
de Julio de 1884, á titulo de indemntzncion, las 8 leguas de 
que se dicen dueños. 

Que dada la ubicación del terreno vendido á Iriondo é Itur- 
raspe, parece que el Gobierno de Santa Fé considera nulas las 
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ventas becbas por Córdoba, puesto que el área do 80 leguas que 
an e compró á Córdoba en Í875, ha sido casi completamente 
medido con las eoageoac iones hechas poi Santa Fe en favor 
de Alvear, Casado, Fernandez, Mondo ó Iturraspe ¡ y ademas 
1* constancia de señalar el título de esto*, por el' lado su/ 
mas tierras fiscal,*, enzolve la amenaza de que el dia menos 
pensado esa ostensión fiscal sea objeto do otro negocio, | pesar 
de que su propietario I). Cuno M. Raadel, adquirid en 1875 
toda esa superficie. 

QM loa títulos de Bandel que prescita carecen del requisito 
de la protocolizan.,,,, p„m„e ,-l . laburno do Santa Fé se mgú X 
protocolizarlos, sin cláusulas v salc-dades que i mpo rlaban el 
desconocimiento de sus obligaciones. 

Que de esos títulos, consta: que en 8 de Enero do 1875 la 
mesa de hacienda de le Provincia de Córdoba otorgó escritora de 
venta en favor de I). Félix M. Brizoela y D. Guillermo Bertrán 
de vanos lotes fiscales le la serie C (Departamento Union) ,„é 
esto» liabün adquirido en remate público celebrado en Buenos 
A,, cs en 20 d. Agosto de 1874, y cuya superficie total era de 130 
logue. , 1400 cuadras cuadradas, lindando: ,,| nort , ma h . 
suertes número 2, 2 bis, 52, 52 bis, 22. 22 bis I» |i bis - 19 
32 bis, 42, 44 Míy 68 de la misma serio, ¿^Siíi 
oeste, con terrenos vendidos á U. Cdrlos üouquet, en el mismo 
remate y en la serie B.¡ al s „d, con terreno de propiedad 
dudosa, y al este, con propiedades fiscales 

Que e„ 13 de Abril de 1875. D. Guillermo Ilorlram, dcchrúpor 
escritura publica otorgada ante el escribano c .bral. en Bueno» 
Aires, que el lote do 130 y tantas leguas compradas ú (Y-rdoba 
pertoncc.n cscl„s¡v,,,,cnte ú 1). Félix SI. Btiznel», v , Mmn [ 

emb en ante ,Cal al en Buenos Aires, I). Félix M. Briznóla 

i . M ' 80 ^ '-'-do 

per el frente al este, con más terrenos del vendedor Briznóla y 
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I). Cirios Bouquet; por el fondo al oeste coa Bouquet; por el 
norte, con terrenos fiscales enagenados á varios, j por el sud, con 
Briznóla, por el precio de 300000 pesos fuertes. 

Que resuelta la eufstion de límites, una parte de estas 80 le- 
gua* quedó en Santa Fé y otra en Buenos Aires. 

Que et Gobierno de esta Provincia, cumpliendo la cláusula ti' 
del compromiso, protocolizó el título do Kandel, pero M de Santa 
Fé faltó á esa cláusula, porque pretendía hacer la protocoliza- 
ción con la salvedad que liando! no aceptó, deque el acto se rea- 
lizaría sin que en manera alguna dañara derechos de terceros, y 
mucho menos los de hi Provincia. 

Que lí andel se encuentra en pública y pacífica posesión del 
terreno de su título» en el cual ha construido tres importantes 
estancias llamadas f.n fíat muras» , que queda ahora situada en 
Santa Fé, el Totoral y San Silvestre, que quedan en Buenos 
Aires, mientras que Iriondoé Iturraspeno han poseído una sola 
pulgada dentro del arcado Handel, de donde resulta que la men- 
sura ha sido solicitada por quien no era ni propietario ni po- 
s "edor. 

Que el compromiso celebrado por las Provincias que some- 
tieron á la Suprema Corto su cuestión de límites, se refirió 
esclusivamente á los límites jurisdiccionales, como claramente 
lo demuestra su artículo 6\ y por lo mismo, el laudo pronun- 
ciado por la Suprema Corte no hace cosa juzgada respecto del do- 
minio privado, siuú respecto del dominio eminente, únicamente. 

Que aun en el supuesto de que hubiera de considerarse ¿ la 
Provincia de Santa Fé propietaria del terreno, por haber que- 
dado después del laudo dentro de sus límites jurisdiccionales, 
aun así, Handel habría adquirido irrevocablemente e! dominio 
por Ja compra que sus antecesores hicieron d Córdoba en 1875, 
en virtud de lo estipulado en la recordada cláusula G*. sin que 
sea procedente oponer la falta de tradición por parte de Santa 
Fé, porque la tradición cuando so trata de adquirirla por el 



DE JUSTICIA NACIONAL g, 47 

no siendo dueño v ciiunri,. ».i f . u'ndio 

dido „„r í ! m qu " el lerr ™<> l'»M» s¡J „ n . 

Jo or ordoba, nn so |opor luber tenido los ,/tuIoson ™ 

»^«^ r ^ !W * 1 ' -'o ordenad,, 

Por I Juez de |. ( conscripción do la capit ,1 de Kanta 7tZ 

<• rreuo «tnado en la e¡re« llstri p ci<ln d , , ,. 
•'tentó |, d.spncslo ,, or c , ^ h r i l.osar.o- 

■nn ut,, de Santa ft, .egnn el ,-ua. " S^fi la 
« J " ici ° * ■««*, ol letrado en ene, ¡n cr T 
«tt*>i» terreo,, nne S c intente J^.^SíSIÍ" 
»1 Mir I. n»en i ur ; „, i i 1 ,er,,,d, 1 , „ „£' " r"^" 
del Juez ante nuien la n¡,tr » . Jurisdicción 

Mulene, .a m e„ura podía nLÍ ™" CU " a<I " e1 '" 3 

oirá Mtra-jBdicW. ' c "'' !l< i ui <™ 

QM l'or etra parlo, cuando la mensura ... r. 

■ 1»« «o comiere ningún deroel o r ' , , ' ? "" W "" 

-lo. los jueces „„ pui ,,Jo„ ¿JarjT ' ' * S ° 1ÍCÍtí '- 

pesando .«obre é J 4 ea rl! Í lo "* Jt ' <1 ™ a '" i; »"--'. 

mesura, tiene ú ' " W '» 

tajas le ofrece l üle ¡hT '* J,0 ' MÍOn - «« «*• otras ven- 
, » « »Üg»t oom, demandado (Moreno í/i,,,, 

i**». S. T!W> /v™,,^,,, fc N- SS8, 4 "" 
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La misma parte de Rundel pidió también que se citara de 
evíccion al Gobierno de la ProTÍncia de Córboba. 

El Juez confirió traslado de la protesta y mandó practicar la 
citación solicitada. 

D. Marcial Pimcntel, par I>. Cipriano üarcf¡i t sucesor de 
Iriondo é Iturraspe, evacuó el traslado pidiendo que se rechaza- 
ra la oposición, con costas é indemnización de perjuicios ; Jijo : 

Que el título otorgado por Santa Fuá Iriondo é Hurraspc. era 
perfectamente válido por haber sido conferido por el dueño de la 
tierra que podía enajenarla, y en virtud de él aquellos ocupa- 
ron el campo é hicieron practicar la mensura, ocupación cono- 
cida de todos y que se manifestaba por la construcción de ha- 
bitaciones y la introducción *\*- haciendas que existen basta 
hoy, hallándose una de esas habitaciones ocupadas por el Sr. 
Madera, Comisario del lugar. 

Que desde entonces, Iriondo ó ltnrraspe están en posesión 
quieta y pacífica, sin que nadie, con espetón de líandel, se ba- 
ya atribuido derecha de propietario sobre el campo. 

Que efectuada por Córdoba en 18t¡5 la venta de lAQ leguas U 
Brizuela y Ilcrtram, que es de donde emana el título de Kandel, 
el Gobierno de dicha Provincia consideró qu» detras de ella, se 
ocultaba un gran fraude á sus intereses, no habiéndose pagado 
el precio de la venta, y en consecuencia, declaró, en .Marzo de 
después de celebrado el compromiso arbitral, que desco- 
nocía la validez y legitimidad de la venta. 

Que envista de esto, Brizuela propuso al Gobierno de Córdo- 
ba una transacción, y éste dictó una resolución melificando sus 
bases y declarando qtn- la tierra que se entregaría á Itrizucla, 
selo sería de la parir- que no estuviese ocupada por las Provin- 
cias ne Unenos Aires y Santa Yó, nomo asimismo, que si por 
el resultado de la cuestión de limites, no pudiera Córdoba en- 
tregar á Prizucla la parte pretendida por Santa Fó, le indem- 
nizaría con tierras fiscales, á tasación y donde él eligiese. 



DE JUSTICIA KACI0.1AL 349 

Que aceptadas por Brizuela estas modificaciones, fueron redu- 
ndas a escritura pública en 18 do llano do 1881 ; y ellO de' 
mismo mes .t año, Brizuela y Rundel celebraron nn pactoantn 
el Escnbano del Signo, por el cual el segundo rouovó sus derechos 
adqumdos de Briznóla, subordinándolos á la, condiciones esti- 
puladas por éste eu su transacción con el «¡obicroo 

Quedo «toresnlta que el 18 de Marzo de ,881. esto es des- 
pués del compromiso arbitral, la Provincia de Córdoba, concep- 
«aba jr atacaba como nulo ol título en virtud del cual se atri- 
bma Jr.zuelu el derecho de propiedad , j que o| ( ¡„b¡,rno de 
Cíidob* solo ., comprometió i darle las tierras no ocupadas 
por Santa le. 



Que condonado c i ilBr ¡ m ,. n!(or , ievul parai|¡ir ^ ^ 
Bmucla, el Departamento Topográfico le dió instrucciones «egun 
las cuales «daría posesión desde la linca Este de los Sres. Salas 



y Cernadas, hasta el límite Oeste de los terrenos pretendidos por 
a Pronnca de Santa y á 28 de Aljrj| « ^ £ 
tero dio la posesión de acuerdo con esas instrucciones al apa- 
dorado do [¡andel, por habérselo pedido así Bínela 

Quede lodo esto s, d,duce clarnmenl. ,,.„ ¿ Ufe,,, M c0 „. 
Yerno arb.tral, BriMeta no tenía un derecho subsistente y legí- 
timamente adquirido, según los términos do la cláusula 6' del 
m.smo convenio. yquo I, transacción deque so ha hecho men- 
ción , la mi.ioa en posesión á oonsecuoncia do ella, no han po- 
dido, «ano actos posteriores al compromiso, conferir derecho 
alguno sobre ferras que han venid,, á quedar situadas en San- 

Que con menor razón podrían Brizuela ó Handel pretender 
derechos sobr, terrenos que so hallan on la parte Este del lími- 
e hasta donde ejercía jurisdicción Santa Fé antes del fallo ar- 
b.tral porque sobre tales terreno* ni ol Gobierno de Córdoba 
le d.o t.tulo a Brizuela por la transacción do 1881 ni el agri' 
mensor Kevol dió posesión de ella á Kaudel. 
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Que habiendo quedado los títulos de Randel virtual mente 
anulados en virtud del compromiso arbitral y el laudo de la Su- 
prema Corte, la Provincia de Santa Fó, fundada en el artículo 
(051 del Código Civil, puede reclamar directamente de Handel 
todos los derechos reales que pueda habor adquirido sobre los 
terrenos cuya posesión le dio" la Provincia do Córdoba. (Znchari a?, 
§ 583; Aubry y Rau; Dorante, XI II, V 56*). 

Que como lo ha dicho, su parto se encuentra en posesión del 
terreno medido, y ello so aplica no ob-ttaute la posesión que se 
dióá Randtjl, porque á t'4e le ¡hisd en posesión sequilas 
instrucciones del Departamento Topográfico de Córduba, de las 
tierras situadas desde la línea Este de los Sres. Salas y Cerna- 
das, hasta el límite Oeste de los terrenos pretendidos por la 
Provincia de Santa Fe\ mientras que la posesión que tienen 
íriondoé I tur raspe, es de tierras que no se entregaron á Rnn- 
del, porque se ese! nyeron déla transacción celebrada por el 
Gobierno de Córdoba y Briznóla. 

Que así, el terruño medido queda fuera de los campos do la 
posesión de Rande', y si entrase en ellos sería en parte insigni- 
ficante, de la cual responderá el Gobierno do Santa Ví\ á quien 
se citará de eviccion, y el cual podrá reivindicar esa parte de 
Handel, ó su actual poseedor. 

La misma parte tta Iriondo í- Iturraspe. pidió que se citara de 
eviccion al Gobierno déla provincia de Santa Éé. 

Se recibió después la causa á prueba; y lia liándose en este 
estado, ios Gobiernos de las dos Provincias citadas de eviccion 
se hicieron parte en el juicio, por cuyo motivo fué él elevado á 
la Suprema Corte. 
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IJucnü> Ai™, Mflrw *¿S dt; 1889, 

Y vistos, resulta: Que la oposición de Don Cuno M, Randel 
á la mensura mandada practicar á solicitud de los señores Irion- 
do 6 Iturraspe, de un carneo ubicado en el Departamento Gene- 
ral López, se funda en taa escrituras de fojas sesenta y siete á 
setenta y cuatro, de Ia> que resulta: 

Que el ocho do Fuero de mil ochocientos setenta y cinco la 
Provincia de Córdoba vendió á Don Félix U. Brizuela y á D. 
Uuilkriao Bertram, varias suertes de tierra cuja superficie to- 
tal ascendió a ciento treinta leguas y mil cuatrocientas cuadras 
cuadrada, de la* cuales dicho señor Brizuela vendió al citado 
señor Randel, el catoreo de Abril del mhmo año setenta y cim;o, 
ochenta leguas cuadradas. 

Que fundado Randel en estos títulos y en que, según lo esti- 
pulado por las Provincias compromiteutes, en la cláusula sesta 
del compromiso arbitral de mil ochocientos ochenta y uno, la 
Provincia de Santa Fé no ha podido vender válidamente fracción 
alguna de los campos enajenados por la Provincia de Córdoba 
con anterioridad á dicho compromiso, pide se declare sin efecto 
dicha mensura, en cnanto ee le toma por ella una parte del cam- 
po que posee y cuya propiedad le perteueco legítimamente, 

Qm? los señores Hondo é Iturraspe, y hoy su sucesor Don 
Cipriano fiarcía, impngnaudo las pretensiones de Randel, ale- 
gan: que el veintiocho de Julio de mil ochocientos ochenta y 
cuatro, el Gobierno de Santa Fe les adjudicó el campo de cura 
mensura se trata, por indemnización de un terreno que les ex- 
propió en el Departamento de San Javier, 

Que hallándose ubicado dicho campo en la jurisdicción de 
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Santa Fé T esta Provincia ha podido enaguarlo válidamente, por 
ser ella el verdadero dueño. 

Que Ja venta que el Gobierno de Córdoba hizo el año setenta 
y cinco á Don Feliz M. Brizuela, de quien liaudel deriva sus de- 
rechos, fué declarad nula por la Provincia vendedora, y no tie- 
nen por lo tanto, estos señores más titulo que la transacción de 
foja doscientas treinta y se¡s t celebrada por Briauela con dicha 
Provincia el diezioiho de Marzo de mil ochocientos ochenta 
y uno. 

Que siendo este título posterior al compromiso arbitral del 
cinco Marzo de dicho auo, no pueden ni Randel ni Bmiiela, aco- 
jerse á lo estipulado en su cláusula sesta. Por todo lo cual pi- 
den no se haga lugar á las pretensiones de Rundel y se apruebe 
en todas sus partes la mensura del espresado canino. 

Y considerando: Primero: Que el terreno, cu ra mensura ha 
dado origen ú esto juicio, so halla comprendido n el área cues- 
tionada éntrelas Provincias !e Córdoba y San U . e á la fecha del 
compromiso arbitral de cinco de Marzo de mil o. iiociento* ochen- 
ta y uno, sobro arreglo de límites interprovinmles y está su- 
jeto, por lo tanto, á lo estipulado en dicho compromiso. 

Segundo ; Que por la cláusula sesta del mismo, se establece : 
que el fallo del tribunal arbitral sobre límites jurisdiccionales 
de las Proviucias contratantes, no alterará en ningún caso loa 
derechos de los particulares subsistentes en la fecha de dicho 
compromiso, siempre que hayan sido legítimamente adqui- 
ridos. 

Tercero ; Que las escrituras prese litadas de fojas sesenta y 
siete á setenta y cuatro, por Don Cuno M. Rundel, demuestran 
satisfactoriamente que los derechos de éste al campo que so 
cuestion;i, fueron legítimamente adquiridos á título de compra, 
pites de ellas consta que la Provincia do Córdoba rendiódichos 
campos el año setenta y cinco á Don Félix M. Brizuela, quien 
lo vendió á su vez, en el mismo año, al precitado :íandel. 
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Cuarto: Que esos derechos deben considerarse subsisten- 
tes en la fecha del compromiso arbitral de cinco do Marzo 
de mil ochocientos ochenta y uno, no solo porque no se ha pro- 
bado lo contrario, sino porque en la transacción de foja doscien- 
tas treinta y se« s . celebrada lirizuela con la Provincia de 
Córdoba el dieziochode Marzo del mismo año, se reconoció im- 
plícitamente ia subsistencia de la venta de que aquella, 
emanan. 

Quinto: Que no siendo diclia transacción el titulo deque 
derivan los derecha de Mande!, porque seg„n la disposición del 
artículo ochocientas treinta y seis del Código Civil por la 
transacción no se trasmiten, sinóque se declaran ó reconocen 
derechos que bac,„ el objeto de las diferencias sobre que ella 
mtervicne, no puede referirse a su fecha, corno se pretende 
la adquisición de aquellos. 

Seslo: Que siendo esto a< multa con toda evidencia, que Ja 
Provinnade Santa Fé no ha podido vender el año ochenta y cua- 
tro el campo que Don Cuno M. liandel lenía ocupido v poblado 
rn eaa fecha > coni ° 3«^or de la l'rovincia de Córdoba en virtud 
de la enajenaciones hechas por esta daño mil ochocientos 
setenta y cinco. 

mm : Que el dominio que ia Provincia de Santa Fé preten- 
de ten, r sobre todo ó parte de dicho campo, por haber resultado 
este, después del lando de la Suprema Corte, de mil ochocientos 
ochenta y dos, dentro de su territorio, nojustilica dicha venta 
porque según la cláusula sesta antes citada, el fallo del trí- 
bunal arbitral no alterará en ningún caso los de, chos de los 
particulares, subsistentes en la fecha del compromiso, lo cual 
•mporta por parto de las Provincias contratantes, una renuncia 
en favor de los particulares de los derechos de dominio que p U . 
d.eran tener en los terrenos que resultas en dentro de suterrito- 
rio. y rjue hubiesen sido enagenados por las otras, reservándose 
solamente sobre olios sus derecho* jurisdiccionales. 
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Tur estos fundamentos, se declara mu efecto la mensura prac- 
ticada por loa señores lriondo é Iturraspe, oa cuanto por ella se 
tome alguna parte del campo de Don Cuno M. Rundel, coa 
castas, Notifiqueae con el original y repuestos los sellos, archí- 
vense. 

BENJAMIN VICTOWCA, — \ l.k- 
MSLAO FRIAS. — FEDERICO 
IBABOÚREf, - c. S. DELA 
TORRE. 
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t). Hilario Lasmartres, contra la Municipalidad de Mendoza, por 
restitución de payo indebido; sobre incompetencia. 

Sumario. — La Justicia Federal <*s incoo» peten tu para cono- 
cer en demandas cuyo importe es inferior á la tasa de la ley de 
3de Setiembre di 1878. y auv w corretón en á su conocimien- 
to por razón de la materia. 



Caso. — En 12 de Noviembn de 1880 compareció al Juzgado 
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D. Hilario Lasmartres, esponiendo: Que el 28 de Octubre del 
citado año se pr^entó en su domicilio el Procurador Municipal 
'on «na n.enta P o r valor ú,- * ÍÍÍJ7, pedente de postes y fa- 
rule, del alumnado especial, colocados hacía tiempo en la calle 
Han Marti», y con un apremio para su pago, bajo apercibimien- 
to de embargo de sus bienes en caso de no efectuar este, suscri- 
to por el Presidente de la Municipalidad de la Ciudad, I). Lu: i C. 
Lagomoggii.re J su Secretario 1). Artemoi. Chalan, (¿ue en- 
vendo que el cobro que so le hacía era injusto é ilegal, se resis- 
tió! verificar el pago, pero, con el prepósito de or ¡tarso ma- 
yores «jamones, dió á embargo la cantidad de $ 28.65 que 
el agente municipal le exigió, reservándose el recurso para 
ante la justicia ordinaria, que le acuerda ei artículo 23 de la ley 
de municipalidades de la Provincia. Qne la cuestión que pro- 
mueve presenta esta alternativa: ó el cobro que se le hace es 
considerado como impuesto municipal, ú bien es mirado simple- 
mente como un en dito. Considerado como impuesto, diré, es- 
taría en abierta pugna con la Constitución Provincial ; pues si 
bien es cierto que la ley de 21 de Agosto de 1874, invocada en 
«1 niandamb ntode embarco mencionado, que es complementaria 
do la orgánica de municipalidades, autoriza á otas (artículo*) 
a establecer derechos de cementerios, alumbrado, estación de 
carruaje, ventas y portado, (al autorización es repugnante al 
articulo 10, inciso 10 de la Constitución, que c acede esclusiva- 
mento á la Legislatura la facultad de establecer contribución es 
directas y de toda especie siendo un principio inconcuso que 
Ins poderes de las diversas ramas del Gobierno son limitados y 
ninguna de ellas puede delegar so ejercicio. 

Que además, en la mencionada cuenta, qn, en copia acompa- 
ña, no se hace referencia á impuesto alguno ; y tratándose de 
un ereMito coman, no puede la Municipalidad cobrarlo per sí y 
ante sí, pues, según lo dispone el artículo 24 de la ley de MunU 
cipalidades, debe ejercitar su derecho ante la justicia ordinaria. 
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Que es indudable que cuando Ja citad:» ley se refiere á impuestos 
de alumbrado, alude al consumo diario de la sustancia que su- 
ministra la luz y de ninguna manera á los otro, materiales em- 
pleados en ese servicio, cumo ser los postes y los faroles, Qu<> 
desde muchos años atrás el alumbrado se hacia por medio de 
faroles colocados eu los troncos de los álamos, puestos y conser- 
vados á costa de la Municipalidad, y si esta corporación había 
colocado postes de fierro en algunas cuadras de la eatle Sun Mar- 
tin, ella ha podido huirlo por razones de ornato y á costa de 
las rentas generales, pero nó de los propietarios de localidades 
determinadas. l¿ue mucho tiempo despues'd,! referido hecho se 
dictó la ordenanza de2tí de Febrero de J 88(1, -que impresa tam- 
bién acompañaren cuyo artículo 6 'se dispone que será concedí* 
do el alumbrado especial, es decir, con postes de herró en las 
cuadras que se solicite; cuya ordenanza - presta ú las consi- 
deraciones siguientes; que el alumbrado especiales facultativo 
y no obligatorio, se concede cuando los rocinos Jo solicitan; que 
ella no dice en parte alguna que estos deben abonar los postes y 
faroles, estableciendo únicamente en su artículo 3" el impuesto 
mensual de cinco centavos por metro lineal, al mes. Que es en- 
tonces, agrega, evidentemente arbitrario el cobro que se le 
ha hecho y aun má. arbitrario el procedimiento -mpleado, pues 
ni uno solo de los vecinos solicito el alumbrado rWcrido. Que 
dicho procedimiento empleado en su contra importa, un ata- 
que a su derecho do propiedad y hiere las garantías que le 
acuerdan los artículos M y 18 de la Constitución Nacional, re- 
producidos en el 05 y el G6 de la Provincial ; por lo que pide al 
Juzgado declare que no está él obligado al pa^o du los faroles y 
postes del alumbrado especial y condene á la Municipalidad en 
las costas del juicio y á Ja devolución de la suma percibida. 

Acreditada la competencia del Juzgado, por sor estrangero el 
demandante, se corrió traslado de la demanda, y evacuándola D, 
Luis C. Lagomaggiorc, Presidente de la municipalidad deMen- 
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doza en representación de esta Corporación, pidió que f aera ella 
rechazada con costas. 

l>«jo que en la demanda se había pr^címlido de las leyes 
que rigen Jos procedimientos á seguirse ante los Tribuna- 
les Nacionales y Provinciales y determinan la competencia de 
<stü Sj pues de ella misma resolta evidente la incompetencia 
del Juzgado Federal, tanto por razón de la cuantía comopor 
razón de la mat.-ria; por la cuantía, porque la demanda versa 
solo sobre la suma de 26 pesos y centivos, según en olla se es- 
presa: v por razón de ta materia, por tratarse de un punto do 
derecho que declara la ley sor de la jurisdicción privativa de 
las municipalidades. 

Que, por otra parte, en el supuesto de que el actor hubiera 
prendido ]„. ei un caso de inconstitucionalidnd de la ley 
u ordenanza en c„ya virtud se le lia hecho el cobro de que 
se queja, no debe serle admitida la demanda, porque antes 
"nublarla ha deludo reclamar ante la autoridad com- 
itente y solo con la negativa de esta ocurrir ú la justicia or- 
inaría; y además, porque „o lia espresado claramente que su 
objeto sea pedir se declaro dicha inconstitucionalidad lo cual 
constituye un defecto legal en el modo de proponer la demanda 
Que en cuanto al fondo de la cuestión suscitada por . I acto 
no es exacto que naja habido imposición arbitraria por parte de 
la ley ni de la Municipalidad al exigirl, el pago, propordon*!- 
mente, del importe de los postes para el alumbrado público* y 
en cuanto al procedimiento seguid,, para el cobro de que tam- 
bién se queja el demandante, no es por efecto de un contrato 
entre ésl ,1 Presidente de la Municipalidad, qu, ha llegado 
é a ser deudor, sino en virtud de una ley preexistente que lo 
obligaba en ta misma forma que ¡i los demás habitantes del 
municipio, y siendo así, el cobro de esa deuda se encuentra 
legialade por la ley de apremio á los deudores morosos, del 
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Fallo del Juez Federal 

M.'jnJivn, Jimio l*,jr 1K87. 

Vistos estos autos, resulta: i¿ue la demanda interpuesta por 
Don Hilario Lasniartres contr i la Municipalidad de esta ciudad, 
versa sobre cobro de una cuenta procedente de ta colocación de 
postes do íierro para el servicio de alumbrado especial en Ja 
calle San Martin, que el demandante objeta de ilegal é injusta 
sea que ella se considere como un impuesto municipal, 6 como 
simple crédito. 

Que la Municipalidad, contestándo la demanda, observa la in- 
competencia del Juzgado para entender en la causa, ya por ra- 
zón de la cuantín, por tratarse de una cantidad menor de la que 
puede conocer la justicia nacional, ya por la materia, porque ella 
versa sobre un punto de derecho quelftíey declara ser de juris- 
dicción privativa de las municipulid.u, 

Y considerando: 

I o Que las demandas que so diríjen contra uno Corporación 
Municipal, por aetos emanados de ell.t en -u carácter de poder 
a ¡ministrador? nó com» persona jurídica, no pueden llevarse 
al conocimiento de la Justicia Nacional. 

2' <¿ue esta es también la jurisprudencia establecida por la 
Suprema Corte, al declarar que las acciones que se dirijen con- 
tra una Corporación municipal, no cu su carácter de persona 
civil por contratos celebrados con ella, no corresponden á la ju- 
risdicción nacional, por ra?.on de las personas. (Fallos de la Su- 
prema Corte, Serie i\ t. íi,pag. 2i!>). 

3 " Q l, c en el caso sub-judiec, se trata propiamente de un ver- 
dadero impuesto municipal y no de un crédito ó deuda proceden- 
te de un contrato celebrado con dicha Corporación en su carácter 
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tU ' P ersona dril ' jurídica, y es por lo tanto de perfecta aplica- 
ción el principio st Hado. 

¿° Que por otra p. -te, y aun supuesta la procedencia de la 
demanda, por razón dt las personas m competiría íampoco su 
conocimiento á nste Jugado, por cuanto ella Tersa sobre una 
cantidad intiuítann-nt m, <n á la lijada por la lev para qne 
caiga bujo ia jurisdicción de i s Jueces Seccionales. 

5 fl Que por otra parte, es de ol errarse que el demandante ma- 
nifiesta espesamente en su escrito )e foja 5, que la ley di- 21 de 
Agosto de 1871, complementaria de i. Orgánica de las Munici- 
palidades, que se invoca en el mandamíe. *o librado contra U 
si bien faculta á esta., por su articulo 8> f r ;i establecer dere- 
chos de cernéetenos alumbrado y otros, tal am. nación es re- 
pugnante al artículo 19, inciso 16 de la Constituí i de la Pro- 
vincia. q, ie únicamente concede á la Legislatura la fa, Otad de 
establecer contribuciones directos y de toda espec ie, y P<J t e - 
riormente. en el mismo escrito, que la ordenanza que se invoca 
para exigirle el pago déla suma indicada, no .sUblece que sea 
& cargo deles vecinos el pago de los postes v faroles d,| alum- 
brado especial. 

0" Que según se vé por los términos di- la demanda misma 
solo se objeta de contrario 61a Constitución de esta Provincia el 
impuesto sancionado a! respeto por la Corporación Municipal, y 
especialmente de abusiva por parte de esta ó de su residente, 
en elcobru indicado, por cuanto él no se halla autorizado por la 
ordenanza citada. 

7 Ú Que por consiguiente, tampoco es competente la Justicia 
Nacional por razón de la materia, pues no be trata en el caso do 
un derecho impuesto contra la Constitución Nacional; y la Su- 
prema Corte ha declarado también, que no tratándose* de im- 
puestoi establecidos en tales condiciones por las autoridades en- 
cargadas de legislar sobreestá materia en las Provincias, sino 
como sucede en el presente caso, de avances que se dicen come- 
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tidos por una Corporación dependiente de tos poderes de i. p ro 
Tinca, e n el uso de las facultades que su. leyes le acuerdan la 
cuestión no puede llerarse al conociente de lea Tribunales 
Nacionales (fallo citado). 

8» Que por la misma resolución se establece igualmente que 
* ni ,as le 3« "»<:ional, s atrituveu ú los Jue- 

ces redórales el conocimiento de las causas que reman s,brc ,„. 
to» adm.n.strativos de . mpleados ú Corporaciones ,1, l ss pro . 
Tincias; y (1 „e del,en ocurrir a S us superiores, con arreglo á sus 
«jes, lo< que se crean con derecho á reclamar de caldera 
falta en ,1 cumplimiento de sus deberé., pudiendo conoce lo, 
lr.bum.lcs Nacionales soleen el caso que se rerilinue lo presl 
cnto en el me.so * del articulo 14 de la Ley Je Jurisdicción v 
f ompetencia, de Mde Setiembre de f 8G:i. 

Por tanto, y de conformnlad ú lo dictaminado por el Procu- 
rador Fiscal S e declara : que este Juzgado no es componte 
|>ara conocí t di- la pr* senté causa. 
Hágase eaber original y repónganlo, sellos. 

Jtttui del Vampüto. 

VISTA DEL SESOR l'KOCL'RAlíOtl CEKEJUL 

íliicíif.> Ain^ M.ivo ( ih l¡m. 

Suprema Corte : * 

Kl Señor Lasmartrcs, ciudadano francés, demanda a la Mu- 
»«p.l.d.d de Mendoza por Ja devolución de veinte j 
«ación. «, que dice Labe- le exigido indebidamente, por " 2 
cuenta de postes y farolea pa, a el alumbrado público 

Dice m este cobro es contrario á Ja Constitución de la Pro- 



íincia, que solo concede al Poder Legislativo la facultad de 
establecer contribuciones directas y de toda especie. 

Dice, admiás, que cuando la lej establece el impuesto de 
alumbrado, se refiere al pago de consumo de kerosene, aceite ó 
gas y no al de los postes ó faroles empleados-en ese servicio. 

Cuino se vé. la argumentación se dirige toda i demostrar que 
el cobro por los postes ó faroles, no está autorizado por la ley 
de la Provincia, y es contrario á la Constitución de la misma. \o 
se objeta que sea este cobro, ó este impuesto contrario ¡i alguna 
de las prescripciones de la Constitución Nacional en materia de 
impuestos. Se insinúa, apenas, que es repugnante al artículo 17 
que di clara inviolable la propiedad. Hasta -ta Bt .,.r,IU esposé 
tioü para poner de man ¡tiesto que los Tribunales Federales para 
nada tienen que intervenir en este asunto; pues no es necesario 
decir, que no es la misión de la Justicia de la Nación conocer 
de los avances qu, los Poder,< d, Provincia pu- dan cometer en 
el uso de facultades que sus leyes h * acuerdan. Si ta Muni- 
CipttHdadde Mendoza ba escedido sus atribuciones administra- 
tivas es á las autoridades snperiores do ja misma Provincia á 
1-^ qu, |,,, debido ocn-rir rl Sr. Usmarhvs. y solo en algunos 
de los casos previstos por el conocido artículo H de la ley de 
Jurisdicción y eompet. neia, podría V. K. ,, T llamado á interve- 
nir en esta causa. 

E'ltutrda Cosía. 



Wiiiíi, ti r i a N U |irrmn forte 



Rueños Alies, Mtrw30dc 1Ks9. 

Vistos: No alcanzando la suma demandada á la tasa lijada 
perla ley de tres de Setiembre de mil ochocientos setenta y 
oclio, para determinar la competencia de los Jueces de Sección y 
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na correspondiendo tampoco este caso á su conocimiento por 
razón de la materia, con arreglo al artículo segtind», inciso se- 
gundo de la ley de \\ de Setiembre de mil ochocientos sesenta 
y tres, por no hallarse él regido especialmente por Ja Constitu- 
ción ó las leyes Nacionales. 

Por estos y los fundamentos concordantes del precedente dic- 
tamen del Señor Procurador General, se con tirina con costas ej 
auto arelado de fojas... ; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

RESJAMIN VICTO RICA. — l LADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO IBARGCREK, — 
C. S. DE LA TORRE. — SALUSTJASO 
J- ZAVALIA, 



CAUSA W1III 



El Fisco XucionaL contra ¡ten J. Itotawl; sobre comiso. 



Sumario. — Np resultando circunslau -ios quo hayan podido 
inducir al interesado en error involuntario y evideiJe, procede 
Ü comiso del esceso encontrado robre las mercaderías manifes- 
tadas. 
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«am esto pan, ej Apacho dpl cajo „ fj «*« « 

l>»n J. Ro..»d. declarando Sdocenas cepi.l " r J¡1 , ^ ^ 
cea* cepillos para u.las, í ¿«tea p„ ra ^„L » , f ' 

16! Aceñas cepillos para dienten 

* <j 1 ' para uñas. 

*j * para barba. 

* * para ropa. 

á3 * » para sombreros. 

RESOLUCION DEL ADMINISTRADOR DE ADUANA 

R\u<¡\Oi Aires. Junio 19 de J888. 
Visto lo actuado, derju, resulta comprobado ti esceso de. Itíil 

t i J seis docenas cep lio* nan nñna /jai * ™«™ 

■t, 1 s píiM luus . ( tí cuarenta t una doce- 

■■opa v (23) remares docenas cepillos para <ombr ' .. ' * 

h?.7T^ WMÍ - ,,á «»* «»*• A m efectos pase i 
Kl t0 » W W» y repónganse , M M ,j M • P a8e 4 

./. Hraiict. 

VISTA BEL l'nOcilUDOB Flsai. 

m Procurador Fiscal piensa ,uc el caso s„4 /«^ ha 4<¡mo 
reverse con snjecion a. ,057 de J Urden™» 
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Basta la lectura del espediente para persuadirse que la falsa 
declaración ha provenido de error evidente y que es absoluta- 
mente imposible que hubiera pasado desapercibido par* ta 
Aduana. 

Reproduzco las consideraciones aducidas en el escrito de 
foja 9, y en mérito de ellas, solicito de Y. S, se sirva revocar 
la resolución recurrida. 

José A. Víate. 
Falla 4*1 Juez Federal 

Buenos Aireá. AgoMo 20 de 1888. 

Y vista esta apelación interpuesta ti f... por Don J. E. líedand, 
de la resolución del Administrador de Aduana que declara caí- 
do en comiso el esceso de manifestación de mercaderías reñi- 
das en el Vapor < San Martin», manifiesto número trece mil 
doscientos setenta y cinco,; cajún marca M K C 872, pertene- 
cientes al apciante;y considerando: 

i° Que de acuerdo con lo establecido por las Ordenanza* de 
Aduana y de conformid.ul en la jurisprudeuci i sentada al res- 
pecto por la Suprema Corteen la causa 10, Me H, tomo 4" 
y otros de sus fallos, cu los casos de error evidente é imposible 
de pasar desapercibido, que es la causa alegada en el presente 
caso por el apelante, la ley confiere única y exclusivamente á 
los Administradores de Aduana la facultad de apreciar y califi- 
car ese error como tal, y en consecuencia, admitirla como 
circunstancia atenuante ó justificante, según las circunstancias 
del caso. 

2" Que siendo el propósito de la ley, al conferir esta facultad 
á los Administradores, que son ellos, cuya posición los habilita 
para estar mejor al cabo de los antecedentes de cada despa- 
chante en Ja Aduana, los que aprecian las variadas ci re u listan- 
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cías de cada hecho particular, que difícilmente podría consta- 
tarse dentro de los límites de un procedo, no sería admisible, 
por lo tanto, que 803 juicios i este respecto pudieran fundar 
una apelación. 

Tur estos fundamentos, y no obstante lo dictaminado por el 
señor Procurador Fiscal, se confirma la resolución del Adminis- 
trador de Aduana corriente á f... ; y hágale saber. 

A mlrfy i garriza 

VISTA DEL SESOR l'KOCUUDOIl GENERAL 

Büonos Aire?. Setiembre W Je 1888. 

Suprema Carie i 

Nada podría agregar ¡i l..s Olidos fundamentos de la >enten- 
cia recurrida, y me limitaré á pedir su conlirmacion. 

Eduardo Cosía. 
Fallo de Ir Suprema forte 

Buenos Aire*, Abril 3 dé 1889. 

Vistos en el acuerdo: No resultando circunstancias que hayan 
podido inducir a] interesado en error involuntario y evidente» y 
ile conformidad á los artículos novecientos treinta, y rail cin- 
cuenta y orlo de las Ordenanzas de Aduana, se confirma t on 
costas la sentencia de foja veintitrés; y devuélvanse, debiéndose 
reponer los sellos ante el Inferior. 

BENJAMIN VICT0R1CA. - ULADIS- 
LAO FRIAS. — FEDERICO IBAR- 
GÜREff. — C. S. DE LA TORRE. 
— SALL'STfANO J. ZAVALIA. 
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/>. Curios Castilla contra et ¡tamo Nacional; sobre entrena 

(h utt terreno 



Sumario. — El acreedor de una obligación, tiene derecho 
para pedir su cumplimiento y la indemnizaci-m de daños é inte- 
reses contra el deudor que por culpa propia dejó de cumplirla. 



Caso. — I>. ( árlos Tetilla espuso que había comprado un 
terreno en los suburbios del liosario con los Sres. Germán 01- 
dendorff, j J). Garlos F. Palacios, que le habían cedido su parir 
á D. Javier Mu nuce, quien lo había adquirido con otras propie- 
dadesdel Banco National. 

Que habiéndose negado el í i eren te del nf crido lía neo ¡í ha- 
cerle entrega del te» reno, lo demandaba para que hiciera la en- 
trega, bajo apercibimiento di- pagarle el valor actual del trrreno 
y los perjuicios, con las costas. 

Con Ja demanda se acompañó la escritura de venta del Banco 
Nacional á D. Javier Mu nuce, di 22 de Marzo de f 8815. y la de 
venta de Oldendorfí y Palacios á Castilla, del mismo terreno 
que habían comprado á Munucc con fecha 1 1 de Abril de 1887. 
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Contestando ta demanda, el apoderado del Banco Nacional pi- 
diú su rechazo con costas, y dijo: 

I o Que Castilla no podía demandar al Banco por ninguna ac- 
ción directa, puesto que no ha celebradu con él ningún contrato 
qne establezca relaciona directas, como la venta, por ejemplo ; 

Que para tener una acción indirecta, sería preciso que Cas- 
tilla hubiera comprada L>s derei-hns y aceioncs que Munuce 
puede tener contra el Banco por el terreno, y esto no lo ha 
hecho; 

3" Que tampoco tiene acción contra el Banco como acreedur 
de Munuce. mientras no haya requerido :i ést*- y él mismo haya 
descuidado el ejercicio de sus derechos ; 

i" Que no puede pedir la entrega, por [cuanto al celebrar el 
contrato ha ten ¡do conocimiento que Cabezudo, ArteagayC", 
se rebotan l<is verdaderos propietarios, circunstancia que le im- 
posibilita legalmente para pedir, sea en su nombre ó en c! de su 
presunto deudor, la entrega del inmueble (art. 1329. Cód. Civ. ); 

5" Que también la demanda es injusta por no haberse pedido 
ante* al Banco la entrega d< | ti-rn-uu ^y por ultimo, en un otro- 
sí, pidió que se citara de eriecion á l). oVé A. Kchagüe, 

Fniio d*i ¡§mmm t>der»i 

Ho.jri.». Aposlo ¿0 de I8*H. 

Y vistos : II. (arlo* Castilla d. manda al Banco Nauonal de 
esta ciudad, por entrega de un terreno que este último vendió á 
D. Javier Munuce por escritura de 2*2 d ■ Marzo d-- i88(>. y ->te 
ásu vez, al demandante, juntamente con I). Gemían Oldendorff 
y I>. Cárloa T. Palacios, en ti de Abril de 1887, sin que hasta la 
fecha haya sido ninguno de los compradores puesto en posesión 
del mencionado tern no. 
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Que habiendo II, por escritura de 16 de Abril del mismo año, 
adquirido la parte que en el mismo inmueble correspondía á sus 
co-propietarios, Sres. Uldendorff y Palacios, y venido en con- 
secuencia, á ser su único y esclusivo dueño, correspondíale re- 
clamará su solo nombre la efectividad del contrato, mediante 
la entregado aquel, y en su defec to, la indemnización por el va- 
lor del mismo y los perjuicios causados. 

El demandado monote la verdad del hecho que tumi a la de- 
manda, agregando que el terreno objeto de ta cue>tiou, fue por 
él adquirido en virtud de compra efectuada al Dr. D. .Melquía- 
des Salva y su esposa I>* Celestina Ecliagfie, por escritura pú- 
blica de 20 de Setiembre de 18HI. 

Que, sin embargo, el demandante careen de acción para re- 
clamar la entrega del inmueble ; directamente, |«jr cuanto él 
no ha celebrado con el Hunco ningún contrato que establezca re- 
laciones directas, como las de venta ó locación, ni indirectamente, 
porque para ello sería u ocelario que hubiese comprado ¡os de- 
rechos y acciones que á su vended -r, el Sr. Muiiucu podían cor- 
responder contra el mencionado establecimiento, por el terreno 
en cuestión, lo que no ha tenido lugar, puesto que el contrato 
invocado por el demandante, para fundar su pretensión, sido im- 
porta Ja venta del inmueble. 

Que tutnpu -o le acuerda t.il derecho su -aráeter de acreedor 
del Sr. Mu nuce, pues él solo sería procedente en el raso en que 
este último se hubiera rehusarlo ¡í exiuir el rnmpliniieuto del 
convenio, debiendo, en este mismo concepto, interpretarse el fallo 
déla Suprema Corte, citado por el demandant", y el cual, por 
este motivo, carece de aplicación al caso sitb-jndicc. 

Que por último, aun suponiendo que pudiera el demandante 
ejercer las acciones de su deudor, no tendría derecho para exi- 
gir la entrega del inmueble, por cuanto al e.di-hrar el contrato, 
en nombre del cual pretende dicha entrega, tuvo conocimiento 
de que los Sres. Cabezudo y Arteaga reputaban el terreno ven- 
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dido como de su propiedad, circunstancia que lo imposibilita le- 
galmente para pedir arpie! en su propio nombre 6 en el de su pre- 
sunto deudor. 

Abierta la causa á pimhñ por el auto dé foja 21, se producen 
ím hiformesdo fojas 51 vuHta, 53 vuelta y 66 vuelta, y la* 
declaraciones testimoniales corrientes de fojas 59 vuelta y de fo- 
jas 61 áG4. 

Y considerando: 1" Que aunque el demandante no omtratd 
directamente con el lia neo Nacional, m> puede desconocérsele 
acción contra el mismo para reclamar laentrega del inmueble 
'Hi**le fué vendida por el inmediato comprador del demandado, 
D. Javier Munuoe, y en razón de no haber sido este puesto aún 
por su vende ior en poseso,, del referido inmueble, porque si 
bienes cierto que solo en virtud de cesión puedo el acreedor ejer- 

bró el demandante consistió en la compra solamente del teneno 
discutido, este contrato debe entenderse comprensivo délas ac- 
ciones personales que al Sr. Munuee correspondían contra el 
Jíauco Nacional, romo lo declaró la Suprema Corte en el consi- 
dera nd o 2" del fallo e i todo por el demanda nt- y relativo á la cau- 
sa de U. Norberlo K. Martines contra el general 1). Juan Pa- 
blo Lope?,, que es completamente análoga a la pres-nte, pues 
en caso contrario y empleando Jas palabras del mencionado fa- 
llo, resultaría aquel contrato careciendo de objeto y |do propó- 
sito, reducido á una mera é insustancial nulidad, que no es da- 
ble racional mente suponer en la intención de las parf-s y su ad- 
mision se na además contraria al precepto legal que obliga a in- 
terpretar las cláusulas de los contratos en el sentido de la vali- 
dez y no en el de Ja nulidad de los mismos (Faltos «V la Supre- 
ma Corte, serie 2\ t. 2% púg. 389 ; serio 2% t. 3° f pág, 210}. 

2' Que por otra parte y reproduciendo el fundamento 3 o de la 
citada sentencia de la Suprema Corte, corrobora la doctrina es- 
tablecida en el número anterior, la consideración de que care- 
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tiendo el vendedor Mu nuce de la propiedad del inmueble indi- 
cado, por no habérsele hecho nunca tradición del mismo ni ha- 
ber salido este en momento «[gimo de poder de su primitivo 
enajenante, el Banco Nacional, es evidente que ni piído ser ma- 
teria dt'l contrato la propiedad inmediata de dicho inmueble, ú 
eljm iii re di- que Munucc carecía, ni pudo en realidad recaer 
aquel sobre otra cosa que sobre los derechos y acciones perso* 
nales que A dicho Munuce correspondían contra su inmediato 
causante, derechos y acciones que era lo único de que tenía li- 
bre disposición y de que podía hacer trasmisión en relación á la 
cosa ve nd id ¡i, y que -i til t ferto, por consiguiente, se negase al 
contrato, resultaría este del todo ¡netieaz é inútil, 

3" Que la doctrina invocad;! por el demandado yon virtud de 
la cual ta facullad del aertedor para ejercitar las ai-dones v 
derechos de su deudor, solo es procedente en el caso de que este 
último se i chuzara á exigir el pago del crédito, ó en otros tér- 
minos, que el acreedor solo tiene una acción subsidiaria contra 
el primitivo deudor para cuando el inmediato no quisiera abo- 
narle su crédito por cualquier causa que fuese y sin fundamento 
legal alguno, dicha doctrina solo puede considerarse aplicable 
u\ caso eu que ¡-I i rédito vendido ó cedi lo se rr¡>ra á luem s in- 
deterniinados ¿consista en una suma do dinero, pues efectiva- 
mente, entonces debe conceptuarse indispensable la previa ne- 
gativa del inmediato deudor á procurar el cumplimiento de la 
obligación, como una necesaria garantía en favor del primitivo 
enajenante, quien únicamente por ese medio podría saber que 
su acreedor directo renunció al crédito y encontrarse consi- 
guientemente en actitud de satisfacer este en manos del cesio- 
nario sin arriesgar responsabilidad alguna; pero de ninguna 
manera ú aquel en que la cosa cedida sea individualmente de- 
terminada, por cuanto no concurre en tal caso la causal indica- 
da del anterior y no podría tampoco considerarse al cedente 
obligado á perseguir la ejecución de un crédito, al cual dejó de 
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tener derecho, ni al deudor principal a abonarlo en manos do 
este, conociendo el hecho de la cesión, razón por la cual la for- 
malidad sostenida por el demandado Tendría solamente, en la 
hipótesis indicada, ¡í producir un í tramitación inútil, contra el 
principio en virtud del cual el objetivo do la justicia debe con- 
sistir en definir los derechos y lijar las obligaciones en el más 
breve término posible y mediante los procedimiento* indispen- 
sables, 

40 Q" e ** í »s declaraciones de los testigos presentadas por 
ambas partes, resulta comprobado el hedió de no haber el de* 
mandante, antes de la celebración de su nmtruio mn el Sr. Atu- 
nuce y posteriormente con mis co-pro pie (arios en el inmueble 
materia de la venta, tenido conocimiento defínela propiedad 
de este era pretendida por otro, separando^ únicamente de es- 
ta común y uniforme declaración, la del tcstig.» Dr. 1), Satm - 
ntno Salvá, la wat, sin einbarg-, no puede merecer la fe* legal 
que las anteriora, en razón de los vínculo* que lo ligan ú los 
vendedores del Banco Nación il y á I). Jos.' A. Kobagüe, citado 
deeviccion en este juicio, á consecuencia de la misma venta, y 
en razón de los cuales debe suponérsele interesado moral mente 
en el resultado del mismo juicio, teniendo en cuenti la respon- 
sabilidad legal que á dicho Sr. Eeiugüu correspondería por la 
eviccion de la cosa vendida, y de conformi lad con lo proscripto 
en el artículo m, é inciso 3' del artículo 171 d c las leyes na- 
cional y provincial de procedimientos. 

-V Que et hecho dc haber tenido el Rr. Cotilla en su poder, 
como representante del Ferro-Carril del Rosario Á Súnchale*, las 
escrituras del Sr. Arteagu, respecto del terreno en cu. st ion, paru 
hacer el juicio de espropiacion correspondiente, juicio que por 
el testimonio público constante á foj i m turo lugar antes de 
la compra veriücada por el mismo Sr. Castilla, no induce ne- 
cesariamente do parte de este conori miento de que dicho terre- 
no era , 1 mismo qne compran 1 al Banco Nacional, pnes dado su 
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carácter desimplo Procurador en el mencionado juicio, debe su- 
ponerse qne su intervención en el mismo se limitó il la acos- 
tumbrada por Jos que desempeñan un rol semejante, siendo sa- 
bido que estos, en casos como el presente, no son los llamados 
¿examinar, estudiar y dictaminar sobre tos títulos justiflcati- 
tos déla propiedad que tratan de adquirir sus representados, 
sinóet Abogado de los mismos, á quien naturalmente incumbi- 
ese trabajo y consiguientemente, la responsabilidad por et 
mismo : de lo < mil debe deducirse, para el rasosu& jutlice, que el 
Sr. Castilla no se impuso de los títulos que acreditaban la pro- 
piedad délos Sres. Cabezudo, Artoagay C\ ni terreno motivo 
de la expropiación realizada por el ferro- carril citado, y que fué 
más tarde materia de su contrato con el demandado. 

ünjiird berilo de no haber el >l.<maudanl.- ex¡jido píiti ida- 
mente la entrega del inmueble, antes de deducir la demanda, 
aparta de no haber sido eom probado, no podría privar :í aquel del 
derecho de reclamarla j;:dieia!meiit< , no pudiéndose invocar en 
apoyo de tal doctrina disposición alguna y mucho menos ha- 
cerla v.iler en el ea>o stth judia* en que la actitud del demandado 
demuestra el resultado negativo que habría tenido la solicitud 
privada del demandante. 

Por lo tanto, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
t Í09 del Código Civil, fallo: declarando que el Banco Nacional 
debe entregar y entregue al Sr. D. Carlos Castillo, el inmue- 
ble vendido, dentro de! plazo de treinta dias contados desde la 
ejecutoria de esta sentencia, y en su defecto, restit uirle dentro 
del mismo término, el pr-eio pigado, di> conformidad á lo esta- 
blecido en el articulo iü;í del mismo Código, con indemniza- 
ción de las costas, danos y perjuicios ocasionados. 
Hágase saber con el original y repónganse tos sellos. 
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El apoderado del Banco apeló, y espresando agravios, dijo, 
que aunque estaba conforme con la sentencia en la parte de la 
devolución del inmueble ó de su precio, no lo estaba en la que 
condenaba al Banco al pago de las costas y de los daños y 
perjuicios. 

Que el Banco u.. había procedido con dolo, ni había incur- 
rido en mora, porque cuantió »e apercibió del engaño deque ha* 
bia sido víctima, no desconocí.', ta verdad del hecho, solo negó al 
demandante rastilla la acción para reclamar, fundado en las ra- 
zones que allí se espusieron. 

Que la indemnización de las éostta, daí.os y perjuicios á que 
se condena al Banco, es injusta, y así lo ha resuelto la Suprema 
Corte en el caso do Ovidio Lagos con la Compañía Pastoril y 
Agrícola. 

l'idióqiie se revocara ía sentencia en la parte apelada. 

Contestándola egresión de agravios et apoderado de rastilla 
dijo : que debía confirmarse la seutmeta, con cortas. 

Que se había apelado d« toda la sentencia y que se había ne- 
gado un derecho que ahora se reconocía , 

Que el hecho alegado de que Castilla sabía que el t. rr. no no 
era del Banco, no ha sido probado, ni tiene importancia desde 
que el Banco se obligó ¡i la •■viccion. 

Que si ese hecho, de que el terreno no eva del Banco, fuera 
tan evidente» no pudría e| Banco sostener mi buoia fé. 

Que el Banco ha ve ndido una cosa ag.-na. antes de haber ad- 
quirido Ja posesión libre, sin ta cual no se adquiere el domi- 
nio, y se ha obleado por lo tanto á satisfacer las pedidas ó 
intereses. 

Que la sola mora le hacía incurrir en la indemnización de 
pérdidas é ínteres ó íaños y perjuicios, y aunque sostiene que 
no ha incurrido en inora, este pleito es la más acabada condena- 
ción de su aserto. 

Que la indemnización de los danos y perjuicios, quiere hacer- 
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los consistir el apelado en loa intereses del precio, como si se tra- 
tara di? una obligación de dar sumas de dinero y no de dar una 
cosa cierta. 

Quolos perjuicios s tfridos por Castilla deben serle indemniza- 
da por el Banco, desde que por un hecho imputa ble k este los ha 
sufrido (arts. 1329, 2119 y 2121 del Código Civil; Troplong, 
De la venía, t. i", N° 296; Ley 15*, tít. \ \ Partida 5*). 

Que el artículo 1413 del Cúdigo Civil, según la interpretación 
que le dú el apelante, lo exoneraría aún de abonar los intereses 
que él ha reconocido deber, pero que no es así, pues el artículo 
se pone en el supuesto que no hubiera plazo para la entrega y 
que ta imposibilidad sea relativa ó transitoria, per o no en el .su- 
puesto do quií el Tendedor no pueda absulutament ■ hacer entre- 
ga de la cosa. 

Que la imposibilidad que prevé el articulo, es la que sobre- 
viene al contrato y no la que existía al celebrarse este. 

Que el líaneo, además, no es el vendedor que e>tá dispuesto ¡i 
devolver el precio viendo que no puede entregar el terreno, es 
el vendedor que obliga al compranor a seguir un pleito y que 
después de vencido reconoce su falta de derecho. 

Que la condenación en costas está establecida por la Ley 8*, 
título 22, Partida 3 a , y se impone después del fallo de la Su- 
prema Corte, tantas veces citado, que le si íialó su error. 



Fallo ile la Suprema Corle 

Bueno* Aires, Abril 3 de 1889. 

Yistos ; habiendo el demandado reconocido su obligación de 
entregar el terreno en cuestión, ó de abonar en su defecto el 
precio pagado por el demandante, desistiendo de la apelación 
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que á este respecto tenía interpuesta contra la sentencia de fo- 
ja ciento diez; y atentas las disposiciones contenidas en los ar- 
tículos quinientos cinco y quinientos once del Código Ci-il ; se 
confirma dicha sentencia, con costas, en la parte apelada. Re- 
puestos ka sellos, devuélvanse, 

BENJAMIN VICTOHICA. — ULADISLAO 
FRIAS.- — FEDERICO IBARGÚREH.— 
C. S. DE LA TOIIRE. — SALUS- 
IUNO J. ZAWL1A. 



CAUSA XXW 



Los herederos del General f). Estanislao López, contra f>. Fran- 
cisco Moreno; sobre interdicto de retener. 



Sumar io.— Pura ejercer las acciones posesorias, es necesario 
haber tenido una posesión no equívoca, á titulo de dueño, por 
el término de un aiio. 



Caso. — Se encuentra referido un el 
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i «lío «1*1 Juri Federal (ad hoc). 

finsario, Mayo 7 de lfJ87, 

Y vistos estos autos seguido por el tutor ele los menores Mar- 
tin y Meliton López y 1). Ignacio Comas, por su esposa dona 
Mercedes López, por una liarte, y por l¡t otra I). Francisco 
Moreno, sobre turbación en .1 goce de la posesión del campo 
denominado «Chacra de Vera* que alagan poseer lus primeros 
como heredero* y sucesores del general D. Estanislao López, y 
resultando de lo ¡llegado lo signiente: 

1" Fl 2 de Octubre do 1883, D.Tomás rollen, en r< presen- 
tación de I>. Miguel, 1>. Ramón, D. Luis, 1>. Bernardo y doña 
Luisa A, de Ina/alial, re-idmtes lo.-, trs jonin-ros en la 
república de Chile y la última en la ciudad de Unta, transfirió 
al Dr. I). Marcelino Freiré, rocino úr esta ciudad, todos los 
derechos y acciones que correspondían ¡i sus representados, por 
herencia de su Uñado abuelo 11, Heñíanlo de Vera y Pintado, á 
un campo situado al norte de Ja ciudad de Santa l*'é, cuyos lin- 
deros, según el ti* -t amento otorgado en 30 de Setiembre d» 1770. 
por I). Francisco Antonio de Vera Mujíca, son: al sud los here- 
deros de IK Antonio Márquez, hoy hermanos Samaníegos, al 
norte el arroyo Humado de Bernabé ú de Aguiar, al este, que es 
su frente, *on la laguna, y al oeste ó sea su fondo, con el camino 
de Ascochingas, efectuando esta transferencia por el precio do 
cinco mil pesos fuertes oro sellado, según lo espresa la escritura 
pública otorgarla por el referido ]). íomás Cu 11 en, en la ciudad 
de Santa !e, por ante el Fscrib nio l>. Francisco lí. Cl u celias, 
espresándose además por el otorgante, que tiene el poder de 
D. Julioíañas. conferí lo por sus hijos menores Luisa, llamón 
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T Julio Callas, residente igualmente en Chile, , w no | laci . 
«so do «te poder para osla enagenacioa. 

á2 '^T""" «**•• I' 0r tritura otorgada ™ esta 
c.adnd ,n JO del mismo „„ do Octubre v año do 1SW? 1! 
-too, escribano público I,,, lndr0 £, ^ 

oMorono. ,,„r ei preciado cinco m¡ipo s . s fe^ ort ¡2 
( I es timón jo de fojas f 5 ú 

2 1 ' Con estas espitarás, D. fringfaa Morcuo, representado 
^e r,^ a, jJZES 

taimado la ciudad de S.inta Fe* meas» / ■/ 

Mu, a ardaaí ,,„ r juez por auto do «d. hombro d 

. "" J : 1 21 «- ******* pora esta aperaaion al 

PWitoagrimonísorD.rarbs.Stoigk.dcr 

nLIl^TT,- !'■ Ksta " ¡slao 1 * " ,,r,Sfl " t ' ; 

™^'° n r W *'* rl <* 1 «"«.todo, había 

k « totet» ordenad» la mea orad 

-hB» esia .ecimie,,,., c „ mo h , redm , dtt 8 „ ^ — 
los demaa tarto* do] n,K,n„ ,,„,,„. y ,„,,. llrt;mi¡( , 

Gíí»go «-.vil, viaienJ» además á ¡ ntW rnmplr» UegVmSÍt 

-do .,„.. .. ,ug,,o l„ amparan en o. la. ofreciendo „ ra ¡JL 
*« los estromos U derecho, las prueba, teatimoa £¡ 
«««a en , I» audiencia ó ,„.. faerab cepedas 1¡ls partes * 

oafurnnda «on las prescripción,, legato del C« íg . d, 

««edando S¡ „ interdicto, por Í2¡£ 

r 
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cion que verilicaron el espresado D, Estanislao Lope?, con don 
Francisco Moreno, á que se refiere p1 testimonio de la escritura 
pública corriente á fojas 163 y 101. 

•i° En virtud de la transacción referida, se ordenó á petición 
délas mismas partes (escrito de fojas 43 y H) t la continuación 
de aquellas diligencias ; pero en momentos que el agrimensor 
Steigleder debía dar principio ú la mensura, y de encontrarse ya 
constituido en el Campo «Chacras de Yera>, D. Silvestre Her- 
nández, tutor de los menores Martin y Metitun López, se pre- 
sentó ante el Juzgado ejercitando la misma acción posesoria, 
pidiendo se le amparase en ella, ordenándose en consecuencia, la 
suspensión déla mensura, lo «juco! Juzgado proveyó de nuevo, 
de conformidad, teniendo p.»r deducido el interdicto, por resolu- 
ción de 23 de Agosto de i 884. que fué notiücada personalmente 
el agrimensor Steigleder por el comisario del detrito, *Monte 
Vera» (escrito de foja 48 y diligencia de foja 51 vuelta), que- 
dando de esta man* ra la rausa »n el mismo estado que tenía 
antes del arreglo celebrado entre I). Francisco Moreno > don 
Estanislao López, que la parte de los menores alegó en su escri- 
to de foja 7Í>, no podía perjudicar á mis legítimos derechos. 

5 o Traída la causa ¿1 couneimiento de la justicia nacional, por 
inhibitoria del juez de provincia, ante el cual se había iniciado, 
la parte de D. Francisco Moreno sulicit'» se mandara llevará 
debido efecto la mensura, alegando que la oposición deducida 
había sido extemporánea ; que el interdicto de n tenor la pose- 
sión era improcedente en un juicio de mensura y pugnaba direc- 
tamente contra la práctica y jurisprudencia universal, violán- 
dose la ley que para los juicios de mensura designa una tramita- 
ción especial ; que por consiguiente, debía practicarse, y cuando 
por ella resultase algún perjuicio a los menores y demás intere- 
sados, recién entonces podía admit Írseles oposición, la cual 
según el artículo GOO del Código de procedimientos de la Provin- 
cia, so sustanciaría y decidiría por Us trámites del juicio ordi- 
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nario (escrito de fojas 102 á 104) ¡ lo que fué contestado por el 
representante de los menores, alegando en su favor los principios 
consagrados por la ley civil y la jurisprudencia establecida per 
la Suprema Corte, agregando que se trataba do la mensura, 
deslinde y amojouamie-o de un campo que no poseía el que 
había solicitado esas diligencias. Jo cual difería completamente 
del caso en que un propietario al deslindar Ja propiedad que 
posée, llega á tomar la de un lindero, siendo este el caso en que 
se sustancia la oposición por los trámites del juicio ordinario 
y que los estreñios légalos requeridos por el derecho para ejerci- 
tar el interdicto que liabía d- ducido. tales como la posesión y 
ios actos por los cuales se trataba deinquietarla.se hallaban 
plenamente justificados: lo primero, por la posesión quieta, pa- 
cíltcay no interrumpida tuque se encontraban desdo muchos 
años como herederos y sucesores del general López en el campo 
en cuestión; y lo segundo, por el hecho déla mensura, deslinde y 
amojonamiento solicitado y concurrencia del agrimensor á prac- 
ticar esa operación, lo que importaba un acto d ■ turbación de la 
posesión en el concepto déla ley. como lo había resuelto la Su- 
prema Corte, declarando procedente el interdicto de retener de- 
ducido en un caso análogo, insistiendo en la acción posesoria 
que al respecto tenía deducida (escrito de fojas 129 á 134). 

°" ,,ü,,voca(Ias l ™ á juicio verbal por la providencia 

de foja 134 vuelta, señalándose la audiencia que egresa el acta 
de foja 135 vuelta á foja 177, reprodujeron en ella lo alegado 
en los escritos mencionados, adhiriéndose U. Ignacio Comas 
representante de su esposa dona Mercedes López, Alo solicitado 
por los menores, agregando que la posesión del campo, corres- 
pondía á su parto y á sus causantes desde el año 1826 en que 
su predecesor el general lí. Estanislao López mtró ¿ocupar el 
campo en virtud de compra que hizo á [>. José Ignacio de Vera, 
hijo natural y legatario según él se llamaba, de I». Bernardo de 
Vera, propietario originario; rectificando después el mismo Co- 
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mas por su escrito de foja 206, la fecha en que decía liíibe T 
entrado á poseer el general López al presentar el documento 
originario que se dice firmado por el referido José Ignacio Vera 
en iZ de l ebrero de 1835. Este recibo está concebido en estos 
términos : *I)igo yo, el abajo íirmado, que he recibido de manos 
del señor gobernador D. Estanislao J.opez, doce onzas de oro 
en cuenta del terreno nombrado «Chacra de Vera», que tengo 
en trato con dicho señor, y las que me obligo á pagárselas con 
mis bienes habidos y por haber, en caso no verifique su compra ; 
y para que conste le doy el presente en Santa l e á tilde Febre- 
ro de 1835» (Copia de foja 20Í>. Agregó el referido < Úmas: 
que no habiendo regresado Vera de ( hile, á donde había ido en 
basca Ae los docunr uto- jn-iihValivos que di-eia existían cu 
poder de los herederos, y atento a la inseguridad en que el 
General López se encontraba, rojeto de la propiedad del cam- 
po, la legislatura de la provincia sancionó una lev, en Üti de 
Mayo del mismo año de 1 8-'ii3 , autorizando al Poder Ejecutivo 
para adquirirlo en compra.de los aui'esoi es de I). ÜernardodeVera 
y darlo en propiedad al '¡eneral López, practicándose- con tal mo- 
tivo diversas diligencia- por > \ < ¿ubiernu á objeto de dar cum- 
plimiento á esa ley, sin resultado alguno, por falta de contesta- 
ción de los herederos de Vera, pero que sin embargo habían 
continuado hasta el presente en posesión del campo los herede- 
ros del Ot-neral Lop<*z. siendo de notar que aquella ley fué san- 
t Sonada el dia i y no el Stí de Mayo del referido año de 1835, se- 
gu n se acredita per el documento de f«<ja 1 15. 

7 o Kl demandado, ampliandu lo alegado anteriormente, ex- 
presó en la misma audiencia : que la parte de Comas no podía 
invocar en su favor posesión alguna y ni aun siquiera la de- 
tención material del terreno reconociéndola sin embargo, en 
cnanto á los menores López, pero limitada á una estension dé 
25 á treinta 30) varas cuadradas, ocupada» por un pequeño 
rancho, siendo esta posesión puramente precaria, careciendo por 
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lo mismo de las requisitos necesarios pura fundar la acción pose- 
soria deducida; presentando en justificación de sus respectivas 
afirmaciones, la parte del demandante, el testimonio de los 
testigos Pedro Gómez, N;izario Gaitan y Elias Nicklison, exa- 
minados do f jas 172 á 177, al tenor del interrogatorio dictado 
en el mismo acto. 

8 o Ademas del testimonio de los testigos nombrados, que de- 
claran, el primero, haber conocido al General López y después 
de su míe rte á sus hijos, ocupando el campo en cuestión ; y los 
demás, babor visloá los Últimos en dicha ocupación, suponiendo 
que a título de dueños, se ha presentado la sumaria información 
producida por los referidos menores y doña Mercedes López 
ante el Juzgado de provincia de Santa Fé, para acreditar la 
misma posesión á objeto de obtener por medio de ella un título 
suple torio, sitmdo aprobada esta sumaria información por auto 
de 13 de Octubre de 1885, sin perjuicio de tercero, y no obs- 
tante lo informado por el departamento topográfico, jmr cuanto 
á juicio del Juzgado, resultaba de la* declaraciones de Jos testi- 
gos coronel Hilario Zabroso, Santos Ecbagüe, Manuel Morel, 
Zenon Lassagay Juan f'luoollas, que el General I). Kstanislao 
López y sus sucesores, habían estado poseyendo el campo en 
cuestión quieta y pacílicamente y I título de dominio, desde 
muchos años, siendo de notar que en la época en que se produjo 
esta información, se habían registrado en el departamento topo- 
graneo las escrituras de ese mismo campo, otorgadas á favor de 
[). Francisco Moreno, .según el informe de aquella oiidna. 

9° El demandado ií su tez ba present ido las pruebas que 
corren agregadas desde fojas 145 A 160, de fojas 183 á 201 y de 
210 á21(», consistentes : 1" en el testimonio do f,»jas 145 á U7* 
en el que se registra la sanción do la legislatura de la Prorincia. 
por la que se autorizóla compra fiel terreno «Chacra de Vera», 
y su adjudicación en propiedad al General López, y el teitode la 
solicitud presentada ante el Gobierno por el albacea del referido 
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General, en 1857, gestionando el cumplimiento de esa ley, resol- 
viéndose que ocurriera en mejor oportunidad ; 2 a las cartas ori- 
ginales corrientes á Tojas 148 y 149, dirigidas por I), Estanislao 
López, en Agosto 14 de 180t y Noviembre 7 de 1863, á doña 
Lucia de Vera y 0. Bernardo Irrazubal, proponiéndoles la com- 
pra del mismo terreno ; 3" el testimonio del poder otorgado en 
Chile por D, Jíamon Luis Irrazubal y su esposa doña Lucia 
Vera en ñ favor del doctor Di José liar ros Pazos y sob- 
t tt nido por este en la persona de f). Domingo Crespo, para de- 
mandar la posesión y liquidación de los bienes per te lu-cientcs 
al tinado D. Domingo de Vira que se encontraran en esta Re- 
pública, fojas 150 á 153, y e) que más tarde confirieron también 
en Chile en 18 de Agosto de 1805, el referido h. Hamon Luis 
Irrazabal con otros herederos de I). Heñíanlo de Vera, con el 
mismo objeto, á favor de I). Nieasio Oroño, quien lo sustituyó 
eu 11 de Octubre del mismo año 1865, en la persona de I). Cas- 
to Antonio Correa (testimonio de fojas 154 ¡í 1G0 ; A' 1 la carta 
original corriente á fojas Itíl y 102, dirigida por él doctor don 
Heñíanlo de Irigoyen, en Noviembre 20 de 1873, á D. Carlos 
Aldao, contestando una consulta que este le hizo sobre la pro- 
piedad y posesión del mencionado terreno, opinando en esa 
carta el doctor Irigoyen, que no había motivo puraque la familia 
del General López se crea con derecho al terreno, pues no tiene 
título ni lo ha ocupado á título de dominio, reconociendo por el 
contrario el General López en el documento lo que recibió y el 
señor Lope?, (su hijo) en las cari as adjuntas, que ese terreno per- 
tenecía á Vera; 5 o la transacción celebrada en 20 de Julio de 
1884, entre 1>. Estanislao López y el doctor D. Marcelino Freiré, 
ui representación de [>. Francisco Moreno, conviniéndose en 
ella el reconocimiento por parte de López á la compra hecha por 
el doctor Freiría la familia Irrazabal del campo de Vera, re- 
nunciando á los derechos que pudiera corresponderá como here- 
dero del (ieneral López, y como poseedor exclusivo de ese cam- 
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po en la época de osa transacción, recibiendo diez cuerdas del 
mismo campo sobre la laguna con el fondo correspondiente que 
le fué adjudicado eu propiedad gratuitamente, con derecho .i 
exigir de Moreno la venta al precio de tasación por peritos, de la 
parte ocupada por las poblaciones une tenía Lope/, cu el caso 
que resultaren estar fuera de las diez cuerdas adjudicadas; 6" 
el testimonio de fojas 1811 á 201 di* la partición y . djudicacion 
de los bienes de José* de Vera Mujica y d* doña María Antonia 
Lupe?. Pintado practicada en 1808 cu el que apar- ce ad judicado 
al doctor ||. ücrmirdo de Vera el terreno en cuestión. 

10* Y analmente, el testimonio de los pudores otorgados por 
h. Estanislao Lope*, ti. Silvestre Hernández y el doctor don 
Marcelino Freiré, el primero por si, el segundo romo tutor de los 
menores Maníu y Meliton López y el tercero en representación 
de Uk herederos de IL Rosendo M. Fraga y su toposa d«iña Inés 
López d*> Fraga á favor de D. Mariano Maciel, acreditando con 
este poder que hasta la época de su otorgamiento, 3 de Octubre 
de 1882, Ig>- herederos Lope?, no habían obtenido .*) cumplimien- 
to déla ley que autorizó la compra y adjudicación en propiedad 
del terreno «í'bacra de Veras al General Lop»z. 

líesu! tundo de lo expuesto las siguientes cuestiones: 

\" ¿La mensura, deslinde y amojonamiento de un campo, son 
actos posesorios y procede contra ellos el interdicto de retener 
de parte del que lo posíe? 

2 o ¿ he be considerarse á los demandantes como poseedores tí el 
campo conocido por «Chacra de Vera» ? 

Y considerando respecto de la primera cuestión : que por el 
artículo 238-i del Código Civil, se consideran actos p o- e serios de 
cosas inmuebles su cultura, percepción de frutos, su deslinde, 
la construcción ú reparación que en ello? se hagan y en general 
su ocupación de cualquier modo que se tenga, bastando hacerla 
«n alguna de sus p i rtes, prescripción que establece de un modo 
claro y terminante el perfecto y legítimo derecho por parte del 
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que posee para impedir la consumación de esos actos por cuanto 
cotí ello» Tendría a turbárseles en el goce de la presión que 
disfrutan y hasta esc! oírsele de la misma. 

Que el mismo Código entre otras disposiciones relativas á las 
acciones posesorias, establece que el hecho de la posesión da el 
derecho de protejerse en ella (art. 2170), acordando acciones 
posesorias cuando aquella ha sido ejercida durante un año con- 
tinuo y noiriterrnmpido, quieta, pacífica y públicamente á títu- 
lo de propietario (art. 2Í78 á 2481), teni-ndo aquellas accio- 
nes por objeto obtener la restitución de la posesión perdida/» 
la mantención de la misma, en toda su plenitud y libertad, 
cuand" fiU '^ ^i-bada por las a.-t.s que quedan referidos' 
(art. 2487), mientras que la ley nacional de Procedimiento*, 
tratándose del interdicto de reicn.-r, ¡»res.ribe en su artículo 
327 que para que tenga lugar, se requiere que el que lo ejercito 
se halle en actual posesión y que se haya tratado de inquietar- 
le por actos que deberán expresarse; prescripciones de las eual-s 
se deduce, sin necesidad d.* entrar en otras consideraciones, que 
la mensura, deslinde y amojonamiento de un campo, son actos 
posesorios y procede contra ellos el interdicto de retener por 
parte del que posee ese eimpo á titulo de propietario, siendo 
esta también la jurisprudencia establecida por la Suprema Corte 
en la causa que se registra en la pá-ina íi:t. tomo XVI, serie 
2 a de sus fallos. 

Consecrando respecto de la segunda cuestión: Que es un 
hecho evidentemente probarlo que el General D. Estanislao Ló- 
pez al entrar en la ocupación «VI campo conocido por «Chacras 
de Vera * en el año 1835, lo hizo reconociendo la propiedad que 
en ese campo correspondía ¡í los herederos de D. Bernardo de 
Vera, según se deduce dolo manifestado en la audiencia que 
expresa el acta de fojas 135 ¡i 171 , y resulta también tanto de 
las cartas dirij idas por su hijo D, Estanislao López tí Doña 
Lucía de Vera y D. Bernardo Irrazabal en 1861 y 1863, que 
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origínales corren á fojas 148 y 149, proponiéndoles comprar esa 
propiedad, y del recibo presentado por la parte de D. Ignacio 
( ornas y que se dice ntorgado por 1). José Ignacio do Vera, co- 
piado foja 20 i, como de los diversos documentos públicos y di li- 
cencias practicadas por los mismos herederos á objeto de obte- 
ner del Gobierno de la Provincia el cumplimiento de la ley por 
laque se autoriza la compra de aquel campo y su adjudicación 
ni propiedad, al referido General López. 

Que no puedo decirse, por consiguiente, que la ocupación de 
ese campo, hubiera creado á favor del < ieneral López, ningún 
derecho ni aún siquiera el do posesión, desde que al poblarlo lo 
hizo sin título alguno, reconociendo la propiedad que en ese 
campo correspondía á los herederos de Ü. Bernardo di Vera, 
coma se lia dicho, y con la mira de comprarlo en caso que aque- 
llos lo vendieran : no pudieudo considerarse como un título 
hiíbií |iara la adquisición de la posesión, el recibo que se dice 
otorgado por IL José Ignacio de Vera, ni Ja ley de 4 de Muyo de 
1835, per cuanto aparte de que es»s mismos documentos importan 
un reconocimiento de la propiedad de los Vera, por parto del 
referido (ieneral López y públicamente por el Gobierno déla 
Provincia, el primero de esos documentos no acredita otra cosa 
rjue el recibo de doce onzas de oro facilitadas por el General 
López con cargo de descontarse del precio del terreno, easo que 
su venta llegara á realizarse, siendo de notar que quien daba 
ese recibo, era un jijo untura! de 1). Heñíanlo de Vera, según 
él se titulaba, auno lo dice uno de los demandantes, mientras 
que según el texto del segundo, esa ley tenía por objeto auto- 
Tizar la adquisición de la propiedad en el caso de verificarse la 
venta, 

Que tampoco puede aceptarse como un título supletorio, la 
sumaria información producida por la señora dona Mercedes 
López de Comas y el tutor de los menores Martin y Meliton 
López á que se refiere el testimonio de fojas 228 á por cuan- 
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to esta sumaria además de estar en contradicción con las pro- 
pias declaraciones de los mismos interesado*, no puede cambiar 
por sí sola la naturaleza de la posesión que comenzó con el 
General López ú quien han sucedido sus herederos, ni puede 
decirse que haya sido producida con arreglo i la ley do la Pro- 
vincia de 20 de Julio de 1808 y ac red i t adose los estreñios que 
por ella se siguieron para considerarse bastante. 

En efecto, por la ley citada se dispone en su artículo 
primero, que toda persona que por pérdida ó cualquier otro 
motivo careciere de los títulos que acrediten la propiedad 
de un bien raiz cualquiera, podrá justificarlo por inedia de una 
sumaria información de testigos que reunun la* condiciones 
de la ley, producida ante el ,luez ordinario de la respectiva cir- 
cunscripción judicial, agregando en su artículo 2 o te- tualmente 
que pan considerarse bastante la sumaria información es 
necesario que ios testigos declaren bajo juramento haber risto los 
lítalos de propiedad que se hubiesen estraviado ó á falla dn esta 
circunstancia, que han conocido al solicitante ó á sus causantes 
en quieta y p;iejik-a pos-sion del bien raiz con buena fé y á título 
de dominio, extremos que no pueden alegar los hen deros López, 
por cuanto ni tienen ni han tenido título alguno i la propiedad 
del campo en cuestión, desde que tanto su causante como ellos 
mismos, han reconocido siempre pertenecerá los herederos de 
1>. lier nardo de Vera, no pudii ndo decirse que la ocupación de 
ese campo aunque por tan largo tiempo, reúna las condiciones 
exijidas por derecho para considerar que ha habido posesión. 

Que los diversos actos practicados por los mismos interesa- 
dos al gestionar ante el Gobierno de la Frounoia el cumpli- 
miento de la ley que autoriza la compra del campo y su donación 
al General López* los poderes que para ese efecto otorgaron 
en 3 de Octubn de 1882, a que se refiere el testimonio de foja 
210, las cartas dirijidas á doña Lucía de Vera y D. Bernardo 
lrrazabal por uno de ellos, solicitando la compra del campo, j 
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en fin, el conreino celebrado por I). Estanislao López con el re- 
presentante de D. Francisco Moreno en 20 de Junio de 1881 
(testimonio de fojas 163 y 161), aceptando y reconociendo la 
compra hecha por este último y renunciando a los derechos que 
pudiera tener como heredero de su finado padre y como posee- 
dor exclusivo del campo, prueban concluyentcmente que la 
posesión A qne se refieren los herederos del General López, no 
fué* á título de dominio, requisito esencial en el concepto de la 
ley para constituir la posesión y crear los derechos qtie de ella 
resultan á favor del poseedor. 

Considerando que según los principios consagrados por el 
derecho civil, solo hay posesión cuando alguna persona por sí 
6 por otra tenga una cosa bajo su poder, con intención de some- 
terla a! ejercido de un derecho de propiedad, seg,m lo prescribe 
el artículo 2351 , concordante con las leyes i7, título 28, partida 
&y título 30, partida 3*; queelquu tiene efectivamente una 
cosa, pero reconociendo en otro su propiedad, no es poseedor, 
sin.", simplemente tenedor de ¡a misma y representan de Ja 
posesión del propietario, aunque la ocupación de que goce re- 
pose sobre un derecho, debiendo considerarse la posesión del 
tenedor tomo puramente precaria, según lo dispone el artículo 
2352 del mismo Código ( ¡vil y lo enseña la ley 5*. título 30 de 
la partida citada, concordante también con dicho articulo, délo 
que se deduce que sea cual fuera el tiempo de esa ocupación, no 
puede constituir á favor del tenedor un derecho sobre la cosa, 
ni aún para el efecto do la prescripción que jamás puede tener 
lugar á su favor ni al de sus herederos, desde que falta el re- 
quisito esencial para la prescripción, ;ual es ta posesión. 

Que siendo un hecho plenamente constatado hasta por la con- 
fesión de los mismos herederos del General López, que este 
ocupó eí campo « Chacras de Vera > reconociendo la propiedad 
que en ese campo correspondía á lo* herederos de D. Bernardo de 
Vera, residente en Chile, resulta también qne la posesión que 



FALLOS ÜE LA SUPROIA CORTE 



aquellos alegan babor ten ido como sucesores universa les del refe- 
rido General López, participa de las calidades de la de su causan- 
te á la que se juzga unida por la ley (artículo 2Í75) y no lian 
podido cambiarla por tí mismos ui por el traben rso del tiempo, 
desde que no han alegado ni demostrado tener un nuevo título 
en el que [ruedan fundarse para c onsiderarse cambiada aquella 
posesión, de conformidad á lo dispuesto en los artículos 
2353 y 235*. 

Consideran-Jo, en fin, que por parte del demandado se ha 
acreditado sus derechos al campo en cuestión por el título que le 
fué otorgado por el sucesor de D. Miguel, IX Ramón Luis y D, 
Bernardo Irrazabal y doña Luisa A. de irrizabal, como here- 
deros de su finado abuelo I). Bernardo de Vera y Pintado, así 
como los derechos que á este le correspondían cuino propietario 
del campo en cuestión, M-gun la partición y liquidación que es- 
presa el testimonio de fojas 183 y 201, sin que los demandan- 
tes hayan deducido observación alguna contra este título, ni 
producido por la suya ningún otro bastante para acreditar las 
acciones que han ejercitado para considerarles cuno posee- 
dores. 

Por estas consideraciones, definitivamente juzgando, se decla- 
ra no haber lugar al interdicta deducido contra l). Francisco 
Moreno en razón de la mensura, deslinde y amojonamiento d«d 
campo mencionado, ordenados á su solicitud por el Juzgado de 
1" instancia de la Capital de la Provincia, sin especial conde- 
nación en costas. Hágase saber con el original y repóngase los 
Sellos»* 
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Buenos Aires, Abril 2 de 1889. 

Vistos y considerando : Primero ; Que el tenor de los docu- 
mentos de fojas ciento cuarenta y cinco, ciento cuarenta y 
ocho, cu nto cuarenta y nueve y doscientas diez, relacionados 

de foja doscientos cuarenta y cuatro, 



lusesiou 

en cuestión. 

Segundo i Que los procedimientos judiciales, eorrieutes en 
copia á foja doscientos veintiocho, seguidos por aqmdlos ante 
los Tribunales locales de la Provincia de Ranfa-Fé solicitando 
el otorgamiento d.- un título supletorio de propiedad de dicho 
campo, por carecer de todo otro, según lo es presa en su peti- 
ción, aún admitiendo que fue.en bacantes a cambiar por sí 
hoIos la naturaleza de ariuelJa posesión, siendo sin embargo 
como son, anteriores en unos pocusdias solamente á la interpo- 
siciou de ta presente demanda y aún posteriores á Ja petición 
.1.- mensura de l demandado, no pueden con arreglo á derecho 
ü-ndar suficientemente la acción interpuesta, que requere, se 
gun los artículos dos mil cuatrocientos atenta v tres y dos mil 
cuatroeientosoehe.it, del I odigo Civil, una posesión no equí- 
voca v a título de dueño, que tenga ¡orlo menos un ano de 
duración, reiativunn uto á Ja fVcha de la demanda. 

TemW: Que tampoco pueden modilicar la naturaleza de 
m^M* < | <trd " eHm i ¿4lCeÍ ^ las onuuciacio- 

celentisima Cámara de Justicia de la Provincia de Santa P4 "rela- 
tivamente á la propiedad de dicho campo, tanto por lo que esas 
emaciaciones u contienen una contradicción formal y abierta 
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gun puede verse principalmente en I03 eseri tos cor rie n tes á fojas 
doscientos f1 iez y nueve y doscientos veinticinco, en que los de- 
mandantes precisan mús sus pretensiones y esplican los hechos 
que les sarivn de cansa, cuanto porque cualquiera que sea el 
mérito que se atribuya á aquellas enunciaciones, ellas son ante- 
riores en fecha, al documento de foja doscientos diez, y se hallan 
por tanto, desvirtuadas por el contenido de dicho documento, en 
el cual los demandantes aceptando virtualmentc la propiedad 
del demandado en el campo referido, otorgan poder a un ter- 
cero para qiu gestione de los poderes nú hl icos de la Provincia 
di; Santa i-'é, la ejecución de la ley de Mayo de mil ochocientos 
treinta y cinco, por la cual la Legislatura de dicha Provincia 
autorizó al Poder Ejecutivo á comprar del demandado o sus 
causantes el campo referido y adjudicarlo en donación al Gene- 
ral López, gestión inconciliable con toda idea de propiedad de 
parte de ellos en dieho campo, y que ai contrario, supone forzo- 
samente el reconocimiento d- . dominio del demandado, cu él. 

(ktério: Que cu todo c .so, rio estos procilimienlns resolta 
bien claro que la posesión de los demandados ha sido equívoca 
y no hien caracterizada en cuanto á su título, tal cual la re- 
quiere la ley para que pueda servir de fundamento de una acción 
posesoria. 

Quinto: Finalmente, qm> no puede oponerse :i la petición de 
mensura, deducida por el demandado y que dá lnjjar á la pre- 
sente demanda, el juicio de reivindicación iniciado contra Don 
Estanislao López, porque e.-tc juicio fué abandonado en el es- 
tado de demanda, trece años antes de la iniciación de su nueva 
gestión, y porque en todo caso, él debe entenderse terminado 
completamente en virtud ds! arreglo celebrado con el espresado 
Don Estanislao López. 

Forestas y las consideraciones concordantes de la sentencia 
apelada de foja doscientos cuarenta y cuatro, se continua con 
costas dicha sentencia; y repuestos los sellos, devuélvanse estos 
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autos, debiendo remitirse á la Excelentísima Cámara de Justi- 
cia de Santa-Fé, los venidos de dicho Tribunal y hacerse saber 
al Juez titular de Sección de dicha Provincia, que atentas las 
funciones de tal que hoy desempeña» no puede seguir actuando 
como Defensor de Mr ñores en este juicio. 

nENJAMLN VICTOllICA. — C LADISLAO 

frías {i ii disidencia). — fe» fri- 
co HIARGUREN. — C. S. DE LA TOR- 
RE. — SALCSTIAXO 1. ZA YA 1.1 A (cil 

difidencia). 



DISIDENCIA 

Vistos y considerando: Prima™ : Que la poción de los 
demandantes en et terrena en cuestión, se halla plenamente com- 
probada en autos no solo per las declaraciones contestes de 
numerosos testigos que se han producido en este juicio si nú 
por las constancias de los espediente á que se hace referencia 
en él y que se han traído para mejor proveer p«»r resolución de 
esta Corte. 

Segundo : Que esa posesión data desdo ijiuo]i««> años atrás 
habiendo sido trasmitida por herencia delUem ral Don Lstaniá- 
lao López á sus hijos y á sus nieto*, y ls á título de dominio 
fundada en la compra que pretenden haber hecho aquel á Don 
José Ignacio de Vera en el año de mil ochoi icntos treinta y 
cinco. 

Tercero : Que contra esa posesión, ha hecho el demandado 
dos observaciones tendentes ií desvirtuarla, primera ; que el 
único que la ha tenido ha sido Don Estanislao López, hijo del 
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General, que no es parte en este juicio; y segunda, que ha sido 
precaria reconociendo la propiedad en los herederos de Don Dcr 
nardo de Vera, de quien proceden los derechos del demandado. 

Cuarto: Que en cuanto á la primera observación, basta para 
destruirla, las» manifestaciones repetidas hechas en juicio por 
dicho Don Estanislao López de que no poseía en nombre propio 
sinó en nombre y con el consentimiento de todos sus hermanos 
coherederos en ía sucesión de su padre que continuaba indivisa 
en esc terreno y otros bienes pertenecientes ¡i la misma. Pero si 
alguna duda pudiera aún quedar al respicto, desaparecería por 
Completo en presencia <k la sentencia pronunciada por el Tribu- 
nal Superior de Patita I V en e] jfticio sobre n h ind Kan I e 

ese terreno promovido en mil ochocientos sesenta y cinco por 
los herederos de Ihn Ib ruardo de Vera contra el mismo Don 
Estanislao López, corriente á fesja ciento veintiuna del espe- 
diente agregado en que so resuelve lo siguiente ; « Consideran- 
do : Primero: Que del espediente agregado á Coja diez y nueve 
que Don Kstanislao López presentó al Juzgado resulta ser tres 
hermanos los que detentaban eí campo en cuestión, y que no lo 
poseían ú nombre exclusivo, sinú en el de todos los herederos 
del tinano General Lnprz, lo que continua en su escrito de foja 
ciento ochenta. Sej/undo: Que prosiguiéndose el juicio contra 
uno solo de los herederos sin citación ni audiencia de los demás, 
sería nulo según la ley. Vur estas "consideraciones se revocad 
auto apelado deveint.-y nueve del mes de Abril último, cor- 
riente ' lrt f.'jas doscientos cuatro i doscientos seis, y devuél- 
vanse para que el traslado conferido se entienda con todos los 
herederos i : sentencia que fué coniirmada en recurso de súplica 
por la de foja doscientos cincuenta y dos vuelta y que obliga á 
los herederos de Vera á seguir su demanda de reivindicación 
contra todos los herederos del General López en ese juicio que 
sé halla aún pendiente. 
Quinto : (Jtie en cuanto á la segunda observación del deinan- 
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dado, las carta* de Don Estanislao López, la ley de la Provincia 
de Santa Pé, «obre compra de ese terreno, j las gestione, hechas 
por los herederos para obtener su cumplimiento, no importan 
propiamente el reconocimiento de la propiedad ajena y de la 
precandad de su posesión, parque esos actos tientn su espira- 
ción natural en el interés de los herederos de López de corregir 
los defectos de su título y ponerse I cubierto del peligro de una 
demanda de reivindicación, siendo una manifestación inequívoca 
de que poseían con ánimo de dueño, la exposición contenida en 
el escrito de foja ciento diez y nueve, y especialmente los pirra- 
os con que termina sn alegato de foja ciento veinticinco 
debiendo ademas tenerse presente que esas cartas han sido em- 
entas por Don Estanislao en sn nombre é interés propio que 
no pueden en consecuencia, perjudicar á sus «herederos y que 
asimismo tan evidente era su posesión ú título de dueño que 
perturbado en ella por la mensura practicada á solicitud del 
demandado, se opuso á ella poniendo en ejercicio la acción po- 
sesor.* y el demandado se fió en la necesidad de transar con él 
cediéndole en propiedad parte del terreno. 

Sexto: Que la mensura es un acto pertúrbate™ u> tapóse- 
tío* j leste respecto no es alario agregar nuevas razones i 
las contenidas en los primeros considerandos de la sentencia 
apelada, conforme en esta parte con la juris; rudencia estable- 
cida, que adquieren mayor fuerza en este ca.o en que se pretende 
excluir por completo lk . su 1 - -ion á los demandantes, estando 
pendiente un juicio de reivindicación, y concurren por consi- 
guiente las condiciones requeridas por la ley para que el ejer- 
cicio de la acción posesoria sea procedente. 

Y finalmente, que, por otra parte, es improcedente Ja acción 
de deslinde que ha motivado esta causa, pues mientras no se 
decida a cuestión .obre reivindicación, no puede saberse si el 
demandado es verdaderamente propietario del campo el cual 
nunca ha poseído, sin que por lo tanto, y siendo sucesor partí- 

:. . 
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ciliar, pueda considerarse que posee por ministerio de la ley, 
aunque se le baya entregado ta cosa (artículos tres mil doscien- 
tos sesenta y cinco y tres mil cuatrocientos diez, Código CítíI), 
resaltando asi, que faltan dos requisitos esenciales para que 
dicha acción de deslinde haya podido ejercerse legalmente (ar- 
tículos dos mil setecientos cuarenta y seis y dos mil setecientos 
cuarenta y nueve). 

Por estos fundamentos, y no pud leudo nadie, según la ley, 
ser turbado en au posesiun arbitrariamente, cualquiera que sea 
su naturaleza (artículo dos mil cuatrocientos sesenta y nueve), 
se revoca la sentencia apelada, y se ampara en su posesión á los 
demandantes. Repónganse los sellos, pudiendo notificarse con 
el original y devuélvanse. 

I-LADISLAO FRÍAS* — SALÜSTIANO 
J. ZAVALÍA. 



CAUSA X\\\l 



Contra los señores Iferfst y C*; sobre comiso. 

Sumario. — Es nula la sentencia que se dicte sin la audiencia 
del interesado, prascripta por el artículo 1070 de las Ordenan- 
zas de Aduana. 
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Guo.-El empleado del Resguardo, Sr. D. R, S. Gonzalei 
pasó al Intendente de Resguardos el siguiente parte: 

Agosto 27 de 1888. 

Al señor Intendente de Resguardos, D. Florencio Moreda. 

Pongo en conocimiento de Vd. que el Sábado 25 me trasladé 
al Resguardo de la Boca con el propósito de vigilar j fiscalizar 
la operación de reembarco que la casa de Herf.t 7 C* había 
solicitado por cuatro cajones marca, E. D. H. números 1095, 
1148, 1433 y 1434, para el vapor Vénus, con destino á Monte- 



Esta fiscalización que iba ó practicar con esta mercadería era 
debido á que tenía vehemente sospecha de que se pretendía ha- 
cer una defraudación al Fisco. 

En ía Boca pude cerciorarme que los cuatro bultos que de- 
bían embarcarse por ese puerto, de acuerdo con el giro hecho 
por la oficina respectiva en los reembarcos originales que acom- 
paño, no se practicaría, pues siendo la hora avanzada 110 podría 
realizarse. 

Por esta causa, me trasladé al vapor Vénus, con la intención 
de ejecutar á bordo la fiscalización que acuerda el artículo 31 1 
de los Ordenanzas de Aduana, si ya se hubieran embarcado 

Pero estando d bordo, llcg.'. á última hora la lancha 
conduciendo los ref eridos cuatro bultos, y entonces pude conol 
cor que sin haber sido cambiado el giro primitivo, se habían 
embarcado por el muelle de las Catalinas. 

Practicada la verificación, ha resultado la siguiente diferencia 
qne corrobora la sospecha que tenía desde el primer momento' 

La casa pide reembarcar el cajón E. D, H. número 1095 con 
311 kilos genero de algodón para trajes de hombre. 7 su ver- 
dadero contenido es de 31G kilos neto toballas de hilo del núme- 
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ro 7. El cajón número 1148 de lu misma marca contiene 14t 
kilos neto tchallas de hilo número 7, en lugar de las tohallas 
sin número que so piden. 

Loa cajones números 1433 y 1434, contienen los tíos (290) dos- 
cientos noventa y nueve kilos neto tohallas do hilo número 7, 
en Tez de los 296 kilos toballas de hilo fino pedido por la casa. 

El primor caso es de diferencia de especio y de valor, y el se- 
gundo de esceso y de valor. 

Los bultos materia de esta infracción, quedan detenidos en el 
muelle de Pusageros, hasta la resolución superior. 

La infracción denunciada está prevista en los artículos 388 
al 39* y penada en los 930 al 934 de las citadas Ordenanzas. 

Dios guarde a Vd. 

RESOLUCION DEL ADMINISTRADOR DE ADUANA 

Octubre 19 de 1888. 

Vistos y resultando : Que está comprobada la diferencia do 
especie encontrada en el eajon marca E. D. H. número 1095, 
por el que so concediú el permiso de reembarco de foja.,. 

Que la escepcion opuesta por el interesado, inculpando á los 
empleados de Contaduría del error cometido, no es admisible : 

I o Porque no ha existido error alguno por parte de aquellos 
sin ú descuido ó negligencia en el cumplimiento de bus deberes, 
pasando por tal motivo desapercibido el error ú sea la falsa ma- 
nifestación preexistente en el permiso de reembarco mencionado; 
y 2 o porque aún en el supuesto existiera ernr propiamente 
dicho por parte de los citados empleados, él no podría ser el 
justificativo legítimo de otro error, ó sea una falsa manifestación 
como la de que se trata en este caso. 
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Que aparte de lo espucsto, no puede admitirse como un pro- 
cedimiento regular hechos como el de que se trata, que tienden 
á facilitar el mtdio de defraudar la renta. 

Per lo espuesto, y con arreglo ú los artículos 353, 128 y 930 
de las Ordenanzas de Aduana, declaro caídos en comiso los (316) 
trescientos diez | seis kilos toballas de hilo encontradas en el 
cajón marca % D. H. número 1095 mencionado. 

Hágase saber y pase á Contaduría á sus efectos j y repóngase 
los sellos, diciendo apercibirse á los empleados que han efectua- 
do la confrontación de los documentos. 

Granel. 

Reclamada la resolución para ante el Juez de Sección, se pasó 
vista al Si ñor Procurador Fiscal. 



V1SIA. DEL-I'ROCIT.AOOR-FISCAU 

Enero 11 do 1889. 



Snlor Juez : 



Estando comprobada la infracción y correspondiendo á la 
Aduana la facultad de absolver, citando la falsa manifestación 
procede de error evidente é imposible de pasar desapercibido, 
por disponerlo así el artículo 1057 délas Ordenanzas de Aduana, 
soy de dictamen que V. S. debo confirmar la resolución re- 

***** José A. Viale. 



Fu lio del Juez Feder»! 



Buenos Aires, Enero 31 de 1889. 
Y vistos: por lo espuesto por el Procurador Fiscal en su vista 
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de foja diez y seis, se confirma la resolución de Aduana de foja 
nueve. En consecuencia, repuestos que sean los sellos, devuél- 
vase los autos con el correspondiente oficio. 

Andrés L'gamza. 

Fallo d« la Suprema Corle 

Buenos Aire.% Abril 4 de 1889. 

Vistos: Resultando que la sentencia de foja diez y siete vuelta 
ba 3Ído pronunciada sin la audiencia del interesado prescripta 
por el artículo rail setenta de las Ordenanzas de Aduana, lo que 
funda suficientemente el recurso de nulidad interpuesto, se 
declara sin efecto dicha sentencia y devuélvanse los autos á los 
efectos déla ley. 

REPiJAMIM VICTO RICA» — ULADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO IDARGÚREN. 
— C. S. DE LA TORRE. 
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CAUSA XXXVII 



DL Manuel Silva contra D. Tomás Iiradley. D. Eugenio Naffeis 
y D. fVdro ¿ory Storch, por cumplimiento de contrato ; sobre 
incompetencia y embargo preventivo. 



N(ímfln 'o. — I" Estando justificado en causa civil que loa de- 
mandados son vecinos de una Provincia, y el demandante es 
vecino de la Capital, el conocimiento de ella corresponde a la 

Justicia Federal. 

2° No existiendo loa estnvnos requeridos por el artículo 5¡> 
inciso 5* de la Ley Nacional de Procedimientos, no procede el 
embargo preventivo. 

Caío.-D. Manuel Silva, cesionario de un boleto de comprade 
Di Agustín Oobal, demandó, en 24 de Setiembre de !88G, t\ 
cumplimiento de dicha compra ante el Juzgado Federal déla 
Plata, ante el cual Silva acreditó sumariamente que era vecino 
de la capital, y los demandados eran vecinos de la Plata, siendo 
además estrangero el demandado Maffeis. 

Apedido del demandante y bajo su responsabilidad, se ordenó 
el embargo preventivo del terreno materia del contrato. 

Conferido traslado de la demanda, Lory Storch opuso wcep- 
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cion de incompetencia, fundándose en que Bradiey era vecino 
de la capital, y pidió se levantase el embargo, por ser nulo el 
decreto que lo ordenó. 

Bradlcy opuso la misma escepeje-n, y pidió el alzamiento del 
embargo, por haber sido ordenado por juez incompetente, y no 
ser el caso del embargo preventivo. 

Maffeis contestó la demanda, pidiendo su rechazo con costas. 

Conferido traslado, Silva pidió el rechizo de lacsrepciom fun- 
dándose en que Bradiey era vecino de La Plata, ejerciendo allj 
la profesión de corredor en sociedad con Lory Storch, y siendo 
municipal deesa ciudad; y sostuvo que el embargo estaba bien 
dictado, citando el fallo de la Suprema Corte, tomo 14, serie 2\ 
página 189. 



Fallo d>l Jti*z Fedrrnl 

- -■ ~ 

U ÍMíiin, Abril 39. I*- 1887 

Y vistos: con lo alegado en el incidente promovido por D. 
Pedro Lory Storch, a foja 40 y D. Tomás Bradiey, á foja 15, 
sobre incompetencia de jurisdicción y nulidad del embargo pre- 
ventivo. El primero se funda en que no es parte en este juicio 
y en que el señor Bradiey no tiene la calidad necesaria para de- 
mandar ó ser demandado ante e¿te Juagado, en razón de ser su 
residenciaen la Capital Federal. El señor Bradiey, por su parte, 
funda su escepcion en que formando los demandados una comu- 
nidad de tres personas, una sola de ollas estrangera (el señor 
Maffeis), por el artículo 10 de la Ley 14 de Setiembre de 18fi;i, 
es necesario que todos ios miembros de e.^a comunidad, para de- 
mandar ó ser demandados ante la Justicia Federal, sean estran- 
geros ; que ademán, no es exacto que tenga su domicilio en esta 
ciudad, y sí, en la Capital Federal , donde tiene su familia. Ter- 
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mina sosteniendo la nulidad del embargo preventivo, por falta 
de titulo suficiente. 

Corrido traslado ala parte actora, esta sostiene que este Juz- 
gado es competente y que el señor Bradley tiene su domicilio en 
esta Capital, en razón de tener un escritorio de comisiones en 
ella, con su nombre, y es además municipal nombrado en La Pla- 
ta, todo lo que constituye su domicilio real y aún 0] domicilio 
legal; sostiene asimismo la legalidad del embargo dictado. 

Y considerando : i" Que en el caso de acumularse varias es- 
cepc iones ó defensas, es la primera y más estricta del Juez 
resolver sobre la relativa ú su competencia. 

2 o Que con la relación á este punto, aunque sumariamente 
se estableció la diversa vecindad de las partes, esto no obsta 
que en juicio pleno pueda ser observada osa resolución, y por 
tanto, declararse la incompetencia, si resultara que no existe esa 
diversa vecindad. 

3» Que de la misma esposicion del demandante y alegato del 
d i-mandado Bradley, que no han sido contradichos por el primero* 
se vé que su demanda es contra una comunidad en que el seño 
Bradley tiene, sin duda alguna, su domicilio real en la Capital 
de la República, sin que importe al respecto que pudiera tenerlo 
en La Plata, pues las presunciones que se invocan para justifi- 
car este, e^tán en contra de lo alegado y consentido por el mis- 
mo demandante, al no negarse ese domicilio real, pues las pre- 
sunciones ceden ante la verdad de los hechos. 

4* Que según lo prescripto por el artículo 10 de la Ley de 14 
de Setiembre de 1863, para que proceda la Jurisdicción Federal 
es necesario que todos los demandantes ó demandados tengan 
la misma nacionalidad ó vecindad, y en este caso resulta que, 
entre los demandados, el señor Bradley no es vecino de la Pro- 
vincia. 

5° Que en cuauto al embargo, es facultativo en el Juez decla- 
rarlo con pruebas fi hacientes, de conformidad al inciso 3 o artí- 
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culo 55 de ia Ley de Procedimientos y jurisprudencia estable- 
cida por la Suprema Corte; y aunque no tuviera jurisdicción y 
competencia, ese embargo tería sin embargo solo revocable por 
el Juez que la tuviera. 

Por estas consideraciones, fallo declarándome incompetente 
para entender en la presente demanda, y no haciendo lugar al 
desembargo solicitado. Xotifíqucse con el original y repóngase 
los sellos, 

¡si doro Mbarracin. 

El demandante apeló y se le concedió el recurso en relación. 
Vista la causa en 20 de Marzo dé 1888, la Suprima Corte la 
pasó al señor Procurador General. 



VISTA DEL SESO» PROCLIUDOR GENEHAI. 

Suprema Corte : 

Esta demanda fué iniciada contra Hradley, Lory Storcb y 
Maffeis, argentinos los dos primeros y el tercero italiano, y 
contra los tres ha seguido y sigue, hasta llegar á V. E., según 
puede verse por las últimas notificaciones. 

Maffeis, es cierto, pretendió se le declarara no partí- ; pero el 
actor lo resistió, ofreciendo probar, con la misma escritura del 
terreno olijeto de la demanda, que era él, Maffeis, tan intere- 
sado como los otros dos. Esta aserción no ha sido ni siquiera 
puesta en duda, y la conducta posterior de Maffeis la ra- 
tifica. 

Nada más se necesita para venir en conocimiento de que esta 
causa no corresponde á la Justicia Federal, puesto que el ya 
citado Maffeis es reconocidamente estrangero, y así resulta de 
estos mismos autos. 
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Prescindiendo por esto del punto relativo á la vecindad de 
Bradley, que necesitaría, á mi juicio, mayor esclarecimiento, 
pido a V. E., si bien, no por el mismo fundamento, la confir- 
mación de la sentencia recurrida. 

Eduardo Costa. 



fallo d> la fluprem» Corte 

Buenos Aires, Abril 10 de 1888, 

Vistos : estandu terminantemente negado por el demandante, 
en su escrito á foja cincuenta y dos, que Don Tomás Bratlluy 
sea vecino df esta Capital, y siendo la averiguación de ese punto 
indispensable para la decisión de este incidente, ábrese esta 
causa ¿i prueba á su respecto, por el término d0 diez dias. 

ILADISLAO FRIAS —FEDERICO IDARGCREN. 
— C, £. DE LA TORRE. — SALUSTIANO i. 
IK VALIA. 



Pruebas de fíradley 

Interrogatorio de dos preguntas titiles, á cuyo tenor decla- 
raron: 

I). Juan Posse, 39 años, comerciante. 
1). Manuel Ruiz, Ai años, comerciante. 
1). Eduardo Scotti, 29 años comerciante. 
D. Miguel Servat, 37 años» muublero. 
D. Ramón Monterroso, 43 años, escribano. 
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2* Si les consta que D. Tomás Bradiey ha vivido en Buenos 
Aires con su familia, en la calle Florida N° 266, basta ei mes 
Marzo de 1887. 

Posse: que es cierto, recordándolo con referencia íi los meses de 
Enero y Febrero. 

Rniz: que os cierto, pues en el mes de Febrero ó Marzo que 
se indica, fué á retratarse á casa de Bradiey. 

Scotti: que es cierto. 

Servat: que es cierto y lo sabi porque él mismo le hizo ven- 
der por medio del martiliero Mattaldi, el dia 23 de Marzo de 
1887, los muebles de su casa habitación y que en la mencionada 
fecha Bradiey y familia se fueron á I,a Plata. 

Monterroso: que es cierto, sin poder precisar la fecha, podien- 
do solo afirmar que Bradiey se fué ú La Plata con su familia á 
vivir en 1887. 

3 É Si les consta que en esa época ha tenido negocios en esta 
ciudad. 

Posse, Ruiz, Scotti: absolvieron. 

Servat: que el único negocio que le ha conocido es el de la 
fotografía que vendió á Ferretto, cuando liquidó los muebles. 

Monterroso : que Bradiey hace tiempo se ocupa en negocios do 
tierras, y en la otieína del declarante ha otorgado varios actos 
referentes á ellas, habiendo sido el último en el año de 1886. 

fr-ttebas de Silva. 

Oficio del Gobernador de la Provincia de Buenos Aires re- 
mitiendo el informe del encargado de la Municipalidad, que 
dice así : 

cDc los antecedentes compulsados aparece que, en la elección 
de municipales para esta Capital, verificada en el año 1886, I). 
Tomás Bradiey obtuvo ciento noventa y siete sufragios por la 
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Segunda Sección, resultando por consiguiente del escrutinio 
verificado, Municipal electo. 

«Pero la Municipalidad, como V. S. sabe y por causas que no 
creo necesario consignar, nunca se constituyó, y por lo tanto, 
ni ol señor Bradley, ni otro alguno de los electos, entraron á 
funcionar como tales Municipales. Ea cuanto puedo informar 
A V. S. f A quien saludo muy atentamente. 

La Plata, Junio 11 de 1*88. 

c M A . ARA VESA, 

. .4. C. CeppL » 



Uu.tjos Aires, Abril 4 de 1880. 

Yi>to>: Resultando de las declaraciones producidas ante e-ta 
Corte, que 1). Tomas Bradley tiene actualmente su domicilio 
en la ciudad de La Flato, como lo tienen sus codemandados Don 
Eugenio Malte y Don Pedro Lory Storch, y estando igualmente 
acreditado que el demandante es vecino de esta Capital, se declara 
que el conocimiento del presente caso corresponde al Juez Fede- 
ral de la Provincia de lineaos Aires. 

En cuanto al incidente sobre el embargo decretado á foja 
treinta y cuatro, no existiendo en autos los estremos requeridos 
por el artículo cincuenta y cinco, inciso tercero de la Ley Na- 
cional de Procedimientos, se revoca el auto apelado de foja 
ochenta y cinco, declarándose sin efecto dicho embargo. Hc- 
pueatoa los sellos, devuélvase. 

BESJAMIN YICTÜMCA. — U LADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO tRARGCREN. 
<:. S. DE LA TORRE. 
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CAUSA XXXVIII 



Contra los señares William Samson »/ C a , por comiso 



Sumario. — Kl error en la designación do las marcas de lo? 
bultos manifestados, os de tos que no pueden pasar desaperci- 
bidos para la Aduana, y no dá lugar á la dechracion de 
comiso. 



Caso.— En 5 de Agosto de 1887 el empleado de Aduana, Sr. 
D. R. Igarzábal, pasó al Gefe del Resguardo la siguiente nota: 

Agosto 5 de 1887. 
Al Señor Gefe del Itesguardo, 11 Florencio Iteborcdo. 

Comunico á Vd. que en la visita do inspección practicada en 
el día de la fecha, en la Boca, encontré qnc entre las mercade- 
rías que descargaban la lanchas Buenos Aires y ÍÜachuelo ) pro- 
cedentes del vapor Pkenkian y paquete 1250, consignado á los 
Señores W, Samson y C\ se encontraban (10) diez cajones 
marca C. P. t números 1072 y 1081, que consultado el manifiesto 
de entrada resultaron no estar manifestados, por lo que procedí 
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A detenerlos, depositándolos en el destacamento de la Boca. 

Esta infracción está prevista en el artículo 838 y penada en 
el 905 de las Ordenanzas de Aduana. 

Debo agregar al Sr. Gefe que toda la carga de este vapor ha 
sido descargada en lanchas y parte de ella se encuentra en los 
depósitos fiscales. 

Dios guarde á Vd. 

IL ígarsábaL 

HESOUCIOS BEL AD5HMSTHADOR DE LA ADUANA 

Rii.mios Aires*. Julio 1 de 1887. 

Visto lo actuado.de loque resulta: que no constan manifestados 
los ochenta y ocho cajones» los cuales se hallan detenidos ea el 
destacamento de la Boca, falta que los mismos interesados con- 
fiesan, dando como causa atenuante la rapidez con que se efec- 
túa esta clasu de operaciones, la cual no es suficiente para des- 
truir la pena que imponen á esta clase de errores tas Ordenanzas 
de Aduana, en su artículo 924; y por otra ¿arte, que los compro- 
bantes que ofrecen no hacen fé, en vista de no ser documentos 
de prueba para la Aduana Argentina; esta Administración, con 
arreglo al referido articulo, resuelve : 

Declarar caidos en comiso dichos bultos, debiendo el Capitán 
pagar una multa igual al valor de ellos, 

Resultando comprobada también la falta de ciento ochenta 
y seis bultos que se denuncian manifestados en tránsito para 
Montevideo, los cuales los inten sados no han podido comprobar 
lo contrario, se resuelve : 

Que con arreglo á los artículos 102*2 y 92i de las referidas 
Ordenanzas, la casa pague una multa de veinte pesos por cada 
bulto. 
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Hágase saber, y fecho pase á Contaduría, previa reposición de 
sellos. 

Granel. 

VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 

Filíenos Aires. Ortubrc 22 de 1887. 

Señor Juez : 

Dos son los argumentos que aducen los señores Williams 
Samson y C* contra la resolución administrativa, materia del 
presente recurso: i° Que en realidad no hay falta de mani- 
festación de los diez cajones marca C. ?,, á que se refiere el 
parte de foja 1 , sino que estos cajones están incluidos entrt» 

C P 

los cuarenta y cuatro manifestados con la marea ha- 
biéndose incurrido solamente en error sobre marcas y números 
jn el uianiliesto de entrada del vapor Wwnician ; y 2" que han 
estado eu tirmpo para rectificar ese error, en virtud de tratarse 
de un vapor con privilegio de paquete . 

Nada mas frivolo que el primer argumento, que parece diri- 
gido tan solií á personas que carecen de nououcs en materia 
de Aduana. 

Consta por el manifiesto consular, que corre ¿i foja 8, que el 
vapor Phenician trajo pura el puerto de Buenos Aires cuarenta y 

C P 

cuatro cajoues culi la marca -^r- 1 y diez cajones con la marca 

C. P,; mientras tanto, á su entrada en este puerto solu existían 
á su bordo trun tu y cuatro de la primera marca y Io¿ diez de la 
segunda, todos los cuales han sido manifestados con las espe- 
culaciones de la primera partida. 

¿Qué se han hecbo los cajones marca — ~ que ao aparecen 
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á bordo del mencionado vapor después de Tarios dias de haber 
anclado en nuestro puerto ? ¿ Quién garante ti la Aduana que 
esos cajones no han sido trasbordados é introducidos á plaza 
clandestinamente? ¿Cómo puede evidenciarse que los diez 
cajones marca C. P, no hfin sido omitidos en el manifiesto ge- 
neral con el mismo propósito? 

1)q Montevideo ¡í Buenos Aires no median más que algunas 
horas de navegación y es muy estrafio que en tan corto tiempo 
se haya olvidado, al formular el manifiesto de entrada aquí, el 

C P 

desembarco en aquella ciudad de loa diez cajones marca ^ ' 

desembarco de que hacen mérito los Sres. Williams Samson y 
O, calificándolo de involuntario, y que so harán omitido otros 
embarcados en Europa con destino á este puerto, que necesa- 
riamente deben constaren los libros y demás documentos del 
vapor. Kn esto no puede haber error, y aunque lo hubiera, 
nunca podría calificársele de involuntario. 

Lo que hay de real en el presente caso es que los agentes del 
Phenician han incurrido en doble responsabilidad por no existir 
á bordo toda la carga manifestada y aparecer otra no incluida en 
el manifiesto general, estando por las Ordenanzas de Aduana 
penada la primera con veinte pesos de multa por cada bulto 
y la segunda, con la de comiso, con arreglo á los artículos 841 
v 005. 

Kl segundo argumento ha sido ya varias veces materia de 
discusión en los asuntos do Aduana, per tratarse do la inter- 
¡«rotación di l artículo 816 y del inci so A" del artículo 847 do las 
Ordenanzas. 

En la causa XII, tuno XIII, página 52 de la 2" serie, y en la 
causa CXVI, página 557 de la misma serie, lia establecido 
jurisprudencia la Suprema Corte, de que una vez descubierta 
por la Aduana la existencia de mercancías nu comprendidas en 
el manifiesto general del buque introductor, no debe ni puede 

T. V 27 
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permitirse su rectificación al efecto de agregar dichas mercan- 
cías, Estos fallos fueron dictados en 1* Instancia por V. S. y 
apoyados luego, á¿ la manera mas clara y explícita, por el señor 
Procurador General, prescindiendo de la circunstancia de que 
las mercaderías, materia del juicio, existieran ó no á bordo del 
buque y de que la falta de manifcstadun procediera de un error 
voluntario ó involuntario. Basta, pues, según esos fallos, que 
la falta de manifestación hubiese sido conocida por la Aduana 
antes de cualquier pedido de rectilicacion. 

Esta jurisprudencia tiene la más perfecta aplicación al caso 
sub-judicc, t urque ei error de que se bace mérito no puede 
considerársele sino como voluntario, como ya lo he hecho notar, 
puesto que desdu el 2'J de Julio del corriente año, fecha en que 
entró el buque, hasta el 5 del mea siguiente, en que fué denun- 
ciada la infracción por el Inspector del Resguardo señor Igar- 
zábal, suficiente tiempo ha habido para canecería y pedir su 
rectilicacion por parte de los Sres. agentes, tanto más cuando 
so trata de puertos de plancha. 

Mientras Unto, solo al din siguiente del parle de foja 1 y 
de detenida la mercancía, se presentaron recién aquellos seño- 
res á pedir el cambio de marcas para encubrir las mercaderías 
que faltaban, según manifiesto, y las que existían á bordo fuera 
de este. Además cuando el Inspector Igarzábal pasó su parte, 
el vapor Phcm'rian estaba á media carga y la mayor parte de 

C V 

los cajones marca - 1 7 —- habían entrado ya en deposito, según 
■ u 

consta de los informes de la Alcaidía que obran ta autos. Y 
nada importa la fecha del informe de foja 4, de ta que los re- 
currentes hacen múrito también, porque si el día 8 de Agosto 
constaba ya en los libros de Depósitos Fiscales la existencia en 
ellos de las mercancías á que se refiere, es claro que su entrada 
y el giro por ellas que debió hacer el Resguardo, tuvo lugar en 
días anteriores. Fuera de eáto, desde el 29 de Julio hasta el G 
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de Agosto ¿qué ha hecho el vapor Phenician en un puerto de 
plancha, como lo es el de la Boca ? ¿ Ha descamado ó no? Es 
claro que sí, sefior juez, porque ningún paquete queda ocho 
«lias sin hacer operaciones , soportando los enormes gastos que 
ocasionan esta clase de buques, .sin una causa que lo jus- 
tifique. 

Resulta, pues. Je lo que dejo opuesto, que no ha habido el 
error alegado por los Sres. W. Sanisom y C% y aunque así hu- 
biera sido, no estaban en tiempo esos señores para salvarlo 
con la solicitud de foja 3, siendo, por consiguiente, justa la sen- 
tencia apelada, por lo que V. S. se hade servir eonlirmarlacon 
costas. 

David ¿avalla. 



MI© del Juez Federal 



líuenoa Aires, Majo 21 de 188**. 

Y asta ota apelación interpuesta por los Kres. Williams 
Mamson y O, de uua resolución del Administrador de Aduana 
y resultando t 

f Que según lo manifiesta «1 empleado D. K. Igarzúbal al 
practicar la descarga del vapor Phenician, se encontró una par- 
tida de diez cajones marca C. P. números 1072 y i 081 conte- 
niendo algodón, consignada á los Srcs. Willianw Samsóu y é 
la cual no aparecía declarada en el manifiesto de dicho buque* 
lo que dió origen á que el Resguardo los detuviera, pasando el 
parte conicnte á foy \ y á la resolución del Administrador de 
Aduana, corriente á foja 7, y declarando caído en comiso los 
diez cajones detenidos. 
2" Que los Sres, Williams Samson y O, al apelar de esta re- 
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solución, espolien que 110 ha habido falta de manifestación sitió 
simplemente uun equivocación en la marca de los cajones, pues 
C P 

con la marca -W- se habían manifestado cuarenta y cuatro 

cajones de algodón, cuando cu realidad 110 había sinó treinta 
y cuatro con esa marca, siendu los diez restantes los que apare- 
cen detenidos por tener marca distinta á causa de un error in- 
voluntario en la manifestación, y que, por otra parte, era eviden- 
te que no habían tenido intención de defraudar la renta, pues 
habían hecho solicitud de modificar en ese sentido el manifiesto 
cuando el error estaba aún en tiempo de ser salvado. 

Y considerando: i a Que de los documentos y manifestacio- 
nes de autos, resulta que el vapor Phcmcinn conducía á este 

ti p 

puerto cuarenta y cuatro cajones de algodón con la marca * ^ ' 

y si bien es cierto que los señores Samsofl y ('■ manifiestan que 
diez de ellos fueron desembarrados en Montevideo, es evidente 
que esta operación ha debido hacerse constar cu tiempo, siendo 
evidente también que si ha habido error en no hacerlo, ese 
error no puede calificarse cr>mo el error involuntario á que se 
relieren las Ordenanzas cuando eximen de la pena en que por 
razón de él se incurría. 

2 rt Que por lo tanto, no es posible admitir, como lo pretenden 
los señores .Samson y l que iiü so ha dejado de manifestar los 
diez cajones marca V. P., sinó que se ha equivocado la marca, 
incluyéndolos en los cuarenta y cuatro cajones manifestados, 
mucho más si seti*-ne en monta que m el man i. liento consular pre- 
sentado por los mismos señores, aparecen como manifestados 
con destino á este puerto cuarenta y cuatro cajones marca 
C P 

-^y- 1 y diez marca C P, lo que demuestra que en realidad se tra- 
taba de mercaderías diferentes. 
3" Que de los informes pasados por las oficinas corres pon- 
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dientes de la Aduana, resulta que cuando loa señores Sarason 
y C" presentaron la solicitud de rectificación del manifiesto, 

C P 

gran parte de los cajonea marca había entrado ya en los 

depósitos fiscales, habiéndolo hecho además después de haberse 
el Resguardo apercibido de la presencia de bultos no manifes- 
tados. 

Por estos fundamentos, fallo, de acuerdo con lo dictaminado 
por el Procurador Fiscal, confirmando la resolución del Admi- 
nistrador de Aduana, corriente á foja 7; y en consecuencia, de- 
vuélvase este espediente para su cumplimiento. Hágase saber y 
repónganse las fojas. 

Andrés l'ijarrha. 

VISTA DEL StílOB PIIOCURAIJGU GENERAL 



Suprema Corte: 

Por más inocente que sea el error en que los señores Sa tu- 
són han incurrido, como lo afirman y quiero creerlo, él no les 
exime de la pena con que la Aduana castiga las infracciones á 
sus Ordenanzas, sean ó no involuntarias y sin la más remota 
intención de perjudicar la Ten ta pública. La Aduana tiene en 
cuenta los hechos y no las intenciones. De otra manera, su ad- 
ministración sería imposible, y poco todo el tiempo para entrar 
en el examen, en cada caso especial, do si hubo ó no intención 
dañada en el error. Esto es elemental, y no necesita dtmostra- 
cit ii T ni mencionarse siquiera. 

Y no es exacto que el error en este caso sea de tal naturaleza 
que no hubiera podido pasar desapercibido. 

JiOS diez bultos que venían bajo la marca C. P. no fueron 
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manifestados, y bien pudieron sor introducidos á plaza sin dejar 
constancia alguna que condujera al descubrimiento del fraude, 
ya en el balance que debe darse para cada buque, según el arti- 
culo 435, ya en la revizacion que hacen después contadores espe- 
ciales. 

Se dice que estos diez manifestados de menos, vienen mani- 

C P 

festados de mis bajo la marea —-y^ 

Pero, un error no se compensa con otro, sin 6 que son dos 
errores, cada uno diferente del otro, como son diferentes las 
manifestaciones y los objetos ¿ que se refieren. J;i error en ma- 

nifestar cuarenta cajones marca cuando solo Tenían 

treinta, solo tiene de pena, según el artículo 905 antes citado, 
veinte pesos por cada bulto manifestado du más; y estos veinte 
pesos están lejos de compensar los derechos en que el fisco puede 
ser defraudado en la introducción clandestina de los diez bultos 
marca C. P, no manifestados. 

En cuanto á la otra escepcion aducida por tos interesados, no 
es menos infundada: consta que el pedido de rectificación fué 
hecho después que la Aduana se había apercibido del error; no 
es, p^r consiguiente, admisible. 

Pido la confirmación do la sentencia recurrida, en mérito de 
lo que dejo espuesto. 

Eduardo Costa. 

Fallo tle la Suprema C'ort© 

Buenos Aires. Abril 6 de J889. 

Vistos y considerando: Que las circunstancias de la causa de- 
muestran que se trata en el caso de un himple error en la 
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designación de las marcas de los dio?, cajones á que se refieren 
estos autos, y tío de una diferencia en más 6 en menos de los 
bultos manifestados, pues el número de estos y el de los encon- 
trados á bordo es exactamente el mismo, romo es la misma la 
especie manifestada en unos y otros. 

Que tal crriir nu Ha podido pasar desapembido para la Aduana 
en razón de la presentación hecha á esta, por los demandados» 
del mnniiiesto consular, en que aparecen incluidos tanto loscua- 

C P 

renta y cuatro bultos de la marca como los diez de la 

marea C P, quedan motivo ¡í este juicio; que no ha sido tampoco 
susceptible de traer perjuicio alguno al Fisco, atento el hecho 
de que los bultos en cuestión han sido real y verdaderamente 
incluidos en el maniluvio general del buque, aunque con una 
designación equivocada y de ser ellos de la especie y calidad 
manifestada. 

Finalmente, que la falta en el cargamento del buque, de los 
C P 

diez bultos marca -^p 1 que los demandados dicen haber des- 
cargado en Montevideo, si puede causar responsabilidad contra 
aquellos, no ha sido ella demandada, ni es materia del presento 
juicio. 

Por estos fundamentos; se revoca la sentencia apelada de foja 
treinta y tres, y se absuelve de toda responsabilidad á los 
demandados. Devuélvanse, debiendo reponerse los sellos. 

BENJAMIN VICTO MCA. — FEDERICO 
IBARGÚREN.-C. S. DE LATORRE. 
— LtIS V, VARELA. 
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DISIDENCIA 

Mi voto, es por la confirmación do la sentencia apelada, por 
sus fundamentos y los de la vista del señor Procurador Ge- 
neral. 

LLADISLAO FRIAS. 



CAUSA YWIY 



Don Elias (¡odoij, contra Don Ikrmidio Carranza, por ejecución 
de sentencia ; sobre falta de personería 



Sumario. — El apoderado en el juicio principal, no puede ale- 
gar falta de personería en los autos sobre ejecución de la sen- 
tencia, mientras no tenga lugar la revocación ú no se le acepte 
la renuncia del poder. 



Caso. — En iOde Octubre de i887 se presentó ante el Juez 
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de Sección de Han Luis D. José A. do Caminos, por D, Elias 
Godoy, esponiendo : 

Que en el juicio do tercería seguido por su representado con- 
tra D. Dermidio Carranza, ante el mismo Juzgado, sobro 
embargo de una tropa de carros y muías, el señor Carranza 
hiibía sido condenado ai pago de las costas, costos y daños y 
perjuicios. 

Que como aún no se había bocho efectiva esta indemnización, 
entablaba formal demanda contra Ü. Dermidio Carranza, para 
que fuera condenado al pago de tres mil doscientos diez y ocho 
pesos en que estimaba los daños causados, pidiendo que el 
traslado de la demanda so entendiera con el procurador D. Juan 
C. Olivera, apoderado del señor Carranza en los autos princi- 
pales. 

En otrosí, pidió se agregase por el ¡ctuario copia legalizada 
de las sentencias de i" y 2" instancia, recaídas en el juicio de 
tercería. 

Corrido traslado de la demanda, D. Juan t \ Olivera pidió tu 
rt chazo con costas, esponiendo: 

Que no era tal apoderad» del señor Carranza en este nuevo 
juicio, no estando por este motivo obligado á contestar la de- 
manda; que esta obligación no podría deducirse del bocho de 
habeT representado al señor Carranza en el juicio sobre cobro 
de pesos con D. Elias Godoy. 

Que él carecía, pues, de personería en el presento juicio. 

Conferida traslado de la escepciou, 1). Alejo de Caminos, 
evacuándolo, pidió su rechazo con costas, esponiendo: 

Que la acción instaurada no era nueva, como se pretendía, 
sinó un incidente de la causa principal de tercería escluvente 
seguida por su mandante contra el representado del señor Oli- 
vera, en el que pedía se hicieran efectivas las costas, daños y 
perjuicios á que fué condenado el señor Carranza en aquel 
juicio. 
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Que tan era así, que al entablar el juicio no pTodujo la infor- 
mación conducente i probar que el caso caía bajo la jurisdic- 
ción federal, puesto que la competencia del Juzgado estaba 
acreditada en el juicio principal, del que el presente era un 
incidente. 

Que el señor Olivera istaba en la obligación de continuar el 
mandato que aceptó del señor Carranza, basta la completa ter- 
minación de Jas gestiones que se le encomendaron, mientras 
no acreditase que su mandato babia terminado por alguna causal 
legal. 

Fallo del Juez Federal 

sn» Luis, Febrero 28 tk> 1888. 

Y vistos: Considerando : I o Que del espediente principal re- 
sulta qu« D, Juan C. Olivera, desde que acepto el poder de 
foja 203, sustituido á su favor, lo lia ejercido á nombre de 
1). Dcrmidio Carranza, interviniendo en el juicio de tercería, 
seguido ante este Juzgado, con I). Elias Godoy, hasta el H de 
Noviembre de 1887» en que presentó 1 1 escrito de foja 272, en 
el que pedía que por no poder continuar en dicha representación, 
sin espensas de ningún genero del señor Carranza, fuera este 
notificado, á fin de que compareciera ¡í hacerse cargo de su 
asunto y asumir su responsabilidad legal. 

Eato, ni importa renuncia del mandato, ni la solicitud alu- 
didaha sido aún proveída en el sentido iudic.ido, conservando, 
por lo tanto, el señor Olivera la misma personería. 

%> Que según doctrina establecida por la Suprema Corte, lo 
que está comprendido bajo la denomí nación de costas, incluso 
los honorarios, es una parte complementaria del juicio en que se 
han causado, y compete su conocimiento al Juez que ha ínter- 
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Tenido en los autos principales (Sirio J*, t. A ú > pág. 33 de los 
Faltos), as como que los costos se refieren á los gastos que 
hacen las partes en viajes, indemnización á los testigos y otros 
estraordinarios, y que las costas procesales comprenden los 
honorarios de los abogados y los que pertenecen ú las diligen- 
cias indis pon su bles de los pleitos. 

Y como se vé en el escrito de demanda, ella tiene por objeto 
el cobro de lo que se acaba de mencionar y la consiguiente 
indemnización de daños y perjuicios, que ordenó la sentencia 
ejecutoriada de foja 3 Tiietta. 

3" Que de lo eapuesto se deduce que la gestión encomendada 
al procurador Olivera, no ha terminado en todas sus partes, 
estando aún pendiente lo relativo á las condenaciones impuestas 
por la precitada sentencia, que son su dclinitiva solución con 
respecto al demandante. 

A" Que por otra parte, solu ¿un admisibles en el juicio ordi- 
nario las escepcioues designadas en los artículos 73 y 7-i de la 
Ley de Procedimientos, entre las que no se halla enumerada la 
falta de personería en el demandado, la cual, no sivutít' dilataría, 
según ha sido propuesta, pertenece como perentoria al fondo de 
la cuestión. 

Por esto y de acuerdo con los fundamenta del escrito de 
foja !0, no h i lugar, con costas, á la escepcion de no parte que 
se ha deducido, debiendo en consecuencia contestarse derecha- 
mente la demanda. 

Repónganse los sellos. 

/'. E. Mi (juez. 

Fallo de la ttupremn Corle 

Unenos Ainrs. Abril <¡ de lWÍ>. 
Vistos : Versando el prescute juicio sobre ejecución de la son- 
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tencia pronunciada en la demandado tercería promovida contra 
Don Dermidio Carranza, od que este fué condenado al pago de 
costas, costos, daños y perjuicios, y en laque Don Joan C. Oli- 
vera ha actuado como apoderado, y debiendo» por tanto, esta 
gestión ser considerada como una emergencia de dicha tercería, 
se confirma con costas el auto apelado do foja diez y ocho 
vuelta, sin perjuicio de lo que en oportunidad se resuelva, res- 
pecto de la petición á que se refiere el considerando primero de 
dicho auto, 

Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN VrCTÜMCA, — «LADISLAO 
FIUAS. — FEDERICO inARCÍREN.— 
C. S. DE LA TORRE. — LUIS V. VA- 
RELA. 



CAUSA X% 

Doña Emtlta YmUacdt Rodríguez, contra Boa Mcolás Scttia- 
ffino; sobre embargo preventivo y formación de espediente 
separado. 

Sumario — I o El embargo preventivo sancionado por el ar- 
tículo 443, inciso 2* de la Ley de Procedimientos de la Capital, 
no está autorizado por la Ley de Procedimientos Nacionales. 
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2" El pedido sobre separación di» espedientes hecho á la Su- 
prema Corte, debo pasar al Juez de Sección para que lo re- 
suelva. 



Caso. — Doña Emilia V. de Rodríguez, acompañando uncer- 
ÜGcadü de un Escribano de Montevideo, sobro haberse vendido 
las propiedades ejecutadas por ella contra Sivori y Schiaffino, y 
haber producido 11.760 pesos, á la vez que e! crédito hipoteca- 
río reclamado ascendía, el 21) de Noviembre de 1885, á 17.487 
pesos con 18 centavos, entabló acción ejecutiva contra Don Ni- 
colás Schiaffino, por la suma de 5727 pesos 18 centavos, orien- 
tales, igual á G1G4 ppsos 07 centavos moneda nacional oro, 

VA juicio ejecutivo euucluyú con el fallode la Suprema Corte, 
de 17 de Abril de 1888, no Haciendo lugar á la ejecución, por no 
revestir el certificado de foja!, los caracteres de una escritura 
pública, ni aparecer espedido por funcionario competente, con 
costas ú la ejecutante. 

Devueltos los autos al Juzgado federal, Don Nicolás Schia- 
fíino solicitó la liquidación de las costas y gastos y perjuicios 
sufridos por ti ejecución ; y Dona Emilia Visillac de Rodrí- 
guez, acompañando el testimonio de varias piezas del juicio 
ejecutivo seguidn contra Kitori y Scbiafíino, en Montevi- 
deo, á saber: a) El auto del Juez aprobando la tasación 
de los bienes hipotecados, y ordenando su venta ; el auto or- 
denando la liquidación; h¡ La liquidación, que dá un pa- 
sivo de 23.5Ü pesos TA centavos en contra de los ejecutados, 
y un activo de 15,703 pesos 22 centavos, con un saldo en con- 
tra de 7817 pflSQS 51 centavos, á 12 do Noviembre de 188G ; 
c) El auto aprobando, de conformidad de part. -s, la liquidación 
anterior; demandó ejecutivamente si Don N indas Scbiafliino, por 
la suma de 7847 pesos 51 centavos orientales, igual á 8390 pesos 
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41 centavos moneda nacional oro, con intereses y costas, y en 
otrosí pidió inhibición general de sus bienes, fundada en que el 
deudor estaba enagenando sus bienes, y en lo dispuesto por el ar- 
tículo 443» inciso 2 o del Código de Procedimientos de los Tribu- 
nales do la Capital, aplicable ¡S falta do disposición en el Código 
de Procedimientos federal, según los artículos 15 y 16 del Có- 
digo Civil ; bajo su responsabilidad. 

El Jaez federal, por decreto de 24 de Mayo de 1888, confirió 
traslado de la demanda. 

La señora Visillac pidió se proveyera al embargo preventivo 
que había solicitado en el otrosí del escrito anterior. 



Fnllo del Juez Fede ral 

Buenos Aires, Mayo 30 do 188K. 
\u siendo procedente el presente pedido, no ha lugar. 

ligar riza. 

La señora Visillac apeló, y se le concedió el recurso libremen- 
te, que la Suprema Corte modificó, pasando los untos al Rela- 
tor. 

Estando el espediente al Relator, el Juez Dr. l.garriza elevó 
un escrito de Schiafiino, que sin evacuare! traslado de la deman- 
da, opuso las escepciones dilatorias de litispe mlencia, incompe- 
tencia, defecto legal en la forma de la demanda, y falta de per- 
sonería en el procurador de la demandante, cuyo escrito la Su- 
prema Corte mandó agregar a los autos. 

Schiaftíno, por su partí/, pidió ante la Suprema Corte, que 
con la demanda de la señora Visillac, de foja 218, se formara un 
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espediente separado, para que no quedan paralizados los autog 
del juicio ejecutiva, que terminó por el fallo de foja 178, a los 
cuales, dicha demanda y el incidente del embargo preventivo, ht- 
Man sido indebidamente agregados. 

Conferido traslado, la señora Visillac se opuso á la formación 
del espediente separado, fundándose en que es un solo juicio el 
que se inició antes y se prosigue ahora, pues la Suprema Corte 
mi lo anuló, sinó que simplemente revocó la sentencia de rema- 
te, en vista de la mala forma det documento de foja 1 , que alio- 
m se presenta en forma debida, j justifica la petición de embar- 
go preventivo que se halla pendiente, en unión de todos los an- 
tecedentes que te son relativas, y que deben formar un solo es- 
pediente. 

Fallo de la Suprema tortr 

Buenos Aires, Abril 6 de 18&1. 

Vistos : No estando a ti tu rilada \wt la Lev Nacional de Procedi- 
mientos la medida precautoria solicitada por la demandante, se 
confirma con costas el auto apelado de foja doscientas veinte y 
ocho vuelta. 

Kn cuanto á la división det procedimiento, solicitada por don 
Nicolás Krhiafíino, vuelvan al Juez de Sección para que resuel- 
va lo que corresponda. 

Repónganse los sellos. 

BENJAMIN VICrOMCA. — ILAD1S- 
LAO FRIAS. — FEDERICO IBAR- 
Gt'REN. - — C. S. DE LA TOnílE. 
— LLiS V. VABELA. 
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La Municipalidad de la Capital, contra Don Juan l.anus, por 
expropiación j sobre las bases de ta estimación. 



Sumario. — La ley de espropiacñin no se opone ú que por re- 
sulueiun prévia, se establezcan las Uaaes con arreglo á las cuales 
debe hacerse 9a apreciación pericial de la iiaca que debe apro- 
piarse. 



Caso. — El Procurador Municipal se presentó aut*- el Juzga- 
da, esponiendo: 

Que para la apertura de la Avenida do Mayo era necesario 
dividir en dos parte! el Mercado Modelo, propiedad de i). Juan 
Lanús. 

Que en 1882, estn señor se presento á la Corporación Munici- 
pal pidiendo penniso para construir el mercado en terreno do 
su propiedad, y en Abril del mismo año se le acordó el permiso, 
reservándose la Municipalidad el derecho de espropiarlo cuan- 
do lo considerase conveniente, abonando á la empresa el 20 *L 
' de utilidad sobre el costo del terreno y edificio (Actas de Sesio- 
nes, 1882, pág. tíij. Pidió que se citara al Sr. Lanüs ú juicio 
verbal. 
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El Juez proveyó de conformidad, y en el juicio verbal» la par- 
te del propietario, espuso : 

Que había sido sorprendido con la iniciación de este juicio, 
pues la Municipalidad tenía nombrada una comisión que debía 
entendease con loa propietarios de las fincas afectadas por la 
Avenida. 

Que pronunciada la resolución de 21 de Abril de 1882, citada 
por el Procurador Municipal, no pudiendo el Sr. Lanús aceptar 
qur la Municipalidad se atribuyera la facultad de decretar es- 
pTopisciones cuando lo eominieia y de fijar arbitrariamente el 
precio qiif había de p¡igar t contraviniendo á lu di-puesto por íos 
artículos 14 y 17 de la Constitución Nacional, y por la ley de 
expropiación, presentó el escrito, cuya copia exhibe, negándole 
esa facultad. 

Que en Tirtud del citado escrito y de lo aconsejado por la 
Comisión de obras Públicas, la resolución de 21 de Abril de 
1882 fué corregida por la de 26 de Setie Ve de 1887 (Actas, 
pág. 374), que dice: * Modifícase la concesión para el estable- 
cimiento d •! Mercado Modelo, declarándose que la espropiaeion 
se efectuará tornando por base, en el tiempo de la espropiaeion, 
el valor del terreno y construcciones en vez del costo de los mis- 
mos, subsistiendo la beneiieiacion del 20* „ sobre su importe. 

Que no puede alegarse, para desvirtuar esta resolución, que no 
se haya dado cumplimiento á lo dispuesto en el artículo 2* de 
ella, que ordenaba á la Intendencia recabar de Lanús la acepta- 
ción de la dáusula modificada ; ya porque la Intendencia jauuís 
recabó dieba aceptación, ni se le hizo á Lanús notificación algu- 
na, ni fué promulgada tal resolución; ya porque el mismo Lanús 
ha tenido rucien cononinicntn de ella, con motivo de las publi- 
caciones hechas en los diarios, anunciando que iba á procederse 
á la espropiaeion de su mercado, y que lo indujeion á averiguar 
lo resuelto en su escrito de 23 de Mayo de 1882. 

Que la pretensión de cspropiarle al Sr. Lanús por el precio 

I. V JÍH 
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de costo más un 20 %, tiende á someterlo á reglas especiales y 
distintas de las observadas en las concesiones espedidas antea y 
después de la del Mercado Modelo, pues en todas ellas se esta- 
6leció que la espropiaciou se haría Befan tasación, con el au- 
mento de 207,. 

Que en consecuencia, no tiene inconveniente en que se proce- 
da á la expropiación del Mercado Modelo, en las condiciones esta- 
blecidas en el artículo!" de la resolución municipal de 2l> de 
Setiembre de 1887, y previo pago del precio ó indemnización, 
como lo establece la ley genera! de espropiaciou ; y pedía so re- 
chama con costas la pretensión contraria. Pidió, además, que 
como cuestión prévia y antes de procederse al nombramiento de 
peritos ó a cualquiera o*ra diligencia, se resolviera que el pre- 
cio porque puede ser es pro piado el Marcado Modelo, os el de su 
valor actúa!, con más un 20 1 ;» sobro su importe. 

La parte de la Municipalidad, diju: que en 20 de Marzo di» 
1882, se le com edió al Sr. La mis el derecho de construir un 
mercado que la Municipalidad podía espropiar por el precio de 
costo más un 20 " „, 

Que esta cláusula constituye una unidad perfecta, porque 
impune una concesión condicional, es decir, que se le concede 
el mercado bajo la condición de que la Municipalidad puede es- 
prupiarlo por el c -sto más un 20 %' 

Que el Sr. Lanús tenía el derecho dr* no aceptar el merca- 
do, pero una vez que lo aceptó. fue" bajo ta condición mencio- 
nada. 

Que aún cuando el Sr. Lanús protestó por escrito, no debió 
empezar la construcción, basta no obtener resolución. 

Que es cierto que á consecuencia del escrito del Sr. Lanús el 
Concejo Deliberante resolvió que cuando se hiciera la espro- 
piaciou se tomaría como precio el actual mas un 20",,; pero que 
esa resolución fué tomada después de dictarse la ley de ta Ave- 
nida, yes natural que el Concejo Deliberante ¡10 pudo tomar re- 
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solución alguna tendente á modifica* un contrato que versaba 
sobre terreu..s que cruzaban la ¿venida, cuando esta estaba su- 
jeta & una ley especial; que así t tal resolución es nula. 

La parte del propietario, agregó : que la Municipalidad pin- 
te adía deducir su derecho de un acto ejecutado por elía en vio- 
lación de lo dispuesto es presamente por la Constitución y leyes 
nacionales. 

Que en efecto, ellas no le atribuyen el derecho de decretar es- 
propiacion-'s ni de fijar su precio, ni mucho menos el de impo- 
nerlo como condición de los permisos que otorgue ca uso de las 
facultades que le han sido dadas para el mejor gobierno y admi- 
nistración de la ciudad. 

Que la condición indicada, Cu.- puesta contra la ley y es nula, 
por cuya razón la misma Municipalidad la revocó. 

Que esta no podía negar caprichosamente el permiso para el 
establecimiento del mercado, pues clin Importaba el ejercicio 
<!e mía industria legítima, asegurada por la Constitución y gra- 
bada por una Ordenanza Municipal con el impuesto de patentes. 

Que solo por contrariar Lis disposiciones rotativas á la hi- 
giene? ;i la seguridad pública podría haber nitrado la Munici- 
palidad el permiso, y Lis ('omisiones de Higiene y Obra* Públi- 
cas, que examinaron la propuesta, no tuvieron sinó palabra,, do 
elogio para los planos y detalles de la obra. 

Que así, no pudo la Municipalidad imponer á la concesión una 
condición que no estaba en sus facultades y que importaba una 
violación de Jas leyes. 

Que ante la protesta que se n-conoen li-rba por el Sr. Lamis 
no puede decirse que él se conformó cun la cláusula relativa á 
la espropiaeiun, pues esa protesta, en contra de una condición 
viulaturia de la ley, salvaba su derecho, el cual quedó después 
asegurado por la nueva resolución municipal que derogó la in- 
justa condición. 

Que no puede sostenerse que ta según la resolución manici- 
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pal sea nula, por haber sido dictada después déla ley de la Ave- 
nida de Majo : porque esa ley no lija base para la espropiacion, 
sinó que dispone que ella se baga con arreglo ú la ley nacional 
de 1866, que fija como base para la espropiacion el pago del va- 
lor actual de lo espropiado; siendo de notarse, además, que no 
puede invocarse en hombre del Intendente Municipal, la nulidad 
de los actos ejecutados por la misma Corporación que representa. 

La parte de la Municipalidad, agregó : Que si bien es cierto 
que la Mucicipalidad no puede fijar por sí sola las bases de es- 
propiacion» no se trata de e*o en el presente caso, sino de un 
acuerdo entre ella y Lanus, aceptado tácitamente por este, por 
el hecho de empezar la construcción del mercado. 

Que cuando el Congreso ó las Municipalidades conceden á una 
empresa la construcción de una obra, bajo de condición de que 
en cierto término entrará á formar parte de los bienes públi- 
cos por determinado precio, aceptada la cláusula por el conce- 
sionario, no hay estral imitación de facultades ; y esto ts lo que 
se hace continuamente en las administraciones públicas. 

Fallo del Juez Federal 

Buenos Aires Febrero 2ti de 188». 

Autos y fistos: No estando aceptada por el procedimiento na- 
cional la resolución de cuestiones previas, y mucho menos en 
este caso, en que según la disposición del artículo 6' de la ley 
de espropiacion de Vienes el procedimiento debe ser sumario, no 
ha lugar á la declaración que se pide y comparezcan nuevamen- 
te las partes á juicio verbal el dia 6 del entrante á Ja i pasado 
meridiano, para proceder al nombramiento de peritos y demás 
diligencias conducentes á la espropiacion solicitada. 



Andrés iyarriza. 
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Fallo de 1» Suprema Corte 

Buenos Airea, Abril 9 de 1889. 

Vistos: Siendo por su naturaleza de previo pronunciamiento la 
cuestión suscitada sobre las bases con arreglo á las cuales debe 
hacerse la apreciación pericial de la finca de cuja espropiacion 
se trata, y no oponiéndose la ley general de la materia en nin- 
guno de sus artículos á su resolución rn el estado actual de la 
cansa, se retoca el auto apelado de foja veinticinco vuelta, y de- 
vuélvanse al Juez de Sección para que proceda A resolverla con 
arreglo á derecho. Repóngase el papel, 

BENJAMIN VICTOIUCA. — U LADISLAO 
FtlUS. — FEDERICO jbargüres. 
— C. S. DE LA TORRE. — LUIS T. 
VARELA. 



